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Resolución 2/2016, de 16 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


 


Asunto: expediente CT-0001/2016 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de León 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 14 de enero y número 201600000152, tuvo registro de entrada en la 


Universidad de León (ULE) una solicitud de información dirigida por XXX al Rector Mgfco. En el 


"Solicito" de esta petición se pedía lo siguiente: 


"Al amparo de lo dispuesto en la aludida Ley de Transparencia, Acceso a la Información y Buen 


Gobierno, instruya el oportuno expediente y, previa ponderación de las circunstancias concurrentes, se me 


facilite el acceso a los datos, actuales y futuros, del expediente académico de mi hijo que me permitan tomar 


conocimiento de los estudios que cursa, si está o no matriculado, notas, costes de matrícula y otros, ayudas o 


becas concedidas y, en general, cuantos actos académicos le afecten y consten o deban constar en aquel". 


Segundo.- Esta petición fue contestada a través de una comunicación de la Secretaria General 


de la ULE de fecha 20 de enero de 2016, que fue registrada de salida con fecha 21 de enero y número 


201600000893. El contenido de esta comunicación fue el que a continuación se transcribe: 


"En contestación a su escrito de fecha 19 de enero de 2016, por el que se solicitan determinados datos 


académicos relativos a su hijo XXX, reiterando la contestación que se dio a su escrito de fecha 19 de noviembre 


de 2015, le comunico que los datos solicitados por usted son datos personales, protegidos por la Ley Orgánica 


15/1999, de 23 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y de acuerdo con lo dispuesto en el 


artículo 11 de dicha Ley, solamente podrán ser facilitados con el consentimiento del interesado, o para 


constancia en un procedimiento judicial o administrativo, en cuyo caso habrán de solicitarse a través del 


órgano judicial o autoridad administrativa competente. 
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Asimismo, la disposición adicional vigésimo primera de la Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica 


la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, dispone que lo establecido en la Ley Orgánica 


15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, será de aplicación al tratamiento y 


cesión de datos derivados de lo dispuesto en esta Ley Orgánica, así como que las universidades deberán 


adoptar medidas de índole técnica y organizativa necesarias que garanticen la seguridad de los datos de 


carácter personal y eviten su alteración, tratamiento o acceso no autorizados. 


De acuerdo con lo anterior, al tratarse de datos personales protegidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 


23 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, no resulta de aplicación la normativa alegada 


por usted en cuanto al derecho de acceso a la información pública, tal como recoge en el artículo 15 de la Ley 


19/2013, de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en cuanto establece que el acceso a los datos 


únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del 


afectado". 


Tercero.- Con fecha 28 de enero de 2016, tuvo registro de entrada en la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León una reclamación frente a la denegación de la solicitud de 


información pública indicada presentada por XXX. 


Cuarto.- Recibida la reclamación presentada frente a la Resolución anterior nos dirigimos a la 


ULE poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando una copia del expediente 


administrativo tramitado para resolver la solicitud de información pública señalada, así como que nos 


informase lo que estimase oportuno acerca de la actuación de la ULE que había dado lugar a la 


impugnación.  


Con fecha 22 de febrero, recibimos la respuesta a la petición anterior a través de una 


comunicación de la Secretaria General de la ULE en la que se pone de manifiesto lo siguiente: 


"Esta Universidad ha considerado que los datos solicitados por el ahora reclamante son datos 


personales, protegidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 23 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 


Personal, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 11 de dicha Ley, solamente podrán ser facilitados con el 


consentimiento del interesado, o para constancia en un procedimiento judicial o administrativo, en cuyo caso 


habrán de solicitarse a través del órgano judicial o autoridad administrativa competente. 


Asimismo, la disposición adicional vigésimo primera de la Ley Orgánica 4/2007, por la que se modifica 


la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, dispone que lo establecido en la Ley Orgánica 


15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, será de aplicación al tratamiento y 


cesión de datos derivados de lo dispuesto en esta Ley Orgánica, así como que las universidades deberán 


adoptar medidas de índole técnica y organizativa necesarias que garanticen la seguridad de los datos de 


carácter personal y eviten su alteración, tratamiento o acceso no autorizados. 
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De acuerdo con lo anterior, esta Universidad ha entendido que al tratarse de datos personales 


protegidos por la Ley Orgánica 15/1999, de 23 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, no 


resulta de aplicación la normativa alegada por el reclamante en cuanto al derecho de acceso a la información 


pública, tal como se recoge en el artículo 15 de la Ley 19/2013, de Transparencia y Acceso a la Información 


Pública, en cuanto establece que el acceso a los datos únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase 


con el consentimiento expreso y por escrito del afectado. 


Se ha considerado que los motivos alegados por el ahora reclamante no justifican el interés legítimo 


que exige la Ley Orgánica 15/1999 para el acceso de los progenitores a las calificaciones de sus hijos mayores 


de edad sin el consentimiento de estos, a la vista del informe jurídico de la Agencia Española de Protección de 


Datos (Informe 0441/2015), en el se vincula dicho interés con la obligación de los progenitores de facilitar los 


gastos de educación de sus hijos, lo que no se alega ni acredita por el solicitante en el presente caso (se adjunta 


copia del informe jurídico). 


No obstante lo anterior, a la vista de lo expresado por el solicitante en el fundamento quinto y último de 


su reclamación, en el que manifiesta que, si su hijo se expresara contrario a que se le facilite la información que 


solicita, respetará su deseo, y que no había especificado en las solicitudes presentadas en esta Universidad, se 


procederá a solicitar del alumno la pertinente autorización o consentimiento para facilitar el acceso a los datos 


solicitados por el reclamante". 


A esta respuesta se adjunta una copia del Informe 0441/2015 de la Agencia Española de 


Protección de Datos (AEPD). 


Quinto.- Con fecha 16 de marzo, se ha recibido una nueva comunicación de la Secretaria 


General de la ULE a través de la cual se pone de manifiesto que, solicitado el consentimiento de la 


persona afectada por la información solicitada para que pudiera acceder a la misma su progenitor, 


aquella no ha autorizado por escrito el acceso pedido 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 
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Transparencia y Bueno Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley establece que la resolución de la 


reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas 


por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades 


Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 


Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien 


corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia 


de recursos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 


Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. Entre las entidades que forman 


parte del sector público autonómico relacionadas en el citado artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de 


mayo, se encuentran las universidades públicas (letra e).  


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que su autor es la misma persona física que se dirigió a la ULE en solicitud de información 


pública a través de la petición referida en el antecedente primero.  


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo de un mes a contar desde el día 


siguiente al de la notificación del acto impugnado, establecido en el artículo 24.2 de la LTAIBG. 


Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 


procede señalar que el objeto de la solicitud presentada en su día por el antes identificado puede ser 


calificado como "información pública" de acuerdo con la definición de este concepto que se realiza en 


el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto define la información pública como: "los contenidos o 
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documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 


incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 


ejercicio de sus funciones". Las universidades públicas se incluyen expresamente dentro del ámbito 


subjetivo de esta Ley en su artículo 2.1. d), último inciso. 


Por este motivo,  no se puede compartir la afirmación realizada por la Secretaria General de la 


ULE, tanto en la respuesta proporcionada al solicitante de la información pública como en el informe 


remitido a esta Comisión, según la cual puesto que los datos solicitados son "datos personales 


protegidos", no resulta de aplicación de la LTAIBG. Obviamente, la circunstancia de que la 


información pública solicitada incluya datos personales, especialmente protegidos o no, supone un 


límite al principio general de libre acceso a la información pública y no una exclusión absoluta del 


mismo y menos aún una obligada inaplicación de aquella Ley. De lo anterior es una prueba evidente el 


contenido del artículo 15 de la LTAIBG, al que nos volveremos a referir con posterioridad, en el cual 


se regula la protección de los datos personales frente al derecho de todas las personas a acceder a la 


información pública. 


Sexto.- Partiendo, por tanto, de la aplicación de la LTAIBG a la solicitud presentada por 


XXX, lo primero que debemos poner de manifiesto es que esta Ley regula en la sección 2.ª del 


capítulo III de su título I un procedimiento que da comienzo con la presentación de la correspondiente 


solicitud, la cual podrá ser inadmitida por alguna de las causas previstas en el artículo 18; continúa con 


la tramitación de la citada solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19, en cuyo tercer 


apartado se prevé que, cuando la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de un 


tercero, se le debe conceder a este un plazo para que pueda realizar las alegaciones que estime 


oportunas; y finaliza con una resolución recurrible directamente ante la Jurisdicción Contencioso-


administrativa y potestativamente a través de la reclamación sustitutiva del recurso administrativo.  


En el caso aquí planteado, presentada la solicitud de información pública, se dio respuesta a la 


misma, sin trámite previo alguno a pesar que la petición afectase a un tercero, a través de la 


comunicación de la Secretaria General de la ULE de fecha 20 de enero de 2016, en la que se pone de 


manifiesto la denegación de la información solicitada sin que se indique los recursos judiciales y/o 


administrativos que podían presentarse frente a la misma.  


En consecuencia, se puede afirmar que la citada resolución ha sido adoptada prescindiendo 


total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido, circunstancia que por sí misma ya 


determinaría la nulidad de la misma (artículo 62.1 e) de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 


Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común).    
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Séptimo.- El trámite esencial que se debió llevar a cabo con anterioridad a la resolución de la 


solicitud de información pública que nos ocupa, pone en relación el aspecto formal de la tramitación 


de la misma con la decisión material que, finalmente, deba adoptarse a la vista de aquella. 


En efecto, como hemos señalado con anterioridad, el artículo 15 de la LTAIBG se encuentra 


dedicado a la protección de datos personales configurada como un límite o excepción específica al 


derecho de acceso a la información pública.  


El primer párrafo de este precepto dispone, en primer lugar, que cuando la información 


solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los que se refiere el apartado 2 del artículo 7 de 


la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, el acceso 


únicamente se podrá autorizar cuando se cuente con el consentimiento expreso y por escrito del 


afectado, salvo que este hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se 


solicite su acceso. Los datos incluidos en el citado artículo 7.2 son los que revelen la ideología, 


afiliación sindical, religión y creencias. 


Un segundo inciso del señalado artículo 15.1 de la LTAIBG, señala que si la información 


incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere el artículo 7.3 de la Ley Orgánica 


15/1999, de 13 de diciembre, o datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas 


que no conllevase la amonestación pública al infractor, el acceso sólo se podrá autorizar en caso de 


que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por una norma 


con rango de Ley. Los datos de carácter personal enunciados en este artículo 7.3 son los que hagan 


referencia al origen racial, a la salud y a la vida sexual. 


En otro caso, es decir cuando la información solicitada contenga datos de carácter personal 


distintos de los señalados en los artículos 7.2 y 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, y 


que no sean relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas, no es necesario obtener 


el consentimiento del afectado para conceder aquella, sino que debe aplicarse lo dispuesto en el 


artículo 15.3 de LTAIBG. Es decir, nos encontraríamos aquí ante una excepción prevista en una ley al 


principio general establecido en el artículo 6.1 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 


conformidad con el cual “el tratamiento de los datos de carácter personal requerirá el consentimiento 


inequívoco del afectado, salvo que la ley disponga otra cosa”. Pues bien, en este supuesto la ley que 


dispone “otra cosa” es el artículo 15.3 de la LTAIBG, precepto en el que se establece lo siguiente: 
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“Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se 


dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la 


divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información 


solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 


 Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración 


los siguientes criterios: 


a) El menor perjuicio de los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 


57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 


b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que 


tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos científicos o estadísticos. 


c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente 


contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 


d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el 


documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad”. 


El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) y la AEPD, en aplicación de lo 


dispuesto en la disposición adicional quinta de la LTAIBG, adoptaron con fecha 24 de junio de 2015 


un criterio interpretativo de aplicación de los límites previstos en los artículos 14 y 15 de esta Ley 


(CI/002/2015). A los efectos que aquí nos interesan, en este criterio interpretativo se afirma lo 


siguiente: 


"El proceso de aplicación de estas normas (artículos 14 y 15 de la LTAIBG) comprende las siguientes 


etapas o fases sucesivas: 


I. Valorar si la información solicitada o sometida a publicidad activa contiene o no datos de carácter 


personal, entendiéndose por estos los definidos en el artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 


diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante LOPD). 


II. En caso afirmativo, valorar si los datos son o no datos especialmente protegidos en los términos 


del artículo 7 de la LOPD, esto es: a) Datos reveladores de la ideología, afiliación sindical, religión y 


creencias; b) Datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, a la salud y a la vida sexual, y 


c) Datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas. Si contuviera 


datos de carácter personal especialmente protegidos, la información solo se podrá publicar o facilitar: (...) 


IV. Si los datos de carácter personal no fueran meramente identificativos y relacionados con la 


organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o no lo fueran exclusivamente, efectuar la 


ponderación prevista en el artículo 15 número 3 de la LTAIBG. 


 (...)".  
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En atención a los argumentos parcialmente transcritos, el CTBG y la AEPD concluyeron lo 


siguiente: 


"a) Los artículos 14 y 15 de la LTAIBG regulan los límites del derecho de acceso a la información 


que no operan de forma automática, sino que habrán de ser aplicados de acuerdo con las reglas de aplicación 


y los elementos de ponderación que establecen la citada Ley y la LOPD. 


b) El orden de ponderación opera desde el artículo 15 al 14 con los elementos que modulan la toma de 


decisiones. 


(...)". 


Octavo.- Poniendo en relación lo anterior con el supuesto planteado en la presente 


reclamación, cabe señalar que los datos solicitados a esa Universidad por el reclamante son datos de 


carácter personal pero no especialmente protegidos. En consecuencia, para poder acceder a lo 


solicitado no se requiere necesariamente el consentimiento de la persona a la que se refieren tales 


datos como se mantiene por esa Universidad. Ahora bien, como hemos señalado, resulta de aplicación 


lo dispuesto en el artículo 15.3 de la LTAIBG y, por tanto, el acceso a la información solicitada, o la 


denegación del mismo, debe acordarse previa ponderación suficientemente razonada del interés 


público en la divulgación de la información y los derechos del afectado. 


Así se señala claramente en el punto II del Informe jurídico 0178/2014, de la AEPD, emitido 


en respuesta a una consulta planteada por una Universidad: 


“A continuación, la consulta plantea diversos supuestos en los que se solicita la opinión de esta 


Agencia en relación con el acceso a determinados datos contenidos en expedientes administrativos ya no sobre 


la base del principio de publicidad activa sino sobre la del derecho de acceso a la información pública. 


En estos casos, dado que ninguno de ellos parece incluir datos especialmente protegidos, debería 


tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 15.3 de la Ley 19/2013, según el cual «cuando la 


información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la solicitud 


concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la 


información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en particular 


su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal». En cuanto a los criterios de 


ponderación, el precepto establece como tales (...). 


Puesto que, en principio, ninguno de los casos planteados puede resolverse a la mera luz de los 


criterios citado por la Ley 19/2003 debería plantearse si existirían en los supuestos planteados otros criterios a 


tomar en consideración para determinar la procedencia o improcedencia del otorgamiento del acceso, siendo 


así que dichos criterios de ponderación podrían incluso traer su causa de otras leyes”. 
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En el punto VI de este mismo Informe se refiere a un caso similar al planteado en la presente 


reclamación, señalando lo siguiente: 


“Por último, debe hacerse referencia al supuesto planteado en primer lugar en la consulta, relacionado 


con el acceso por los progenitores a los expedientes académicos o becas de sus hijos, teniendo en cuenta que 


los mismos alegan que están sufragando los gastos de matrícula. 


En relación con este supuesto, debe tenerse en cuenta que la disposición adicional vigésimo primera 


de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, de modificación de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 


Universidades establece que «no será preciso el consentimiento de los estudiantes para la publicación de los 


resultados de las pruebas relacionadas con la evaluación de sus conocimientos y competencias ni de los actos 


que resulten necesarios para la adecuada realización y seguimiento de dicha evaluación». 


De este modo, el legislador estaría reconociendo la posibilidad de que los Centros universitarios 


aprecien la existencia de un interés público en el conocimiento generalizado de los resultados de las 


mencionadas evaluaciones que prevalecería sobre la voluntad de los alumnos y permitiría su publicación sin 


precisar el consentimiento de los interesados. 


Apreciada la posible concurrencia de ese interés público cabría igualmente considerar que quien 


acredite un interés específico en conocer dichas calificaciones, como podría suceder en el supuesto que nos 


ocupa, podría igualmente acceder a la mencionada información a tenor de lo establecido en el artículo 15.3 


de la Ley 19/2013. 


En cuanto a los datos relacionados con la obtención de becas, dicha información sería objeto de 


publicidad por la Administración concedente en virtud de lo dispuesto en el artículo 8.1c) de la Ley 19/2013, 


por lo que no parece que existiera objeción alguna a legitimar su acceso en cuanto apareciera contenida en el 


expediente del alumno por parte de sus progenitores”. 


Esta parte del Informe jurídico 0178/2014, de la AEPD, se transcribe en el punto I del Informe 


0441/2015, cuya copia subrayada se ha adjuntado en el informe remitido a esta Comisión. No 


obstante, en este último se señala que el mismo se refiere al acceso por los progenitores a las 


calificaciones de los hijos mayores de edad procedentes de centros no universitarios y sometidos por 


tanto al régimen establecido en la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación. En 


consecuencia, al caso planteado en la presente reclamación resultan más aplicables las valoraciones 


realizadas en el primero de ellos, por referirse a centros universitarios, que las contenidas en el que se 


ha acompañado a la respuesta proporcionada por esa Universidad a esta Comisión, sin perjuicio de que 


estas últimas puedan también tenerse en cuenta en el momento de realizar la ponderación a la que se 


refiere el artículo 15.3 de la LTAIBG. 
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Noveno.- En definitiva, la aplicación de la LTAIBG y de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 


diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, exige que en el caso de la solicitud de 


información dirigida a la ULE por XXX, se deba proceder a realizar la ponderación a la que se refiere 


el artículo 15.3 de la LTAIBG, considerando para ello lo dispuesto en la disposición adicional 


vigésimo primera, punto 3, de la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, de modificación de la Ley 


Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, el derecho de aquel como progenitor a 


acceder a la información solicitada referida a su hijo, y las alegaciones que estime oportuno realizar 


este último. Para ello, y aquí se encuentra la conexión entre la decisión material que deba adoptarse y 


el procedimiento a seguir a la vista de la solicitud presentada, se debe conceder al afectado por la 


información un plazo de quince días para que pueda realizar las alegaciones oportunas, informando al 


solicitante de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar resolución hasta que 


se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación (artículo 19.3 de la 


LTAIBG). Obviamente, este trámite es distinto del que ha sido realizado por esa Universidad 


consistente en solicitar la autorización por escrito para permitir el acceso a la información pedida, 


autorización que ha sido denegada por la persona afectada por esta información.  


La ponderación señalada no puede realizarla ahora esta Comisión de Transparencia, 


decidiendo si se debe conceder o no el acceso a la información solicitada, sino que ha de ser llevada a 


cabo por el órgano competente de la ULE previa realización, cuando menos, del trámite de 


alegaciones señalado. Sin perjuicio de lo anterior, la decisión final que se adopte será susceptible de 


ser recurrida ante la vía jurisdiccional contencioso-administrativa y potestativamente ante esta 


Comisión, y así se debe hacer constar en la notificación de la Resolución correspondiente al solicitante 


y a la persona a la que se refiere la información solicitada. 


Precisamente, debido a que la presente Resolución de la reclamación planteada ante la 


Comisión de Transparencia no contiene un pronunciamiento material sobre si debe concederse o no la 


información pública pedida, no hemos estimado necesario realizar el trámite de audiencia al que se 


refiere el artículo 24.3, segundo párrafo, de la LTAIBG.   


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
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RESUELVE 


Primero.- Estimar parcialmente la reclamación frente a la denegación de una solicitud 


de información pública presentada por XXX ante la Universidad de León, ordenando que se deje 


sin efecto la Resolución de su Secretaria General de fecha 20 de enero de 2016 y que se retrotraiga el 


procedimiento de ejercicio del derecho de acceso a la información pública al trámite de alegaciones 


previsto en el artículo 19.3 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno.    


 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y al Rector Magnífico de la 


Universidad de León. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 117.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 


noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 


Común, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-


Administrativa (LJCA), contra esta Resolución solo cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1 k LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 087/2021 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, la reclamante dirigió 
comunicación al Defensor del Pueblo y al MINISTERIO DE UNIVERISDADES en los siguientes 
términos: 


Yo, xxxxxxxxxx DNI xxxxxxx, me dirijo al Defensor del Pueblo como representante de un 
colectivo de Odontólogos en el arduo proceso de la Homologación de sus títulos 
extranjeros, para exponerle que aparte del incumplimiento en los plazos por parte del 
Ministerio de Universidades (Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre, Artículo 14. 
Plazos. 1. El plazo para resolver y notificar la resolución del procedimiento será de seis 
meses, a contar desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los 
registros del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. El plazo de tres meses previsto 
para la emisión del informe técnico suspenderá el plazo previsto para emitir la resolución 
correspondiente (adjuntamos artículo). Se describe un procedimiento de 6 meses para 
obtener las resoluciones, cuando todos los aquí presentes han esperado de 2 años y medio 
a 3 para eso), surge una nueva problemática después de años de espera. 


S/REF:       


N/REF: R/0087/2021; 100-004805 


Fecha:  La de la firma 


Reclamante:  


Dirección  


Administración/Organismo: Ministerio de Universidades 


Información solicitada:  Convocatoria de prueba para homologación de título extranjero 


Sentido de la resolución: Inadmisión a trámite 
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Cuando se ha querido continuar con el proceso de Homologación con la resolución 
condicionada que se ha impuesto por parte del Ministerio de Universidad con previa 
superación de pruebas, ha ocurrido la suspensión de la realización de estas pruebas por 
parte de las Universidades mediante un comunicado publicado el 3 de noviembre del 2020 
(adjuntado al final). 


Que aunque ellos hayan suspendido las convocatorias, según el Real Decreto 967/2014, de 
21 de noviembre, Artículo 16. Requisitos formativos complementarios (adjuntamos 
decreto):  


4. La superación de estos requisitos se realizará a través de una o varias universidades 
españolas de libre elección por el solicitante, que tenga implantados los estudios 
conducentes al título español al cual se refiere la homologación. 


Donde se debe remarcar que se supondría hay libre elección de Universidad, situación que 
no ocurre hace años. Si no que son las Universidades que deciden si abren o no 
convocatorias, y han decidido ellas que son solo 2 convocatorias al año (mayo y noviembre) 
cuyas inscripciones son un mes antes de dichas fechas. 


Es entendible por parte de todos que se haya suspendido en su momento la convocatoria 
de mayo del 2020 por el estado de alarma generado por el Covid-19, pero una vez más han 
vuelto a suspender todas las convocatorias de noviembre sin dar explicaciones y lo más 
alarmante sin indicar cuando van a organizarse para que se pueda seguir avanzando con 
las homologaciones o que solución van poner las Universidades a esto. Las Universidades 
de Odontología de toda España han velado por sus alumnos de grado y de Master, han 
incluso retomado las clases presenciales asegurando las medidas sanitarias necesarias 
para su alumnado. 


Conscientes de la situación actual del covid y todas las medidas tomadas en cada 
Comunidad, destacar que el desplazamiento por examen está contemplado en el Boletín 
Oficial del Estado. En caso que las Universidades no lo vean viable existen también formas 
de evaluación online, que ya muchas Universidades españolas han implementado en los 
últimos meses, y también consideraríamos una opción válida para todos los afectados aquí 
presentes. 


También resulta preocupante el hecho que las resoluciones tienen un plazo para poder 
examinarse (6 años) que ya está en vigencia para varios y algunos incluso ya llevan más 
tiempo en este proceso que los que han recibido la resolución este año (2020). Nadie ha 
dicho si el año perdido se devolverá, si las Universidades realmente están planteando una 
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solución a esta problemática o si seguirán aplazando una vez más el trámite haciendo que 
todos pierdan más y más tiempo. 


Los aquí presentes son profesionales que han estudiado y finalizado sus estudios, han 
invertido mucho tiempo en un proceso que el Ministerio de Universidades aseguro era algo 
factible y se considera una falta grave por parte de todas las instituciones involucradas en 
este proceso que no se dé una solución. Se ruega que el Ministerio de Universidades asuma 
su responsabilidad como institución reguladora de todo este proceso, como está publicado 
en el Boletín Oficial en el Real Decreto 967/2014, de 21 de noviembre, Artículo 16. 
Requisitos formativos complementarios: 


“Por orden de la persona titular del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte se 
determinarán las disposiciones necesarias para la ordenación y realización de estos 
complementos formativos.” 


Ya que es el Ministerio (donde se inicia y se regula el trámite), y no las Universidades, el que 
está en falta y debe regular las condiciones para la obtención de las homologaciones. Se le 
solicita un lugar físico o un medio telemático para poder realizar dicha prueba con todas las 
medidas que encuentren convenientes. Lo que se busca después de 3 años o más para 
algunos, es que cada uno pueda ejercer su profesión y salir de esta situación en la que se 
han vulnerado todos los derechos con respecto al trámite de Homologación de Títulos 
Extranjeros. 


2. Mediante escrito registrado de entrada el 29 de enero de 2021 y al amparo de lo dispuesto en 
el artículo 241 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno (LTAIBG), la solicitante presentó una reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno con el siguiente contenido: 


(…) me dirijo a ustedes porque somos varios compañeros que hemos enviado quejas al 
Ministerio de Universidades pidiéndoles una actuación respecto a las convocatorias para 
tramitar la homologación de nuestros títulos de Odontólogos suspendidas en noviembre 
del 2020 sin causa justificada (la situación del covid ya había permitido retomar la clases 
presenciales en Universidades nacionales) y el pedido de que nos garanticen el desarrollo 
de las convocatorias 2021 ya sea de forma presencial u online como consideren, para no 
perder otro año (un trámite que según el BOE dice que deberían en 6 meses darnos la 
resolución para saber de qué debemos examinarnos cuando en todos hemos esperado casi 
3 años para obtener solamente las resoluciones, entenderán porque nuestra impaciencia 


                                                      


1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24  
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ante la ausencia de convocatorias). Yo en conjunto con otros desarrollamos una carta al 
Defensor del pueblo con 194 firmas de afectados. Esa carta se envió el del 24 de noviembre 
del 2020 al Ministerio de Universidades y a día de hoy seguimos sin tener respuesta (se la 
adjunto a continuación ya que es bastante explicativa). Conseguí en su momento 
comunicarme por teléfono mediante el 060 con una persona en el Ministerio, la cual 
erróneamente me dijo y cito textual: "Eso es problema vuestro con las Universidades, aquí 
no se puede hacer nada". Cuando de acuerdo a lo publicado en el BOE en el Real Decreto 
967/2014, de 21 de noviembre, Artículo 16 (que encontrará adjuntado) será la persona 
titular del Ministerio la encargada de la ordenación y realización de los complementos 
formativos que se nos exige para obtener nuestros títulos. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG2, en conexión con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno3, el Presidente de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, que con carácter potestativo y previo a su eventual 
impugnación en vía contencioso-administrativa, se presenten frente a las resoluciones 
expresas o presuntas recaídas en materia de acceso a la información.  
 


2. La LTAIBG, en su artículo 124, reconoce el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendiendo por tal según dispone su artículo 13 "los contenidos o 
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los 
sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  
 
De este modo, la Ley delimita el ámbito material del derecho a partir de un concepto amplio 
de información, que abarca tanto documentos como contenidos específicos y que se extiende 
a todo tipo de “formato o soporte”, a la vez que acota su alcance exigiendo la concurrencia de 
dos requisitos vinculados con la naturaleza “pública” de las informaciones: (a) que se 
encuentren “en poder” de alguno de los sujetos obligados por la ley, y (b) que hayan sido 
elaboradas u  obtenidas “en el ejercicio de sus funciones”. 


                                                      


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  
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3. En primer lugar, se considera necesario analizar si la solicitud, que recordemos versa sobre la 
necesidad de que el Ministerio realice las actuaciones necesarias para que se realicen las 
pruebas para la obtención de las homologaciones,  y, en concreto solicita un lugar físico o un 
medio telemático para poder realizar dicha prueba, tiene acomodo en la LTAIBG. 


En este sentido, es preciso recordar que, de conformidad con lo establecido en el artículo 
24.1 LTAIBG,  las reclamaciones ante este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno  se 
podrán interponer con carácter potestativo y previo a la vía contencioso-administrativa 
“frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso”. Su objeto se ciñe, por 
tanto, a la tutela del derecho de acceso a la información pública con el alcance reconocido en 
el artículo 12 LTAIBG, según el cual “todas las personas tienen derecho a acceder a la 
información pública en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución 
Española, desarrollados por esta Ley”. Es en este ámbito en el que las reclamaciones ante el 
CTBG tienen la consideración de sustitutivas de los recursos administrativos según dispone el 
artículo 23.1 de la LTAIBG. 


No está, por tanto, contemplado en la LTAIBG que la reclamación prevista en el artículo 24 de 
la misma sea el mecanismo adecuado para requerir al Ministerio una actuación respecto a las 
convocatorias de las pruebas necesarias para  continuar con el procedimiento de 
homologación de títulos de Odontólogos suspendidas en noviembre del 2020 sin causa 
justificada (la situación del covid ya había permitido retomar la clases presenciales en 
Universidades nacionales) y el pedido de que nos garanticen el desarrollo de las convocatorias 
2021 ya sea de forma presencial u online como consideren, conforme expresa literalmente la 
reclamante, que es lo que se pretende en este caso. 


De lo expuesto se deriva que el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno carece de 
competencia para conocer el objeto de la reclamación presentada por lo que, en aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 116 c) -Serán causas de inadmisión las siguientes: Tratarse de un 
acto no susceptible de recurso- de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, debe ser inadmitida a trámite. 


III.  RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede INADMITIR a trámite la 
reclamación presentada por , frente al MINISTERIO DE 
UNIVERSIDADES. 
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De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno5, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas6. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa7. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
  


Fdo: José Luis Rodríguez Álvarez 


                                                      


5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23 
6 https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20180904&tn=1#a112 
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&p=20181206&tn=1#a9 


FIRMANTE(1) : JOSE LUIS RODRIGUEZ ALVAREZ | FECHA : 27/05/2021 12:05 | Sin acción específica










image2.emf
R-0847-2020.pdf


R-0847-2020.pdf


   


Página 1 de 7 


 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno AAI 


Subdirección General de Reclamaciones 
www.consejodetransparencia.es 


 


Resolución 847/2020 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno1 (en adelante LTAIBG), con 
fecha 15 de noviembre de 2020, la siguiente información: 


Informe sobre si el título universitario oficial de Ingeniero en Automática y Electrónica 
Industrial, aprobado por Real Decreto 1400/1992 surte efectos académicos plenos, habilita 
para el ejercicio profesional y tiene efectos civiles de acuerdo con la normativa vigente a la 
fecha de presentación de esta solicitud de información. 


2. Mediante resolución de fecha 30 de noviembre de 2020, el MINISTERIO DE UNIVERSIDADES 
contestó al reclamante lo siguiente: 


                                                      


1 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887  


S/REF: 300-4529 


N/REF:  R/0847/2020; 100-004553 


Fecha:     La de firma  


Reclamante:  


Dirección:   


Administración/Organismo: Ministerio de Universidades 


Información solicitada: Informe sobre el título universitario oficial de Ingeniero en Automática 
y Electrónica Industrial 


Sentido de la resolución:  Desestimatoria 
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Una vez analizada la solicitud, esta debe ser inadmitida por no ajustarse a lo establecido ni en 
el artículo 13 ni en el artículo 18.1.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


El artículo 13 establece que “se entiende por información pública los contenidos o 
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los 
sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. 


Por otra parte, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en muchas de sus resoluciones, 
entre las que se cita la Resolución 2/2019 de 18 de marzo de 2019, establece “…Por lo tanto, 
la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a información 
que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, bien porque 
él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las funciones y 
competencias que tiene encomendadas…”. 


Por lo que respecta a lo establecido por el artículo 18.1.c) respecto a la inadmisión de 
solicitudes relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de 
reelaboración, a partir de criterios del CTBG, se entenderá por reelaboración “cuando se pida 
de forma expresa la elaboración de un análisis, estudio, opinión o dictamen ad hoc o la 
emisión de un pronunciamiento ex profeso sobre una información pública”. 


En el caso que nos ocupa, el solicitante no está pidiendo acceso a información pública, sino 
solicitando expresamente un informe por lo que, por lo anteriormente expuesto, su solicitud 
debe ser inadmitida. 


La normativa vigente en materia de protección de datos (Reglamento 2016/679 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 
de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE; y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales) es aplicable 
al tratamiento de la información (cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas 
sobre datos personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos 
automatizados o no, como la recogida, registro, organización, estructuración, conservación, 
adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, 
difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o interconexión, limitación, 
supresión o destrucción) suministrada en esta resolución, tal y como se especifica en el 
artículo 15.5 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno. 
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3. Ante esta respuesta, mediante escrito de entrada el 5 de diciembre de 2020, el interesado 
presentó, al amparo de lo dispuesto en el artículo 242 de la LTAIBG, una reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con el siguiente contenido: 


A tal efecto les escribo para mostrar mi disconformidad con la respuesta, interpretando por su 
contenido que desde el Ministerio de Universidades no se ha tenido intención en ningún 
momento de contestar a la solicitud de información pública y habiéndose limitado a realizar el 
trámite por la vía de inadmisión vaciando de significado la utilidad de este instrumento. 


De esta forma, hubiera bastado con concretar que la información pública solicitada se 
encuentra contenida en las siguientes disposiciones que es notorio y patente que constan en 
poder del Ministerio de Universidades y que no requieren ningún análisis o dictamen ad hoc o 
la emisión de un pronunciamiento ex profeso sobre una información pública. 


 Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria (BOE núm. 209, de 1 de 
septiembre de 1983) Artículo veintiocho.  


 Real Decreto 1496/1987, de 6 de noviembre, sobre la obtención, expedición y 
homologación de títulos universitarios (BOE núm. 298, de 14 de diciembre de 1987). Artículo 
1ª. 


 Real Decreto 1400/1992, de 20 de noviembre, por el que se establece el título universitario 
oficial de Ingeniero en Automática y Electrónica Industrial y se aprueban las directrices 
generales propias de los planes de estudios conducentes a la obtención de aquel (BOE núm. 
306, de 22 de diciembre de 1992). 


El artículo 28 de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria (LRU) 
dispone que el Gobierno, a propuesta del Consejo de Universidades, establecerá los títulos de 
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, así como las directrices generales 
propias de los planes de estudios que deben cursarse para su obtención y homologación. 


Asimismo, por Real Decreto 1497/1987, de 27 de noviembre, se establecieron las directrices 
generales comunes, que aparecen definidas en el propio Real Decreto como aquellas que son 
de aplicación a todos los planes de estudios conducentes a cualquier título universitario de 
carácter oficial. Artículo único. 


 Real Decreto 394/1996, de 4 de marzo, por el que se reconocen efectos civiles a los estudios 
conducentes a la obtención de Licenciado en Humanidades, de Ingeniero en Automática y 


                                                      


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24  
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Electrónica Industrial, de Ingeniero en Organización Industrial y de Ingeniero Técnico Industrial 
especialidad en Electrónica Industrial, de la Universidad de la Iglesia de Deusto (B.O.E núm. 
74, de 26 de marzo de 1996). 


 Real Decreto 2562/1996, de 13 de diciembre, por el que se reconocen efectos civiles a los 
estudios conducentes a los títulos de Ingeniero en Automática y Electrónica Industrial, 
Ingeniero en Informática y de Ingeniero en Organización Industrial de la Escuela Técnica 
Superior de Ingenieros Industriales (ICAI) y de Ingeniero Técnico Industrial especialidad en 
Electrónica Industrial de la Escuela Universitaria de Ingeniería Técnica Industrial (ICAI) de la 
Universidad Pontificia de Comillas de Madrid (B.O.E núm. 15, de 17 de enero de 1997). 


4. Con fecha 10 de diciembre de 2020, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, al objeto de que se pudieran hacer las 
alegaciones que se considerasen oportunas. No consta respuesta del Ministerio en el plazo 
concedido al efecto, a pesar de haber recibido el requerimiento efectuado. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG3, en conexión con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno4, el Presidente de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su eventual impugnación 
en vía contencioso-administrativa, se presenten frente a las resoluciones expresas o 
presuntas recaídas en materia  de acceso a la información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 125, reconoce el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendiendo por tal, según dispone su artículo 13 "los contenidos o 
documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los 
sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


De este modo, la Ley delimita el ámbito material del derecho - a partir de un concepto amplio 
de información, que abarca tanto documentos como contenidos específicos y que se extiende 
a todo tipo de “formato o soporte”, a la vez que acota su alcance exigiendo la concurrencia de 


                                                      


3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  
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dos requisitos vinculados con la naturaleza “pública” de las informaciones: (a) que se 
encuentren “en poder” de alguno de los sujetos obligados por la ley, y (b) que hayan sido 
elaboradas u  obtenidas “en el ejercicio de sus funciones”.  


3. A continuación, hay que analizar el contenido de la reclamación presentada que coincide con 
el de la solicitud de acceso, en la que se pide un Informe sobre si el título universitario oficial 
de Ingeniero en Automática y Electrónica Industrial, aprobado por Real Decreto 1400/1992 
surte efectos académicos plenos, habilita para el ejercicio profesional y tiene efectos civiles. 


La Administración deniega la información en aplicación de la causa de inadmisión del articulo 
18.1 c) de la LTAIBG, por entender que el informe debe elaborarse expresamente para dar 
una respuesta al reclamante. 


Dicho precepto debe aplicarse a de conformidad con el  Criterio Interpretativo nº 7 de 2015, 
aprobado por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en ejercicio de las competencias 
legalmente atribuidas por el art. 38.2 a) de la LTAIBG y que precisa su contenido en los 
siguientes términos: 


“En cuanto al concepto de reelaboración, debe entenderse desde el punto de vista literal que 
reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: "volver a elaborar algo". Es esta 
circunstancia la que es exigible para entender que estamos ante un supuesto de 
reelaboración. 


Si por reelaboración se aceptara la mera agregación, o suma de datos, o el mínimo 
tratamiento de los mismos, el derecho de acceso a la información se convertirá en derecho al 
dato o a la documentación, que no es lo que sanciona el artículo 12 al definir el derecho como 
"derecho a la información". 


Dicho lo anterior, el concepto de reelaboración como causa de inadmisión ha sido 
interpretado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversas resoluciones de 
tal manera que puede entenderse aplicable cuando la información que se solicita, 
perteneciendo al ámbito funcional de actuación del organismo o entidad que recibe la 
solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una respuesta, haciendo uso de diversas 
fuentes de información, o b) Cuando dicho organismo o entidad carezca de los medios 
técnicos que sean necesarios para extraer y explotar la información concreta que se solicita, 
resultando imposible proporcionar la información solicitada.” 


Por su parte, los Tribunales de Justicia también han tenido ocasión de analizar dicha causa de 
inadmisión. 
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En este sentido, la Sentencia nº 60/2016, dictada por el Juzgado Central de lo contencioso-
Administrativo nº 6 de Madrid el 25 de abril de 2016: “El artículo 13 de la citada Ley, que 
reconoce el derecho de los ciudadanos al acceso a la información, pero a la información que 
existe y que está ya disponible, lo que es distinto, de reconocer el derecho a que la 
Administración produzca, aunque sea con medios propios, información que antes no tenía". 


Igualmente, la Sentencia de la Sección séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional de 24 de enero de 2017 dictada en el recurso de apelación nº 63/2016 
"El derecho a la información no puede ser confundido con el derecho a la confección de un 
informe por un órgano público a instancias de un particular. Es por ello por lo que el 
mencionado art. 18.1 c permite la inadmisión de una solicitud cuando la información que se 
solicita requiere una elaboración y tarea de confección por no ser fácilmente asequible 
acceder a ella, pero sin que ello signifique deba ser objeto de una interpretación amplia”. 


En el presente caso, de las manifestaciones de la Administración se desprende claramente 
que para responder a la solicitud tendría que elaborar el informe que se solicita de manera 
expresa. En consecuencia, concurre la causa de inadmisión del artículo 18.1.c) de la LTAIBG  
entendida en los términos expresados en el Criterio Interpretativo y en la jurisprudencia 
reproducida. 


En virtud de lo expuesto, la presente reclamación ha de ser desestimada. 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
reclamación presentada por , frente a la Resolución del MINISTERIO 
DE UNIVERSIDADES, de fecha 30 de noviembre de 2020. 


De acuerdo con el artículo 23, número 16, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre7, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 


                                                      


6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a23  
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20151002&tn=1#a112  
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Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa8. 


 
 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
 


Fdo: José Luis Rodríguez Álvarez 
 


                                                      


8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9  
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Resolución 355/2020 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE UNIVERSIDADES,  al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno1 (en adelante LTAIBG) y con 
fecha 1 de junio de 2020, la siguiente información: 


Información sobre las medidas que ha tomado el Ministerio de Universidades a la hora de 
adaptar los procedimientos de evaluación correspondientes a la docencia presencial ante 
esta nueva situación excepcional. 


Información sobre las medidas que ha tomado el Ministerio de Universidades a la hora de 
garantizar la autoría de los diferentes documentos en los que se basa la evaluación por 
parte del alumno que está siendo calificado. 


                                                      


1 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887  


S/REF: 001-043405   


N/REF: R/0355/2020; 100-003832 


Fecha: La de la firma 


Reclamante:  


Dirección:   


Administración/Organismo: Ministerio de Universidades 


Información solicitada: Proceso de docencia y evaluación por el COVID 


Sentido de la resolución: Desestimatoria  
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Información sobre las medidas que tiene pensado tomar el Ministerio de Universidades en 
relación con el proceso de docencia y evaluación, en caso de que no se puedan retomar las 
clases presenciales en septiembre. 


2. Mediante resolución de fecha 8 de julio de 2020, el  MINISTERIO DE UNIVERSIDADES contestó 
al solicitante lo siguiente: 


(…)3º. Una vez analizada la solicitud, en su ámbito competencial, esta Secretaría General 
resuelve conceder el acceso a la información solicitada e informa que: 


 Con motivo de la pandemia ocasionada por la Covid-19, auspiciada por el Ministerio de 
Universidades, se constituyó una mesa de trabajo técnica con la participación del propio 
Ministerio de Universidades, representantes delegados por las Comunidades 
Autónomas, representantes de las Agencias de Evaluación de la Calidad, representantes 
de la Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas y representantes del 
Consejo de Estudiantes Universitarios del Estado. Las reflexiones de la mesa de trabajo 
constituyeron una aportación a los criterios orientativos que fueron debatidos y 
decididos por la Conferencia General de Política Universitaria que aprobó el documento 
“Recomendaciones sobre criterios generales para la adaptación del sistema universitario 
español ante la pandemia del Covid-19, durante el curso 2019-2020” (ver Anexo I) en 
cuyo Punto 4 se trata todo lo relativo a la ‘Evaluación’ 
 


 Por otra parte, por lo que respecta al proceso de docencia y evaluación en caso de que 
no se puedan retomar, en su totalidad, las clases presencialmente, se publicó el 
documento “Recomendaciones del Ministerio de Universidades a la comunidad 
universitaria para adaptar el curso universitario 2020-2021 a una presencialidad 
adaptada” (ver Anexo II) 
 


 También por lo que respecta a los distintos procesos de adecuación apara el nuevo 
curso, el Gobierno aprobó un paquete de 400 millones de euros de ayuda para la 
educación superior (Real Decreto-ley 22/2020, de 16 de junio, por el que se regula la 
creación del Fondo COVID-19 y se establecen las reglas relativas a su distribución y 
libramiento (https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-6232)). 
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3. Ante esta contestación, el solicitante presentó, mediante escrito de entrada el 9 de julio de 
2020, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 242 de la LTAIBG, una reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que manifestaba lo siguiente:  


De acuerdo con la resolución a la solicitud, y habiendo analizado sus anexos, considero que 
no se ha dado respuesta a la parte de la solicitud, consistente en: "Información sobre las 
medidas que ha tomado el Ministerio de Universidades a la hora de garantizar la autoría 
de los diferentes documentos en los que se basa la evaluación por parte del alumno que 
está siendo calificado." 


Por lo tanto, solicito que se requiera al organismo responsable (Secretaria General de 
Universidades), que proporcione a esta parte la información relativa a dicho punto. 


4. Con fecha 10 de julio de 2020, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, a través de la Unidad de Información de 
Transparencia competente y al objeto de que pudiera hacer las alegaciones que considerase 
oportunas. Notificado el requerimiento el mismo 10 de julio, mediante la comparecencia del 
Ministerio, transcurrido el plazo concedido al efecto no consta la presentación de alegaciones 
a la reclamación. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG3, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno4, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 125, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 


                                                      


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24  
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  
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alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. Con carácter previo, y en atención a las circunstancias del presente expediente, debemos 
reiterar que la solicitud de alegaciones al sujeto obligado por la LTAIBG frente al que se 
presenta la reclamación, además de garantizar el principio de contradicción en la tramitación 
del procedimiento, permite al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno obtener todos los 
elementos de juicio necesarios de tal forma que la resolución de la reclamación atienda a 
todas las circunstancias que sean de aplicación al caso concreto.  
 
Como se desprende de todos los expedientes de reclamación tramitados por este Organismo, 
dicha solicitud de alegaciones se realiza inmediatamente después a la interposición de la 
reclamación con vistas a obtener los argumentos por los que el Organismo al que se dirige la 
reclamación ha considerado que ha facilitado la información requerida y el interesado no, 
como ocurre en el presente supuesto. No obstante y a pesar de que consta la notificación por 
comparecencia de la realización del trámite de solicitud de alegaciones, en el presente 
expediente no se ha recibido respuesta. 
 
En atención a estas circunstancias, no podemos sino poner de manifiesto que esta falta de 
alegaciones dificulta la adecuada protección y garantía del derecho constitucional a acceder a 
la información pública, interpretado, como bien conoce la Administración, por los Tribunales 
de Justicia como de amplio alcance y límites restringidos- por todas, destaca la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2017 Recurso de Casación nº 75/2017, "Esa 
formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de acceso a la 
información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, tanto las 
limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las 
causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 
18.1".(...) sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y 
desproporcionado del derecho de acceso a la información- así como la salvaguarda del 
derecho de acceso a la información pública que corresponde al Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno (art. 34 de la LTAIBG). 
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4. Respecto al fondo del asunto, cabe señalar que, como se ha reflejado en los antecedentes de 
hecho, el solicitante está parcialmente de acuerdo con la respuesta facilitada por el 
Ministerio, a excepción, como recoge su reclamación,  del punto relativo a las medidas que ha 
tomado el Ministerio de Universidades a la hora de garantizar la autoría de los diferentes 
documentos en los que se basa la evaluación por parte del alumno que está siendo calificado,  
que considera no ha sido respondido por la Administración. 


En cuanto a la respuesta facilitada por la Administración en relación con este punto, hay que 
recordar que el Ministerio la considera contestada junto con la primera, informando que con 
motivo de la pandemia ocasionada por la Covid-19, se constituyó una mesa de trabajo técnica 
(participación del propio Ministerio, representantes delegados por las Comunidades 
Autónomas, de las Agencias de Evaluación de la Calidad, de la Conferencia de Rectores de las 
Universidades Españolas y del Consejo de Estudiantes Universitarios del Estado). 


Así como que las reflexiones de la mesa de trabajo constituyeron una aportación a los criterios 
orientativos que fueron debatidos y decididos por la Conferencia General de Política 
Universitaria que aprobó el documento “Recomendaciones sobre criterios generales para la 
adaptación del sistema universitario español ante la pandemia del Covid-19, durante el curso 
2019-2020” (ver Anexo I) en cuyo Punto 4 se trata todo lo relativo a la ‘Evaluación’. 


5. A este respecto, hay que señalar que a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno el Ministerio sí responde a las cuestiones planteadas por el solicitante, en virtud, 
como indica, de su ámbito competencial.  


En primer lugar, cabe indicar que artículo 2 –Autonomía universitaria- de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades6 dispone que  


1. Las Universidades están dotadas de personalidad jurídica y desarrollan sus funciones en 
régimen de autonomía y de coordinación entre todas ellas. 


Las Universidades privadas tendrán personalidad jurídica propia, adoptando alguna de las 
formas admitidas en Derecho. 


Su objeto social exclusivo será la educación superior mediante la realización de las 
funciones a las que se refiere el apartado 2 del artículo 1. 


2. En los términos de la presente Ley, la autonomía de las Universidades comprende: 


                                                      


6 https://www.boe.es/eli/es/lo/2001/12/21/6/con 
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a) La elaboración de sus Estatutos y, en el caso de las Universidades privadas, de sus 
propias normas de organización y funcionamiento, así como de las demás normas de 
régimen interno. 
b) La elección, designación y remoción de los correspondientes órganos de gobierno y 
representación. 
c) La creación de estructuras específicas que actúen como soporte de la investigación y de 
la docencia. 
d) La elaboración y aprobación de planes de estudio e investigación y de enseñanzas 
específicas de formación a lo largo de toda la vida. 
e) La selección, formación y promoción del personal docente e investigador y de 
administración y servicios, así como la determinación de las condiciones en que han de 
desarrollar sus actividades. 
f) La admisión, régimen de permanencia y verificación de conocimientos de los 
estudiantes. 
g) La expedición de los títulos de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional y de 
sus diplomas y títulos propios. 
h) La elaboración, aprobación y gestión de sus presupuestos y la administración de sus 
bienes. 
i) El establecimiento y modificación de sus relaciones de puestos de trabajo. 
j) El establecimiento de relaciones con otras entidades para la promoción y desarrollo de 
sus fines institucionales. 
k) Cualquier otra competencia necesaria para el adecuado cumplimiento de las funciones 
señaladas en el apartado 2 del artículo 1. 


3. La actividad de la Universidad, así como su autonomía, se fundamentan en el principio 
de libertad académica, que se manifiesta en las libertades de cátedra, de investigación y 
de estudio. 


4. La autonomía universitaria exige y hace posible que docentes, investigadores y 
estudiantes cumplan con sus respectivas responsabilidades, en orden a la satisfacción de 
las necesidades educativas, científicas y profesionales de la sociedad, así como que las 
Universidades rindan cuentas del uso de sus medios y recursos a la sociedad. 


5. Sin perjuicio de las funciones atribuidas a la Conferencia General de Política 
Universitaria, corresponde a cada Comunidad Autónoma las tareas de coordinación de las 
Universidades de su competencia. 
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En segundo lugar, hay que señalar que, tal y como indica la Administración, el Anexo 1 
facilitado recoge las Recomendaciones sobre criterios generales para la adaptación del 
sistema universitario español ante la pandemia del Covid-19, durante el curso 2019-2020, 
aprobadas por la Conferencia General de Política Universitaria el 15 de abril de 2020. Que en 
su punto 4, trata efectivamente sobre la Evaluación.  


De las citadas recomendaciones sobre este punto, podemos destacar que se indica que Para 
garantizar la transparencia de este cambio, su difusión y la equidad de oportunidades para el 
estudiantado, sería adecuado introducir en la adaptación aprobada por los órganos de 
gobierno de la universidad, y que se incorporará a todas las memorias de titulación, unos 
criterios generales de evaluación no presencial. 


O, por ejemplo, que se indica que Esta opción permite que, a su vez, cada titulación y al final 
cada asignatura concrete posteriormente cómo va a proceder para evaluar los resultados 
del aprendizaje de este segundo cuatrimestre del curso 2019-2020. Delimitando, así, cuáles 
serán los criterios de evaluación específicos y los métodos que se implementarán, así como 
su temporalidad. (…) Esta información concreta formaría parte de la adaptación que se 
incorpore excepcionalmente para este curso a las Guías Docentes, dando seguridad jurídico-
académica a todas las partes implicadas en el proceso-evaluativo. 


Por lo que, teniendo en cuenta que según la normativa expuesta la autonomía de las 
Universidades comprende la verificación de conocimientos de los estudiantes, y que, como 
indican las mencionadas recomendaciones, son los órganos de gobierno de las Universidades 
los encargados de ello y que los criterios de evaluación específicos y los métodos así como su 
temporalidad, se incorporan a las Guías Docentes, que publican las Universidades, 
entendemos que el Ministerio ha facilitado sobre el punto reclamado toda la información 
disponible según su ámbito competencial. Siendo las Universidades, en virtud de su ámbito 
competencial también, las que en todo caso podrían completar dicha información.  


Por lo tanto, en base a los argumentos desarrollados en los apartados precedentes de la 
presente resolución, la reclamación debe de ser desestimada. 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
reclamación presentada por , con entrada el 9 de julio 
de 2020, contra la resolución, de fecha 8 de julio de 2020 del MINISTERIO DE UNIVERSIDADES. 
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De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre7, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación  prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre8, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 


 
EL PRESIDENTE DEL CTBG 


P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


                                                      


7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23  
8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&tn=1&p=20181206#a112  
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Resolución 354/2020 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE UNIVERSIDADES,  al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno1 (en adelante LTAIBG) y con 
fecha 1 de junio de 2020, la siguiente información: 


Debido a la suspensión de las clases presenciales en estudios universitarios, y la reducción, 
con ello de los gastos que supone la enseñanza universitaria (disminución del gasto en 
material de laboratorio, recibos de luz y agua, etc.), ¿va a proceder la administración con la 
devolución de parte de las tasas universitarias abonadas durante el curso 2019 - 2020?, ¿se 
van a modificar los precios públicos de cara al curso 2020 - 2021, en caso de que no se 
puedan retomar las clases de forma presencial? 


2. Mediante resolución de fecha 8 de julio de 2020, el  MINISTERIO DE UNIVERSIDADES contestó 
al solicitante lo siguiente: 


                                                      


1 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887  


S/REF: 001-043406   


N/REF: R/0354/2020; 100-003831 


Fecha: La de la firma 


Reclamante:  


Dirección:   


Administración/Organismo: Ministerio de Universidades 


Información solicitada: Devolución de tasas universitarias por COVID 


Sentido de la resolución: Desestimatoria  
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Una vez analizada la solicitud, en su ámbito competencial, esta Secretaría General 
resuelve conceder el acceso a la información solicitada e informa que: 


 Con motivo de la pandemia ocasionada por la Covid-19, auspiciada por el Ministerio de 
Universidades, se constituyó una Comisión Técnica para estudiar los criterios de 
desistimiento o anulación de matrícula de asignaturas del curso 2019-20 y de 
eliminación del sobrecoste económico de matrículas sucesivas para el curso 2020-2021. 
Esta Comisión Técnica contaba con representación de las Comunidades Autónomas, de 
los Rectores y Rectoras de las universidades españolas así como de los estudiantes de las 
citadas universidades. El trabajo se desarrolló en el sentido de contemplar 
recomendaciones para las universidades con la finalidad de armonizar, y no de 
uniformizar, las decisiones a tomar por las universidades y siempre con el fin de dar la 
máxima protección a los estudiantes. 
 


 Las universidades, ante el reducido número de solicitudes de anulación de matrícula, 
han actuado en la mayoría de los casos creando con ese importe un fondo para la 
matrícula del estudiante en el curso 2020/2021 y, en algunos casos, han procedido a la 
devolución directa de los importes. 


 
 Por otra parte, por lo que respecta a la planteada reducción de las tasas universitarias, 


mediante la Disposición final sexta del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el 
que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID- 2019 
(https://www.boe.es/eli/es/rdl/2020/05/05/17/con) se modificó la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades eliminando el sistema de horquillas para 
precios públicos de matriculación en enseñanzas universitarias que había producido una 
gran disparidad de precios públicos en las Comunidades Autónomas. 


 
 El artículo 81.3.b) de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades 


determina que “los precios públicos por servicios académicos y demás derechos que 
legalmente se establezcan” por estudios conducentes a la obtención de títulos de 
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional “los fijará la Comunidad 
Autónoma, dentro de los límites que establezca la Conferencia General de Política 
Universitaria.” 


 
 En virtud de lo anterior, la Conferencia General de Política Universitaria, en la sesión 


celebrada el día 27 de mayo de 2020, con el doble objetivo de reducir los precios 
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públicos de los estudios oficiales de Grado, en su primera matrícula, como una acción 
necesaria para garantizar la igualdad de oportunidades de los y las estudiantes y, al 
mismo tiempo, contribuir a armonizar los diferentes precios existentes entre las 
Comunidades Autónomas, acordó establecer los límites máximos para que las 
Comunidades Autónomas fijen los precios públicos por estudios conducentes a la 
obtención de títulos oficiales de Grado y de Máster para el curso 2020-2021 
(https://www.boe.es/boe/dias/2020/06/03/pdfs/BOE-A-2020-5605.pdf) 


3. Ante esta contestación, el solicitante presentó, mediante escrito de entrada el 9 de julio de 
2020, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 242 de la LTAIBG, una reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que manifestaba lo siguiente:  


El motivo de la reclamación radica en que considero que no se ha satisfecho de manera 
completa mi derecho al acceso a la información pública. 


La segunda parte de mi solicitud, indicaba lo siguiente: "Debido a la suspensión de las 
clases presenciales en estudios universitarios, y la reducción, con ello de los gastos que 
supone la enseñanza universitaria (disminución del gasto en material de laboratorio, 
recibos de luz y agua, etc.), ¿va a proceder la administración con la devolución de parte de 
las tasas universitarias abonadas durante el curso 2019 - 2020? 


La resolución recibida, no indica de forma explícita si esta devolución, debido a la 
disminución del gasto de las universidades durante la docencia no presencial, se va a 
realizar a todos los alumnos universitarios o no, por lo que no se ha proporcionado de 
forma completa la información solicitada. 


La segunda parte de la solicitud, preguntaba lo siguiente: ¿se van a modificar los precios 
públicos de cara al curso 2020 - 2021, en caso de que no se puedan retomar las clases de 
forma presencial? La resolución indica que se ha modificado el sistema de cálculo de los 
precios públicos máximos, pero no se indica si en caso de que no puedan retomar las clases 
presenciales, o no toda la docencia sea presencial, se van a volver a ajustar los precios 
públicos, debido a que, de nuevo, el gasto de las universidades sería en este caso menor. 


4. Con fecha 10 de julio de 2020, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, a través de la Unidad de Información de 
Transparencia competente, y al objeto de que pudiera hacer las alegaciones que considerase 
oportunas. Notificado el requerimiento el mismo 10 de julio, mediante la comparecencia del 


                                                      


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24  
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Ministerio, transcurrido el plazo concedido al efecto no consta la presentación de alegaciones 
a la reclamación. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG3, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno4, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 125, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. Con carácter previo, y en atención a las circunstancias del presente expediente, debemos 
reiterar que la solicitud de alegaciones al sujeto obligado por la LTAIBG frente al que se 
presenta la reclamación, además de garantizar el principio de contradicción en la tramitación 
del procedimiento, permite al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno obtener todos los 
elementos de juicio necesarios de tal forma que la resolución de la reclamación atienda a 
todas las circunstancias que sean de aplicación al caso concreto.  
 
Como se desprende de todos los expedientes de reclamación tramitados por este Organismo, 
dicha solicitud de alegaciones se realiza inmediatamente después a la interposición de la 
reclamación con vistas a obtener los argumentos por los que el Organismo al que se dirige la 


                                                      


3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 15/09/2020 21:01 | Sin acción específica







 


Página 5 de 8 


 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno AAI 


Subdirección General de Reclamaciones 
www.consejodetransparencia.es 


 


reclamación ha considerado que ha facilitado la información requerida y el interesado no, 
como ocurre en el presente supuesto. No obstante y a pesar de que consta la notificación por 
comparecencia de la realización del trámite de solicitud de alegaciones, en el presente 
expediente no se ha recibido respuesta. 
 
En atención a estas circunstancias, no podemos sino poner de manifiesto que esta falta de 
alegaciones dificulta la adecuada protección y garantía del derecho constitucional a acceder a 
la información pública, interpretado, como bien conoce la Administración, por los Tribunales 
de Justicia como de amplio alcance y límites restringidos- por todas, destaca la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2017 Recurso de Casación nº 75/2017, "Esa 
formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de acceso a la 
información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, tanto las 
limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 19/2013 como las 
causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen enumeradas en el artículo 
18.1".(...) sin que quepa aceptar limitaciones que supongan un menoscabo injustificado y 
desproporcionado del derecho de acceso a la información- así como la salvaguarda del 
derecho de acceso a la información pública que corresponde al Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno (art. 34 de la LTAIBG). 


4. Respecto al fondo del asunto, cabe recordar, que el objeto de la solicitud de información se 
concretaba en solicitar respuesta a (i) si va a proceder la administración con la devolución de 
parte de las tasas universitarias abonadas durante el curso 2019 – 2020, y (ii) si se van a 
modificar los precios públicos de cara al curso 2020 - 2021, en caso de que no se puedan 
retomar las clases de forma presencial, debido a la suspensión de las clases presenciales. 


Cuestiones, a las que la Administración da por contestadas en su resolución sobre  acceso a la 
información, en la que informó al solicitante que: 


- La Comisión Técnica constituida para estudiar los criterios de desistimiento o anulación de 
matrícula de asignaturas que desarrolló unas recomendaciones para las universidades, que 
ante el reducido número de solicitudes de devolución han optado en la mayoría de los casos 
creando con ese importe un fondo para la matrícula del estudiante en el curso 2020/2021 y, 
en algunos casos, han procedido a la devolución directa de los importes. 


- Y, que se ha modificado la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades 
eliminando el sistema de horquillas para precios públicos de matriculación, así como, que la 
Conferencia General de Política Universitaria, en la sesión celebrada el día 27 de mayo de 
2020,  acordó establecer los límites máximos para que las Comunidades Autónomas fijen los 
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precios públicos para el curso 2020-2021. Aclarando al solicitante que conforme establece la 
citada  Ley Orgánica 6/2001 estos precios públicos los fija la Comunidad Autónoma, dentro de 
los límites que establezca la Conferencia General de Política Universitaria. 


No obstante, el solicitante, disconforme con la respuesta obtenida, presenta reclamación 
ante este Consejo de Transparencia al considerar que no se responde a si la mencionada 
devolución se va a realizar a todos los alumnos o no, ni si en caso de que no puedan retomar 
las clases presenciales, o no toda la docencia sea presencial, se van a volver a ajustar los 
precios públicos.  


5. A este respecto, hay que señalar que a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno el Ministerio sí responde a las cuestiones planteadas por el solicitante, en virtud, 
como indica, de su ámbito competencial.  


En primer lugar, cabe indicar que el artículo 79.1 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de 
diciembre, de Universidades6 dispone que Las universidades públicas tendrán autonomía 
económica y financiera en los términos establecidos en la presente Ley. A tal efecto, se 
garantizará que las universidades dispongan de los recursos necesarios para un 
funcionamiento básico de calidad. 


Y el artículo 81.3 de la citada ley, que El presupuesto de las Universidades contendrá en su 
estado de ingresos: b) Los ingresos por los precios públicos por servicios académicos y demás 
derechos que legalmente se establezcan. En el caso de estudios conducentes a la obtención de 
títulos de carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, los precios públicos y 
derechos los fijará la Comunidad Autónoma, dentro de los límites máximos que establezca la 
Conferencia General de Política Universitaria, y que estarán relacionados con los costes de 
prestación del servicio. 


Asimismo, se consignarán las compensaciones correspondientes a los importes derivados de 
las exenciones y reducciones que legalmente se dispongan en materia de precios públicos y, 
demás derechos 


Por lo que teniendo en cuenta que el Ministerio no es el que ingresa los precios públicos por 
las matrículas sino cada Universidad, entendemos que serán las Universidades las que habrán 
recibido las solicitudes de devolución correspondientes y a las que les constarán las mismas, y 
si los solicitantes de devolución optaron finalmente por la devolución directa o por la creación 
del fondo para el curso siguiente. 


                                                      


6 https://www.boe.es/eli/es/lo/2001/12/21/6/con 
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Recordemos que el Ministerio informó al solicitante que en la  Comisión Técnica celebrada 
(con representación de Comunidades Autónomas, Rectores y Rectoras de  universidades) se 
puso de manifiesto que ante el reducido número de solicitudes de devolución han optado en la 
mayoría de los casos creando con ese importe un fondo para la matrícula del estudiante en el 
curso 2020/2021 y, en algunos casos, han procedido a la devolución directa de los importes. 


Por todo ello, se considera que el Ministerio ha respondido dentro de su ámbito competencial 
a la primera cuestión planteada por el interesado, y la reclamación debe ser desestimada en 
este punto. 


6. En segundo lugar, cabe recordar, como pone de manifiesto la Administración, que el artículo 
81.3 b) dispone que (…) En el caso de estudios conducentes a la obtención de títulos de 
carácter oficial y validez en todo el territorio nacional, los precios públicos y derechos los fijará 
la Comunidad Autónoma, dentro de los límites máximos que establezca la Conferencia 
General de Política Universitaria, y que estarán relacionados con los costes de prestación del 
servicio. 


Teniendo en cuenta lo anterior, el Ministerio informó al solicitante textualmente que la 
Conferencia General de Política Universitaria, en la sesión celebrada el día 27 de mayo de 
2020, con el doble objetivo de reducir los precios públicos de los estudios oficiales de Grado, 
en su primera matrícula, como una acción necesaria para garantizar la igualdad de 
oportunidades de los y las estudiantes y, al mismo tiempo, contribuir a armonizar los 
diferentes precios existentes entre las Comunidades Autónomas, acordó establecer los límites 
máximos para que las Comunidades Autónomas fijen los precios públicos por estudios 
conducentes a la obtención de títulos oficiales de Grado y de Máster para el curso 2020-
2021 (https://www.boe.es/boe/dias/2020/06/03/pdfs/BOE-A-2020-5605.pdf) 


Por lo que serán las Comunidades Autónomas, competentes para fijar los precios públicos, las 
que, como reclama el solicitante, en caso de que no puedan retomar las clases presenciales, o 
no toda la docencia sea presencial, puedan ajustar los precios públicos, debido a que, de 
nuevo, el gasto de las universidades sería en este caso menor, y, por ende, las competentes 
para responder al solicitante, y no el Ministerio. 


En conclusión, como en el caso anterior, se considera que el Ministerio ha respondido dentro 
de su ámbito competencial a la segunda cuestión planteada por el interesado, y la 
reclamación debe ser desestimada en este punto también. 


Finalmente y aunque entendemos que la Administración ha respondido adecuadamente la 
solicitud de información, no podemos sino recordar que el derecho a la información regulado 
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en la LTAIBG reconoce el acceso a información pública-entendida como contenidos o 
documentos- en poder de los sujetos obligados por la norma. En el caso que nos ocupa no 
obstante, el solicitante plantea preguntas sobre intenciones de la Administración que pudiera 
corresponderse con una decisión ya adoptada o bien, como creemos se desprende de lo 
constatado en el presente expediente, de una decisión que aún está siendo planteada y 
debatida en los órganos competentes para su adopción.  


Por lo tanto, en base a los argumentos desarrollados en los apartados precedentes de la 
presente resolución, la reclamación debe de ser desestimada. 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
reclamación presentada por  con entrada el 9 de julio 
de 2020, contra la resolución, de fecha 8 de julio de 2020 del MINISTERIO DE UNIVERSIDADES. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre7, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación  prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre8, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 


 
EL PRESIDENTE DEL CTBG 


P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


                                                      


7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23  
8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&tn=1&p=20181206#a112  
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Resolución 346/2020 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó, al 
amparo de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno1 (en adelante LTAIBG) y con fecha 12 de junio de 2020, la siguiente 
información: 


Solicito un listado con el número de test del virus SARS-CoV-2 realizados a cada uno de los 
ministros del Gobierno hasta la fecha de tramitación de esta solicitud. La información se 
deberá desglosar por ministros y tipo de test. 


2. Mediante resolución de 7 de julio de 2020, el MINISTERIO DE UNIVERSIDADES contestó al 
solicitante lo siguiente: 


(…)Una vez estudiada la solicitud, este Gabinete resuelve denegar el acceso a la información 
solicitada en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, por 


                                                      


1 https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2013-12887  


S/REF: 001-043836 


N/REF:  R/0346/2020; 100-003820 


Fecha:     La de firma  


Reclamante  


Dirección    


Administración/Organismo: Ministerio de Universidades 


Información solicitada: Número de test del virus SARS-CoV-2 realizados a cada uno de los 
ministros del Gobierno 


Sentido de la resolución: Estimatoria por motivos formales 
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afectar a datos personales sujetos a una especial protección, como es la salud, cuyo acceso no 
está amparado por una norma con rango de ley. 


De acuerdo con el artículo 15.5 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, la normativa vigente en 
materia de protección de datos (Reglamento 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga 
la Directiva 95/46/CE (RGPD); y Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de 
Datos Personales y garantía de los derechos digitales) es aplicable al tratamiento de la 
información suministrada en esta resolución, entendido aquel conforme al artículo 4.2) del 
RGPD 


3. Ante esta respuesta, mediante escrito de entrada el 7 de julio de 2020, el interesado 
presentó, al amparo de lo dispuesto en el artículo 242 de la LTAIBG, una reclamación  ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en base a los siguientes argumentos: 


Es necesario obtener la información para verificar el uso de los recursos públicos y para 
conocer si ha habido algún tipo de privilegio en el acceso a los tests por la mera condición de 
ser Ministro sobre el resto de ciudadanos. 


Por otro lado, sorprende que otros ministerios (por ejemplo, en el Ministerio para la 
transición ecológica y el reto demográfico, según se indica en el documento 001-043834 
resolucion Director Gabinete VP firmada.pdf) sí que hayan concedido el acceso a la 
información. 


4. Con fecha 9 de julio de 2020, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, a través de la Unidad de Información de 
Transparencia y al objeto de que se pudieran hacer las alegaciones que se considerasen 
oportunas. La respuesta a esta solicitud de alegaciones tuvo entrada el 8 de agosto de 2020 
y en la misma se indicaba lo siguiente:   


Examinadas las  alegaciones  del  reclamante,  se  resuelve  CONCEDER  el acceso a la 
información solicitada. En el seno del Departamento no se ha realizado ningún test del virus 
SARS-COV-2  al Ministro  de  Universidades  , salvo la  prueba 
realizada a los miembros del Gobierno llevada a cabo en Presidencia del Gobierno. 


 


                                                      


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24  
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5. En atención al escrito de alegaciones y con fecha 5 de agosto de 2020, en aplicación del art. 


82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas3, se concedió Audiencia del expediente al reclamante para que, a la 
vista del mismo, presentase las alegaciones que estimara pertinentes en defensa de su 
pretensión. Transcurrido el plazo concedido al efecto, el interesado no ha realizado 
alegaciones.  


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG4, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno5, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 126, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. En el presente caso, y tal y como se ha indicado en los antecedentes de hecho, se solicita 
información estadística sobre el número de test del virus SARS-CoV-2 realizados a cada uno de 
los ministros del Gobierno. Se entiende, en lo que respecta al presente expediente de 
reclamación, que esta información va dirigida a conocer la parte que corresponde 
específicamente al titular del Ministerio de Universidades. 


                                                      


3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565 
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24  
5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8  
6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12  
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Tal y como figura en los antecedentes y, a pesar de que el artículo 20.1 de la LTAIBG señala 
que La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y 
a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la 
recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse 
por otro mes en el caso de que el volumen o la complejidad de la información que se solicita 
así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante, el Ministerio ha aportado la 
información solicitada en vía de reclamación. Información que no ha sido rebatida en 
contrario por el interesado, a pesar del trámite de audiencia concedido al efecto. 


En casos como éste, en que la respuesta a la solicitud se ha proporcionado fuera del plazo 
concedido al efecto por la LTAIBG y una vez que se ha presentado reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, hemos venido entendiendo que debe 
reconocerse, por un lado, el derecho del interesado a obtener la información solicitada y, por 
otro, tener en cuenta el hecho de que la información se le ha proporcionado si bien, como 
decimos, en vía de reclamación.  


Asimismo, debe hacerse constar que el reclamante no ha efectuado ningún reparo al 
contenido ni a la cantidad de información recibida, aunque tuvo oportunidad de hacerlo 
dentro del trámite de audiencia concedido al efecto, por lo que se entiende que acepta la 
totalidad de su contenido, sin que este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno disponga 
de elementos para desvirtuar esta afirmación. 


Por lo tanto, la presente reclamación debe ser estimada pero únicamente por motivos 
formales, dado que la contestación de la Administración se ha producido una vez transcurrido 
el plazo legal de un mes y como consecuencia de la presentación de la reclamación ante este 
Consejo de Transparencia, sin que sea preciso realizar ulteriores trámites. 


4. No obstante lo anterior, y por su similitud con las cuestiones planteadas e el presente 
expediente, cabe recordar lo razonado por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el 
expediente R/0347/2020, iniciado a instancias del mismo interesado y en el que se abordaban 
cuestiones coincidentes con las planteadas en la reclamación objeto de la presente 
reclamación:  


(…) En su respuesta, la Administración deniega la información solicitada por entender que 
afecta al derecho fundamental a la protección de datos personales, que podrían entrar 
dentro de la categoría de datos especiales recogida tanto en el art. 9 del Reglamento 
679/2016, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la protección de datos, como en 
el artículo 9 de la LO 3/2018, de Protección de Datos. El tratamiento de dichos datos está 
prohibido de acuerdo con esta normativa. 
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Entendemos que el argumento en el que se basa la resolución no puede ser acogido.  


En efecto, el artículo 15 de la LTAIBG señala en su apartado 1 que Si la información incluyese 
datos personales que hagan referencia al origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese 
datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos a la comisión de infracciones 
penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al infractor, el acceso 
solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado 
o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley. 


Igualmente, el art. 9.1 del Reglamento 679/2016, del Parlamento Europeo y del Consejo, 
relativo a la protección de datos, dispone que Quedan prohibidos el tratamiento de datos 
personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones 
religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos, datos 
biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a 
la salud o datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física. 


Este Reglamento europeo define los «datos relativos a la salud» como aquellos datos 
personales relativos a la salud física o mental de una persona física, incluida la prestación de 
servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud (artículo 4. 
15). 


Sin embargo, en este caso, no se solicitan datos especialmente protegidos o categorías 
especiales de datos, sino datos estadísticos sobre el número de pruebas del virus SARS-CoV-2 
realizados al titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, en el 
caso de que se hubieran realizado. Se trata de un dato de prestación sanitaria que no 
permite obtener ninguna información sobre la salud, pasada, presente o futura de la 
Ministra, sino simplemente si, y, en su caso, el número, se han realizado pruebas para la 
detección del virus. Situación distinta se daría si se solicitase información sobre el resultado 
de esas pruebas; información que no es objeto de reclamación. 


4. Asimismo, entiende la Administración que sería de aplicación lo previsto en el artículo 19.3 de 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, que establece la necesidad de otorgar un plazo de quince días para alegaciones a 
las personas cuyos derechos o intereses estén afectados. 


Tampoco podemos estimar ese razonamiento, dado que, como se ha mencionado ut supra, 
la entrega de la información en nada afecta a los derechos o intereses de persona física 
alguna, que sería el caso contemplado en la norma, por lo que no es aplicable al presente 
supuesto. 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 03/09/2020 20:05 | Sin acción específica







 


Página 6 de 9 


 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno AAI 


Subdirección General de Reclamaciones 
www.consejodetransparencia.es 


 


De igual forma, debe recordarse que el artículo 19.3 de la Ley está pensado para que el 
órgano tramitador de la solicitud de acceso lo tenga en cuenta antes de dictar una 
resolución, actuación que el Ministerio no ha valorado en su momento procedimental 
oportuno y que tampoco procede realizar ahora. 


Por tanto, teniendo en cuenta que la regla general es la de entregar la información pública 
en poder de los sujetos obligados por la norma y que, tal y como ha sido argumentado,  no 
resulta de aplicación el límite invocado, entendemos que ha de estimarse la reclamación 
presentada. 


5. Por otro lado, debemos recordar que, según han indicado los Tribunales de Justicia, "El 
derecho de acceso a la información es un derecho fundamental reconocido a nivel 
internacional como tal, debido a la naturaleza representativa de los  gobiernos 
democráticos; es un derecho esencial para promover la transparencia de las instituciones 
públicas y para fomentar la participación ciudadana en la toma de decisiones. Además las 
Administraciones Públicas se financian con fondos procedentes de los contribuyentes y su 
misión principal consiste en servir a los ciudadanos por lo que toda la información que 
generan y poseen pertenece a la ciudadanía. Pueden distinguirse dos aspectos en cuanto al 
derecho al acceso a la información: Transparencia proactiva, como aquella obligación de los 
organismos públicos de publicar y dar a conocer la información sobre sus actividades, 
presupuestos y políticas y la Transparencia reactiva: Es el derecho de los ciudadanos de 
solicitar a los funcionarios públicos cualquier tipo de información de y el derecho a recibir 
una respuesta documentada y satisfactoria". "Las diferentes y numerosas menciones a este 
derecho coinciden en resaltar la creciente importancia que está cobrando, ya que el mismo 
supone una herramienta indispensable para adquirir aquellos conocimientos que permiten 
controlar la actuación de los gobiernos y prevenir y luchar contra la corrupción así como 
contrarrestar la violación de derechos. De estos preceptos se desprende que el derecho de 
acceso a la información debe ser destacado como un valor intrínseco al concepto de 
democracia."  (Sentencia nº 46/2017, de 22 de junio de 2017, del Juzgado Central de lo 
Contencioso-Administrativo nº2 de Madrid, dictada en el PO 38/2016). 


Este derecho se configura como un medio para conocer las decisiones públicas- incluidas, por 
lo tanto, las que afecten a la gestión de fondos públicos- al objeto de garantizar la rendición 
de cuentas a los ciudadanos públicos por todas las decisiones que les afecten. En este 
sentido, la LTAIBG garantiza que pueda accederse- con restricciones o límites que han de 
aplicarse de forma justificada y debidamente argumentada- a información generada u 
obtenida por los sujetos obligados por la norma en el ejercicio de sus funciones.  


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 03/09/2020 20:05 | Sin acción específica







 


Página 7 de 9 


 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno AAI 


Subdirección General de Reclamaciones 
www.consejodetransparencia.es 


 


En este sentido, recordemos que el objeto de la solicitud de información es conocer datos 
estadísticos sobre la realización de pruebas para la detección del virus SARS-CoV-2  - número 
e identificación del miembro del Gobierno que se ha sometido a la prueba-. Una solicitud 
que, a juicio del reclamante, es relevante al objeto de verificar el correcto uso de los recursos 
públicos y del principio de igualdad de todos los ciudadanos. 


En primer lugar, y si bien compartimos que uno de los objetivos de la LTAIBG es garantizar la 
información relativa al uso de fondos públicos y, derivado de ello, conocer usos indebidos, 
entendemos que lo que el reclamante denomina como verificación del principio de igualdad 
de todos los ciudadanos podría ser una consecuencia o conclusión del acceso a información 
pública pero no una finalidad en sí misma de la LTAIBG y del derecho que en ella se 
garantiza.  


Por otro lado, y aun, como decimos, compartiendo que el conocimiento del uso de fondos 
públicos  y, por lo tanto, la garantía de su debida utilización, sí forma parte de los objetivos o 
finalidades de la LTAIBG, tal y como se expresa en su Preámbulo, no podemos concluir que la 
información solicitada guarde directa y exclusiva relación con esta cuestión. Y ello por 
cuanto el solicitante requiere conocer información sobre las pruebas realizadas sin distinguir 
si las mismas hayan sido realizadas al amparo de la cobertura asistencia del Sistema 
Nacional de Salud (y, por lo tanto, a través del uso de fondos públicos) y rechazando, por lo 
tanto, la posibilidad de que las pruebas hubieran podido realizarse en el ámbito de 
prestaciones sanitarias de carácter privado.  


6. Asimismo, no podemos dejar de recordar que las solicitudes de acceso a la información han 
de responder a la finalidad de la LTAIBG, expresada en su Preámbulo en los siguientes 
términos:   


La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben 
ser los ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables 
públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las 
decisiones que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan 
nuestras instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los poderes 
públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda 
participación de los poderes públicos. 


Por su parte, los Tribunales de Justicia también han acotado la importancia de atenerse a la 
finalidad de la norma cuando se solicita información pública. Así, la Sentencia en Apelación 
nº 34/2019, de la Audiencia Nacional, de 10 de diciembre de 2019, argumenta lo siguiente: 
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“(…) si bien la Ley no exige que el solicitante de información razone el porqué de la solicitud, 
los motivos por los que la solicita podrán ser tenidos en cuenta al momento de dictarse la 
resolución. (…) Como ya señaló la Sala en Sentencia de 30 de mayo de 2019, dictada en el  
recurso de apelación 1/2019,……una solicitud de información de estas características, por su 
volumen, extensión, período de tiempo, identificación y medios para instrumentar la 
petición, además de ocasionar una disfunción manifiesta, no deja de ser un desiderátum no 
acorde con el espíritu y finalidad de la normativa de transparencia. Una solicitud de estas 
características no deja de ser una instrumentación de la normativa de transparencia con una 
finalidad -cierto es, ya se ha dicho, que la ley no exige motivación, aunque sí puede tenerse 
en cuenta- que, repetimos, en criterio de la Sala no se acomoda al espíritu y finalidad de la 
norma, más allá, desde luego, de intereses puramente particulares.” 


En este sentido, y máxime cuando los términos en los que se plantea la solicitud de 
información no permiten concluir que la misma garantice un control del uso de fondos 
públicos y al ser un dato cuya relación con el ejercicio de funciones públicas y, por lo tanto, el 
control de su ejercicio por los ciudadano, es ciertamente limitado, entendemos que la 
solicitud no queda amparada en la ratio iuris o finalidad de la LTAIBG.  


En consecuencia, consideramos que no pueden acogerse los términos de la reclamación que, 
en consecuencia, ha de ser desestimada.  


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede ESTIMAR por motivos 
formales la reclamación presentada por  con entrada el 8 de julio de 2020, 
contra la resolución del MINISTERIO DE UNIVERSIDADES, de fecha 7 de julio de 2020. 


De acuerdo con el artículo 23, número 17, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre8, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 


                                                      


7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a23  
8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20151002&tn=1#a112  
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Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa9. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


                                                      


9 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9  
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Resolución 163/2019 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó a la 
AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS, con fecha 30 de enero de 2019 y al amparo 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno (en adelante LTAIBG), la siguiente información: 


Detalle de todas y cada una de las notificaciones de brechas de seguridad recibidas por la 
Agencia Española de Protección de Datos Personales, desde el 1 de mayo de 2018 hasta 
el 30 de enero de 2019, ambas fechas inclusive.  


En concreto, para cada una de las brechas de seguridad notificadas solicito la siguiente 
información: 


o Tipo de notificación: inicial, adicional, completa. 


o Identificación del responsable del tratamiento: nombre de la organización, tipo 
de organización (privada o pública), CIF, provincia. 


o Información temporal de la brecha: fecha detección de la brecha, fecha inicio de 
la brecha, fecha de resolución de la brecha. 


S/REF: 001-032453 


N/REF: R/0163/2019; 100-002247 


Fecha:    30 de mayo de 2019 


Reclamante:  


Dirección:     


Administración/Organismo: Agencia Española de Protección de Datos 


Información solicitada: Notificaciones violación de seguridad de datos personales  


Sentido de la resolución: Desestimatoria 
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o Sobre la brecha: tipología, medio por el que se ha materializado la brecha, 
contexto. 


o Sobre los datos afectados: categoría de datos afectados, categorías especiales de 
datos. 


o Sobre los sujetos afectados: perfil de los sujetos afectados. 


o Posibles consecuencias: brecha de confidencialidad, naturaleza del impacto 
potencial sobre los sujetos, severidad de las consecuencias para los individuos. 


o Comunicación a los interesados. 


o Implicaciones trasfronterizas. 


o Clasificación, análisis y riesgo del incidente. 


Todas estas categorías de información forman parte del formulario de notificación para 
brechas de seguridad descrito por la AEPD en su guía para la gestión y notificación de 
brechas de seguridad (enlace: https://www.aepd.es/media/guias/guia-brechas-
seguridad.pdf). Cabe deducir que esta información se vuelca en una base de datos 
informatizada con todos y cada uno de los campos de este formulario de todas y cada 
una de las notificaciones de brechas de seguridad. 


Solicito que me remitan la información solicitada en formato accesible (archivo .csv, .txt, 
.xls, .xlsx o cualquier base de datos), extrayendo las categorías de información concretas 
solicitadas para evitar así cualquier acción previa de reelaboración, tal y como es 
considerada por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en el criterio interpretativo 
CI/007/2015. 


2. Con fecha 13 de febrero de 2019, la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS dictó 
resolución comunicando a  lo siguiente: 


El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, reconoce el derecho de acceso a la 
información pública. No obstante, no se trata de un derecho absoluto, ya que la propia ley 
regula los límites al derecho de acceso en sus artículos 14 y 15 y el artículo 18 establece las 
causas de inadmisión. 


Entre estas causas de inadmisión, el citado artículo 18.1. e) dispone que se inadmitirán 
aquellas peticiones “Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no 
justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley”. 
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Respecto de este carácter abusivo, procede remitirse al criterio interpretativo 3/2016, del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. Teniendo en cuenta lo establecido en el 
mencionado criterio interpretativo, procede evaluar si la solicitud de información objeto de 
esta resolución presenta un carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia 
de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. En primer lugar, la solicitud puede entenderse abusiva 
“cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a paralizar el resto de la 
gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención justa y 
equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, y así resulte de 
acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos”. En este sentido, 
la solicitud de información se refiere a todas y cada una de las notificaciones de brechas de 
seguridad recibidas por la Agencia Española de Protección de Datos desde el 1 de mayo de 
2018 hasta el 30 de enero de 2019, ambas fechas inclusive. En total, en el periodo señalado, 
esta Agencia recibió 625 notificaciones de violaciones de seguridad de los datos personales. 


Es necesario evaluar si en cada una de las 625 notificaciones recibidas operaría alguno de los 
límites y, en ese caso, aplicarlos de manera justificada y proporcional, atendiendo a las 
circunstancias concretas. 


Algunos de estos límites serían los siguientes: 


- Los intereses económicos y comerciales (artículo 14.1. h) de los responsables de los 
tratamientos que realizan la notificación. En este sentido, por un lado, podría verse 
afectada de manera negativa su reputación de cara a los consumidores y usuarios. 
Por otro lado, la difusión de esta información podría situar a los responsables de los 
tratamientos en una situación de vulnerabilidad, al poder verse afectada la seguridad 
de sus sistemas. Es frecuente que estas notificaciones incluyan datos e informes 
forenses sobre los motivos por los que la violación de seguridad de los datos tuvo 
lugar, incorporándose información sobre productos y medidas de seguridad, y ello no 
necesariamente en el campo del formulario habilitado para tal finalidad (“medidas 
tomadas para solucionar la brecha y minimizar el impacto sobre los afectados”), que 
no forma parte del objeto de la solicitud, sino en cualquiera de ellos. Entre estas 
informaciones se encontrarían, por ejemplo, mecanismos de seguridad tales como 
firewalls, antivirus o mecanismos de detección de intrusiones; información sobre 
topología de red (direccionamiento IP, direcciones MAC, sistemas de seguridad 
perimetral, etc.); versiones de productos y servicios utilizados (bases de datos, 
servicios web, etc.). No se puede establecer, a priori, una lista cerrada, sino que sería 
necesario analizar caso a caso las 625 notificaciones recibidas, sin que se pudiera 
garantizar que tras la aplicación del límite de forma ponderada no se facilitara 
información útil para un posible atacante. 
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- El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial (artículo 14.1. j). En este 
sentido, nuevamente se tendría que valorar de manera individual la concurrencia de 
este límite en las 625 notificaciones recibidas, analizando si en ellas se ha incluido 
información cuya divulgación pudiera afectar al secreto profesional o la propiedad 
intelectual o industrial. Por ejemplo, es frecuente que las notificaciones contengan 
códigos fuentes propiedad del responsable. 


- Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control (artículo 14.1. g). En 
este sentido, el considerando 87 del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO 
EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento 
general de protección de datos, RGPD) señala que una notificación de violación de la 
seguridad de los datos personales “puede resultar en una intervención de la 
autoridad de control de conformidad con las funciones y poderes que establece el 
presente Reglamento”. Por tanto, este límite también podría verse afectado en 
determinados casos, por lo que habría que valorar individualmente la concurrencia 
del mismo. 


- La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o 
disciplinarios (artículo 14.1. e), en la medida en que una violación de seguridad de los 
datos podría poner de manifiesto la falta de medidas técnicas y organizativas 
apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo que el artículo 
32 del RGPD obliga a aplicar, pudiendo, en su caso, constituir una infracción 
tipificada en el artículo 73. g) de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, que se 
sancionaría según lo recogido en el artículo 83.4. a) del RGPD. 


- Sería necesario, para dar respuesta a la solicitud, evaluar cada una de las 
notificaciones a fin de conocer si constan en las mismas categorías especiales de 
datos o datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que 
no conllevasen la amonestación pública al infractor, en cuyo caso habría que obrar 
conforme establece el apartado primero. En este sentido, ya se ha señalado que la 
violación de seguridad de los datos puede poner de manifiesto una falta de medidas 
de seguridad, lo que, en caso de que el responsable fuera una persona física, podrían 
llegar a constituir datos personales relativos a la comisión de una infracción 
administrativa por su parte que no conllevaría amonestación pública. De no existir 
este tipo de datos, sería necesario realizar, caso por caso, la ponderación a la que se 
refiere el apartado tercero. Alternativamente, se podría conceder el acceso previa 
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disociación de los datos de carácter personal de los afectados, lo cual exigiría 
examinar cada una de las 625 notificaciones para proceder a la eliminación de los 
datos personales en ellos obrantes. Entre estos datos personales, puede constar la 
identidad de técnicos y demás personal de la organización del responsable, o incluso 
los datos personales de los propios afectados por la violación de seguridad de los 
datos. 


De lo anterior se deriva que la admisión de la solicitud formulada requeriría un tratamiento 
que obligaría a paralizar el resto de la gestión propia de los sujetos obligados a suministrar 
dicha información, al ser necesaria la evaluación de cada una de las notificaciones recibidas 
a efectos de llevar a cabo la valoración de la concurrencia de los diferentes límites de los 
transcritos artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, a los que se acaba de 
aludir. 


Todo ello impediría, en conclusión, la atención justa y equitativa del trabajo y servicio 
público que tienen encomendados los sujetos obligados a suministrar esa información, pues 
supondría la paralización en el desempeño de sus funciones durante el tiempo necesario 
para la revisión de todos y cada uno de los documentos solicitados a los solos efectos de 
atender la solicitud formulada, entorpeciendo completamente su actividad. 


En segundo lugar, la solicitud podrá entenderse igualmente abusiva “cuando suponga un 
riesgo para los derechos de terceros”. En este sentido, ya se ha apuntado cómo, entre la 
información que se incluye con frecuencia en las notificaciones de violaciones de seguridad 
de los datos, se encuentra aquélla relativa a información sobre productos y medidas de 
seguridad. La difusión de la misma supondría un posible perjuicio no sólo para los intereses 
económicos y comerciales de los responsables de los tratamientos, que podrían quedar en 
una situación de vulnerabilidad al darse a conocer información relativa a la seguridad de sus 
sistemas, sino también para los propios afectados por los tratamientos de datos personales 
llevados a cabo por los responsables que realizan las notificaciones, por este mismo motivo. 


De esta manera, el cumplimiento de la obligación de notificación de violaciones de la 
seguridad de los datos por parte de los responsables a esta Agencia, que tiene como objetivo 
la mayor protección a los afectados, tal y como señala el Considerando 85 del RGPD (“Si no 
se toman a tiempo medidas adecuadas, las violaciones de la seguridad de los datos 
personales pueden entrañar daños y perjuicios físicos, materiales o inmateriales para las 
personas físicas […] Por consiguiente, tan pronto como el responsable del tratamiento tenga 
conocimiento de que se ha producido una violación de la seguridad de los datos personales, 
el responsable debe, sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 horas después de 
que haya tenido constancia de ella, notificar la violación de la seguridad de los datos 
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personales a la autoridad de control competente […]”), podría acabar produciendo, de 
manera paradójica, un perjuicio a los afectados por dicha violación de la seguridad, así como 
al resto de personas físicas cuyos datos personales sean tratados por el responsable, al 
poderse ver afectada, como se ha señalado, la seguridad de sus sistemas de información. 


Habiéndose determinado el carácter abusivo de la solicitud, procede determinar si ésta está 
justificada con la finalidad de la Ley. En este sentido, observamos que la solicitud no puede 
ser reconducida a ninguna de las siguientes finalidades: 


- Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos. 


- Conocer cómo se toman las decisiones públicas. 


- Conocer cómo se manejan los fondos públicos. 


- Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas. 


En efecto, la respuesta a la solicitud no permitiría someter a escrutinio la acción de los 
responsables públicos, puesto que no se refiere a documentos emitidos por esta Agencia, 
sino por terceros que notifican la violación de la seguridad de los datos personales, de suerte 
que la acción sometida a escrutinio no sería la de los responsables públicos sino, en todo 
caso, la de los responsables de los tratamientos. Por el mismo motivo, tampoco permitiría 
conocer cómo se toman las decisiones públicas ni bajo qué criterios actúan las instituciones 
públicas, pues en los documentos solicitados no se contiene ninguna decisión adoptada por 
esta Agencia y, por tanto, tampoco se pone de manifiesto en los mismos ningún criterio de 
actuación de esta Agencia. Por último, la respuesta a la solicitud tampoco permitiría conocer 
cómo se manejan los fondos públicos, al no referirse a esta cuestión. 


Es necesario, por último, aludir al hecho de que el propio RGPD regula un régimen específico 
de publicidad de las violaciones de seguridad de los datos. En este sentido, contempla en su 
artículo 33 aquellos casos en que existe la obligación de notificar dicha violación a la 
autoridad de control, mientras que en su artículo 34 prevé aquéllos en que se deberá 
comunicar a los interesados, comunicación que tendrá lugar en los casos en que sea 
probable que la violación de seguridad entrañe un alto riesgo para los derechos o libertades 
de los mismos, de forma que la notificación a la autoridad de control deberá 
complementarse con una notificación dirigida a los afectados con el objetivo de permitir que 
puedan tomar medidas para protegerse de sus consecuencias. El RGPD no prevé, por tanto, 
un régimen de publicidad de estas violaciones más allá de los dos casos citados. 


De todo lo anterior se concluye que la solicitud formulada reviste un carácter abusivo no 
justificado con la finalidad de transparencia de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y cuya 
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atención resultaría imposible en el plazo legalmente establecido a menos que se perjudicara 
gravemente el funcionamiento de esta Agencia. 


Por todo ello, la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos resuelve declarar la 
INADMISIÓN de la solicitud de información presentada, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 18.1. e) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


3. Ante esta contestación, el reclamante presentó, mediante escrito de entrada el 11 de marzo 
de 2019, al amparo de lo dispuesto en el artículo 241 de la LTAIBG, una reclamación ante el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con el siguiente contenido: 


Primero, llama la atención que la Agencia Española de Protección de Datos inadmita mi 
solicitud de acceso a la información en aplicación del artículo 18.1. e) de la Ley 19/2013 pero 
toda su argumentación jurídica consista en realizar los test de daño oportuno de los límites 
plasmados en los artículos 14.1. e), h), g), j) y 15 de la Ley 19/2013 (5 de los 13 
contemplados en la Ley 19/2013, nada mal).  


Cabe recordar que el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en su resolución R-0439-
2018, ha censurado reiteradamente esta práctica al asegurar que “resulta de todo punto 
irregular la aplicación simultánea de una causa de inadmisión de la solicitud- que, por su 
propia naturaleza implica que la misma no ha sido examinada en cuanto al fondo– 
conjuntamente con un límite al acceso –que, igualmente por su propia naturaleza implica 
que la solicitud es examinada en cuando al fondo– “. 


El artículo 13 de la Ley 19/2013 establece que “se entiende por información pública los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. En cambio, la AEPD hace una 
interpretación ‘sui generis’ de esta definición al entender que “la solicitud no permitiría 
someter a escrutinio la acción de los responsables públicos, puesto que no se refiere a 
documentos emitidos por esta Agencia, sino por terceros”. Sin embargo, al ser la depositaria 
de esta información, obligada a ello por el RGPD, conocer la información recabada por la 
AEPD en esta función sí serviría para someter a escrutinio la AEPD. 


De todos las causas de inadmisión y límites alegados por la AEPD para denegar la solicitud 
de información, insto al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a que solo analice la 


1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a24
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aplicación del artículo 18.1. e), toda vez que es a la que hace referencia la AEPD en su 
resolución final. 


Asimismo, cabe señalar que de acuerdo a la resolución R-0394-2018 del Consejo de 
Transparencia, “el volumen de la información y la falta de medios no operan en la LTAIBG 
como causa de inadmisión de la solicitud ni como límite al derecho de acceso”. 


También cabe destacar lo considerado en la sentencia 184/2018 del Juzgado Central de lo 
Contencioso-Administrativo número 8 de Madrid, donde se afirma que “es una obviedad 
que, para poder obtener una información global, previamente se ha contado con la 
información desglosada o desagregada de cada uno de los Centros Penitenciarios, y 
contando con esta última información, debe de rechazarse que estemos ante un supuesto de 
reelaboración”. En este sentido, es indudable que la AEPD está en poder de la información 
solicitada, como se deduce del hecho de que haya aportada la cifra global de incidencias 
notificadas. 


Por todo ello, INSTO al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a que estime esta 
reclamación y me dé acceso a la información solicitada. 


Otrosí solicito que inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, el Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno me dé traslado de los documentos incorporados al 
expediente, incluyendo las alegaciones de la Agencia Española de Protección de Datos, y se 
me otorgue trámite de audiencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 82.1 de la 
Ley 39/2015. 


4. Con fecha 11 de marzo de 2019, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente a la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS al objeto de que se pudieran 
hacer las alegaciones que se considerasen oportunas. El escrito de alegaciones tuvo entrada 
el 15 de abril de 2019 e indicaba lo siguiente: 


Cabe hacer referencia a que la argumentación de esta Agencia no ha consistido en realizar 
los mencionados tests de daño, algo que, por otro lado, no era procedente, tal y como el 
propio reclamante indica, pues la resolución ha inadmitido a trámite su solicitud. Por el 
contrario, la argumentación ha consistido en poner de manifiesto el carácter abusivo de la 
solicitud: se pedía acceso a 625 notificaciones de violaciones de seguridad de los datos en las 
que, de admitirse su solicitud, debería procederse a realizar los citados tests de daño, de 
manera individual para cada una de ellas. Así se contempla en el artículo 14.2 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, “La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a 
su objeto y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, 
especialmente a la concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el 
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acceso”. Es precisamente la necesidad de evaluar las circunstancias de cada caso concreto lo 
que justifica que la solicitud de acceso a 625 notificaciones de violaciones de seguridad sea 
abusiva, tal y como se señaló en la resolución objeto de reclamación. De los ocho 
fundamentos jurídicos que contiene la resolución objeto de la reclamación, a esta 
circunstancia se hace referencia en tan solo uno de ellos, el tercero, de lo que se desprende 
que no es cierta la afirmación del reclamante cuando señala que “toda la argumentación” de 
la resolución se ha limitado a esta cuestión. 


La resolución no discutía el carácter de “información pública” de lo solicitado, lo que se 
discutía era que la solicitud estuviera “justificada con la finalidad de transparencia de esta 
Ley”. Esto mismo es lo que ha señalado ese Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su 
resolución 621/2018, en su fundamento jurídico tercero. En este sentido, lo que en esta 
resolución afirma ese Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter previo a la 
consideración transcrita, es que “lo primero que debe valorarse a nuestro juicio es si lo 
solicitado por el interesado constituye información pública o no”. Por tanto, ese Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno sí parece realizar esta interpretación que el reclamante 
califica de “sui generis” y que negaría el carácter de “información pública” al objeto de su 
solicitud. 


También afirma el reclamante que, según ese Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, “el 
volumen de la información y la falta de medios no operan en la LTAIBG como causa de 
inadmisión de la solicitud ni como límite al derecho de acceso”. En ningún caso esta Agencia 
ha esgrimido ese argumento y lo que ha puesto de manifiesto la resolución objeto de 
reclamación es que la solicitud tiene un carácter abusivo no justificado con la finalidad de 
transparencia de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, lo que constituye una causa de 
inadmisión, según su artículo 18.1. e). 


Por lo tanto, y a la vista de las alegaciones esgrimidas por esta Agencia Española de 
Protección de Datos, se insta a ese Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a que proceda 
a desestimar la reclamación interpuesta. 


5. El 16 de abril de 2019, en aplicación del art. 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concedió Audiencia 
del expediente a  para que, a la vista del mismo, presentase las 
alegaciones que estimara pertinentes en defensa de su pretensión. Dichas alegaciones 
tuvieron entrada el 23 de abril de 2018 y tenían el siguiente contenido: 


Debido a que la Agencia Española de Protección de Datos reincide en los argumentos en su 
resolución objeto de mi reclamación, reitero los argumentos esgrimidos en mi reclamación e 
insto al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno a que la estima completamente. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG2, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno3, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 124, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. En cuanto al fondo de la cuestión planteada, ha de señalarse en primer lugar que el mismo 
supuesto ya ha sido analizado previamente por este Consejo de Transparencia en el 
procedimiento R/0103/2019, en el que se razonaba lo siguiente: 


“En efecto, a LTAIBG, dispone en el mencionado precepto lo siguiente:  
 
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes: 
 
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la 
finalidad de transparencia de esta Ley. 
Como se desprende de las alegaciones de la AEPD, la aplicación de la mencionada causa de 
inadmisión se encuentra vinculada con el carácter abusivo que, a juicio de dicho Organismo, 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8
4 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12
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tiene la solicitud. En este sentido, debemos indicar que según el criterio interpretativo nº 3 
de 2016, aprobado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en ejercicio de las 
competencias legalmente atribuidas en el art. 38.2 a) de la LTAIBG 
 
El artículo 18.1.e) de la LTAIBG asocia el carácter abusivo de la solicitud a la condición de que 
la petición “no esté  justificada con la finalidad de la Ley”. 
 
De este modo hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de inadmisión:  
 
A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido cuantitativo: el 
hecho de que una misma persona presente un número determinado de solicitudes no 
determina necesariamente un ejercicio abusivo del derecho, y 
 
B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no llegue a 
conjugarse con la finalidad de la Ley. 
 
1. Así, una solicitud puede entenderse ABUSIVA cuando se encuentre en alguno de los 
supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a continuación: 


 
Con carácter general, en aquellos casos en que pueda considerase incluida en el 
concepto de abuso de derecho recogido en el artículo 7.2 del Código Civil y avalado 
por la jurisprudencia, esto es: “Todo acto u omisión que por la intención de su autor, 
por su objeto o por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente 
los límites normales del ejercicio de un derecho”.  
Cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a paralizar el resto 
de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la 
atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen 
encomendado, y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en 
indicadores objetivos 
Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros. 


 
Cuando sea contraria a las normas, las costumbres o la buena fe. 


 
2. Se considerará que la solicitud está JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando 
se fundamenta en el interés legítimo de: 


 
Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos 
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Conocer cómo se toman las decisiones públicas 
Conocer cómo se manejan los fondos públicos 
Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas  


 
Consecuentemente, NO ESTARÁ JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando: 
 


No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con anterioridad y 
así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores 
objetivos. 
Cuando tenga por finalidad patente y manifiesta obtener información que carezca 
de la consideración de información pública de acuerdo con la definición del artículo 
13 de la LTAIBG. 
Cuando tenga como objeto o posible consecuencia la comisión de un ilícito  civil o 
penal o una falta administrativa. 


 
1. En cuanto al objeto de la solicitud de información, la misma viene referida a datos sobre las 


notificaciones de violación de la seguridad de los datos personales a la Autoridad de Control 
reguladas en el art. 33 del RGPD. Dicho precepto se pronuncia en los siguientes términos:  


 
1. En caso de violación de la seguridad de los datos personales, el responsable del 
tratamiento la notificará a la autoridad de control competente de conformidad con el 
artículo 55 sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 horas después de que 
haya tenido constancia de ella, a menos que sea improbable que dicha violación de la 
seguridad constituya un riesgo para los derechos y las libertades de las personas físicas. Si 
la notificación a la autoridad de control no tiene lugar en el plazo de 72 horas, deberá ir 
acompañada de indicación de los motivos de la dilación. 
 
2. El encargado del tratamiento notificará sin dilación indebida al responsable del 
tratamiento las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga 
conocimiento. 
 
3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, como mínimo: 
 


a) describir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos 
personales, inclusive, cuando sea posible, las categorías y el número 
aproximado de interesados afectados, y las categorías y el número 
aproximado de registros de datos personales afectados; 
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b) comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección 


de datos o de otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más 
información; 


 
c) describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los 


datos personales; 
 


d) describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del 
tratamiento para poner remedio a la violación de la seguridad de los datos 
personales, incluyendo, si procede, las medidas adoptadas para mitigar los 
posibles efectos negativos. 


 
4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, y en la medida en que no lo 
sea, la información se facilitará de manera gradual sin dilación indebida. 
 
5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los 
datos personales, incluidos los hechos relacionados con ella, sus efectos y las medidas 
correctivas adoptadas. Dicha documentación permitirá a la autoridad de control verificar el 
cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 


 
Podemos concluir, por lo tanto, que en dicho precepto se contempla la puesta en 
conocimiento de la Autoridad de Control- en el caso que nos ocupa, es la AEPD la que tiene 
tal condición-, de los supuestos en los que se haya producido una violación de la seguridad 
de los datos de carácter personal. Dicha notificación se enmarca, por lo tanto, en las 
facultades de control para la protección de los datos de carácter personal y a los efectos de 
investigar las circunstancias en las que se ha producido esa quiebra en la seguridad debida 
respecto del tratamiento de los datos personales así como, en su caso, en la depuración de 
responsabilidades por incumplimiento de la normativa de protección de datos que pudiera 
derivarse de los hechos acontecidos.  


 
Asimismo, cabe destacar que, según manifiesta la AEPD, en criterio que ya adelantamos es 
compartido por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, que la información cuyo 
acceso se solicita está a disposición de la AEPD- encuadrándose, por lo tanto, en el concepto 
de información pública al que se refiere el art. 13 de la LTAIBG- pero no guarda relación con 
el conocimiento de la actuación pública y la rendición de cuentas por las decisiones 
adoptadas por los Organismos Públicos que constituye la ratio iuris de la LTAIBG tal y como 
se predica en su Preámbulo: La transparencia, el acceso a la información pública y las 
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normas de buen gobierno deben ser los ejes fundamentales de toda acción política. Sólo 
cuando la acción de los responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos 
pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los fondos 
públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio de un 
proceso en el que los poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, 
exigente y que demanda participación de los poderes públicos. 


 
2. En este sentido, ha de analizarse si, tal y como defiende la AEPD, el acceso a la información 


solicitada puede considerase encuadrable dentro del supuesto de solicitud abusiva al que se 
refiere el art. 18.1 e). Una condición, la de abusiva, que la AEPD contextualiza señalando el 
número de comunicaciones recibidas en el período temporal indicado en la solicitud de 
información- 499-, la necesidad de analizar, en cada una de estas notificaciones, la posible 
aplicación de alguno de los límites al acceso previstos en el art. 14 de la LTAIBG y, 
finalmente, la ausencia de conexión entre la información cuyo acceso se solicita y el 
conocimiento y control de las decisiones públicas que afectan a los ciudadanos.  


 
Es criterio de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que la condición abusiva de 
una solicitud de información no puede conectarse directamente con el número de solicitudes 
que un mismo interesado haya realizado o, como ocurre en este caso, con el volumen de 
información que se vería afectada por el acceso.  
 
No obstante, nuestra posición ha sido favorable a tener en cuenta el volumen de información 
solicitada, conectando este criterio con la relevancia de su conocimiento para alcanzar las 
finalidades perseguidas por la LTAIBG, a la hora de entender de aplicación la causa de 
inadmisión prevista en el art. 18.1 e).  


 
Así, en el expediente R/0053/20185, se razonaba lo siguiente: 


 
A pesar de que la interpretación del art. 18.1 e) de la LTAIBG antes reproducido no conecta el 
ejercicio abusivo del derecho a un criterio cuantitativo (número de solicitudes presentadas) 
sino cualitativo (características de la solicitudes presentadas y antecedentes de la misma), 
no es menos cierto que ambos aspectos deben cohonestarse en casos como el presente en 
que el volumen de solicitudes es un reflejo del ejercicio abusivo del derecho desde una 
perspectiva cualitativa.  


5


https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2018.html
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En este punto, resultan especialmente clarificadoras las apreciaciones de la Administración 
y, sobre todo, el detalle y la especificidad con la que se dimensionan- en términos de recursos 
necesarios- las implicaciones de atender solicitudes de información como las planteadas. Es 
decir, a nuestro juicio, no se hace una apreciación general o en abstracto de una situación, 
sino que se aportan detalles, concretos y determinados, del alcance que para la organización 
implica atender las peticiones del solicitante.  
 
Así, a nuestro juicio, todas estas manifestaciones de la Administración han de ser acogidas 
favorablemente, debiendo entenderse que se dan las circunstancias citadas por los 
Tribunales de Justicia y por el Criterio Interpretativo de este Consejo de Transparencia para 
considerar que las solicitudes del Reclamante participan de la condición de abusivas y son 
contrarias al ordenamiento jurídico, puesto que pueden considerase incluidas en el concepto 
de abuso de derecho, han sido presentadas antes de que finalice el plazo normal de 
contestación a la anterior y requieren un tratamiento que obliga a paralizar el resto de la 
gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención justa y 
equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, puesto que el 
Ministerio carece de medios personales suficientes para atenderlas todas a la vez o en los 
plazos resultantes. 
 
Añadido a lo anterior, las solicitudes planteadas deben analizarse desde la perspectiva del 
control de la acción de la Administración y la rendición de cuentas por las decisiones 
públicas, toda vez que, en no pocas ocasiones como ha quedado destacado en los 
antecedentes de hecho y atendiendo al tipo de información requerida, ciertamente podría 
cuestionarse su utilidad para garantizar el interés común en conocer la actuación pública, 
poder participar en la misma y exigir responsabilidades por las decisiones de los organismos 
públicos; todos ellos, pilares fundamentales y ratio iuris de la LTAIBG.  Así, debe recordarse 
que es la protección del interés general en la transparencia pública, como bien común de 
nuestra sociedad, la que debe prevalecer frente a solicitudes de información que persiguen 
otros intereses, de carácter privado o profesional, que no encajan en la finalidad perseguida 
por la LTAIBG y, por tanto, no pueden ser considerados superiores.  
 
En definitiva, a nuestro juicio y en atención a las circunstancias planteadas en el expediente, 
el acceso a la información solicitada implicaría la exigencia de un tratamiento desmesurado 
por parte de la AEPD al objeto de garantizar que dicho acceso no implique la vulneración de 
alguno de los derechos e intereses legítimos que se ven reflejados en el art. 14 de la LTAIBG 
bajo la forma de restricciones al acceso. Un tratamiento que entendemos no se ve justificado 
por la finalidad de transparencia de la actuación pública en la que se basa la LTAIBG  y que 
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implica que, en consecuencia, entendamos que la presente reclamación deba ser 
desestimada.“ 


Dada la coincidencia con el objeto de la solicitud, todos los argumentos expuestos en este 
precedente son igualmente aplicables al presente supuesto, por lo que la reclamación 
presentada ha de ser desestimada. 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
Reclamación presentada por , con entrada el 11 de marzo de 2019, 
contra la resolución, de fecha 13 de febrero de 2019, de la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE 
DATOS.   


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre6, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre7, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa8. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&tn=1&p=20181206#a112
8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9
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Resolución 103/2019 


 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, la reclamante solicitó a la 
AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS(AEPD), al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante 
LTAIBG), con fecha 14 de diciembre de 2018, la siguiente información: 


- Todas y cada una de las notificaciones de violación de la seguridad de datos personales por 
parte de empresas e instituciones españolas, de acuerdo al Reglamento 2016/679 DEL 
PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, a partir del 25 de mayo de 2018 hasta el 14 de 
diciembre de 2018. 


- Cada notificación deberá incluir la fecha, hora y lugar del hecho, además de lo solicitado 
por el propio reglamento: 


a) describir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, inclusive, 
cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de interesados afectados, y las 
categorías y el número aproximado de registros de datos personales afectados; 


S/REF: 001-031553 


N/REF: R/0103/2019; 100-002162      


Fecha:  9 de mayo de 2019 


Reclamante:  


Dirección   


Administración/Organismo: Agencia Española de Protección de Datos  


Información solicitada: Notificaciones violación de seguridad de datos personales 


Sentido de la resolución: Desestimatoria 
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b) comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o de 
otro punto de contacto en el que pueda obtenerse más información; 


c) describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos 
personales;  


d) describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para 
poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, 
las medidas adoptadas para mitigar los posibles efectos negativos. 


- Si existiese una base de datos creada a partir de las notificaciones, también la solicito. En 
este caso, le agradecería que me pudieran remitir esta información en formato accesible 
(.cvs,.xls, .xlsx). 


2. Mediante Resolución de fecha 15 de enero de 2019, la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN 
DE DATOS contestó al solicitante en los siguientes términos: 


PRIMERO. - El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, reconoce el derecho de 
acceso a la información pública, de manera que “Todas las personas tienen derecho a 
acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de la 
Constitución Española, desarrollados por la mencionada Ley”. 


No obstante, no se trata de un derecho absoluto, ya que la propia ley regula los límites al 
derecho de acceso en sus artículos 14 y 15 y el artículo 18 establece las causas de 
inadmisión. 


Entre estas causas de inadmisión, el citado artículo 18.1.e) dispone que se inadmitirán 
aquellas peticiones “Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no 
justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley”. (…) 


En este sentido, la solicitud de información se refiere a todas y cada una de las 
notificaciones de violación de la seguridad de datos personales por parte de empresas e 
instituciones españolas, desde el 25 de mayo hasta el 14 de diciembre de 2018. En total, en 
el periodo señalado, esta Agencia recibió 499 notificaciones de violaciones de seguridad de 
los datos personales. 


El artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, dispone lo siguiente(…) 


En atención a lo dispuesto en el segundo apartado del precepto transcrito, la aplicación de 
cada uno de estos límites deberá atender a cada caso concreto. Es decir, será necesario 
evaluar si en cada una de las 499 notificaciones recibidas operaría alguno de estos límites y, 
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en ese caso, aplicar dichos límites de manera justificada y proporcional, atendiendo a las 
circunstancias concretas. 


Algunos de estos límites serían los siguientes: 


- Los intereses económicos y comerciales (artículo 14.1.h) de los responsables de los 
tratamientos que realizan la notificación. En este sentido, por un lado, podría verse 
afectada de manera negativa su reputación de cara a los consumidores y usuarios. Por otro 
lado, la difusión de esta información podría situar a los responsables de los tratamientos en 
una situación de vulnerabilidad, al poder verse afectada la seguridad de sus sistemas. Es 
frecuente que estas notificaciones incluyan datos e informes forenses sobre los motivos por 
los que la violación de seguridad de los datos tuvo lugar, incorporándose información sobre 
productos y medidas de seguridad (tal y como señala el solicitante, la notificación ha de 
“describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable para poner remedio a la 
violación de la seguridad de los datos”). Entre estas informaciones se encontrarían, por 
ejemplo, mecanismos de seguridad tales como firewalls, antivirus o mecanismos de 
detección de intrusiones; información sobre topología de red (direccionamiento IP, 
direcciones MAC, sistemas de seguridad perimetral, etc.); versiones de productos y servicios 
utilizados (bases de datos, servicios web, etc.). No se puede establecer, a priori, una lista 
cerrada, sino que sería necesario analizar caso a caso las 499 notificaciones recibidas, sin 
que se pudiera garantizar que tras la aplicación del límite de forma ponderada no se 
facilitara información útil para un posible atacante. 


- El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial (artículo 14.1.j). En este 
sentido, nuevamente se tendría que valorar de manera individual la concurrencia de este 
límite en las 499 notificaciones recibidas, analizando si en ellas se ha incluido información 
cuya divulgación pudiera afectar al secreto profesional o la propiedad intelectual o 
industrial. Por ejemplo, es frecuente que las notificaciones contengan códigos fuentes 
propiedad del responsable. 


- Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control (artículo 14.1.g). En este 
sentido, el considerando 87 del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y 
DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos, RGPD) 
señala que una notificación de violación de la seguridad de los datos personales “puede 
resultar en una intervención de la autoridad de control de conformidad con las funciones y 
poderes que establece el presente Reglamento”. Por tanto, este límite también podría verse 
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afectado en determinados casos, por lo que habría que valorar individualmente la 
concurrencia del mismo. 


- La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o 
disciplinarios (artículo 14.1.e), en la medida en que una violación de seguridad de los datos 
podría poner de manifiesto la falta de medidas técnicas y organizativas apropiadas para 
garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo que el artículo 32 del RGPD obliga a 
aplicar, pudiendo, en su caso, constituir una infracción tipificada en el artículo 73.g) de la 
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de 
los derechos digitales, que se sancionaría según lo recogido en el artículo 83.4.a) del RGPD. 


CUARTO. - El artículo 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, dispone lo siguiente(…) 


En aplicación del precepto transcrito, sería necesario, para dar respuesta a la solicitud, 
evaluar cada una de las notificaciones a fin de conocer si constan en las mismas categorías 
especiales de datos o datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas 
que no conllevasen la amonestación pública al infractor, en cuyo caso habría que obrar 
conforme establece el apartado primero. En este sentido, ya se ha señalado que la violación 
de seguridad de los datos puede poner de manifiesto una falta de medidas de seguridad, lo 
que, en caso de que el responsable fuera una persona física, podrían llegar a constituir 
datos personales relativos a la comisión de una infracción administrativa por su parte que 
no conllevaría amonestación pública. 


De no existir este tipo de datos, sería necesario realizar, caso por caso, la ponderación a la 
que se refiere el apartado tercero. Alternativamente, se podría conceder el acceso previa 
disociación de los datos de carácter personal de los afectados, lo cual exigiría examinar 
cada una de las 499 notificaciones para proceder a la eliminación de los datos personales en 
ellos obrantes. Entre estos datos personales, puede constar la identidad de técnicos y demás 
personal de la organización del responsable, o incluso los datos personales de los propios 
afectados por la violación de seguridad de los datos. En otras ocasiones, el responsable del 
tratamiento ha firmado hoja por hoja la notificación realizada, lo que obligaría a eliminar 
esta firma de cada uno de estos documentos. 


De lo anterior se deriva que la admisión de la solicitud formulada requeriría un tratamiento 
que obligaría a paralizar el resto de la gestión propia de los sujetos obligados a suministrar 
dicha información, al ser necesaria la evaluación de cada una de las notificaciones recibidas 
a efectos de llevar a cabo la valoración de la concurrencia de los diferentes límites de los 
transcritos artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, a los que se acaba de 
aludir. 
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Todo ello impediría, en conclusión, la atención justa y equitativa del trabajo y servicio 
público que tienen encomendados los sujetos obligados a suministrar esa información, pues 
supondría la paralización en el desempeño de sus funciones durante el tiempo necesario 
para la revisión de todos y cada uno de los documentos solicitados a los solos efectos de 
atender la solicitud formulada, entorpeciendo completamente su actividad. 


QUINTO. – En segundo lugar, la solicitud podrá entenderse igualmente abusiva “cuando 
suponga un riesgo para los derechos de terceros”. En este sentido, ya se ha apuntado cómo, 
entre la información que se incluye con frecuencia en las notificaciones de violaciones de 
seguridad de los datos, se encuentra aquélla relativa a información sobre productos y 
medidas de seguridad. La difusión de la misma supondría un posible perjuicio no sólo para 
los intereses económicos y comerciales de los responsables de los tratamientos, que podrían 
quedar en una situación de vulnerabilidad al darse a conocer información relativa a la 
seguridad de sus sistemas, sino también para los propios afectados por los tratamientos de 
datos personales llevados a cabo por los responsables que realizan las notificaciones, por 
este mismo motivo. 


De esta manera, el cumplimiento de la obligación de notificación de violaciones de la 
seguridad de los datos por parte de los responsables a esta Agencia, que tiene como 
objetivo la mayor protección a los afectados, tal y como señala el Considerando 85 del 
RGPD (“Si no se toman a tiempo medidas adecuadas, las violaciones de la seguridad de los 
datos personales pueden entrañar daños y perjuicios físicos, materiales o inmateriales para 
las personas físicas […] Por consiguiente, tan pronto como el responsable del tratamiento 
tenga conocimiento de que se ha producido una violación de la seguridad de los datos 
personales, el responsable debe, sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 
horas después de que haya tenido constancia de ella, notificar la violación de la seguridad 
de los datos personales a la autoridad de control competente […]”), podría acabar 
produciendo, de manera paradójica, un perjuicio a los afectados por dicha violación de la 
seguridad, así como al resto de personas físicas cuyos datos personales sean tratados por el 
responsable, al poderse ver afectada, como se ha señalado, la seguridad de sus sistemas de 
información. 


SEXTO. - Habiéndose determinado el carácter abusivo de la solicitud, procede determinar si 
ésta está justificada con la finalidad de la Ley. En este sentido, observamos que la solicitud 
no puede ser reconducida a ninguna de las siguientes finalidades: 


- Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos. 


- Conocer cómo se toman las decisiones públicas. 
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- Conocer cómo se manejan los fondos públicos. 


- Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas. 


En efecto, la respuesta a la solicitud no permitiría someter a escrutinio la acción de los 
responsables públicos, puesto que no se refiere a documentos emitidos por esta Agencia, 
sino por terceros que notifican la violación de la seguridad de los datos personales, de 
suerte que la acción sometida a escrutinio no sería la de los responsables públicos sino, en 
todo caso, la de los responsables de los tratamientos. Por el mismo motivo, tampoco 
permitiría conocer cómo se toman las decisiones públicas ni bajo qué criterios actúan las 
instituciones públicas, pues en los documentos solicitados no se contiene ninguna decisión 
adoptada por esta Agencia y, por tanto, tampoco se pone de manifiesto en los mismos 
ningún criterio de actuación de esta Agencia. Por último, la respuesta a la solicitud tampoco 
permitiría conocer cómo se manejan los fondos públicos, al no referirse a esta cuestión. 


SÉPTIMO. - Es necesario, por último, aludir al hecho de que el propio RGPD regula un 
régimen específico de publicidad de las violaciones de seguridad de los datos. En este 
sentido, contempla en su artículo 33 aquellos casos en que existe la obligación de notificar 
dicha violación a la autoridad de control, mientras que en su artículo 34 prevé aquéllos en 
que se deberá comunicar a los interesados, comunicación que tendrá lugar en los casos en 
que sea probable que la violación de seguridad entrañe un alto riesgo para los derechos o 
libertades de los mismos, de forma que la notificación a la autoridad de control deberá 
complementarse con una notificación dirigida a los afectados con el objetivo de permitir que 
puedan tomar medidas para protegerse de sus consecuencias. El RGPD no prevé, por tanto, 
un régimen de publicidad de estas violaciones más allá de los dos casos citados. 


OCTAVO. - De todo lo anterior se concluye que la solicitud formulada reviste un carácter 
abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, y cuya atención resultaría imposible en el plazo legalmente establecido a menos 
que se perjudicara gravemente el funcionamiento de esta Agencia. 


Por todo ello, la Directora de la Agencia Española de Protección de Datos RESUELVE: 


Declarar la INADMISIÓN de la solicitud de información presentada, al amparo de lo 
dispuesto en el artículo 18.1.e) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


3. Frente a esta resolución y con fecha 12 de febrero de 2019, la interesada presentó al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 24 de la  Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
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acceso a la información pública y buen gobierno1, una reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno con el siguiente contenido: 


1- En primer lugar, se alega que la información es abusiva porque agotaría los recursos de la 
AEPD. Sin embargo, el artículo 20.1 de la Ley 19/2013 establece que se puede ampliar el 
plazo a otro mes "en el caso de que el volumen o la complejidad de la información que se 
solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante", cuestión que no han 
realizado. No es información abusiva, sino compleja, y lo que deberían haber hecho por 
tanto es ampliar el plazo, cuestión que no han hecho. Además, la gestión de las 499 
incidencias notificadas no es un número excesivo para colapsar la unidad y, por tanto, lo que 
deberían haber hecho es ampliar el plazo. En este sentido, en cuanto a falta de medios, el 
Consejo de Transparencia ha manifestado: “Sin embargo, el volumen de la información y la 
falta de medios no operan en la LTAIBG como causa de inadmisión de la solicitud ni como 
límite al derecho de acceso; y ello a pesar que en el caso que nos ocupa esta argumentación 
implica, en la práctica, que la información no haya sido proporcionada al interesado”. (R-
0394-2018) 


2- Por otra parte, se citan varios apartados del artículo 14, aunque sin aplicar en ningún 
momento el test de daño oportuno, por lo que la tramitación de la resolución no se ha 
efectuado de manera correcta. 


3- Por último deniegan la información por protección de datos personales. Sin embargo, en 
caso de que haya datos personales, el artículo 15.4 de la Ley 19/2013 establece que "No será 
aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación 
de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas 
afectadas". Por tanto, en caso de que existan datos personales, lo que tiene que hacer la 
AEPD es anonimizarlos y disociarlos, actividad que no se considera reelaboración por parte 
del Consejo de Transparencia. 


4. Con fecha 14 de febrero de 2019, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente a la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS, al objeto de que pudiera 
hacer las alegaciones que considerase oportunas. Mediante escrito de entrada el 7 de marzo, 
el mencionado Organismo realizó las siguientes alegaciones: 


(…)cabe señalar que en la resolución objeto de reclamación se argumentó por qué la 
solicitud de acceso a la información pública revestía un carácter abusivo no justificado con la 
finalidad de transparencia de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Esta circunstancia se 


1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887
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configura como una causa de inadmisión a trámite de la solicitud en el artículo 18.1.e) de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Por este motivo, no procedía ampliar el plazo por un mes 
adicional, como señala la reclamante, sino, por el contrario, inadmitir su solicitud a trámite, 
como así se hizo. 


(…)la resolución inadmitió a trámite su solicitud. Por tanto, no procedía realizar el citado test 
de daño, pues éste ha de tener lugar cuando, admitida una solicitud a trámite, la 
información solicitada pueda suponer un perjuicio para alguno de los límites recogidos en los 
artículos 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. Así se afirma en el preámbulo: “En 
todo caso, los límites previstos se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se 
salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso concreto no 
prevalezca el interés público en la divulgación de la información) y de forma proporcionada y 
limitada por su objeto y finalidad”. 


Las referencias a los distintos límites del artículo 14 realizadas en la resolución objeto de 
reclamación tenían por objeto poner de manifiesto el carácter abusivo de la solicitud: se 
pedía acceso a 499 notificaciones de violaciones de seguridad de los datos en las que debería 
procederse a realizar el mencionado test de daño, de manera individual para cada una de 
ellas. Así se contempla en el artículo 14.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, “La 
aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de 
protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la 
concurrencia de un interés público o privado superior que justifique el acceso”. Es 
precisamente la necesidad de evaluar las circunstancias de cada caso concreto lo que 
justifica que la solicitud de acceso a 499 notificaciones de violaciones de seguridad sea 
abusiva, tal y como se señaló en la resolución objeto de reclamación.(…) 


Finalmente, ignora la reclamante el segundo, pero no por ello menos relevante, de los 
motivos que dieron lugar a la inadmisión de su solicitud de acceso, esto es, que no solamente 
era una solicitud abusiva sino que, además, no estaba justificada con la finalidad de la Ley. 
Como ya se afirmó en la resolución objeto de reclamación, dicha solicitud no podía ser 
reconducida a ninguna de las finalidades de la norma: someter a escrutinio la acción de los 
responsables públicos, conocer cómo se toman las decisiones públicas, conocer cómo se 
manejan los fondos públicos y conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas. 
Todo ello porque la solicitud se refería a documentos remitidos por terceros que notifican a 
esta Agencia una violación de la seguridad de los datos personales, de suerte que la acción 
sometida a escrutinio no sería la de los responsables públicos sino, en todo caso, la de los 
responsables de los tratamientos. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno2, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


 
2. La LTAIBG, en su artículo 123, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 


información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. En el presente caso, y tal y como ha quedado reflejado en los antecedentes de hecho, la 
solicitud de información- acceso a datos relativos a las notificaciones de violación de 
seguridad de datos personales realizadas en aplicación de lo previsto en el Reglamento 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos 
(en adelante, Reglamento General de Protección de Datos, RGPD)- ha sido inadmitida al 
considerar la AEPD de aplicación lo previsto en el art. 18.1 e) de la LTAIBG.  
 
En efecto, a LTAIBG, dispone en el mencionado precepto lo siguiente:  
 
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes: 
 
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la 
finalidad de transparencia de esta Ley. 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&tn=1&p=20181206#a12
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Como se desprende de las alegaciones de la AEPD, la aplicación de la mencionada causa de 
inadmisión se encuentra vinculada con el carácter abusivo que, a juicio de dicho Organismo, 
tiene la solicitud. En este sentido, debemos indicar que según el criterio interpretativo nº 3 de 
2016, aprobado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en ejercicio de las 
competencias legalmente atribuidas en el art. 38.2 a) de la LTAIBG 
 


El artículo 18.1.e) de la LTAIBG asocia el carácter abusivo de la solicitud a la condición de que 
la petición “no esté  justificada con la finalidad de la Ley”. 
 
De este modo hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de inadmisión:  
 
A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido cuantitativo: el 
hecho de que una misma persona presente un número determinado de solicitudes no 
determina necesariamente un ejercicio abusivo del derecho, y 
 
B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no llegue a 
conjugarse con la finalidad de la Ley. 
 
1. Así, una solicitud puede entenderse ABUSIVA cuando se encuentre en alguno de los 
supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a continuación: 
 


Con carácter general, en aquellos casos en que pueda considerase incluida en el 
concepto de abuso de derecho recogido en el artículo 7.2 del Código Civil y avalado 
por la jurisprudencia, esto es: “Todo acto u omisión que por la intención de su autor, 
por su objeto o por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente 
los límites normales del ejercicio de un derecho”.  
Cuando, de ser atendida, requiriera un tratamiento que obligara a paralizar el resto 
de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la 
atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen 
encomendado, y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en 
indicadores objetivos 
Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros. 


 
Cuando sea contraria a las normas, las costumbres o la buena fe. 


 
2. Se considerará que la solicitud está JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando 
se fundamenta en el interés legítimo de: 
 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 10/05/2019 10:13 | Sin acción específica







Página 11 de 15
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno


Subdirección General de Reclamaciones
www.consejodetransparencia.es


Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos 
Conocer cómo se toman las decisiones públicas 
Conocer cómo se manejan los fondos públicos 
Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas  


 
Consecuentemente, NO ESTARÁ JUSTIFICADA CON LA FINALIDAD DE LA LEY cuando: 
 


No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con anterioridad y 
así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores 
objetivos. 
Cuando tenga por finalidad patente y manifiesta obtener información que carezca de 
la consideración de información pública de acuerdo con la definición del artículo 13 
de la LTAIBG. 
Cuando tenga como objeto o posible consecuencia la comisión de un ilícito  civil o 
penal o una falta administrativa. 


 
4. En cuanto al objeto de la solicitud de información, la misma viene referida a datos sobre las 


notificaciones de violación de la seguridad de los datos personales a la Autoridad de Control 
reguladas en el art. 33 del RGPD. Dicho precepto se pronuncia en los siguientes términos:  


 
1. En caso de violación de la seguridad de los datos personales, el responsable del 
tratamiento la notificará a la autoridad de control competente de conformidad con el 
artículo 55 sin dilación indebida y, de ser posible, a más tardar 72 horas después de que haya 
tenido constancia de ella, a menos que sea improbable que dicha violación de la seguridad 
constituya un riesgo para los derechos y las libertades de las personas físicas. Si la 
notificación a la autoridad de control no tiene lugar en el plazo de 72 horas, deberá ir 
acompañada de indicación de los motivos de la dilación. 
 
2. El encargado del tratamiento notificará sin dilación indebida al responsable del 
tratamiento las violaciones de la seguridad de los datos personales de las que tenga 
conocimiento. 
 
3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, como mínimo: 
 
a)describir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, inclusive, 
cuando sea posible, las categorías y el número aproximado de interesados afectados, y las 
categorías y el número aproximado de registros de datos personales afectados; 
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b)comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o de otro 
punto de contacto en el que pueda obtenerse más información; 
 
c)describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos personales; 
 
d)describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para 
poner remedio a la violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, 
las medidas adoptadas para mitigar los posibles efectos negativos. 
 
4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, y en la medida en que no lo 
sea, la información se facilitará de manera gradual sin dilación indebida. 
 
5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los 
datos personales, incluidos los hechos relacionados con ella, sus efectos y las medidas 
correctivas adoptadas. Dicha documentación permitirá a la autoridad de control verificar el 
cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo. 
 


Podemos concluir, por lo tanto, que en dicho precepto se contempla la puesta en 
conocimiento de la Autoridad de Control- en el caso que nos ocupa, es la AEPD la que tiene 
tal condición-, de los supuestos en los que se haya producido una violación de la seguridad de 
los datos de carácter personal. Dicha notificación se enmarca, por lo tanto, en las facultades 
de control para la protección de los datos de carácter personal y a los efectos de investigar las 
circunstancias en las que se ha producido esa quiebra en la seguridad debida respecto del 
tratamiento de los datos personales así como, en su caso, en la depuración de 
responsabilidades por incumplimiento de la normativa de protección de datos que pudiera 
derivarse de los hechos acontecidos.  


 
Asimismo, cabe destacar que, según manifiesta la AEPD, en criterio que ya adelantamos es 
compartido por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, que la información cuyo 
acceso se solicita está a disposición de la AEPD- encuadrándose, por lo tanto, en el concepto 
de información pública al que se refiere el art. 13 de la LTAIBG- pero no guarda relación con el 
conocimiento de la actuación pública y la rendición de cuentas por las decisiones adoptadas 
por los Organismos Públicos que constituye la ratio iuris de la LTAIBG tal y como se predica en 
su Preámbulo: La transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen 
gobierno deben ser los ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de 
los responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo 
se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué 
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criterios actúan nuestras instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los 
poderes públicos comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que 
demanda participación de los poderes públicos. 


 
5. En este sentido, ha de analizarse si, tal y como defiende la AEPD, el acceso a la información 


solicitada puede considerase encuadrable dentro del supuesto de solicitud abusiva al que se 
refiere el art. 18.1 e). Una condición, la de abusiva, que la AEPD contextualiza señalando el 
número de comunicaciones recibidas en el período temporal indicado en la solicitud de 
información- 499-, la necesidad de analizar, en cada una de estas notificaciones, la posible 
aplicación de alguno de los límites al acceso previstos en el art. 14 de la LTAIBG y, finalmente, 
la ausencia de conexión entre la información cuyo acceso se solicita y el conocimiento y 
control de las decisiones públicas que afectan a los ciudadanos.  


 
Es criterio de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que la condición abusiva de una 
solicitud de información no puede conectarse directamente con el número de solicitudes que 
un mismo interesado haya realizado o, como ocurre en este caso, con el volumen de 
información que se vería afectada por el acceso.  
 
No obstante, nuestra posición ha sido favorable a tener en cuenta el volumen de información 
solicitada, conectando este criterio con la relevancia de su conocimiento para alcanzar las 
finalidades perseguidas por la LTAIBG, a la hora de entender de aplicación la causa de 
inadmisión prevista en el art. 18.1 e).  


 
Así, en el expediente R/0053/20184, se razonaba lo siguiente: 


 
A pesar de que la interpretación del art. 18.1 e) de la LTAIBG antes reproducido no conecta el 
ejercicio abusivo del derecho a un criterio cuantitativo (número de solicitudes presentadas) 
sino cualitativo (características de la solicitudes presentadas y antecedentes de la misma), 
no es menos cierto que ambos aspectos deben cohonestarse en casos como el presente en 
que el volumen de solicitudes es un reflejo del ejercicio abusivo del derecho desde una 
perspectiva cualitativa.  
En este punto, resultan especialmente clarificadoras las apreciaciones de la Administración 
y, sobre todo, el detalle y la especificidad con la que se dimensionan- en términos de recursos 
necesarios- las implicaciones de atender solicitudes de información como las planteadas. Es 


4


https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2018.html
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decir, a nuestro juicio, no se hace una apreciación general o en abstracto de una situación, 
sino que se aportan detalles, concretos y determinados, del alcance que para la organización 
implica atender las peticiones del solicitante.  
Así, a nuestro juicio, todas estas manifestaciones de la Administración han de ser acogidas 
favorablemente, debiendo entenderse que se dan las circunstancias citadas por los 
Tribunales de Justicia y por el Criterio Interpretativo de este Consejo de Transparencia para 
considerar que las solicitudes del Reclamante participan de la condición de abusivas y son 
contrarias al ordenamiento jurídico, puesto que pueden considerase incluidas en el concepto 
de abuso de derecho, han sido presentadas antes de que finalice el plazo normal de 
contestación a la anterior y requieren un tratamiento que obliga a paralizar el resto de la 
gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención justa y 
equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, puesto que el 
Ministerio carece de medios personales suficientes para atenderlas todas a la vez o en los 
plazos resultantes. 
Añadido a lo anterior, las solicitudes planteadas deben analizarse desde la perspectiva del 
control de la acción de la Administración y la rendición de cuentas por las decisiones 
públicas, toda vez que, en no pocas ocasiones como ha quedado destacado en los 
antecedentes de hecho y atendiendo al tipo de información requerida, ciertamente podría 
cuestionarse su utilidad para garantizar el interés común en conocer la actuación pública, 
poder participar en la misma y exigir responsabilidades por las decisiones de los organismos 
públicos; todos ellos, pilares fundamentales y ratio iuris de la LTAIBG.  Así, debe recordarse 
que es la protección del interés general en la transparencia pública, como bien común de 
nuestra sociedad, la que debe prevalecer frente a solicitudes de información que persiguen 
otros intereses, de carácter privado o profesional, que no encajan en la finalidad perseguida 
por la LTAIBG y, por tanto, no pueden ser considerados superiores.  
 
En definitiva, a nuestro juicio y en atención a las circunstancias planteadas en el expediente, 
el acceso a la información solicitada implicaría la exigencia de un tratamiento desmesurado 
por parte de la AEPD al objeto de garantizar que dicho acceso no implique la vulneración de 
alguno de los derechos e intereses legítimos que se ven reflejados en el art. 14 de la LTAIBG 
bajo la forma de restricciones al acceso. Un tratamiento que entendemos no se ve 
justificado por la finalidad de transparencia de la actuación pública en la que se basa la 
LTAIBG  y que implica que, en consecuencia, entendamos que la presente reclamación deba 
ser desestimada.  
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III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
Reclamación presentada por , con entrada el 12 de febrero de 2019, contra la 
Resolución de 15 de enero de 2019 de la AGENCIA ESPAÑOLA DE PROTECCIÓN DE DATOS.  


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno5, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas6. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa7. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


 


5 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23 
6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20181206&tn=1#a112 
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&p=20181206&tn=1#a9 
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Resolución 097/2019 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno1 (en 
adelante LTAIBG), con fecha 11 de diciembre de 2018, información en los siguientes términos: 


Solicito acceso en aras de una total transparencia al único requisito que admite cierta 
subjetividad en el otorgamiento de los Premios Nacionales de Fin de Carrera de Educación 
Universitaria. Me refiero a la puntuación de los Méritos de los graduados de Física en el 
curso 2014-2015 (…) 


2. Mediante resolución de fecha 10 de enero de 2019, la SECRETARÍA DE ESTADO DE 
EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL(MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN 
PROFESIONAL) contestó al interesado en los siguientes términos:   


1 https://www.boe.es/buscar/act.ph                                               p?id=BOE-A-2013-12887 


S/REF: 001-031473 


N/REF: R/0097/2019; 100-002156      


Fecha:    16 de mayo de 2019 


Reclamante:  


Dirección:  


Administración/Organismo: Ministerio de Educación y Formación Profesional 


Información solicitada:  Puntuación Méritos Premios Nacionales Fin de Carrera 


Sentido de la resolución: Estimatoria parcial  
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(…) 2°. La solicitud  se recibió  en esta Secretaría de Estado el 28 de diciembre  de 2018, 
fecha a partir  de la cual empieza a contar el plazo de un mes previsto en el artículo  20.1 
de la Ley 19/2013 de 9 de diciembre para su resolución. 
3°. Esta Secretaría de Estado resuelve conceder el acceso a la información pública solicitada 
de la que dispone, que se adjunta en documento anexo. 
INFORMACIÓN SOLICITADA 
A la puntuación de los méritos hay que sumarle la nota media obtenida como resultado de 
la ponderación entre la nota media del expediente académico y la nota de la promoción. 
Puntuación de los méritos de XXX 
BECAS OBTENIDAS EN ATENCIÓN A MÉRITOS ACADÉMICOS: 0,50 puntos 
PREMIOS OBTENIDOS: 0,50 puntos. 
PROYECTOS DE INVESTIGACIÓN, SEMINARIOS Y CONGRESOS: 0,20 puntos. 
IDIOMAS EXTRANJEROS: 0,20 puntos 
ESTANCIAS EN EL EXTRANJERO: 0,20 puntos. 
OTROS MÉRITOS: 0,15 puntos 
 
Relación de méritos y puntuación de XXX 
BECAS OBTENIDAS EN ATENCIÓN A MÉRITOS ACADÉMICOS: 0,50 puntos 
PREMIOS OBTENIDOS: 0,50 puntos. 
PROYECTOS DE INVESTIGACIÓN, SEMINARIOS Y CONGRESOS: 0,30 puntos. 
IDIOMAS EXTRANJEROS: 0,18 puntos 
ESTANCIAS EN EL EXTRANJERO: 0,20 puntos. 
OTROS MÉRITOS: 0,14 puntos 
 
Relación de méritos y puntuación de XXX 
BECAS OBTENIDAS EN ATENCIÓN A MÉRITOS ACADÉMICOS: 0,20 puntos 
PREMIOS OBTENIDOS: 0,50 puntos. 
PROYECTOS DE INVESTIGACIÓN, SEMINARIOS Y CONGRESOS: 0 puntos. 
IDIOMAS EXTRANJEROS: 0,20 puntos 
ESTANCIAS EN EL EXTRANJERO: 0,30 puntos. 
OTROS MÉRITOS: 0,20 puntos 


 
3. A la vista de la respuesta obtenida, el reclamante presentó, mediante escrito con registro de 


entrada el 12 de febrero de 2019, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, 
una Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que alegaba lo 
siguiente: 
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(…)                                                                                                                                                                                   
4. Como se puede observar esta información es incompleta ya que no se enumeran los méritos 
que han sido evaluados con sus correspondientes calificaciones. 


5. Para eliminar cualquier sombra de duda en que las puntuaciones otorgadas en la 
evaluación de méritos han sido justas y no ha habido errores, solicito la información completa 
en la que aparezcan todos y cada uno de los méritos de cada candidato con sus 
correspondientes calificaciones. De modo que se pueda comprobar que a igualdad de méritos 
o méritos equivalentes corresponden las mismas calificaciones.


4. Con fecha 15 de febrero de 2019, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al objeto de que 
pudiera hacer las alegaciones que considerase oportunas. Mediante escrito de entrada el 22 
de febrero de 2019, la SECRETARÍA DE ESTADO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL 
realizó las siguientes alegaciones :  


Al respecto de las manifestaciones recogidas por el reclamante en su escrito, cabe indicar lo 
siguiente: (…) 


- El Informe 178/2014, de la Agencia Española de Protección  de Datos, que analiza la relación  
entre  el derecho a la protección  de datos personales y el derecho de acceso a la información  
pública  desde varias perspectivas, en especial desde el punto de vista de la existencia de 
procesos de concurrencia competitiva  recoge, en su apartado III  que "el  acceso debería 
realizarse  a los datos respecto de los que pueda predicarse la citada condición de 
Interesado; es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase en una situación de 
concurrencia competitiva respecto del afectado al que se refirieran los datos". 


- En estos mismos términos  se pronuncia la Resolución 4/2016  de 17  de marzo de 2016 del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, desestimando una reclamación presentada 
contra resolución de la Dirección Provincial de Ceuta del Ministerio de Educación, Cultura  y  
Deporte;  así como  la  5/2016   de  29  de  marzo  frente   al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. 


-El reclamante es graduado en Físicas, y como tal participó  en los Premios, como también  
los  candidatos  por  cuya información  se ha interesado.   Puesto que  se encuentran en 
situación de concurrencia  competitiva,  y aplicando el criterio del mencionado informe  
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178/2014,   de la  Agencia Española de Protección  de Datos, nada impide que se le 
proporcione la información con el detalle  que solicita en el escrito de reclamación. 


- Se acompaña por tanto este informe con Anexo con los datos solicitados.(…)


5. A la vista de las alegaciones formuladas, en aplicación del art. 82 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y al 
objeto de que el reclamante pudiera presentar las alegaciones que considerase oportunas, se 
procedió a la apertura del trámite de audiencia con fecha 3 de mayo de 2019. Mediante 
escrito de entrada 14 de mayo de 2018, el reclamante realizó las siguientes manifestaciones: 


 (…) 6. A continuación paso a enumerar ciertos aspectos de las puntuaciones que se han 
otorgado y por los cuales solicito aclaración: 


O Apartado Premios. Se observa que los tres clasificados han recibido premios equivalentes 
de Fin de Grado en sus respectivas universidades y adicionalmente yo presento una serie de 
Premios en competiciones científicas, que no tienen equivalente en los otros candidatos. Sin 
embargo, la puntuación de los tres es la misma.  


O Apartado Idiomas. Se observa que la acreditación por mi parte de un segundo idioma con 
nivel C1 no ha supuesto ninguna diferencia respecto a la puntuación obtenida por el segundo 
clasificado que ha acreditado un único idioma.  


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno2, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 123, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&p=20141105&tn=1#a8 
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a12 
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contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. En primer lugar, cabe señalar que, como ha quedado reflejado en los antecedentes de hecho, 
con posterioridad a la respuesta reclamada y como consecuencia de la reclamación, se ha 
ampliado la información que se proporcionó inicialmente al interesado.  
 
Así, y a pesar de que la solicitud de información era clara en sus términos y que la resolución 
ahora recurrida decía conceder el acceso a la información pública solicitada, claramente la 
concesión no fue tal, ya que a la vista de la reclamación se ha ampliado la misma. A este 
respecto, ha de recordarse lo ya señalado en otros expedientes previamente tramitados por 
este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, por ejemplo, el R/0473/20184, en el que se 
razonaba lo siguiente: 
 


3. En cuanto al fondo de la cuestión planteada, consta en el expediente que la 
Administración ha facilitado al Reclamante, en vía de Reclamación, una ampliación de la 
información solicitada, relativa a los gastos por parte del Gobierno en hoteles, dietas y 
viajes desde el 2015. 


 
Este hecho impide por lo tanto entender que la resolución inicial era de concesión de la 
información. En este sentido, y tal y como ha puesto de manifiesto este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno en reiteradas ocasiones(a título de ejemplo, en la 
R/0257/2018), las resoluciones de concesión sólo lo son si, efectivamente y en todos sus 
términos, proporcionan la información solicitada por el interesado. Si la información es 
tan sólo parcial, bien porque parte de la misma se ha omitido a pesar de que el 
interesado era claro en su solicitud- como parece ser el caso que nos ocupa- o porque la 
Administración considera de aplicación parcial una causa de inadmisión o límite al 


4 https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2018/11.html
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acceso- identificando esta circunstancia claramente- no podemos afirmar que nos 
encontramos ante un supuesto de concesión de la información. 


 
4. Sentado lo anterior, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno considera necesario 


analizar si con la mencionada ampliación de información en vía de reclamación el Ministerio 
ha facilitado la información completa, ya que, como se puede comprobar sí se relacionan 
todos los méritos  específicos que se han tenido en cuenta en cada mérito general, pero no se 
incluye la calificación de cada uno de ellos, consignándose nuevamente sólo la puntuación 
general que ya se proporcionó.  Es decir, la puntuación que figura, como consta en los hechos, 
es una global por cada apartado: Becas, Premios, Proyectos de Investigación, Estancias 
Extranjero, etc, pero no una específica por cada una de las becas, premios, proyectos, 
idiomas, etc. que se han presentado por los premiados. 


Con carácter previo, debe de nuevo recordarse que la LTAIBG reconoce en su artículo 12 el 
derecho de todas las personas a acceder a la información pública y su objetivo es someter a 
escrutinio la acción de los responsables públicos, conocer cómo se toman las decisiones que 
afectan a los ciudadanos, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan 
nuestras instituciones. En este sentido, el Preámbulo de la LTAIBG, señala que La 
transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los 
ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos 
se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones 
que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras 
instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos 
comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda participación 
de los poderes públicos.  


De igual manera, deben recordarse determinados pronunciamientos judiciales sobre este 
derecho de acceso, entre los que destacan por ejemplo, la Sentencia nº 46/2017, de 22 de 
junio de 2017, del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Madrid, dictada 
en el PO 38/20165 y que se pronuncia en los siguientes términos: "El derecho de acceso a la 
información es un derecho fundamental reconocido a nivel internacional como tal, debido a la 
naturaleza representativa de los gobiernos democráticos; es un derecho esencial para 
promover la transparencia de las instituciones públicas y para fomentar la participación 
ciudadana en la toma de decisiones. Además las Administraciones Públicas se financian con 


5 https://www.consejodetransparencia es/ct Home/Actividad/recursos jurisprudencia/Recursos AGE/2016/16 particular 7 tributos.html 
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fondos procedentes de los contribuyentes y su misión principal consiste en servir a los 
ciudadanos por lo que toda la información que generan y poseen pertenece a la ciudadanía. 
Pueden distinguirse dos aspectos en cuanto al derecho al acceso a la información: 
Transparencia proactiva, como aquella obligación de los organismos públicos de publicar y dar 
a conocer la información sobre sus actividades, presupuestos y políticas y la Transparencia 
reactiva: Es el derecho de los ciudadanos de solicitar a los funcionarios públicos cualquier tipo 
de información de y el derecho a recibir una respuesta documentada y satisfactoria". "Las 
diferentes y numerosas menciones a este derecho coinciden en resaltar la creciente 
importancia que está cobrando, ya que el mismo supone una herramienta indispensable para 
adquirir aquellos conocimientos que permiten controlar la actuación de los gobiernos y 
prevenir y luchar contra la corrupción así como contrarrestar la violación de derechos. De 
estos preceptos se desprende que el derecho de acceso a la información debe ser destacado 
como un valor intrínseco al concepto de democracia." 


A nuestro criterio, la referencia que realiza el art. 13 de la LTAIBG 6al ejercicio de las funciones 
del organismo sujeto a la LTAIBG en el que debe enmarcarse la información que puede ser 
solicitada debe entenderse en sentido amplio. 


5. Teniendo en cuenta lo anterior, a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno el 
conocer la puntuación o calificación concreta asignada a cada mérito valorado (las diferentes 
becas, premios, proyectos, idiomas, estancias, etc.) es lo que permite conocer como se toman 
las decisiones y bajo qué criterios actúan nuestras instituciones, así cómo se manejan los 
fondos públicos, los premios nacionales fin de carrera en este caso, lo que no se alcanzaría 
conociendo solo los méritos.  


A todo ello, cabe añadir que la propia Administración manifiesta el derecho del reclamante 
como interesado en un procedimiento de concurrencia competitiva a acceder a los datos 
solicitados, sin que se vulnere la protección de datos de carácter personal, incluso concluye 
que nada impide que se le proporcione la información con el detalle que se solicita en el 
escrito de reclamación, lo que a nuestro juicio es de aplicación igualmente a la puntuación de 
cada uno de ellos. 


Por lo tanto, en base a los argumentos desarrollados en los apartados precedentes de la 
presente resolución, la reclamación debe ser estimada parcialmente.  No obstante, en caso de 
que no haya quedado recogido el nivel de desglose respecto de cada uno de los méritos 


6 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a13 
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señalaos, esta circunstancia deberá igualmente indicarse, procediéndose, en la medida de lo 
posible, a realizar la aclaración sobre la valoración solicitada por el interesado en su 
contestación al trámite de audiencia y transcrita en el antecedente quinto.  


 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede 


PRIMERO: ESTIMAR parcialmente la Reclamación presentada por la  
 con entrada el 12 de febrero de 2019, contra la resolución de 10 de enero de 2019 


del MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL. 


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, a que, en el 
plazo máximo de 10 días hábiles, remita a  la siguiente 
información:   


- La puntuación de los Méritos de los graduados en física en el curso 2014-2015. 


No obstante, en caso de que no haya quedado recogido el nivel de desglose respecto de 
cada uno de los méritos señalaos, esta circunstancia deberá igualmente indicarse. 
Procediéndose, en la medida de lo posible, a aclarar lo solicitado en el trámite de audiencia 
sobre la valoración del apartado premios (fin de grado/competiciones científicas) e idiomas 
(segundo idioma). 


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL a que, en el 
mismo plazo, remita a este Consejo de Transparencia copia de la información enviada al 
reclamante. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno7, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 


7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23 
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dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas8. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa9. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 
 


8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20181206&tn=1#a112 
9 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&p=20181206&tn=1#a9 
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Resolución 066/2019 


S/REF: 001-031782; 001-031786 


N/REF:R/0066/2019;100-002113 


Fecha: 12 de abril de 2019 


Reclamante : 


Direcci 


Administración/ Organismo: Ministerio de Educación y Formación Profesional 


Información solicitada: Méritos y puntuaciones Premios Nacionales Fin de Carrera 


Sentido de la resolución: Desestimatoria 


l. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, la reclamante solicitó al 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al amparo de la Ley 19/2013. de 9 


de diciembre. de transparencia. acceso a la información pública y buen gobierno.!. (en 


adelante LTAIBG), con fecha 30 de diciembre de 2018, información en los siguientes términos: 


( .. .} la siguiente documentación toda ella perteneciente al procedimiento administrativo y 


expediente relativo a la adjudicación de los Premios Nacionales de Fin de Carrera Universitaria 


correspondientes al curso 2014-2015: 


Información de los méritos presentados, con detalle de sus puntuaciones y fecha de obtención 


de los mismos, por los tres solicitantes que han obtenido premios en las titulaciones de 


Graduado en Física, Graduado en Matemáticas y Graduado en Biología, es decir, los 


premiados( .. .} 


1 https:Uwww.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887 
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Asimismo, mediante escrito presentado con fecha 31 de diciembre de 2018 la solicitante 
manifestó  que Habiendo detectado un error en mi solicitud con Número de expediente 001-
031782 realizada el 30 de diciembre de 2018, en el que se solicitaba información de ciertos 
premiados en los Premios Nacionales de Fin de Carrera, se quiere precisar que el premiado 
XXX, sobre el que se solicita información es Graduado en Biología por la Universidad de Sevilla 
y no, como se puso por error, Graduado en Matemáticas por la Universidad del País Vasco. 


2. Mediante resolución de fecha 24 de enero de 2019, la SECRETARÍA DE ESTADO DE 
EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL contestó a la interesada en los siguientes términos:   


Se aportan los datos relacionados con los Premios Nacionales de Fin de Carrera de Educación 
Universitaria, curso 2014/2015, de la rama de Ciencias. 


Según establece el art. 3.2 de la convocatoria de estos premios: 


“art. 3.2. Los Premios serán asignados en función de la puntuación total obtenida por cada 
candidato dentro de su rama, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de esta 
convocatoria. A estos efectos, los títulos se considerarán incluidos en la Rama o Área de 
Conocimiento en la que figuren inscritos en el Registro de Universidades, Centros y Títulos. 


El procedimiento para la concesión de los Premios en cada una de las ramas de 
conocimiento a que se hace referencia en el apartado anterior será el siguiente: 


a) Se ordenará a los solicitantes pertenecientes a la rama en función de la puntuación 
obtenida y se asignará, en su caso, un Primer Premio a aquél que hubiera obtenido la 
puntuación superior. […]“ 


Cabe señalar que la  no es interesada en el procedimiento, ya que no es 
solicitante de premio, ni presenta autorización de su hijo, XXX para solicitar datos en su 
nombre. 


El  ha presentado ya un expediente al Portal de Transparencia, exp. 001-031368, 
donde se le envió el desglose de la información que solicitó. 


En cada rama de conocimiento se evalúa con criterios específicos determinados por el 
jurado. Esto significa que es posible que un mismo mérito no sea evaluado con la misma 
puntuación en la rama de Ciencias que en la rama de Ingeniería y Arquitectura, pero 
siempre es evaluado con la misma puntuación dentro de la misma rama. El  
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concurría a los Premios por la Rama de Ingeniería y Arquitectura, por lo que la información 
requerida no afecta al resultado de su Rama de conocimiento. 


No obstante se desglosan a continuación, los méritos de los premiados solicitados, que 
pertenecen a la Rama de Ciencias: (…) 


3. A la vista de la respuesta obtenida, la reclamante presentó, mediante escrito con registro de 
entrada el 31 de enero de 2019, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, 
una Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que alegaba lo 
siguiente: 


(…)    
Con fecha 30 de octubre mi hijo, , solicitante de premio por el área de 
Ingeniería y Arquitectura, al observar  posibles irregularidades en las puntuaciones asignadas 
a los participantes correspondientes al  área de Ciencias de la Universidad de Sevilla, procedió 
a solicitar la información de cuáles eran los méritos de dichos solicitantes que justificaban las 
altas puntuaciones asignadas a ellos.   
 
(…) Con fecha 4 de diciembre fue publicada la resolución definitiva de asignación de estos 
premios, obteniendo los solicitantes antes mencionados dos primeros premios y un segundo 
premio.       
 
Con fecha 28 de diciembre le comunicaron que en dicha fecha comenzaba la tramitación de su 
petición. Esta petición fue admitida por la Secretaría de Estado del Ministerio de Educación y 
Formación Profesional. En la contestación que le dieron, con fecha 16 de enero, no le 
especificaron cuáles eran los méritos de dichos solicitantes, sólo le informaron del desglose de 
la puntuación total en los distintos apartados en los que se desglosa según el BOE de la 
convocatoria. Con fecha del mismo día procedió a presentar reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. Esta reclamación tuvo entrada en dicho organismo con fecha 
21 de enero, siendo su número de registro  O00009348e1900000454 y encontrándose aún en 
trámite. 
 
Con fecha 30 de diciembre quien suscribe, al observar la reticencia que presentaba la comisión 
evaluadora del área de Ciencias a dar la información solicitada, presentó escrito de petición de 
información de los méritos, con detalle de las puntuaciones asignadas a dichos méritos y de 
las fechas en que fueron obtenidos, de los tres premiados en las titulaciones de Graduado en 
Física, Graduado en Matemáticas y Graduado en Biología, siendo el número de expediente de 
esta solicitud  001-031782. Mi petición de información se basaba en la posible prevaricación 
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que podía existir en la comisión que había evaluado los méritos. Esta petición fue admitida 
también por el Secretario de Estado del Ministerio de Educación y Formación Profesional.  
    
Con fecha 28 de enero  he recibido la contestación. En ella vuelven a contestar con tan solo el 
desglose de la puntuación en los apartados especificados en la convocatoria, es decir: becas 
obtenidas en atención a méritos académicos, premios, proyectos de investigación, seminarios 
y congresos, idiomas extranjeros, estancias en el extranjero y otros méritos.       
 
(…) SOLICITO: 
1.- Se me conteste sobre la legalidad de  la afirmación que se realiza en el expediente de 
contestación a mi solicitud, según la cual  “es posible que un mismo mérito no sea evaluado 
con la misma puntuación en la rama de Ciencias que en la rama de Ingeniería y Arquitectura” 
y por tanto la valoración de los méritos pueda realizarse con diferentes baremos de 
puntuación dentro de cada apartado según se esté valorando en una rama o en otra. 
    
2.- Como la comisión evaluadora reconoce haber usado distintos criterios para cada rama, 
además de poderse comprobar en los expedientes de los solicitantes evaluados; en caso de no 
darse la legalidad de dicho procedimiento, solicito sean anuladas las valoraciones realizadas y 
valorar de nuevo las solicitudes, esta vez con criterios uniformes, y ajustados a lo indicado en 
la convocatoria, que provoquen una adjudicación de premios justa. 
 
3.- En caso de que se considere que es legal valorar los mismos méritos de participantes de 
una misma convocatoria de premios con distintas puntuaciones, solicito se me informe por 
escrito de: 
 3.1. Cuáles son los motivos lógicos en los que se han basado las comisiones correspondientes 
para que los alumnos del área de Ciencias obtengan 0,5 de puntuación con tal de que 
dispusieran de un único premio, y cuáles son los motivos para que en la rama de Ingeniería se 
necesiten 5 premios para obtener esa misma puntuación. 
3.2. Si las Becas y Ayudas a Alumnos otorgadas por el Ministerio de Educación, Cultura y 
Deporte durante los cursos 2011-2012 a 2014-2015 deben considerarse becas obtenidas en 
atención a méritos académicos, como se especifica en la convocatoria de los premios, y en 
caso afirmativo, cómo es posible que un alumno como mi hijo con todas las asignaturas de 1º 
y de 2º  del grado de Ingeniería Informática evaluadas con Matrícula de Honor no tuviera 
derecho a solicitarla.   
3.3. Cuál es el motivo para que en un área se necesite casi un curso entero de disfrute de una 
beca para obtener una décima de puntuación, realizándose una partición de esta décima si el 
tiempo es de pocos meses y en la otra área no se tenga en cuenta el tiempo de duración. 
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3.4. Si las becas disfrutadas una vez finalizado el curso 14-15 (es decir a partir de octubre de 
2015) también corresponden al periodo de realización del grado. 
3.5. Sobre los tres premiados en las titulaciones de Graduado en Física, Graduado en 
Matemáticas y Graduado en Biología, (….) 
 
Se me facilite la siguiente información: 
a) Denominación de los méritos académicos y científicos del currículo que presentaron dichos 
solicitantes, que cumplían las condiciones especificadas en la convocatoria de los premios y 
que, por tanto, les fueron tenidos en cuenta al asignarle la puntuación. 
b) Cuál fue la fecha en la que le concedieron los premios considerados como méritos. 
c) Cual fue la fecha de concesión de las becas obtenidas y cuál fue su periodo de disfrute de 
ellas. 
d) Cuál fue el periodo de participación en proyectos de investigación, seminarios y congresos y 
cuál fue su tipo de participación en ellos. 
e) Cuál fue la fecha de obtención de los títulos de los idiomas extranjeros que acreditan 
conocer y cuál es el nivel de ellos. 
f) Cuál fue la fecha de obtención de los otros méritos presentados. 


4. Con fecha 4 de febrero de 2019, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al objeto de que 
pudiera hacer las alegaciones que considerase oportunas. Mediante escrito de entrada el 15 
de febrero de 2019, la SECRETARÍA DE ESTADO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL 
realizó las siguientes alegaciones :  


La reclamante requiere aclaración sobre lo que dispone el artículo  8.2 de la convocatoria  
respecto  a  los  criterios   para  la  valoración  de  los  méritos  en  las distintas  ramas de 
conocimiento  que  concurren  a  los citados  premios:  que  los méritos académicos y 
científicos  serán valorados por el/los  miembros del Jurado correspondientes a la rama de 
conocimiento del solicitante. 


- Respecto a esta petición  que la  incluye  en su escrito de 
reclamación, cabe señalar que los méritos de todos los aspirantes de cada una de las 
distintas ramas de conocimiento por la que se concurre a los premios, han sido evaluadas 
por el miembro o miembros del Jurado correspondiente a cada una de estas ramas, de 
acuerdo con lo establecido en la convocatoria y sin más criterios que los propios derivados 
del principio  de discrecionalidad técnica que se reconoce a cada uno de los componentes del 
Jurado, de forma estrictamente  homogénea en cada una las citadas ramas, como por otra 
parte, su hijo   que concurrió a estos Premios por la rama de 
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Ingeniería y Arquitectura, reconoce en la  reclamación  que ha presentado, el pasado 21 de 
enero, ante  el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, Exp.100-002180. La valoración  
así efectuada  en cada una de las ramas, ha sido asimismo, confirmada por el Jurado en su 
conjunto. 


- En consecuencia y, habida cuenta de la forma en que se produce el proceso de evaluación 
de los méritos, nada impide que un mismo mérito sea evaluado de forma diferente  por 
miembros del Jurado distintos, siempre que la valoración si se haga de forma idéntica dentro 
de la misma rama de conocimiento, como así ha sido. 


- En este  sentido,  cabe  señalar  que  el artículo   3  de  la  convocatoria  establece 
compartimentos   estancos  en las  distintas ramas  de   conocimiento   para   la adjudicación  
de los Premios, de forma que existe un cupo determinado para cada una de ellas, sin que los 
aspirantes de distintas ramas concurran a ellos de forma competitiva.  En definitiva, los 
aspirantes de una rama compiten entre sí, pero no con los participantes de otra rama 
distinta. 


- Por todo ello, en nada afecta a los aspirantes de una rama de conocimiento ni la 
puntuación, ni los méritos, ni los criterios  de evaluación utilizados para valorar los méritos 
de participantes  en otra rama distinta,  por lo que carecen de sentido las alegaciones y 
peticiones que hace la interesada relativas a la valoración de méritos de solicitantes que no 
son de su rama porque, se reitera, no concurren ni compiten con él para la adjudicación de 
premio. 


- Respecto a  la  segunda de  las solicitudes  de  la  reclamante,  la   
manifiesta su disconformidad con la valoración de determinados méritos por  parte  del  
Jurado.  El  Portal  de  Transparencia  garantiza  al  ciudadano  la posibilidad de llevar a cabo 
consultas sobre datos e información pública. No parece, por tanto, el cauce para presentar 
alegaciones en relación a una valoración en el seno de una convocatoria.  El texto  de esa 
convocatoria define los cauces procedimentales legalmente establecidos a través de la 
aportación de alegaciones o mediante  la  interposición  de recurso administrativo  o, en su 
caso, contencioso administrativo   pertinente,   en  forma  y  plazo  y  en  el  momento  
procesal  que establece la Ley 39/2015 de Procedimiento Administrativo Común. 


- El procedimiento  articulado  por  la  Ley 19/2013,  de transparencia,  acceso a la 
información pública y buen gobierno, no puede servir para abrir nuevos cauces de 
reclamación al margen de los establecidos en la citada Ley 39/2015, ni para entrar en 
análisis de fondo sobre cuestiones que se deduzcan de resoluciones dictadas en vía 
administrativa. 
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- En ese mismo sentido, la reclamante solicita, en el tercero  que los puntos de su escrito de 
reclamación, información sobre cuestiones que no constan en los archivos del Ministerio  de  
Educación y  Formación Profesional.   Por tanto,  no  es posible facilitarla. De acuerdo con el 
artículo  13 de la citada Ley 19/2013 únicamente se permite  el acceso a los contenidos o 
documentos que obren en poder de la Administración,  resultando inadmisibles en cualquier 
caso, aquellas solicitudes relativas a información  para cuya divulgación sea necesaria una 
acción previa de reelaboración (artículo 18 de la misma norma). 


- Cabe indicar  que los componentes del Jurado de los premios, en aplicación de lo dispuesto 
en la convocatoria, han efectuado una valoración conjunta de los méritos "en  una única 
fase",  asignando en la correspondiente  aplicación informática, la puntuación global a cada 
uno de los apartados a que se refiere el artículo 8.2 de la correspondiente convocatoria. 


- Por último,  solicita  la reclamante, además de la información  ya requerida en sus 
anteriores  escritos sobre el detalle  de méritos  y puntuaciones referidas  a nueve aspirantes 
al Premio Nacional de Fin de Carrera de la  rama de Ciencias: tres de Física, tres de 
Matemáticas y tres de Biología, otra información adicional relativa  a los  criterios   de  
valoración   de  los  premios  nacionales  de  fin   de  carrera y determinados datos 
relacionados con la  forma  de valorar  los méritos  específicos justificados por los aspirantes. 


- A este respecto, el Informe  178/2014, de la Agencia Española de Protección de Datos, que 
analiza la relación entre el derecho a la protección de datos personales y el derecho  de  
acceso a la  información  pública  desde varias perspectivas, en especial desde el punto  de  
vista  de  la  existencia  de procesos de  concurrencia competitiva  recoge, en su apartado 
111  que "el  acceso debería realizarse a los datos respecto de los que pueda predicarse la 
citada condición de Interesado;  es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase en 
una situación de concurrencia competitiva respecto del afectado al que se refirieran los 
datos". 


- En estos mismos términos  se pronuncia la Resolución 4/2016 de 17 de marzo de 2016 del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, desestimando una reclamación presentada 
contra resolución de la Dirección Provincial de Ceuta del Ministerio de Educación, Cultura  y  
Deporte;  así como  la  5/2016  de  29  de  marzo  frente   al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. 


- Esta Secretaria de Estado optó en la resolución de 28 de enero de 2019 por aplicar el 
criterio más favorable a la , dado que, tal y como se desprende de lo 
argumentado, cualquier comunicación de datos se debería referir sólo  a  aquellos  
candidatos  que  se  encuentren  en  situación  de  concurrencia competitiva  con el 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 15/04/2019 14:31 | Sin acción específica







peticionario. La 


Con$~10 de 
lran$parcnc•a 'f 
Buen Gobterno 


no ha participado en la convocatoria de los 


Premios Nacionales de Fin de Carrera de Educación Universitaria destinados a quienes hayan 


concluido los estudios en el curso académico 2014-2015 en ninguna rama y, por tanto, no se 


encuentra en una situación de concurrencia competitiva con ninguno de los ciudadanos 


cuyos datos solicitaba. Por eso, la Secretaría de Estado de Educación y Formación 


Profesional, considerando que no se podía proporcionar a la interesada la información que 


reclamaba sobre los nueve participantes en la convocatoria con el nivel de detalle que 


estaba precisando, resolvió concederle acceso a la información de la que disponía y que 


respetaba el derecho a la protección de datos de carácter personal de quienes participaron 


en la convocatoria, en este caso, los datos de puntuación por apartados. 


11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el art ículo 8 


del Rea l Decreto 919/2014. de 31 de octubre. por el que se aprueba el Est atuto del Consejo 


de Transparencia y Buen Gobiernol, la Presidencia de este Organismo es competente para 


resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 


Contencioso-Ad ministrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 


información . 


2. La LTAIBG, en su artículo 121, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 


información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 


contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 


alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 


elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones". 


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 


información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 


bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 


funciones y competencias que tiene encomendadas. 


Con estas premisas, debe acota rse el objeto de la presente reclamación únicamente a aquella 


información que obre en poder de la Administración en el momento de la solicitud de acceso 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&p=20141105&t n=1#a8 
3 https:Uwww.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&t n=1#a12 
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y siempre teniendo como base que la finalidad de la LTAIBG es conocer cómo se toman las 
decisiones que afectan a los ciudadanos, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué 
criterios actúan nuestras instituciones. 


3. En primer lugar, conviene comenzar indicando que una reclamación muy similar presentada 
por el hijo de la reclamante (tal y como indica la misma) contra el MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
Y FORMACIÓN PROFESIONAL, ha sido analizada recientemente por este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, en el expediente R/0038/2019. 
 
En el mencionado expediente se reclamaba el acceso a prácticamente la misma información 
(en relación a los méritos de los candidatos a Premios Nacionales Fin de Carrera del Área de 
Ciencias SOLICITO se me informe de los detalles de las puntuaciones de los candidatos), y la 
Administración proporcionó una parte de la información en base al mismo criterio que ahora 
(puntuaciones desglosadas) y negó la restante en base al  mismo argumento que en el 
presente (El solicitante concurría a los Premios por la Rama de Ingeniería y Arquitectura, por 
lo que la información requerida no afecta al resultado de su Rama de conocimiento). 
 
Asimismo, en ambos supuestos, en la reclamación presentada se solicitaba más información, 
sobre más cuestiones y mucho más detalladas sobre la forma de haber llevado a cabo el 
proceso de evaluación de los solicitantes que habían obtenido premio en las titulaciones de 
Física, Matemáticas y Biología, conforme consta en el antecedente tercero.   
 
A este respecto, en la citada Reclamación R/038/2019 este Consejo de Transparencia 
concluyó lo siguiente: 
 


A este respecto, debe recordarse que son numerosas las resoluciones de este Consejo de 
Transparencia, por ejemplo, la R/0202/2017 4 y la R/0270/20185 , en las que se concluía 
que no es permisible cambiar los términos de la solicitud en vía de Reclamación, dado 
que se podría perjudicar el principio de la seguridad jurídica, consagrado en el artículo 
9.3 de nuestra Constitución, en virtud del cual debe existir la certeza de que una 
determinada situación jurídica previa no será modificada más que por procedimientos 
regulares y conductos legales establecidos, previa y debidamente publicados.  
 


4 https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2017/07.html
5 https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2018/07.html
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Estos razonamientos son perfectamente aplicables y sin lugar a dudas al caso que nos 
ocupa en cuanto a los tres últimos puntos que solicita en su reclamación, ya que está 
claro que no formaban parte de la solicitud inicial, tal y como alega la Administración, 
aunque en relación con el punto segundo sobre las comisiones ha facilitado al 
reclamante una explicación en sus alegaciones.            
 


En consecuencia, y aplicado dicho criterio al caso que nos ocupa, consideramos que el 
argumento recogido en la mencionada resolución (R/038/2019) es igualmente de aplicación 
al presente supuesto, en el que, como consta en los antecedentes expuestos, la solicitud 
inicial que versaba sobre los méritos presentados, con detalle de sus puntuaciones y fecha de 
obtención, y  en vía de reclamación se solicita mucha más información y detallada, no sólo 
sobre los ganadores, sino información adicional relativa a los criterios de valoración de los 
premios nacionales de fin de carrera y datos relacionados con la forma de valorar los méritos 
específicos justificados por los aspirantes, incluso solicitando que sean anuladas las 
valoraciones realizadas y valorar de nuevo las solicitudes. 


 
No obstante lo anterior, a la vista de lo solicitado en la reclamación, la Administración en sus 
alegaciones ha ofrecido explicaciones adicionales a lo proporcionado en su resolución sobre la 
forma de evaluar el jurado en las distintas ramas de conocimiento.  


 
Igualmente, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno comparte el criterio de la 
Administración en cuanto a que la reclamación prevista en la LTAIBG no puede servir para 
abrir nuevos cauces de reclamación al margen de los establecidos en la Ley 39/2015, ni para 
entrar en análisis de fondo sobre cuestiones que se deduzcan de resoluciones dictadas en vía 
administrativa. Es decir, la reclamación ante el Consejo no puede dar lugar a instar a que sean 
anuladas las valoraciones realizadas y a valorar de nuevo las solicitudes, para ello, la 
resolución que puso fin al procedimiento de concesión de los Premios Nacionales de Fin de 
Carrera establecería las correspondientes vías de impugnación administrativa, o  en su caso, 
la propia Convocatoria de los mismos, incluida la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.  


 
4. En relación con la información solicitada inicialmente y no facilitada por la Administración, 


hay que volver a señalar que ha sido objeto de análisis en el mencionado expediente 
R/038/2019, en el que se concluía: 


   
6. Por otra parte, la Administración deniega también la información solicitada alegando 
que el  acceso debería realizarse a los datos respecto de los que pueda predicarse la 
citada condición de Interesado;  es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase 
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en una situación de concurrencia competitiva  respecto del afectado al que se refirieran 
los datos, ya que el solicitante concurría a los Premios por la rama de Ingeniería y 
Arquitectura,  mientras que los candidatos por cuya información  se ha interesado lo 
hacen por una rama distinta, la de Ciencias.   
    
A este respecto, cabe señalar que el artículo 12  de la LTAIBG, que regula el Derecho de 
acceso a la información, establece que Todas las personas tienen derecho a acceder a la 
información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución 
Española, desarrollados por esta Ley. No es necesario, como parece estar indicando la 
Administración, que la persona que ejerza el derecho de acceso a la información tenga 
la condición de interesado en el procedimiento, sino que, tal y como dispone el art. 17.3 
El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información 
 
No obstante, no es menos cierto que la información que se solicita afecta al derecho a 
la protección de datos de los alumnos por los que se interesa el reclamante. Así, y más 
allá de que el dato relativo a su nombre y titulación es ya conocido- y se menciona en la 
solicitud de información- no cabe duda de que la información que se solicita con detalle, 
al formar parte de los méritos alegados para la participación en el proceso de concesión 
de un premio al mérito académico, ha de considerarse información personal tal y como 
ya ha realizado la Agencia Española de Protección de Datos en el informe aludido por 
la Administración y este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversos 
expedientes tramitados en relación al acceso a dicho tipo de información en procesos 
selectivos.       
 
7. A este respecto, ha de recordarse que la relación entre el derecho de acceso y a la 
protección de datos personales viene regulada en el art. 15 de la LTAIBG, que se 
pronuncia en los siguientes términos: 
 
Artículo 15. Protección de datos personales. 
 
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, 
afiliación sindical, religión o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso 
de que se contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que 
dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a 
que se solicitase el acceso. 
Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al origen racial, a la 
salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos 
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relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la 
amonestación pública al infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se 
cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por 
una norma con rango de ley. 
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de 
datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés 
público en la divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que 
contenga datos meramente identificativos relacionados con la organización, 
funcionamiento o actividad pública del órgano. 
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el 
órgano al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación 
suficientemente razonada del interés público en la divulgación de la información y los 
derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información solicitada, en 
particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. 
Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 
consideración los siguientes criterios: 
a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos 
en el artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el 
hecho de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines 
históricos, científicos o estadísticos. 
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 
únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos 
contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se 
refieran a menores de edad. 
4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa 
previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la 
identificación de las personas afectadas. 
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento 
posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.  
 
A nuestro juicio, en base a los precedentes ya tramitados por este Consejo y al tipo de 
información personal que se recoge en la información que se solicita, en el presente 
supuesto nos encontramos ante la ponderación entre derechos a la que se refiere el 
apartado tercero del artículo reproducido. 
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En este sentido, resulta determinante la posición mantenida por la AEPD en el informe 
0178/2014 y, más en concreto, el criterio relativo a la participación en condiciones de 
concurrencia competitiva a la hora de valorar el derecho a acceder a información de 
carácter personal de otros candidatos.  
 
Así, en atención a las circunstancias reflejadas en los antecedentes de hecho, 
compartimos el argumento señalado por la Administración que pone de manifiesto que 
no existe concurrencia entre el solicitante y los afectados por la solicitud debido a que la  
convocatoria  establece compartimentos   estancos  en las  distintas ramas de  
conocimiento   para   la adjudicación  de los Premios, de forma que existe un cupo 
determinado para cada una de ellas, sin que los aspirantes de distintas  ramas 
concurran a ellos de forma competitiva.  En definitiva, los aspirantes de una rama 
compiten entre  sí, pero no con los participantes  de  otra  rama  distinta.   Por  tanto,  
carecen  de  sentido  las alegaciones y peticiones que hace el interesado relativas a la 
valoración de méritos de solicitantes que no son de su rama porque, se reitera, no 
concurren ni compiten con él para la adjudicación de premio 
 
Por todo ello, en base a los argumentos desarrollados y a que el reclamante aspiró a los 
Premios en una rama del conocimiento – Ingeniería y Arquitectura- distinta a la de los 
premiados a los que se refiere su solicitud- Rama de Ciencias- podemos entender que no 
se da la condición de participar en régimen de concurrencia competitiva en un 
procedimiento que ampararía el derecho de acceso a la información frente a la 
protección de los datos de carácter personal que se ven afectados. 
 


5. En consecuencia, resulta de aplicación nuevamente el mismo argumento al caso que nos 
ocupa, ya que, aunque la reclamante no es la persona que ha participado en la convocatoria 
de los premios, sí lo es su hijo, , que ya solicitó la información 
previamente y ante la respuesta obtenida presentó reclamación ante este Consejo de 
Transparencia (R/038/2019). Precisamente por no haber obtenido su hijo respuesta 
satisfactoria es por lo que ella inicia una nueva solicitud de información, tal y como manifiesta 
en su reclamación: Con fecha 30 de diciembre quien suscribe, al observar la reticencia que 
presentaba la comisión evaluadora del área de Ciencias a dar la información solicitada, 
presentó escrito de petición de información de los méritos, con detalle de las puntuaciones 
asignadas a dichos méritos y de las fechas en que fueron obtenidos, de los tres premiados en 
las titulaciones de Graduado en Física, Graduado en Matemáticas y Graduado en Biología (…)   
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Por todo ello, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno entiende que los criterios 


recogidos en la resolución R/038/2019 son de aplicación al presente supuesto, dada la 


identidad en cuanto al objeto de la solicitud y los argumentos esgrimidos, por lo que la presente 


reclamación debe de ser desestimada. 


111. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 


Reclamación presentada por la con entrada el 31 de enero de 


2019, contra la resolución del MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL de 24 de 


enero de 2019. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. de Transparencia. 


Acceso a la Información Pública y Buen Gobiernos, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 


misma t iene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 


dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015. de 1 de octubre. de Procedimiento Administrativo 


Común de las Administraciones Públicas1. 


Contra la presente Resolución, que pone f in a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 


Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 


Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 e) de la 


Ley 29/1998. de 13 de julio. Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa'ª-. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R. D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


6 https:Uwww.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23 
7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20181206&tn=1#a112 
8 https:Uwww.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&p=20181206&tn=1#a9 
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Resolución 038/2019 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno1 (en 
adelante LTAIBG), con fecha 3 de diciembre de 2018, información en los siguientes términos: 


Tras haber participado en los Premios Nacionales Fin de Carrera y habérseme asignado en la 
parte correspondiente a méritos obtenidos durante el grado una puntuación de 0,93 (sobre 2), 
y habiendo observado irregularidades en la evaluación de los méritos de los candidatos a 
Premios Nacionales Fin de Carrera del Área de Ciencias SOLICITO se me informe de los detalles 
de las puntuaciones de los candidatos que se nombran a continuación con el fin de confirmar 
que las distintas comisiones evaluadoras han valorado de la misma forma méritos análogos, 
no produciéndose ningún agravio comparativo, y de que las evaluaciones se han realizado de 
forma justa, no existiendo errores en la evaluación:(…) 


1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887 


S/REF: 001-031368 


N/REF: R/0038/2019; 100-002081      


Fecha:    1 de abril de 2019 


Reclamante:  


Dirección:  


Administración/Organismo: Ministerio de Educación y Formación Profesional 


Información solicitada:  Criterios concesión Premios Nacionales Fin de Carrera 


Sentido de la resolución: Desestimatoria  
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(…) 


2. Mediante resolución de fecha 28 de diciembre de 2018, la SECRETARÍA DE ESTADO DE 
EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL contestó al interesado en los siguientes términos:   


Se aportan los datos relacionados con los Premios Nacionales de Fin de Carrera de Educación 
Universitaria, curso 2014/2015, de la rama de Ciencias. 


Según establece el art. 3.2 de la convocatoria de estos premios: 


“art. 3.2. Los Premios serán asignados en función de la puntuación total obtenida por cada 
candidato dentro de su rama, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de esta 
convocatoria. A estos efectos, los títulos se considerarán incluidos en la Rama o Área de 
Conocimiento en la que figuren inscritos en el Registro de Universidades, Centros y Títulos. 


El procedimiento para la concesión de los Premios en cada una de las ramas de 
conocimiento a que se hace referencia en el apartado anterior será el siguiente: 


a) Se ordenará a los solicitantes pertenecientes a la rama en función de la puntuación 
obtenida y se asignará, en su caso, un Primer Premio a aquél que hubiera obtenido la 
puntuación superior. […]“ 


Cabe señalar que el Sr. XXX concurría a los Premios por la Rama de Ingeniería y 
Arquitectura, por lo que la información requerida no afecta al resultado de su Rama de 
conocimiento. 


No obstante se desglosan a continuación, los méritos de los premiados solicitados, que 
pertenecen a la Rama de Ciencias(…): 


3. A la vista de la respuesta obtenida, el reclamante presentó, mediante escrito con registro de 
entrada el 21 de enero de 2019, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, 
una Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que alegaba lo 
siguiente: 


(…)                                                                                                                                                                                   


Con fecha 15 de enero de 2019 se ha recibido la contestación a la petición que se hizo para 
que se detallaran los méritos de dichos participantes en los Premios Nacionales Fin de Carrera 
(…) Es decir, no se indican cuáles son los méritos que justifican las puntuaciones asignadas, 
por lo que no se ha contestado a lo que se estaba solicitando.  
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(…) En las puntuaciones asignadas a los tres solicitantes a premios, en un principio, y 
premiados ya, no se observa que se cumplan dichas obligaciones de buen gobierno que se 
supone que deben cumplir los responsables públicos. Da la impresión de que se les ha 
asignado, arbitrariamente, la puntuación que necesitaban para que pudieran llegar a obtener 
un premio. La repetida negativa a informarme de cuáles son los méritos de esos solicitantes, y 
cuáles son los criterios usados por las distintas comisiones para asignar las puntuaciones de 
los méritos, criterios que deberían ser uniformes según se recoge en la convocatoria, 
contribuye a la impresión de falta de objetividad en la asignación de puntuaciones y por tanto 
en la adjudicación de los premios. 


Con el fin de confirmar que todo el proceso de adjudicación de premios ha sido justo y limpio, 
sin arbitrariedades, ni errores de ningún tipo 
                                                           SOLICITO 
Se me informe de: 
1.- Cuáles son los méritos presentados, con detalle de sus puntuaciones y con indicación 
expresa de la fecha de obtención de los mismos (dato importante ya que sólo se pueden tener 
en cuenta los méritos obtenidos durante el grado) y de cuál fue su duración, por los tres 
solicitantes del área de Ciencias de la Universidad de Sevilla, es decir (…) 


2.- Cuáles son las diferencias en los criterios de las dos comisiones de tres miembros cada una, 
con dos de ellos comunes a ambas, que permiten que un solicitante con dos premios obtenidos 
por su rendimiento en los estudios de una universidad tenga la misma puntuación que otro 
solicitante de la misma universidad que tiene los equivalentes a esos mismos y otros tres 
premios más. 


3.- Si las becas del MEC, que se les deniegan a alumnos como yo (habiendo obtenido Matrícula 
de Honor en 204 de los 240 créditos del grado, con media sobre 10 de 9,67 y media de 
expediente sobre 4 de 3,75) debido a que la renta familiar sobrepasa cierto umbral, y sin 
embargo le son concedidas a alumnos que suspenden algunas asignaturas, por no traspasar 
cierto umbral de renta familiar, deben ser consideradas Becas obtenidas por méritos 
académicos. 


4.- Además solicito se me indique si las becas que permiten a un alumno irse una semana a 
practicar un idioma y las Becas Erasmus deben considerarse de mayor calidad que las Becas 
de Colaboración otorgada por el MECD y las otorgadas en concurrencia competitiva por cada 
universidad, y por tanto merecedoras de una puntuación mucho mayor.


 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 01/04/2019 14:41 | Sin acción específica







Página 4 de 13
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno


Subdirección General de Reclamaciones
www.consejodetransparencia.es


4. Con fecha 22 de enero de 2019, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al objeto de que 
pudiera hacer las alegaciones que considerase oportunas. Mediante escrito de entrada el 28 
de enero de 2019, la SECRETARÍA DE ESTADO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL 
realizó las siguientes alegaciones :  


- En la solicitud de información original,  presentada el 3 de diciembre  de 2018, el interesado 
únicamente pedía que se la facilitaran los detalles de las puntuaciones de tres candidatos: 
(…) 


-  Como deja claro el reclamante, esta Secretaria de Estado, mediante resolución de 1O de 
enero de 2019, le facilitó la información que había solicitado  sobre los tres candidatos, 
detallando las puntuaciones en cada uno de los apartados. 
(…) 


- Del escrito  original de solicitud  de información  no se deduce en ningún momento que, en 
realidad, esté demandando que se le proporcione mayor detalle,  como si especifica, a 
posteriori, en el escrito  de reclamación, en el añade que, lo que desea en realidad, es un 
desglose de méritos presentados, fecha de obtención y duración de los alegados por los tres 
aspirantes. 


- En todo caso, cabe señalar que el reclamante concurre a los Premios por la rama de 
Ingeniería y Arquitectura,  mientras que los candidatos por cuya información  se ha 
interesado lo hacen por una rama distinta, la de Ciencias. 


-   A este respecto, el Informe  17812014, de la Agencia Española de Protección  de Datos, 
que analiza la relación entre el derecho a la protección de datos personales y el derecho de  
acceso a la  información  pública  desde varias perspectivas, en especial desde el punto  de 
vista  de  la  existencia  de procesos de  concurrencia competitiva  recoge, en su apartado III  
que "el  acceso debería realizarse a los datos respecto de los que pueda predicarse la citada 
condición de Interesado;  es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase en una 
situación de concurrencia competitiva  respecto del afectado al que se refirieran los datos". 


- En estos mismos términos se pronuncia la Resolución 4/2016  de 17 de marzo de 2016 del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, desestimando una reclamación presentada 
contra resolución de la Dirección Provincial de Ceuta del Ministerio de Educación, Cultura  y  
Deporte;  así como  la  5/2016   de  29  de  marzo  frente  al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. 
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- Por tanto, tal y como se desprende de lo argumentado, cualquier comunicación de datos se 
debería referir  sólo a aquellos candidatos que se encuentren en situación de concurrencia 
competitiva con el peticionario, en este caso aquellos que participaron  en la convocatoria  
de Premios Nacionales de Fin de Carrera  de  Educación Universitaria  destinados  a  quienes  
hayan  concluido   los estudios en el curso académico 2014-2015 en la rama de Ingeniería y 
Arquitectura. 


- Respecto al resto de las cuestiones del escrito presentado por el reclamante, al que ha  
denominado con el título de  "reclamación  potestativa", ninguna de ellas se mencionaban 
en su solicitud  original,  ampliando ahora el espectro y demandando información adicional 
relativa a los criterios de valoración de los premios nacionales de fin  de carrera  y 
determinados datos relacionados con la forma  de valorar  los méritos especificas 
justificados por los aspirantes. 


- Obviamente, al no haber solicitado en su momento información  sobre ninguna de estas 
cuestiones, es imposible que se incluyera  nada al respecto en la resolución que respondía a 
su primera solicitud de 3 de diciembre de 2018. 


- No obstante, por lo que respecta a los criterios para  la valoración de los méritos en las 
distintas ramas de conocimiento que concurren a los citados premios, el artículo 8.2  de  la  
convocatoria  dispone que  los méritos  académicos y  científicos  serán valorado   "por   el/ 
los  miembros   del   Jurado   correspondientes  a  la   rama  de conocimiento del solicitante", 
sin que en ningún caso se haga alusión en ella a las "comisiones de tres miembros cada una" 
a que alude el interesado. 


- En este sentido, los méritos  de todos los aspirantes de cada una de las distintas ramas de 
conocimiento por la que se concurre a los premios, han sido evaluadas por el miembro o 
miembros del Jurado correspondiente a cada una de estas ramas, de acuerdo con lo 
establecido en la convocatoria  y sin más criterios  que los propios derivados del principio  de 
discrecionalidad técnica que se reconoce a cada uno de los componentes del Jurado, de 
forma estrictamente  homogénea en cada una las citadas ramas como, por otra parte, 
reconoce el propio interesado. La valoración así efectuada en cada una de las ramas, ha sido 
asimismo, confirmada por el Jurado en su conjunto. 


- En consecuencia y, habida cuenta de la forma en que se produce el proceso de evaluación 
de los méritos, nada impide que un mismo mérito sea evaluado de forma diferente  por 
miembros del Jurado distintos, siempre que la valoración si se haga de forma idéntica dentro 
de la misma rama de conocimiento, como así ha sido. 
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- En este  sentido,  cabe  señalar  que  el artículo  3  de  la  convocatoria  establece 
compartimentos   estancos  en las  distintas ramas   de   conocimiento   para   la adjudicación  
de los Premios, de forma que existe un cupo determinado para cada una de ellas, sin que los 
aspirantes de distintas  ramas concurran a ellos de forma competitiva.  En definitiva, los 
aspirantes de una rama compiten entre sí, pero no con los participantes de  otra  rama  
distinta.   Por tanto, carecen de  sentido  las alegaciones y peticiones que hace el interesado 
relativas a la valoración de méritos de solicitantes que no son de su rama porque, se reitera, 
no concurren ni compiten con él para la adjudicación de premio 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno2, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 123, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


Con estas premisas, debe acotarse el objeto de la presente reclamación únicamente a aquella 
información que obre en poder de la Administración en el momento de la solicitud de acceso 
y siempre teniendo como base que la finalidad de la LTAIBG es conocer cómo se toman las 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&p=20141105&tn=1#a8 
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a12 
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decisiones que afectan a los ciudadanos, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué 
criterios actúan nuestras instituciones. 


3. En primer lugar, debe analizarse la solicitud de información para comprobar si, como 
manifiesta el reclamante, no se ha contestado a lo que se estaba solicitando, ya que, no se 
indican cuáles son los méritos que justifican las puntuaciones asignadas, o por el contario, 
como manifiesta el Ministerio sí se han proporcionado los datos requeridos en la solicitud, 
habiendo el interesado solicitado en vía de reclamación cuestiones diferentes.  
 
En la solicitud de información el reclamante solicitaba en concreto los detalles de las 
puntuaciones de los candidatos que se nombran, y en su reclamación especifica los méritos 
presentados, con detalle de sus puntuaciones y con indicación expresa de la fecha de 
obtención de los mismos (dato importante ya que sólo se pueden tener en cuenta los méritos 
obtenidos durante el grado) y de cuál fue su duración, añadiendo tres puntos, conforme 
consta en el antecedente de hecho tercero,  relativos a las diferencias en los criterios de las 
dos comisiones; si las becas del MEC (…) deben ser consideradas Becas obtenidas por méritos 
académicos; y si las becas que permiten a un alumno irse una semana a practicar un idioma y 
las Becas Erasmus deben considerarse de mayor calidad. 
 
A este respecto, debe recordarse que son numerosas las resoluciones de este Consejo de 
Transparencia, por ejemplo, la R/0202/20174 y la R/0270/20185, en las que se concluía que 
no es permisible cambiar los términos de la solicitud en vía de Reclamación, dado que se 
podría perjudicar el principio de la seguridad jurídica, consagrado en el artículo 9.3 de nuestra 
Constitución, en virtud del cual debe existir la certeza de que una determinada situación 
jurídica previa no será modificada más que por procedimientos regulares y conductos legales 
establecidos, previa y debidamente publicados.  
 
Estos razonamientos son perfectamente aplicables y sin lugar a dudas al caso que nos ocupa 
en cuanto a los tres últimos puntos que solicita en su reclamación, ya que está claro que no 
formaban parte de la solicitud inicial, tal y como alega la Administración, aunque en relación 
con el punto segundo sobre las comisiones ha facilitado al reclamante una explicación en sus 
alegaciones.   
  


4 https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2017/07.html 
5 https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2018/07.html 
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4. Sentado lo anterior, este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno considera necesario 
analizar de manera separada la primera cuestión de la reclamación Cuáles son los méritos 
presentados, con detalle de sus puntuaciones y con indicación expresa de la fecha de 
obtención de los mismos (dato importante ya que sólo se pueden tener en cuenta los méritos 
obtenidos durante el grado) y de cuál fue su duración, que el reclamante considera que sí era 
objeto de la solicitud de información inicial,  y el Ministerio no.  


Con carácter previo, debe de nuevo recordarse que la LTAIBG reconoce en su artículo 12 el 
derecho de todas las personas a acceder a la información pública y su objetivo es someter a 
escrutinio la acción de los responsables públicos, conocer cómo se toman las decisiones que 
afectan a los ciudadanos, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan 
nuestras instituciones. En este sentido, el Preámbulo de la LTAIBG, señala que La 
transparencia, el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno deben ser los 
ejes fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los responsables públicos 
se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones 
que les afectan, cómo se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras 
instituciones podremos hablar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos 
comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda participación 
de los poderes públicos.  


De igual manera, deben recordarse determinados pronunciamientos judiciales sobre este 
derecho de acceso, entre los que destacan por ejemplo, la Sentencia nº 46/2017, de 22 de 
junio de 2017, del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Madrid, dictada 
en el PO 38/20166 y que se pronuncia en los siguientes términos: "El derecho de acceso a la 
información es un derecho fundamental reconocido a nivel internacional como tal, debido a la 
naturaleza representativa de los gobiernos democráticos; es un derecho esencial para 
promover la transparencia de las instituciones públicas y para fomentar la participación 
ciudadana en la toma de decisiones. Además las Administraciones Públicas se financian con 
fondos procedentes de los contribuyentes y su misión principal consiste en servir a los 
ciudadanos por lo que toda la información que generan y poseen pertenece a la ciudadanía. 
Pueden distinguirse dos aspectos en cuanto al derecho al acceso a la información: 
Transparencia proactiva, como aquella obligación de los organismos públicos de publicar y dar 
a conocer la información sobre sus actividades, presupuestos y políticas y la Transparencia 
reactiva: Es el derecho de los ciudadanos de solicitar a los funcionarios públicos cualquier tipo 
de información de y el derecho a recibir una respuesta documentada y satisfactoria". "Las 


6 https://www.consejodetransparencia es/ct Home/Actividad/recursos jurisprudencia/Recursos AGE/2016/16 particular 7 tributos.html 
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diferentes y numerosas menciones a este derecho coinciden en resaltar la creciente 
importancia que está cobrando, ya que el mismo supone una herramienta indispensable para 
adquirir aquellos conocimientos que permiten controlar la actuación de los gobiernos y 
prevenir y luchar contra la corrupción así como contrarrestar la violación de derechos. De 
estos preceptos se desprende que el derecho de acceso a la información debe ser destacado 
como un valor intrínseco al concepto de democracia." 


A nuestro criterio, la referencia que realiza el art. 13 de la LTAIBG 7al ejercicio de las funciones 
del organismo sujeto a la LTAIBG en el que debe enmarcarse la información que puede ser 
solicitada debe entenderse en sentido amplio. 


5. Teniendo en cuenta lo anterior, a juicio de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 
aunque el solicitante indique solamente que se le informe de los detalles de las puntuaciones, 
no se está refiriendo exclusivamente a las puntuaciones como tal, que es la información que 
facilita la Administración, sino a los detalles concretos de las mismas. Hay que tener en 
cuenta que en la motivación de su solicitud de información el interesado está explicando, en 
relación a los candidatos y en comparación con él, que se refiere a cuestiones relativas a 
Becas de Iniciación a la Investigación, méritos presentados, tanto anteriores a terminar el 
grado como posteriores, becas de la propia Universidad, becas de Colaboración con el 
Ministerio, premios que se adjudican a los mejores expedientes de cada Facultad, premios al 
mejor expediente de su grado, nivel de inglés obtenido durante el grado, Beca Erasmus, etc.  


Por lo que, al contrario de lo que alega la Administración, a juicio de este Consejo de 
Transparencia sí se deduce de la solicitud original que está demandando que se le 
proporcione mayor detalle, lo que se comprueba que sí ha hecho la Administración en 
relación con otra solicitud de información, conforme consta en la reclamación, relativa a los 
méritos de los candidatos graduados en Ingeniería Informática, en cuya respuesta se 
encuentra todo detallado. 


6. Por otra parte, la Administración deniega también la información solicitada alegando que el  
acceso debería realizarse a los datos respecto de los que pueda predicarse la citada condición 
de Interesado;  es decir, respecto de los que el solicitante se encontrase en una situación de 
concurrencia competitiva  respecto del afectado al que se refirieran los datos, ya que el 
solicitante concurría a los Premios por la rama de Ingeniería y Arquitectura,  mientras que los 
candidatos por cuya información  se ha interesado lo hacen por una rama distinta, la de 
Ciencias . 


7 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a13 
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A este respecto, cabe señalar que el artículo 12  de la LTAIBG, que regula el Derecho de acceso 
a la información, establece que Todas las personas tienen derecho a acceder a la información 
pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de la Constitución Española, 
desarrollados por esta Ley. No es necesario, como parece estar indicando la Administración, 
que la persona que ejerza el derecho de acceso a la información tenga la condición de 
interesado en el procedimiento, sino que, tal y como dispone el art. 17.3 El solicitante no está 
obligado a motivar su solicitud de acceso a la información 


No obstante, no es menos cierto que la información que se solicita afecta al derecho a la 
protección de datos de los alumnos por los que se interesa el reclamante. Así, y más allá de 
que el dato relativo a su nombre y titulación es ya conocido- y se menciona en la solicitud de 
información- no cabe duda de que la información que se solicita con detalle, al formar parte 
de los méritos alegados para la participación en el proceso de concesión de un premio al 
mérito académico, ha de considerarse información personal tal y como ya ha realizado la 
Agencia Española de Protección de Datos en el informe aludido por la Administración y este 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversos expedientes tramitados en relación al 
acceso a dicho tipo de información en procesos selectivos.  


7. A este respecto, ha de recordarse que la relación entre el derecho de acceso y a la protección 
de datos personales viene regulada en el art. 15 de la LTAIBG, que se pronuncia en los 
siguientes términos: 


Artículo 15. Protección de datos personales. 


1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación 
sindical, religión o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se 
contase con el consentimiento expreso y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado 
hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el 
acceso. 


Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al origen racial, a la salud o 
a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos a la 
comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación 
pública al infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el 
consentimiento expreso del afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango 
de ley. 


2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos 
personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la 
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divulgación que lo impida, se concederá el acceso a información que contenga datos 
meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 
pública del órgano. 


3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano 
al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada 
del interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos 
datos aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la 
protección de datos de carácter personal. 


Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 
consideración los siguientes criterios: 


a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el 
artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 


b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de 
que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o 
estadísticos. 


c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 
únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 


d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en 
el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de 
edad. 


4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa 
disociación de los datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las 
personas afectadas. 


5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior 
de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso. 


A nuestro juicio, en base a los precedentes ya tramitados por este Consejo y al tipo de 
información personal que se recoge en la información que se solicita, en el presente supuesto 
nos encontramos ante la ponderación entre derechos a la que se refiere el apartado tercero 
del artículo reproducido.  


En este sentido, resulta determinante la posición mantenida por la AEPD en el informe 
0178/2014 y, más en concreto, el criterio relativo a la participación en condiciones de 
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concurrencia competitiva a la hora de valorar el derecho a acceder a información de carácter 
personal de otros candidatos.  


Así, en atención a las circunstancias reflejadas en los antecedentes de hecho, compartimos el 
argumento señalado por la Administración que pone de manifiesto que no existe 
concurrencia entre el solicitante y los afectados por la solicitud debido a que la  convocatoria  
establece compartimentos   estancos  en las  distintas ramas de   conocimiento   para   la 
adjudicación  de los Premios, de forma que existe un cupo determinado para cada una de 
ellas, sin que los aspirantes de distintas  ramas concurran a ellos de forma competitiva.  En 
definitiva, los aspirantes de una rama compiten entre  sí, pero no con los participantes  de  
otra  rama  distinta.   Por  tanto,  carecen  de  sentido  las alegaciones y peticiones que hace el 
interesado relativas a la valoración de méritos de solicitantes que no son de su rama porque, 
se reitera, no concurren ni compiten con él para la adjudicación de premio 


Por todo ello, en base a los argumentos desarrollados y a que el reclamante aspiró a los 
Premios en una rama del conocimiento – Ingeniería y Arquitectura- distinta a la de los 
premiados a los que se refiere su solicitud- Rama de Ciencias- podemos entender que no se 
da la condición de participar en régimen de concurrencia competitiva en un procedimiento 
que ampararía el derecho de acceso a la información frente a la protección de los datos de 
carácter personal que se ven afectados.  


Como conclusión, la presente reclamación ha de ser desestimada.  


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede DESESTIMAR la 
Reclamación presentada por la , con entrada el 21 de enero de 2019, 
contra la resolución del MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL de 28 de 
diciembre de 2018. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno8, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 


8 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23 
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dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas9. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa10. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


9 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20181206&tn=1#a112 
10 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&p=20181206&tn=1#a9 
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Resolución 737/2018 


 


I. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el reclamante solicitó al 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 
de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno 1 (en adelante 
LTAIBG), con fecha 16 de octubre de 2018, la siguiente información: 


La relación numérica profesor-alumno de forma desglosada por centros de las enseñanzas 
de Régimen General de todo el país, en los últimos cuatro cursos escolares y, si fuera 
posible, los avances de los datos del curso actual. 


En el caso de que se pudiera deducir que eso supondría reelaborar la información, les 
agradeceríamos que nos remitan los microdatos de la Estadística de las Enseñanzas No 
Universitarias de los últimos cuatro cursos y, si fuera posible, los avances de los datos del 
curso actual, para que nosotros podamos obtener esta información. 


2. Mediante Resolución de fecha 12 de noviembre de 2018, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y 
FORMACIÓN PROFESIONAL contestó al reclamante, informándole de lo siguiente:  


S/REF: 001-029948 


N/REF: R/0737/2018; 100-001983 


Fecha:   8 de marzo de 2019 


Reclamante: Fundación Ciudadana CIVIO 


Dirección:    


Administración/Organismo: Ministerio de Educación y Formación profesional 


Información solicitada: Relación profesores-alumnos por centro de enseñanza 


Sentido de la resolución: Estimatoria parcial 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 11/03/2019 10:27 | Sin acción específica







Página 2 de 12
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno


Subdirección General de Reclamaciones
www.consejodetransparencia.es


Esta Secretaría General Técnica considera que NO procede conceder el acceso a la 
información a que se refiere la solicitud. 


La información de base por centro educativo disponible en el marco de la Estadística de las 
Enseñanzas no universitarias, incluida en el Plan Estadístico Nacional, no puede ser 
facilitada por centro al estar sujeta al secreto estadístico según se fija en el capítulo III de la 
Ley 12/1989 de la Función Estadística Pública, debiéndose publicar los resultados 
agregados, de forma que no permita la identificación de los informantes.  


Además, tiene la consideración de estadística europea según el Reglamento (CE) nº 
223/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, que en su artículo 2. e recoge su principio 
de confidencial estadística establece protección de los datos confidenciales relativos a 
unidades estadísticas individuales que se obtienen directamente con fines estadísticos o 
indirectamente de fuentes administrativas u otras.  


Por lo tanto, desde la Estadística de las Enseñanzas no universitarias no puede ser 
facilitada información por centro educativo. 


3. Ante esta respuesta, el reclamante presentó, al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la 
LTAIBG1, una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con fecha de 
entrada el 14 de diciembre de 2018, con el siguiente contenido: 


Creemos que el Ministerio no ha tramitado de forma correcta la solicitud y no ha entendido 
el objeto de la misma.  


Pero, además, no estamos de acuerdo con la aplicación del secreto estadístico puesto que 
este protege datos personales de personas físicas o jurídicas y los centros educación no 
gozan de personalidad jurídica. 


Parece que la respuesta del Secretario General Técnico se centra, en exclusiva, sobre esta 
estadística y no sobre el fondo y objeto de esta petición de información pública, la relación 
numérica profesor-alumno desglosada por centros educativos del Régimen General, en un 
periodo de tiempo determinado. 


En caso de que hubiese encontrado alguna imprecisión en nuestro mensaje, el Ministerio no 
se puso en contacto con nosotros, de acuerdo con el artículo 19.2 de la LTAIBG. 


1 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a24
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Pero, si hubiesen sido el objeto de esta solicitud los microdatos de esta estadística, Civio 
quiere añadir varios elementos para su consideración por el Consejo de Transparencia y sean 
tenidos en cuenta por este al valorar la aplicabilidad del secreto estadístico en este caso. 


La referida Ley 12/1989 de la Función Estadística Pública, el artículo 13 de su capítulo III, que 
trata el secreto estadístico, define los datos personales que quedan bajo secreto y los centros 
educación no gozan de personalidad jurídica. 


Solicita que el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tenga por presentada y atienda 
esta RECLAMACIÓN, junto con los documentos que se acompañan, de acuerdo con el artículo 
24 de la Ley 19/2013, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno. 


4. Con fecha 19 de diciembre de 2018, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno remitió el 
expediente al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, a través de su Unidad 
de Información de Transparencia, al objeto de que por dicho Departamento se pudieran hacer 
las alegaciones que se considerasen oportunas. Mediante escrito de entrada el 9 de enero de 
2019, el Departamento realizó las siguientes alegaciones: 


El MEFP ha analizado, de nuevo, la solicitud, con el fin de facilitar explicaciones más 
detalladas al respecto de la reclamación, considerando lo siguiente:  


La Estadística de las Enseñanzas no universitarias es una operación estadística incluida en el 
Plan Estadístico Nacional, que tiene la consideración de estadística europea. Su unidad 
básica de observación es el centro educativo, y su ámbito abarca la totalidad de los centros 
educativos autorizados que imparten enseñanzas no universitarias en el territorio español. 
La difusión de la información identificada por centro educativo, como unidad estadística 
individual a la que se refieren los datos obtenidos en el marco de dicha estadística, 
supondría el incumplimiento del deber de secreto estadístico, de acuerdo a la normativa 
aplicable, que protege singularmente la información obtenida por autoridades estadísticas 
para la elaboración de las estadísticas:  


Reglamento (CE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, que en su 
considerando 163 establece que debe protegerse la información confidencial que las 
autoridades estadísticas de la Unión y nacionales recojan para la elaboración de las 
estadísticas oficiales europeas y nacionales y que estas deben desarrollarse, 
elaborarse y difundirse con arreglo a los principios estadísticos establecidos en la 
legislación específica.  


Reglamento (CE) nº 223/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, que en su 
considerando 23 establece que la información confidencial recogida por las 
autoridades estadísticas debe estar protegida, para conseguir y mantener la 
confianza de los responsables de facilitar tal información, es decir, los informantes. 
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Asimismo, el considerando 20 establece que para aumentar la confianza en las 
estadísticas, las autoridades estadísticas deben disfrutar de independencia 
profesional y garantizar su imparcialidad y la alta calidad en su elaboración, con 
arreglo, entre otros, a los principios elaborados ulteriormente en el Código de buenas 
prácticas de las estadísticas. En este sentido, el artículo 11, referido a dicho Código, 
establece que este tendrá por finalidad garantizar la confianza mediante la 
determinación de la forma en que deben desarrollarse, elaborarse y difundirse, con 
arreglo a los principios estadísticos establecidos en el artículo 2, apartado 1, cuyo 
epígrafe e) se refiere a la confidencialidad, definiendo el secreto estadístico como la 
“protección de los datos confidenciales relativos a unidades estadísticas individuales 
que se obtienen directamente con fines estadísticos o indirectamente de fuentes 
administrativas u otras”. A su vez el artículo 3.6 define unidad estadística como 
“unidad básica de observación, a saber, una persona física, un hogar, una empresa u 
otro tipo de operador al que se refieren los datos”.  


Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, que el artículo 25.1 establece que el tratamiento 
de datos llevados a cabo por los organismos que tienen atribuidas las competencias 
relacionadas con el ejercicio de la función estadística pública se someterá a lo 
dispuesto en la legislación específica.  


Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública, que en su capítulo III 
determina el alcance del secreto estadístico. En concreto el artículo 13 establece que 
quedarán amparados por el secreto estadístico aquellos datos que los servicios 
estadísticos obtengan de los informantes. Asimismo, establece que el secreto 
estadístico obliga a los servicios estadísticos a no difundir en ningún caso datos que, o 
bien permitan la identificación directa de los informantes, o bien conduzcan, por su 
estructura, contenido o grado de desagregación, a la identificación indirecta de los 
mismos.  


De acuerdo con el artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno, que establece los límites en el derecho de acceso, 
este podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para la 
garantía de la confidencialidad (apartado k). En consecuencia, no resulta procedente facilitar 
información identificada por centro educativo correspondiente a la Estadística de las 
Enseñanzas no universitarias. 


Desde el punto de vista de este Ministerio, procede desestimar la reclamación de la 
Fundación Ciudadana CIVIO. 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 11/03/2019 10:27 | Sin acción específica







 
5. El 14 de enero de 2019, en aplicación del art. 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concedió Audiencia 
del expediente a la FUNDACIÓN CIUDADANA CIVIO para que, a la vista del mismo, presentase 
las alegaciones que estimara pertinentes en defensa de su pretensión, las cuales tuvieron 
entrada el 22 de enero de 2019, con el siguiente contenido: 


En el caso de los centros de titularidad pública o concertados, la asignación del profesorado 
permite conocer cómo se asignan los recursos públicos en un tema tan sensible como la 
educación y que, en este caso, el número de profesores por alumno se debe ajustar a 
Derecho. Esto es algo troncal en la LTAIBG. 


Ahora bien, si entramos a considerar el deber de secreto estadístico al que se ciñe el 
Ministerio de Educación y Formación Profesional, queremos añadir varios elementos para 
que sean valorados por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. 


Civio quiere recordar el artículo 25 del mismo Reglamento 223/2009: Datos de fuentes 
públicas. Los datos obtenidos de fuentes puestas legalmente a disposición del público y que 
sigan siendo accesibles al público con arreglo a la legislación nacional no se considerarán 
confidenciales a efectos de la difusión de estadísticas elaboradas a partir de ellos. 


Entendemos que dos leyes nacionales ponen a disposición del público esta información. 
Primero, el artículo 10 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación y el apartado 
2 del artículo 2 bis de esta misma norma define Administración educativa como “los órganos 
de la Administración General del Estado y de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas competentes en materia educativa.” Y segundo, la otra ley que pone de forma 
indirecta la información pública a disposición de la ciudadanía sería la propia LTAIBG. 


Civio, en primer lugar, reitera para su consideración el punto 5 de la reclamación, del 14 de 
diciembre de 2018. Pero además, entiende que el acceso a la información solicitada está 
amparado por la LTAIBG y su difusión también de acuerdo con la Ley Orgánica de Educación, 
que además viene a habilitar el artículo 25, del Reglamento 223/2009, que permitiría 
considerar que los datos obtenidos de los centros educativos no son objeto de información 
confidencial. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el artículo 8 
del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto del Consejo 
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de Transparencia y Buen Gobierno2, la Presidencia de este Organismo es competente para 
resolver las reclamaciones que, con carácter previo a un eventual y potestativo Recurso 
Contencioso-Administrativo, se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  


2. La LTAIBG, en su artículo 123, regula el derecho de todas las personas a acceder a la 
información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como "los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de 
alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido 
elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones".  


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en relación a 
información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo que recibe la solicitud, 
bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha obtenido en ejercicio de las 
funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. Primeramente, debe indicarse que este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno no 
comparte la alegación de la entidad reclamante en el sentido de que los centros educativos no 
gozan de personalidad jurídica, un argumento en el que parece basar el hecho de que 
información que les afecte no podría vulnerar el secreto estadístico alegado por la 
Administración. Por el contrario, los centros educativos son sujetos de derechos y 
obligaciones y establecen relaciones jurídicas para el desarrollo de su actividad; todo ello, 
debido a la personalidad jurídica de la que gozan.  


Por otro lado, y respecto del fondo del asunto, debe recordarse que el objeto de la solicitud 
de información   es:  


La relación numérica profesor-alumno de forma desglosada por centros de las enseñanzas 
de Régimen General de todo el país, en los últimos cuatro cursos escolares y, si fuera posible, 
los avances de los datos del curso actual. 


En el caso de que se pudiera deducir que eso supondría reelaborar la información, les 
agradeceríamos que nos remitan los microdatos de la Estadística de las Enseñanzas No 
Universitarias de los últimos cuatro cursos y, si fuera posible, los avances de los datos del 
curso actual, para que nosotros podamos obtener esta información. 


 


2 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-11410&tn=1&p=20141105#a8
3 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a12
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Por lo tanto, más allá de datos estadísticos sobre el número de alumnos y de profesores por 
tipo de centro o por nivel educativo, información que, por otro lado, es pública según ha 
podido comprobar el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 4, el dato diferencial que se 
pide en el presente expediente es la identificación del centro educativo.  
 
Dicha identificación es considerada por la Administración como un caso de vulneración del 
secreto estadístico, cuestión que, por lo tanto procedemos a analizar a continuación. 


Respecto de la aplicación del secreto estadístico regulado en la Ley 12/1989 y, en concreto, el 
mismo se encuentra regulado en sus artículos 13 y 14, que disponen lo siguiente: 


Artículo 13. 


1. Serán objeto de protección y quedarán amparados por el secreto estadístico los datos 
personales que obtengan los servicios estadísticos tanto directamente de los informantes 
como a través de fuentes administrativas. 


2. Se entiende que son datos personales los referentes a personas físicas o jurídicas que o 
bien permitan la identificación inmediata de los interesados, o bien conduzcan por su 
estructura, contenido o grado de desagregación a la identificación indirecta de los mismos. 


3. El secreto estadístico obliga a los servicios estadísticos a no difundir en ningún caso los 
datos personales cualquiera que sea su origen. 


Artículo 14. 


1. El secreto estadístico será aplicado en las mismas condiciones establecidas en el presente 
Capítulo frente a todas las Administraciones y organismos públicos, cualquiera que sea la 
naturaleza de éstos, salvo lo establecido en el artículo siguiente. 


2. Queda prohibida la utilización para finalidades distintas de las estadísticas de los datos 
personales obtenidos directamente de los informantes por los servicios estadísticos. 


La cuestión del secreto estadístico en relación con la LTAIBG ya ha sido tratada por este 
Consejo de Transparencia en varias ocasiones (por todas, la resolución recaída en el 
expediente R/0158/20175), y en ella se ha destacado, entre otros argumentos, el siguiente: 


4 http://www.madrid.org/iestadis/fijas/estructu/general/anuario/ianucap05.htm


5


https://www.consejodetransparencia.es/ct Home/Actividad/Resoluciones/resoluciones AGE/AGE 2017/07.ht
ml
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 “(…), el secreto estadístico exige que la información que se proporcione impida que se 
proporcionen datos personales referentes a personas físicas o jurídicas que o bien permitan la 
identificación inmediata de los interesados, o bien conduzcan por su estructura, contenido o 
grado de desagregación a la identificación indirecta de los mismos (art. 13.2 de la Ley de la 
Función Estadística Pública).” 


Por otro lado, consta que el propio Ministerio ha realizado y publicado múltiples informes 
estadísticos teniendo como identificador común los propios centros educativos públicos 
(centros de E. Primaria, Institutos de Educación Secundaria y los Institutos de Formación 
Profesional; también se incluyen los centros integrados que imparten enseñanzas del nivel de 
E. Primaria y de E. Secundaria) y centros privados que imparten enseñanzas del ámbito 
considerado. Se incluyen los centros docentes extranjeros ubicados en España de niveles 
equivalentes, impartan o no enseñanzas complementarias de cultura y lenguas españolas6. 


Cierto es que en estos informes no se identifica al centro docente con su denominación, dato 
que centra la cuestión que se plantea en la presente reclamación.  


Por otro lado, existe información publicada en la que se identifican los centros que imparten 
enseñanza7 pero no se combina esta información con datos sobre el número de alumnos y 
profesores, que es el objeto de la solicitud de información.  


Por tanto, se puede concluir que publicar simplemente los nombres identificativos de los 
centros docentes no supone una vulneración del secreto estadístico. 


Alguna duda razonable más puede suponer publicar esos nombres y añadirles de manera 
individualizada concretos resultados estadísticos, que es lo que se solicita en el presente caso. 
Es decir, en este caso, la Administración pretende proteger el secreto estadístico derivado del 
conocimiento de datos sobre alumnos y profesores relativos a cada uno de los centros 
educativos que imparten enseñanza en España.  
 


4. Por otro lado, ha de indicarse que en el expediente R/0442/20188, relativo al acceso al listado 
de centros elegibles enviados en el marco de la elaboración del informe PISA, en el que se 
alegó la confidencialidad de los datos proporcionados, se concluía lo siguiente: 


6 http://www.culturaydeporte.gob.es/servicios-al-ciudadano-mecd/estadisticas/educacion/no-
universitaria/centros/sociedad-informacion/2006-2007.html
7 http://www.gobiernodecanarias.org/educacion/web/bachillerato/centros-imparten-bachillerato.html
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“Teniendo en cuenta los hechos y circunstancias desarrollados previamente, puede concluirse 
por parte de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que la elaboración del Informe 
PISA de la OCDE se realiza en abstracción de los datos concretos del centro educativo 
evaluado, de manera tal que se pueda tanto participar libremente- por parte de los centros 
educativos- sin la presión derivada que a nuestro juicio podría razonablemente producirse en 
caso de que se conocieran los centros evaluados así como, desarrollar también con las debidas 
garantías el proceso de evaluación que tiene como resultado final la elaboración del informe 
reiteradamente mencionado.  


En tal sentido, compartimos las apreciaciones manifestadas por la Administración y, 
especialmente es de destacar, que los ejemplos que ofrece el demandante como apoyo de su 
pretensión obedecen a realidades distintas a la presente en la elaboración del informe en el 
que se centra la solicitud. Así, y como se desprende de las explicaciones proporcionadas en el 
escrito de alegaciones, el estudio PISA for schools tiene un objetivo diferente que, según 
entiende este Consejo, se basa en la decisión unilateral del propio en participar en dicho 
estudio al objeto de ser evaluados en relación a los resultados obtenidos en el informe PISA del 
país en el que el centro esté establecido. En este sentido, entendemos que es el propio centro 
el que, como decimos, voluntariamente y a su iniciativa, decide participar en dicho estudio y, 
por lo tanto, es libre de hacer pública tanto su participación como los resultados obtenidos.  
En definitiva, se trata de un supuesto claramente diferente al planteado en la presente 
reclamación. (…) 


En definitiva y como conclusión, compartimos el argumento de la Administración en el sentido 
de que debe preservarse el conocimiento del listado de centros elegibles o elegidos analizados 
para la elaboración del Informe PISA 2018, dado que prevalece la confidencial de la 
información solicitada. Por ello, la presente reclamación debe ser desestimada en este 
apartado.” 


De lo anterior cabe concluir que la identificación de los centros educativos en relación a 
determinadas variables- en el precedente indicado, su participación en un estudio sobre la 
calidad educativa de nuestro país y en el asunto que nos ocupa, el número de alumnos y 
profesores con los que cuenta- debe verse salvaguardada para proteger los intereses 
derivados, en este supuesto, del secreto estadístico regulado por la Ley 12/1989. 


En este sentido, ha de resaltarse que el control de la calidad educativa, objetivo que parece 
desprenderse de la solicitud formulada por la entidad reclamante, puede realizarse, a nuestro 
juicio, en base a los datos estadísticos que ya son públicos y en los que, atendiendo a la 
titularidad del centro – público, concertado o privado- y al ciclo educativo, se proporciona 
información como la solicitada pero sin identificación concreta del centro.  
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Así, más allá de la divulgación que pueda darse a estos datos por el centro concreto, 
previsiblemente como medio para argumentar un mejor nivel de calidad educativa- 
principalmente por los centros privados- podemos concluir que no podría proporcionarse el 
acceso a esta información por parte de la Administración.   


5. Sentado lo anterior, hay que analizar si el Ministerio puede dar o no los microdatos de la 
Estadística de las Enseñanzas No Universitarias de los últimos cuatro cursos y, si fuera posible, 
los avances de los datos del curso actual, como también se ha solicitado de manera 
subsidiaria por el reclamante. 


En este apartado, el Ministerio no alega nada de forma específica, sino que considera que 
cualquier tipo de información estadística en este campo vulnera el secreto estadístico. Este 
razonamiento no puede ser acogido favorablemente. 


En efecto, el propio Ministerio asume la elaboración de las estadísticas correspondientes a las 
enseñanzas no universitarias, competencia que venía desarrollando anteriormente el 
Instituto Nacional de Estadística. A partir del proceso de transferencias de las competencias 
en materia educativa del Ministerio a las Comunidades Autónomas, las citadas estadísticas las 
realiza la Subdirección General de Estadística y Estudios del Ministerio en cooperación con los 
servicios estadísticos de las Consejerías/Departamentos de Educación de las Comunidades 
Autónomas. Esta operación estadística forma parte del Plan Estadístico Nacional y 
proporciona anualmente información sobre la actividad educativa de los centros docentes 
públicos y privados, sus recursos humanos, las características del alumnado matriculado y los 
resultados académicos de todas las enseñanzas de Régimen General no universitarias, de 
Régimen Especial y de Educación de Adultos. 


Los datos que el Ministerio ofrece en su página web9, acompañados de la metodología 
estadística utilizada, son los Datos Avance (provisionales) del último curso, los resultados 
Detallados (definitivos) desde el curso 1999-2000 y las series temporales de los principales 
datos básicos e indicadores. 


 Estos datos, los ofrece el Ministerio de la siguiente manera: 


ALUMNADO Alumnado matriculado, resultados académicos, formación profesional, lenguas 
extranjeras, necesidades de apoyo educativo  


PROFESORADO  Estadística del profesorado y otro personal, movilidad del profesorado  


9 http://www.educacionyfp.gob.es/servicios-al-ciudadano-mecd/estadisticas/educacion/no-universitaria.html
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CENTROS  Centros y servicios educativos, sociedad de la información y la comunicación, 
estadísticas de bibliotecas escolares.  


Asimismo, existen estadísticas del INE sobre educación en el enlace web 
http://www.ine.es/dyngs/IOE/es/listadoIoeActual.htm?def=sector&id=125992626206410  


No parece que existan aun datos elaborados sobre el presente curso, por lo que no se trata 
de información pública de la definida en el artículo 13 de la LTAIBG y debe ser desestimada 
esta concreta petición. 


Por ello, siendo datos estadísticos ya publicados, el Ministerio debiera haber remitido al 
reclamante a esa información, como prescribe el artículo 22.3 de la LTAIBG11, para que éste 
elabore la información estadística que estime oportuna. 


Por lo expuesto, la presente Reclamación debe ser estimada en parte. 


III. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede: 


PRIMERO: ESTIMAR parcialmente la Reclamación presentada por la FUNDACIÓN CIUDADANA 
CIVIO, con entrada el 14 de diciembre de 2018, contra la resolución del MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL, de fecha 12 de noviembre de 2018. 


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL a que, en el 
plazo máximo de 10 días hábiles, comunique a la FUNDACIÓN CIUDADANA CIVIO el enlace 
preciso a su página Web donde estén publicados los datos de la Estadística de las Enseñanzas 
No Universitarias de los últimos cuatro cursos. 


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL a que, en el 
mismo plazo, remita a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, copia de la 
información remitida al reclamante. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno12, la Reclamación prevista en el artículo 24 de la 
misma tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos, de conformidad con lo 


10 http://www.ine.es/dyngs/IOE/es/listadoIoeActual.htm?def=sector&id=1259926262064
11 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a20
12 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-12887&p=20181206&tn=1#a23
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dispuesto en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas13.  


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá interponer Recurso 
Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa14. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014) 
EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 


TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 
 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 


13 https://boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2015-10565&p=20180904&tn=1#a112
14 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-1998-16718&tn=1&p=20181206#a9


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 11/03/2019 10:27 | Sin acción específica










image12.emf
R-0352-2018.pdf


R-0352-2018.pdf


 


 


 
 PRESIDENCIA 


 
 


reclamaciones@consejodetransparencia.es 
 


  


RESOLUCIÓN  
 


S/REF:   


N/REF:    R/0352/2018 (100-000991) 


FECHA:     5 de septiembre de 2018 


 


 


ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno


En respuesta a la Reclamación presentada por con entrada 
el 13 de junio de 2018, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, considerando 
los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a continuación, adopta 
la siguiente RESOLUCIÓN:


1. ANTECEDENTES


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, con fecha 13
de marzo de 2018, solicitó al MINISTERIO DE
EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la 
siguiente información:


-Copia de las resoluciones  que se hayan adoptado por ese Ministerio entre los 
años 2010 a 2.018 en orden a reconocer la homologación de títulos de  Diplóme  
d'Études supérieures  Techniques (DEST),  expedidos  por  el Conservatorie 
National des Arts et Métiers de  Francia  (CNAM),  al  título español de Grado 
académico de Diplomado universitario.


2. Mediante comunicación electrónica de 18 de mayo de 2018, la Subdirección 
General de Títulos del MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE
contestó al interesado en los siguientes términos:


A este respecto, indicarle que nuestro registro de datos está protegido por la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre de Protección  de datos de carácter 
Personal, y por el REGLAMENTO (UE)  2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo  de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en 
lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos 
datos y por el que se deroga la Directiva 95146/CE (Reglamento general .de 
protección  de datos),  que entra en vigor el 25 de mayo de 2018.                                                        
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Por ello, para que un .solicitante conozca el estado de su propio expediente, se le 
indica que se dé de alta en nuestra Sede Electrónica, para que a través de un 
código de Usuario y una Contraseña, pueda conocer el estado de su trámite. De 
este modo sólo el propio solicitante accederá su trámite, estado de su 'trámite, y 
datos aportados para todo el procedimiento. No podemos darle ningún tipo de 
información de ningún solicitante que no sea usted mismo, e incluso en ese caso 
su identidad debe estar acreditada dé tal modo que podamos estar seguros de 
que nuestro interlocutor es el propio solicitante y no otra persona.                                            


Tanto los artículos 12 y 13 de la Ley 19/2013 Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia. acceso a la información  pública v  buen  gobierno, como  el  
articulo  13.d. de  la  Ley  39!2015 de  1  de  octubre, del Procedimiento 
Administrativo -Común de las Administraciones Públicas, que Usted menciona en 
su escrito, tienen la intención de normalizar el acceso de un ciudadano a la 
información pública, los archivos y registros, relacionados con sus propios trámites 
con las Administraciones Públicas, y no al acceso a la información relativa a otros 
ciudadanos.


3. En fecha 13 de junio de 2018, tuvo entrada en este Consejo reclamación 
interpuesta por el interesado, al amparo de lo dispuesto en el artículo 24 de la 
LTAIBG, en la que señalaba los siguientes argumentos principales:


- La respuesta es irregular, pues no consta qué  concreto  órgano  la adopta, 
ni el motivo por el que se envía por e-mail, ni si puede  o no combatirse y 
de qué manera


- Resulta  indudablemente significativo  que esa  decisión   de  18/5118 se 
haya  enviado  transcurridos más de  dos  meses  desde  la  presentación  
de  mi solicitud, y como digo,  a la dirección de correo electrónico del 
compareciente sin   mi  consentimiento o  indicación  alguna   al  respecto,  
pues  expresé  con claridad  en mi escrito  de 13/3118, y estoy  en mi 
perfecto derecho  para hacerlo dada   mi  condición   de  administrado   
persona   física  ex  artículo  41.3  de   la LPACAP, que el medio  señalado 
por mí  para notificaciones es mi domicilio residencial  en Zaragoza.


- La información denegada versa sobre resoluciones que ya existen, están 
en  posesión  y deben  constar  en el archivo  del  Ministerio  de Educación 
que recibe la solicitud,  dado  que esta Administración las ha elaborado y 
dictado, en ejercicio  de las funciones y competencias que tiene 
encomendadas.


- Pero  es  que,  además,  ostento un  razonable   interés  en  conocer  con 
detalle las particularidades de los antecedentes   y fundamentación jurídica 
de las resoluciones que pido, porque tengo promovida ante el Ministerio de 
Educación  análoga  homologación y me ha sido  indicado  por otras  
personas con  títulos  DEST  que,  bien  a  resultas  de sentencias 
judiciales  o  por  otros motivos   que   se   desconocen   o  no  se  han  
concretado,  ese  Ministerio ha expedido  credenciales de homologación a 
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Diplomado de títulos expedidos por el CNAM  como  el del compareciente, 
entre los años 2.010 a 2.018, al parecer en una treintena de casos; de ahí 
el motivo de mi solicitud  de 13/3/18.


- En cualquier  caso, la incidencia del derecho  de acceso a la información 
pública  en  la  protección de  los  datos  personales   está  ya  regulada   
en  los artículos  5.3  y 15 de la LTAIBG, en función  del principio  de 
disociación, en cuya virtud unas resoluciones como las que insta el 
compareciente pueden  ser objeto de publicidad sin restricción cuando  es 
posible eliminar  previamente de ellas  los datos de carácter  personal  que 
contengan, de modo  que se impida  la identificación de las personas  
afectadas.


- En definitiva, lo único que interesa al compareciente es conocer los 
criterios fácticos y jurídicos que el Ministerio de Educación ha tomado en 
consideración para conceder la homologación en casos análogos al mío; 
no pretendo recabar dato personal alguno, por lo que la mención a la 
normativa de protección de datos de carácter personal está fuera de lugar.


4. En fecha 19 de junio de 2018, este Consejo procedió a dar traslado del expediente
a la Unidad de Información de MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y 
DEPORTE a fin de que, en el plazo de quince días hábiles, se formulase las 
alegaciones que estimase por conveniente y se aportara, asimismo, toda la 
documentación en la que pudiera fundamentar las mismas.


La solicitud de alegaciones fue reiterada con fecha 23 de julio 2018. A la fecha de 
la presente reclamación, no ha sido remitido escrito de alegaciones.


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
 
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 


artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
potestativo y previo a un eventual Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 


2. La Ley 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las 
personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la 
misma norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones”. 


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas.
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3. En primer lugar, deben atenderse los argumentos de carácter formal indicados por 
el reclamante y relativos a la tramitación dada a su solicitud de información y la 
respuesta obtenida. 
En efecto, consta en el expediente que la solicitud de información, dirigida 
expresamente a la Subdirección General de Títulos del entonces MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, cumplía con los requisitos señalados en el 
art. 17 de la LTAIBG, texto legal que, por otra parte, se señalaba expresamente 
como base jurídica para el acceso solicitado. Entre la información detallada por el 
solicitante, se indicaba su deseo de recibir las notificaciones derivadas del 
expediente de solicitud por vía postal. 


A este respecto, debe tenerse en cuenta lo indicado por el art. 14 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas:


Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las 
Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las 
Administraciones Públicas para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a 
través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas a relacionarse a 
través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido 
por la persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser 
modificado por aquella en cualquier momento.


2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos 
con las Administraciones Públicas para la realización de cualquier trámite de un 
procedimiento administrativo, al menos, los siguientes sujetos:


a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación 
obligatoria, para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones 
Públicas en ejercicio de dicha actividad profesional. En todo caso, dentro de este 
colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la propiedad y 
mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse 
electrónicamente con la Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y 
actuaciones que realicen con ellas por razón de su condición de empleado 
público, en la forma en que se determine reglamentariamente por cada 
Administración.


3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de 
relacionarse con ellas a través de medios electrónicos para determinados 
procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su 
capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede 


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 05/09/2018 14:00 | Sin acción específica







 
 
 
 


5 
 


acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos 
necesarios.


Por lo tanto, entendiendo que en el presente supuesto el solicitante no se 
encuentra dentro de los supuestos en los que la norma establece la comunicación 
obligatoria por medios electrónicos y que había ejercido expresamente su derecho
a ser notificado por vía postal, podemos entender que la tramitación de la solicitud 
no ha sido correcta en este punto. 


Por otro lado, el reclamante también argumenta que la respuesta no se 
corresponde formalmente con la que debiera haber obtenido teniendo en cuenta 
que se trataba de una solicitud de acceso a la información y, por lo tanto, de un 
procedimiento administrativo iniciado a instancias del interesado. 


A este respecto, y de acuerdo con lo razonado por el Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno en expedientes anteriores, por ejemplo, el R/0416/2017


(…)debe tenerse en cuenta que las solicitudes de acceso a la información inician 
un procedimiento administrativo que debe finalizar de acuerdo a las reglas 
aplicables al mismo y en el que, como debió ocurrir en el caso que nos ocupa, 
deben indicarse al interesado los recursos que contra la misma procedan, órgano 
administrativo o judicial ante el que hubieran de presentarse y plazo para 
interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar cualquier otro 
que estimen oportuno (…).


4. Sentado lo anterior, según los hechos descritos, el interesado requiere de la 
Administración las resoluciones dictadas en materia de reconocimiento de títulos 
y, en concreto, del título académico que el propio solicitante identifica. A pesar de 
que, como él mismo indica, las solicitudes de información no han de motivarse en 
virtud del art. 17 de la LTAIBG, el solicitante aporta el motivo de la misma,
relacionado con el expediente de reconocimiento de un título propio que él mismo 
ha iniciado. Se trataría, en definitiva, de conocer los criterios aplicados por la 
Administración en expedientes similares al suyo. 


A este respecto, comenzamos señalando que compartimos lo indicado por el 
solicitante en el sentido de que el acceso a la información no implicaría un 
perjuicio al derecho a la protección de datos de los interesados en los 
procedimientos que abarca la solicitud por cuanto, en aplicación del art. 15.4 de la 
LTAIBG- No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso 
se efectúa previa disociación de los datos de carácter personal de modo que se 
impida la identificación de las personas afectadas- puede anonimizarse la 
información. Anonimización que, debemos recordar, no supone una acción de 
reelaboración según el criterio interpretativo nº 7 de 2015 aprobado por el Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno en este sentido. 


5. Asimismo, por considerarlo de interés en el asunto planteado en este expediente, 
debe señalarse que, entre las obligaciones de publicidad activa, el art. 7 de la 
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norma prevé que las Administraciones Públicas deberán publicar, dentro de la 
denominada Información de relevancia jurídica la siguiente información:


a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas 
planteadas por los particulares u otros órganos en la medida en que supongan 
una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.


Así, si bien la información solicitada no podría encuadrarse formalmente en 
ninguno de los tipos de información que señala el precepto señalado, sí puede 
entenderse que en cierta medida comparte naturaleza con los mismos en su 
condición de interpretación del derecho.


El acceso a resoluciones dictadas por organismos y entidades incluidas en el 
ámbito de aplicación de la LTAIBG al objeto de conocer los criterios interpretativos 
aplicados por éstos ya ha sido objeto de varios expedientes resueltos por el 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. Entre ellos, cabe destacar el 
R/0320/2015 y R/0060/2016, ambos instados por el mismo interesado y relativos a 
resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central. 


A pesar de que en dichos expedientes se resolvió en sentido desestimatorio de la 
reclamación, para alcanzar esta conclusión se tuvo en cuenta que el mencionado 
Tribunal ya hace pública su doctrina a través de la publicación proactiva online de 
las principales resoluciones que dicta en el ámbito de su competencia. Así, como 
se indicaba entonces, en argumentación compartida por el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, la publicación de un elevado número de 
resoluciones- si bien no todas- alcanzaba el objetivo de dar a conocer los 
razonamientos y argumentos utilizados por el Organismo a la hora de resolver los 
procedimientos que se le planteaban. Esta circunstancia permitía, por lo tanto, el 
conocimiento y escrutinio público de su actividad y la comparativa de las 
respuestas obtenidas ante las situaciones planteadas en los recursos resueltos, 
reforzando así el principio de seguridad jurídica en las relaciones de los 
ciudadanos con la Administración.


Y ello, en cumplimiento de los pronunciamientos judiciales que han reconocido 
que el derecho de acceso a la información “(…)solamente se verá limitado en 
aquellos casos en que así sea necesario por la propia naturaleza de la 
información –derivado de lo dispuesto en la Constitución Española– o por su 
entrada en conflicto con otros intereses protegidos. En todo caso, los límites 
previstos se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se 
salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso 
concreto no prevalezca el interés público en la divulgación de la información) y de 
forma proporcionada y limitada por su objeto y finalidad". Sentencia nº 60/2016, de 
18 de mayo de 2016, del Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº6 de 
Madrid, dictada en el PO 57/2015


“Así, la finalidad, principio y filosofía que impregna la reseñada Ley, es un acceso 
amplio a la información pública; y los límites a tal acceso han de motivarse, 
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interpretarse y aplicarse de modo razonado, restrictivo y aquilatado a tenor del 
llamado, test de daño; a la luz de la determinación del perjuicio que el acceso a 
determinada información puede producir sobre el interés que se pretende 
salvaguardar con la limitación”. Sentencia nº 85/2016, de 14 de junio de 2016, del 
Juzgado Central de lo Contencioso-Administrativo nº5 de Madrid, dictada en el PO 
43/2015


O incluso, en palabras del Tribunal Supremo- sentencia de 16 de octubre de 2017 
dictada en el Recurso de Casación nº 75/2017- la posibilidad de limitar el derecho 
de acceso a la información no constituye una potestad discrecional de la 
Administración o entidad a la que se solicita información, pues aquél es un 
derecho reconocido de forma amplia y que sólo puede ser limitado en los casos y 
en los términos previstos en la Ley;


6. En el caso planteado en el presente expediente, no existe la posibilidad de 
conocer el criterio aplicado por la Administración en los casos concretos 
señalados por el solicitante y se desconoce el volumen de expedientes que puede 
abarcar la información solicitada, especialmente por cuanto se pide referenciada a 
8 años (2010-2018). No obstante, no es menos cierto que el reclamante aporta un 
criterio que permite acotar la información solicitada, de tal manera que sea posible 
conjugar su derecho a acceder a la información solicitada- permitiéndole así 
conocer los criterios aplicados por la Administración en estos casos concretos-
con las posibles dificultades que podrían derivarse del volumen de información
afectada; dato este último que, como decimos, es desconocido al no haber 
atendido la Administración la solicitud de alegaciones. 


En efecto, el interesado menciona en su escrito de reclamación que es conocedor 
de casos en los que, en el período 2010-2018, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y 
FORMACIÓN PROFESIONAL en su actual denominación, ha expedido 
credenciales de homologación a Diplomados de estudios expedidos por el CNAM 
como el del compareciente. Por lo tanto, entendemos que son estas resoluciones, 
estimatorias de la homologación solicitada, las que centran el interés del 
reclamante. 


Por ello, y como conclusión, entendemos que la reclamación debe ser estimada, si 
bien parcialmente al quedar circunscrita la información a proporcionar a la 
siguiente:


-Copia de las resoluciones- estimatorias- que se hayan adoptado por ese 
Ministerio entre los años 2010 a 2.018 en orden a reconocer la homologación de 
títulos de  Diplóme  d'Études supérieures  Techniques (DEST),  expedidos  por  el 
Conservatorie National des Arts et Métiers de  Francia  (CNAM),  al  título español 
de Grado académico de Diplomado universitario. 


Al objeto de proteger la identidad de los interesados por la documentación 
solicitada y en aplicación del art. 15.4 de la LTAIBG, deberán ser eliminados de la 
misma los datos personales que pudieran contener. 
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El cumplimiento de la presente resolución debe atender a lo dispuesto en el Real 
Decreto 355/2018, de 6 de junio, por el que se reestructuran los departamentos 
ministeriales.


III. RESOLUCIÓN


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede


PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada, por , con 
entrada el 13 de junio de 2018, frente al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y 
DEPORTE.


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE o al 
Departamento competente en atención a lo indicado en el fundamento jurídico nº 6 in 
fine de la presente resolución a proporcionar al reclamante la información referenciada 
en el indicado fundamento jurídico.


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE o al 
Departamento competente en atención a lo indicado en el fundamento jurídico nº 6 in 
fine de la presente resolución a que remita al Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno copia de a información enviada al reclamante. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.


En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


EL PRESIDENTE DEL CTBG
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014)


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 
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!RESOLUCIÓN 


SIREF: 


NIREF: R/0273nOI8 (100-000787) 


ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno 


En respuesta a la Reclamación presentada por 
con fecha de entrada el 7 de mayo de 2018, este nsejo de ransparenc1a y 


Gobierno, considerando los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican 
a continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 


11. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, ­
presentó el 9 de marzo de 2018, ante el MINISTERIO DE 


EDUCACI N, CULTURA Y DEPORTE, escrito con el siguiente contenido: 


• En fecha 9 de agosto de 2016, presenté escrito dirigido a la Dirección General 
de Política Universitaria solicitando la equivalencia del título extranjero de 
educación superior - Bachelor of Science in lnternational Business 
Loughborough Universíty - a titulación y nivel académico de Grado Universitario 
Oficial en la rama de conocimiento de Ciencias Sociales y Jurídicas, de 
acuerdo con el art. 8 del R.D 96712014, de 21 de noviembre, por el que se 
establecen /os requisitos y el procedimiento para la homologación y declaración 
de equivalencia a titulación y a nivel académico universitario oficial y para la 
convalidación de estudios extranjeros de educación superior, y el 
procedimiento para determinar la correspondencia a /os niveles del marco 
español de cualificaciones para la educación superior de los títulos oficiales de 
Arquitecto, Ingeniero, licenciado, Arquitecto Técnico, Ingeniero Técnico 
Diplomado. 


• E/10 de abril de 2017, esto es, transcurridos 8 meses desde la presentación de 
la solicitud recibí comunicación de la Subdirección General de Títulos 
informándome sobre la remisión, en esa fecha, del expediente al órgano 


reclamaciones@consejodetransparencia.es 
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técnico para la emisión del dictamen preceptivo previsto en el Real Decreto, 
indicándome asimismo que la solicitud del referido informe suspendía el 
trascurso del plazo máximo para resolver el procedimiento. 


• Considerando que el artículo 14 del Real Decreto dispone que el plazo para 
resolver y notificar la resolución del procedimiento será de seis meses, a contar 
desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en cualquiera de /os 
registros del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. El plazo de tres 
meses previsto para la emisión del Informe técnico suspenderá el plazo 
previsto para emitir la resolución correspondiente, habiéndose superado 
sobradamente el plazo máximo previsto en el art. 14 para resolver el 
procedimiento, con la suspensión de 3 meses Incluida, mediante la presente se 
solícita, de acuerdo con el art. 17 de la Ley 1912013 de Ley 1912013, de 9 de 
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 
el acceso al expediente del que soy interesado a /os efectos de preparar la 
correspondiente Reclamación para la exigencia de la Responsabí/ídad 
Patrimonial por el acreditado mal funcionamiento del Servicio, que ha derivado 
en /os siguientes daños efectivos, que serán acreditados y cuantificados en el 
escrito de Reclamación: 


o lmposíbílídad de acceder a /as prestaciones en convenio colectivo para 
titulaciones homologadas. 


o lmposíbílídad de obtener /as ayudas del Instituto del Comercio Exterior 
de la convocatoria de 2017, tras haber superado el correspondiente 
proceso selectivo por no poder acreditar título Homologado. 


o lmposíbílídad de concurrir a /as ayudas del Instituto del Comercio 
Exterior de la convocatoria de 2018, por no poder acreditar título 
homologado. 


o lmposíbílídad de acceder a distintas ofertas de empleo tras haber 
superado /os correspondientes procesos selectivos por no poder 
acreditar título homologado. 


• En todo caso, y a /os efectos de la preparación de la Reclamación anunciada, 
de conformidad con el art. 53 de la Ley 3912015 de Procedimiento 
Administrativo Común, le solícito me informen sobre el estado de la tramitación 
del procedimiento, el órgano competente para su instrucción y resolución, y los 
actos de trámite dictados. De igual forma y a /os mismos efectos, le solícito 
certificado acreditativo del silencio producido, expedido por la autoridad 
competente, en /os términos en el apartado 4° del art. 24 de la Ley 3912015. 


2. Mediante Resolución de fecha 16 de abri l de 2018, el MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE comunicó a 
- lo siguiente: 


• En relación con el expediente de solicitud de equivalencia de su título de 
Bachelor of Scíence in lntematíonal Bussíness, obtenido en Loughborough 
Uníversíty (Reino Unido) al nivel académico de Grado en la rama de 
conocimiento de Ciencias Sociales y Jurídicas, y en contestación a su escrito 
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de fecha de entrada en esta Subdirección del 3 de marzo de 2018, le 
informamos que su expediente está pendiente de dictamen en ANEGA. 


• Cuando el Comité de Expertos emita el dictamen pertinente, puede pedimos 
cita para la consulta de su expediente. 


3. Con fecha 7 de mayo de 2018, tuvo entrada en este Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno Reclamación presentada por 
al amparo de lo previsto en el artículo 24 de 
siguiente: 


• El pasado 9 de marzo de 2018, dirigí un escrito (se adjunta en documento n° 1) 
a la SUBDIRECCIÓN GENERAL DE TÍTULOS, SECRETARIA GENERAL DE 
UNIVERSIDADES, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTES, 
en el que exponía corno interesado en un expediente de homologación de título 
universitario extranjero, que había transcurrido 1 año y 8 meses desde mi 
solicitud de equivalencia (9 de agosto de 2016), sin que a día de la fecha la 
misma estuviera resuelta, habiéndoseme comunicado únicamente por parte la 
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE TÍTULOS, en fecha de 10 de abril de 2017, 
que el expediente había sido remitido al órgano técnico para la emisión de 
dictamen y que se suspendía el transcurso del plazo máximo para resolver el 
procedimiento (el plazo para resolver según el R.D invocado es de 6 meses y 
cuando me comunicaron la suspensión ya habían transcurrido 8). 


• Por todo ello, considerando que el plazo para evacuar el informe por parte de la 
ANEGA -órgano técnico- es de 3 meses, y que había transcurrido un año 
desde la presunta remisión al mismo (1 año y 8 meses desde mi solicitud), 
solicité a la SUBDIRECCIÓN GENERAL DE TÍTULOS, de un lado, el acceso al 
expediente sobre la homologación de mi Título, de acuerdo con el art. 17 de la 
Ley 1912013, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno: y de otro, información sobre el estado de la tramitación del 
procedimiento, del que soy interesado, el órgano competente para su 
instrucción y resolución y /os actos de trámite dictados, de conformidad con el 
art. 53 de la Ley 3912015 de Procedimiento Administrativo Común. De igual 
forma y a /os mismos efectos, también insté certificado acreditativo del silencio 
producido, expedido por la autoridad competente, en los términos expuestos en 
el apartado 4o del art. 24 de la Ley 3912015. 


• En fecha 19 de abril de 2018, a pesar de haber indicado mi dirección de correo 
electrónico a efectos de notificación, recibí en el buzón de mi casa (correo 
ordinario sin certificar) resolución de mi solicitud de acceso al expediente y de 
información, dictada por la SUBDIRECCIÓN DE TÍTULOS DE LA 
SECRETARIA GENERAL DE UNIVERSIDADES (se adjunta en documento no 
2), en la que disponía en un solo párrafo lo siguiente: "le informamos que su 
expediente está pendiente de dictamen de ANEGA. Cuando el comité de 
expertos emita el dictamen pertinente, puede pedirnos cita para la consulta de 
su expediente". 
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• La resolución no acompaña causa (de las tasadas en al art. 18 de la Ley 
1912013), ni motivación sobre la denegación de acceso (tal y corno exige el art. 
20.2 de la Ley). 


• Tampoco pronunciamiento sobre la solicitud de información realizada. A pesar 
de que el art. 17.3 de la Ley 1912013 exime al interesado de motivar su 
solicitud de acceso, el que suscribe hizo un considerable esfuerzo por sintetizar 
/os antecedentes de hecho y fundamentar jurídicamente la petición, a pesar de 
no tener formación jurídica, recibiendo con absoluta indignación la parquísirna 
contestación de la Administración, que ante la denuncia del incumplimiento de 
/os plazos de resolución y de /os perjuicios que ello me está provocando 
resuelve sin ruborizarse declinando cualquier pronunciamiento sobre /os 
derechos invocados en mi escrito. La falta de resolución expresa coloca al 
interesado en una situación de verdadera indefensión, más aún cuando, como 
en mi caso, esa resolución es absolutamente necesaria para poder desarrollar 
la profesión para la que me he formado durante años. La Administración está 
obligada a decirme si con mi Título voy a poder optar a determinados trabajos, 
becas u oposiciones, o si por el contrario el mismo no es homologable y debo 
"apuntar" hacia otro camino en mi desarrollo profesional; y debe decírmelo en 
el plazo establecido al efecto. 


• En pocos procedimientos será tan contrastable como en el que se expone /os 
perjuicios que ocasiona la Administración demorando dos años la resolución de 
mí solicitud. Con todo ello, más irritante aún que el silencio es sin duda una 
resolución como la que elevo al Consejo de Transparencia mediante la 
presente Reclamación. Resolver presupone leer previamente la solicitud, 
valorar el fondo de la misma y aplicar el derecho para ofrecer una solución al 
ciudadano. Por ello, es absolutamente incomprensible que, invocando en mi 
escrito /os derechos que tengo reconocidos en mi relación con la 
Administración, ya no sólo como ciudadano, si no como interesado en un 
procedimiento, la Administración me despache emplazándome a que espere a 
que un organismo emitan un Dictamen para "volver a pedir cita", sin más 
motivación sobre el fondo ni más pronunciamiento sobre el resto de 
información solicitada. 


• Por todo ello, de conformidad con el art. 24 de la Ley 1912013 de 
Transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, mediante la 
presente y con carácter previo a la interposición de recurso Contencioso -
Administrativo, formulo Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno, solicitando me sea concedido el acceso al expediente de referencia 
y a la información solicitada en mi escrito de fecha 9 de marzo de 2018, dirigido 
a la SUBDIRECCIÓN GENERAL DE TÍTULOS, SECRETARÍA GENERAL DE 
UNIVERSIDADES, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTES. 


111. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la L T AIBG, en relación con el 
artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
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Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 


2. La L TAIBG, en su artículo 12, regula el derecho de todas las personas a acceder a 
la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 
"/os contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren 
en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este 
título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones". 


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. En cuanto al fondo del asunto, debe señalarse que la Disposición Adicional 
Primera, apartado 1, de la L TAl BG indica que La normativa reguladora del 
correspondiente procedimiento administrativo será la aplicable al acceso por parte 
de quienes tengan la condición de interesados en un procedimiento administrativo 
en curso a /os documentos que se integren en el mismo. 


En el presente caso, el Reclamante es interesado y parte en el procedimiento 
administrativo del expediente de solicitud de equivalencia de su título de Bachelor 
of Science in lntematíonal Bussiness, obtenido en Loughborough University (Reino 
Unido) al nivel académico de Grado en la rama de conocimiento de Ciencias 
Sociales y Jurídicas, por lo que es plenamente de aplicación dicho precepto. En 
este sentido, debe inadmitirse la presente Reclamación por no resultar de 
aplicación la L TAIBG y sí su normativa propia, es decir, la vigente Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas y el R.D 967/2014, de 21 de noviembre, por el que se establecen los 
requisitos y el procedimiento para la homologación y declaración de equivalencia 
a titulación y a nivel académico universitario oficial y para la convalidación de 
estudios extranjeros de educación superior. 


4. Por otro lado, debe señalarse que el objetivo de la Ley de Trasparencia y, 
derivado de ello, el medio de impugnación de las decisiones que se adopten en 
materia de acceso, esto es, la posterior Reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno, no es otro que controlar la actuación pública y 
conocer el proceso de toma de decisiones como medio para facil itar la rendición 
de cuentas de los organismos públicos frente a los ciudadanos. Este principio 
debe contraponerse, por lo tanto, frente a la consideración del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno como instancia revisora de acuerdos y decisiones 
de carácter administrativo en el marco de procedimientos específicos en los que, 
como se ha manifestado anteriormente, existen vías de recurso propias a 
disposición del interesado. 
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En definitiva, por todos los argumentos expuestos anteriormente, la presente 
Reclamación debe ser inadmitida. 


111. RESOLUCIÓN 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede 
INADMITIR la Reclamación presentada por , con 
entrada el 7 de mayo de 2018, contra el MINISTERIO DE EDUCACI N, CULTURA Y 
DEPORTE. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 


Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa , se podrá 
interponer Recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 9.1 e) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 


EL PRESIDENTE DEL CTBG 
P.V. (Art. 10 del R.O. 919/2014) 


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda 
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RRESOLUCIÓN


S/REF: 001-023163 


N/REF:   R/0240/2018; 100-000723 


ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno.


En respuesta a la Reclamación presentada por , 
con entrada el 18 de abril de 2018, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno,
considerando los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN:


I. ANTECEDENTES


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente,  
dirigió el 8 de abril de 2018, al MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
(en adelante LTAIBG) la siguiente solicitud de información:


  
Solicito al Ministerio de Educación que se requiera a la Universidad Complutense
de Madrid para que facilite copia íntegra en formato digitalizado de la tesis 
doctoral PROCESO DE CAMBIO Y TRANSICION POLITICA EN EL ESTADO 
CONTEMPORANEO. CAUSAS DE LA DISOLUCION DE LA REPUBLICA 
DEMOCRATICA ALEMANA: LA AUSENCIA DE LEGITIMIDAD, 1949-1989. del 


 cuyo fichero de la tesis 
todavía no ha sido incorporado al sistema según consta en la base de datos del 
Ministerio de Educación de las Tesis Doctorales realizadas en universidades 
españolas, TESEO.


2. Mediante resolución de 10 de abril de 2018, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE, contestó al solicitante en los siguientes términos:


3°. El artículo 18.1.d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, establece que si la 
solicitud se dirige a un órgano en cuyo poder no obra la información será 
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inadmitida. Por su parte, el artículo 18.2 de la misma Ley establece que, en este 
supuesto, se deberá indicar en la resolución el órgano que es competente para 
conocer la solicitud, a juicio del órgano que acuerde la inadmisión.
El archivo de las tesis doctorales corresponde a las Universidades, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.5 del Real Decreto 99/2011, de 28 
de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de doctorado
La Universidad Complutense de Madrid es una Universidad con personalidad 
jurídica propia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, por lo que será en su 
caso la Universidad Complutense de Madrid la competente para conocer la 
solicitud. En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 18 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno, se deniega el acceso a la información solicitada.


3. Con fecha 18 de abril de 2018 tuvo entrada en el Consejo de Transparencia 
escrito de Reclamación presentado por  al 
amparo de lo previsto en el art. 24 de la LTAIBG, en el que indicaba que 


Se solicitó copia íntegra de la tesis doctoral de  
 cuyo fichero digital está incorporado en la base de datos del 


Ministerio de Educación de las tesis doctorales realizadas en universidades 
españolas (TESEO) tal y como acredita el documento adjunto extraído tras 
realizar la consulta en el portal web de TESEO, cumpliendo lo establecido en el 
artículo 14.5 del Real Decreto 99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las 
enseñanzas oficiales de doctorado (al que además hace referencia la Resolución 
que se reclama). 
Esta circunstancia, la existencia de dicho fichero digital con la tesis en TESEO, se 
hizo constar expresamente en la solicitud de acceso y pese a ello, el Secretario de 
Estado de Educación resuelve ERRÓNEAMENTE denegar el acceso a la 
información alegando el art. 18.1 d) de la Ley 19/2013, “Dirigidas a un órgano en 
cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente”, y 
señalando a la Universidad Complutense de Madrid como organismo “en su caso 
competente” para conocer la solicitud. 
Además, se adjuntaba a la solicitud, una resolución del Consejo de Transparencia 
en la Comunidad Valenciana por la que ya se obligó a la publicación de una tesis 
doctoral tras una reclamación en el año 2016. 
Así pues, ruego al CONSEJO DE TRANSPARENCIA que una vez sea estudiada 
la documentación que se adjunta, estime la presente reclamación y acuerde 
requerir al Ministerio de Educación a que de traslado de la solicitud a la 
Universidad Complutense de Madrid.


4. El mismo día 18 de abril, toda la documentación obrante en el expediente fue 
remitida al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, a través de 
su Unidad de Información de Transparencia al objeto de recabar las alegaciones 
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que se considerasen oportunas. El escrito de alegaciones tuvo entrada el 23 de 
abril y en el mismo se señalaba lo siguiente:
(…)
El interesado presenta resolución del Consejo de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno de Valencia, en la que se estima la 
reclamación presentada y se reconoce el derecho de acceso a la tesis doctoral 
solicitada frente a la Resolución del Vicerrectorado de Investigación e Innovación 
de la Universidad Miguel Hernández. Pues bien, precisamente se trata de una 
resolución recaída frente a la negativa de información del organismo que custodia 
la información, que no es otro que la Universidad correspondiente, en la que se ha 
realizado la tesis doctoral solicitada.


En el caso de Valencia se considera que la Universidad Miguel Hernández debe 
facilitar la tesis solicitada, y ello en base a que es la Universidad la competente en 
esta materia, la que tiene en su poder la información solicitada, y la que custodia 
una información que se ha elaborado en el ejercicio de las funciones de la propia 
universidad:
“(…) En efecto, se considera como tal los documentos que se encuentren en 
poder, en este caso, de una Universidad pública como la Miguel Hernández, y que 
se hayan elaborado en el ejercicio de sus funciones (art. 4.1 LTBGPC), teniendo 
en cuenta que son funciones de la Universidad es la investigación y la expedición 
de títulos de doctor (…)”. “(…) Asimismo, las tesis una vez aprobadas se archivan 
para permitir su consulta, remitiéndose un ejemplar al Ministerio de Educación y 
Ciencia (art. 21.8). (…)”; es decir, que según el Consejo de la transparencia y
buen gobierno de Valencia las tesis son archivadas por la Universidad 
correspondiente para permitir su consulta. El ejemplar que se remite al Ministerio 
de Educación se remite a efectos de información del propio Ministerio, que 
también tiene interés en conocer el contenido de las tesis al igual que lo pueden 
tener todos los ciudadanos.
El Consejo de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno de 
Valencia hace referencia en su resolución a preceptos del Real Decreto 
1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las 
enseñanzas universitarias oficiales, que han sido derogados por el Real Decreto 
99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de 
doctorado. 
El artículo 21 del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, decía que “8. Una 
vez aprobada la tesis doctoral, la Universidad se ocupará de su archivo y remitirá 
un ejemplar de la misma así como la información necesaria al Ministerio de 
Educación y Ciencia a los efectos oportunos”.
Por su parte, el artículo 14 del Real Decreto 99/2011, de 28 de enero, reitera con 
algunas variaciones que “5. Una vez aprobada la tesis doctoral, la universidad se 
ocupará de su archivo en formato electrónico abierto en un repositorio institucional 
y remitirá, en formato electrónico, un ejemplar de la misma así como toda la 
información complementaria que fuera necesaria al Ministerio de Educación a los 
efectos oportunos”. Pero además, en su apartado 6 condiciona la aplicabilidad de 
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esta disposición: “6. En circunstancias excepcionales determinadas por la 
comisión académica del programa, como pueden ser, entre otras, la participación 
de empresas en el programa o Escuela, la existencia de convenios de 
confidencialidad con empresas o la posibilidad de generación de patentes que 
recaigan sobre el contenido de la tesis, las universidades habilitarán 
procedimientos para desarrollar los apartados 4 y 5 anteriores que aseguren la no 
publicidad de estos aspectos.”
En cualquier caso, a efectos del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la 
conclusión es la misma:
el Ministerio no es el órgano responsable de facilitar la información solicitada, 
puesto que en su caso, y de conformidad con el artículo 14 del Real Decreto 
99/2011, lo será la Universidad Camilo José Cela, que es la que custodia el 
documento original, en el seno de la que se ha producido, y en ejercicio de las 
funciones que le son propias.
Según el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, “se entiende por información 
pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación 
de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”. Como hemos visto, es la universidad la que custodia las tesis 
doctorales de sus estudiantes, y las tesis se elaboran en el seno de las 
universidades, en ejercicio de las funciones que son propias a las universidades, 
no al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte:
Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades:
Artículo 1. Funciones de la Universidad.
1. La Universidad realiza el servicio público de la educación superior mediante la 
investigación, la docencia y el estudio.
2. Son funciones de la Universidad al servicio de la sociedad:
a) La creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la 
cultura.
b) La preparación para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la 
aplicación de conocimientos y métodos científicos y para la creación artística.
c) La difusión, la valorización y la transferencia del conocimiento al servicio de la 
cultura, de la calidad de la vida, y del desarrollo económico.
d) La difusión del conocimiento y la cultura a través de la extensión universitaria y 
la formación a lo largo de toda la vida.
Artículo 2. Autonomía universitaria.
1. Las Universidades están dotadas de personalidad jurídica y desarrollan sus 
funciones en régimen de autonomía y de coordinación entre todas ellas.
Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación 
de las enseñanzas universitarias oficiales


Artículo 3. Enseñanzas universitarias y expedición de títulos.
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1. Las universidades impartirán enseñanzas de Grado, Máster y Doctorado 
conducentes a la obtención de los correspondientes títulos oficiales.
2. Los títulos oficiales serán expedidos, en nombre del Rey, por el Rector de la 
Universidad en que se hubiesen concluido las enseñanzas que den derecho a su 
obtención, de acuerdo con los requisitos básicos que respecto a su formato, texto 
y procedimiento de expedición se establezcan por el Gobierno, previo informe del 
Consejo de Universidades.
Además, hay que tener en cuenta que la Universidad Camilo José Cela ni si 
quiera se encuentra en el ámbito competencial del Ministerio de Educación, 
Cultura y Deporte, dado que las competencias en materia de Educación han sido 
transferidas a todas las Comunidades Autónomas.
De acuerdo con el artículo 149.1.30ª de la Constitución, el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos académicos y profesionales, y normas 
básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia; el 
artículo 27 de la Constitución reconoce el derecho a la educación y establece 
mandatos a los poderes públicos para garantizar ese derecho.
Como consecuencia de lo establecido en el artículo 149.1.30ª de la Constitución, y 
también según las previsiones de la propia Constitución, a lo largo de los años 
transcurridos desde la promulgación de la misma se ha ido completando el 
desarrollo del Estado de las Autonomías mediante la transferencia de funciones y 
servicios a las Comunidades Autónomas que lo conforman. Las funciones y 
servicios en materia de enseñanza han sido transferidas a todas las Comunidades 
Autónomas.
Por ello todo, la Universidad Camilo José Cela se relaciona con la Comunidad de
Madrid. Las únicas universidades que se relacionan con el Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte son las dos universidades no transferidas, que son 
la Universidad Internacional Menéndez Pelayo (que es además un organismo 
autónomo del Ministerio), y la Universidad Nacional de Educación a Distancia.
(…)se observa una contradicción en la redacción de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, que señala en su artículo 18.1.d) que se inadmitirán a trámite, 
mediante resolución motivada, las solicitudes “d) Dirigidas a un órgano en cuyo 
poder no obre la información cuando se desconozca el competente”, con lo cual 
parecería que no se pueden inadmitir las solicitudes si se conoce el órgano 
competente, pero en cambio señala en su artículo 18.2 que “2. En el caso en que 
se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado 
anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el 
órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud”, lo que no es 
posible si se desconoce el órgano competente, como indica el párrafo d).
La cuestión por tanto no es ya si este Ministerio debe o no facilitar la tesis doctoral 
solicitada (dado que es competencia de la Universidad Complutense de Madrid), 
sino si el Ministerio debía inadmitir la solicitud, o trasladarla al ámbito de la 
Universidad Camilo José Cela a los efectos oportunos. A este respecto, y sobre 
cómo deba interpretarse la aparente incongruencia recogida en el artículo 18 de la 
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Ley 19/2013, de 9 de diciembre, quedamos a la espera de indicaciones por parte 
del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
  
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 


artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que se presenten, con 
carácter previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, 
en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 


2. La LTAIBG reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las personas a acceder 
a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 
“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que 
obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”. 


 
Es decir, la LTAIBG reconoce y regula el derecho a acceder a información pública 
que esté en posesión del Organismo al que se dirige la solicitud bien porque él 
mismo la ha elaborado o porque la ha obtenido en el ejercicio de las funciones 
que tiene encomendadas.


 
3. Entrando en el fondo del asunto planteado, debe comenzarse analizando el marco 


legal que se aplica a la cuestión controvertida, esto es, el acceso a una tesis 
doctoral, en concreto, para determinar el organismo al que corresponde la 
competencia para resolver sobre el acceso a la información. 


A este respecto, y tal y como señala la Administración, el Real Decreto 99/2011, 
de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de doctorado prevé 
en el apartado 5 de su artículo 14- Evaluación y defensa de la tesis doctoral-lo 
siguiente:


5. Una vez aprobada la tesis doctoral, la universidad se ocupará de su archivo 
en formato electrónico abierto en un repositorio institucional y remitirá, en 
formato electrónico, un ejemplar de la misma así como toda la información 
complementaria que fuera necesaria al Ministerio de Educación a los efectos 
oportunos.


De este apartado pueden sacarse las siguientes conclusiones:


- La Universidad en la que el doctorando haya realizado sus estudios de 
doctorado y presentado su tesis es la depositaria de la misma y, a tal fin, debe 
proceder a su archivo. 
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- Este archivo debe realizarse en formato electrónico abierto en un repositorio 
institucional.


- El Ministerio de Educación dispone de una copia de la tesis previa remisión de 
la Universidad 


Debe resaltarse que, aunque dicho Real Decreto constituía la norma aplicable en 
la fecha en que fue leída la tesis objeto de solicitud (el 26 de noviembre de 2012, 
según figura en el expediente), la normativa anterior, el Real Decreto 1393/2007, 
de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas 
universitarias oficiales, se pronunciaba en su art. 21.8 en términos casi idénticos. 


4. Sentado lo anterior, debe analizarse el argumento de la Administración según el 
cual, no dispone de la información solicitada y, por tanto, procede a inadmitir la 
solicitud en aplicación del art. 18.1 d) de la LTAIBG. Dicho precepto, en efecto, 
prevé que


1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:


d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se 
desconozca el competente.


En el apartado 2 del mismo artículo se dispone lo siguiente:


2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la 
letra d) del apartado anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar 
en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la 
solicitud.


En primer lugar, entiende este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que 
debe aclararse si, efectivamente, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y 
DEPORTE dispone de la información solicitada. 


A este respecto, debemos recordar que según lo dispuesto en el Real Decreto 
99/2011 antes señalado, es la Universidad en la que hubiera tenido lugar la 
lectura de la tesis la que debe remitir una copia de la misma al referido Ministerio. 


Dicho envío se trataría, por lo tanto, de la premisa necesaria para poder afirmar 
que se dispone de la información solicitada. 


Queda claro y no ha sido puesto en duda por el Ministerio, que a éste le 
corresponde la llevanza de la base de datos TESEO. A esta conclusión se llega 
también simplemente con el acceso a la mencionada base de datos. 


https://www.educacion.gob.es/teseo/irGestionarConsulta.do
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No obstante lo anterior, también debe concluirse que la incorporación de los datos 
contenidos en la mencionada aplicación corresponde, por un lado a los propios 
doctorandos y, por otro, a las Universidades. 


Así, en los siguientes enlaces correspondientes a la Universidad Autónoma y a la 
Universidad Politécnica, ambas de la Comunidad de Madrid, se detalla a sus 
alumnos los procedimientos para incorporar datos al sistema. 


https://www.uam.es/ss/Satellite/es/1242648724049/contenidoFinal/Informacion so
bre la ficha TESEO.htm


http://www.upm.es/sfs/Rectorado/Vicerrectorado%20de%20Doctorado%20y%20P
ostgrado/Negociados%20de%20Doctorado%20y%20Postgrado/Impresos/Teseo%
20procedimiento%20de%20tramitacion.pdf


5. En lo que respecta a la Universidad Complutense, la misma informa sobre su 
catálogo de tesis en el siguiente enlace en el que, además del propio de la 
Universidad, hace mención a la base de datos TESEO, gestionada por el 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE.  
https://biblioteca.ucm.es/foa/38165.php


En el caso que nos ocupa, y tal y como figura en el expediente, no consta que la 
Universidad haya incorporado el fichero de la tesis en la ficha TESEO por la que 
se interesa el solicitante.  


De todo lo anterior puede concluirse a nuestro juicio que la incorporación de 
información en las fichas TESEO corresponde en un primer momento al 
doctorando y, posteriormente a la Universidad. Por ello, en el presente caso, no 
existe constancia de que la incorporación de la tesis, que corresponde a la 
Universidad como decimos, se haya producido. Por lo tanto, no podría tampoco 
afirmarse que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, contra 
el que se presenta la actual reclamación, disponga de un ejemplar de la misma. 


6. Sentado lo anterior, corresponde analizar si al caso presente le es de aplicación lo 
dispuesto en el art. 18.1 d) o, por el contrario, debe aplicarse lo indica en el art. 
19.1, ambos de la LTAIBG, en el que se indica lo siguiente:


1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se 
dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará de esta 
circunstancia al solicitante.


Este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ya ha tenido ocasión de 
pronunciarse sobre esta cuestión en numerosas ocasiones 


Así, por ejemplo, en la R/0227/2017, se razonaba lo siguiente:
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La previsión de esta causa de inadmisión obedece a la lógica de que difícilmente 
se puede dar acceso a información de la que no se dispone en el órgano al que se 
solicita. De igual forma a los efectos de orientar al interesado en su solicitud, la 
LTAIBG indica que la aplicación de dicha causa de inadmisión vaya acompañada 
de la indicación del organismo o entidad que podría disponer de la información. 


En este sentido, el Ministerio remite al Reclamante a la empresa contratista. Sin 
embargo, esta empresa no queda incluida en el ámbito de aplicación de la 
LTAIBG, ya que es enteramente privada. Asimismo, según sostiene la 
Administración, el contrato fue tramitado por la Dirección General de 
Racionalización y Centralización de la Contratación, del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública, por lo que, no consta en este Departamento la información sobre 
el ahorro que dicho contrato ha supuesto para la Administración, al ser un contrato 
centralizado.


En este sentido, no resulta de aplicación lo dispuesto en el artículo 18.1 d), dado 
que el Ministerio requerido sí conoce quien puede tener la información en su 
poder. En casos como éste, resulta de aplicación el artículo 19.1 de la LTAIBG, 
que dispone que Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del
sujeto al que se dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará 
de esta circunstancia al solicitante.


Por ello, el Ministerio debió remitir la solicitud de acceso recibida al Ministerio que 
puede tener la información, para que éste contestara al solicitante.


Dicho criterio ha sido mantenido en otros expedientes como el R/0363/2017, el 
R/0155/2017 o, más recientemente, en el R/0117/2018, en el que se indica lo 
siguiente:


Si bien es cierto que puede alegarse cierta contradicción entre la causa de 
inadmisión prevista en el art. 18.1 d) y el acto de trámite del art. 19.1, este 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno es claro en su postura pro actione a 
favor del ciudadano y, por lo tanto, en considerar que la causa de inadmisión sólo 
debería aplicarse en supuestos de claro desconocimiento del organismo 
competente. Como decimos, en el caso que nos ocupa parecería difícil 
argumentar dicho desconocimiento debido tanto a la materia como a la 
Administración (en este caso autonómica) de la que partió la iniciativa. 


Así, a nuestro juicio, la causa de inadmisión del art. 18.1 d), por su condición de 
finalizadora del procedimiento, debe interpretarse con ese carácter restrictivo al 
que también hace referencia el Tribunal Supremo en su sentencia de 16 de 
octubre de 2017, dictada en el Recurso de Casación nº 75/2017, en el sentido de 
que "Cualquier pronunciamiento sobre las “causas de inadmisión” que se 
enumeran en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, (…) debe tomar 
como premisa la formulación amplia y expansiva con la que aparece configurado 
el derecho de acceso a la información en la Ley 19/2013." (...)
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A este respecto, debe también recodarse que la causa de inadmisión referida 
hace mención a circunstancias en las que claramente se desconozca el 
competente, circunstancia que no se da en el caso que nos ocupa. Así, y a 
efectos meramente de orientar al ciudadano en una nueva solicitud, es que el 
apartado 2 del mencionado precepto dispone que se deberá indicar el órgano que 
se supone- sin certeza- competente. En este caso, como decimos, el órgano 
competente para conocer de la solicitud de información- la Universidad 
Complutense de Madrid- está claramente identificado en función de las 
competencias atribuidas, por lo que a nuestro juicio, la correcta tramitación de la 
solicitud hubiera requerido de su reenvío a dicho Organismo. 


7. Finalmente, y respecto de la Resolución del Consejo de Transparencia, acceso a 
la Información Pública y Buen Gobierno de la Comunidad Valenciana, 
compartimos la valoración realizada por el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE, en el sentido de que la misma se enmarca en una 
situación distinta a la planteada en la presente reclamación por cuanto en dicho 
asunto se analizaba la concesión de la información por la Universidad depositaria 
de la misma. 


8. Por lo anterior, la presente reclamación debe ser estimada por motivos formales,
por lo que se deberán retrotraer actuaciones al momento de la respuesta a la 
solicitud de información y remitir la misma a la Universidad Complutense de 
Madrid, competente para conocer de la misma, de lo que se informará al 
solicitante. 


III. RESOLUCIÓN


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede:


PRIMERO: ESTIMAR por motivos formales la Reclamación presentada por  
, con entrada el 18 de abril de 2018, contra la resolución 


de 10 de abril de 2018 del MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE.


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en el plazo máximo de 5 días hábiles proceda a la remisión de la solicitud de 
información a la Universidad Complutense de Madrid, informando de ello al solicitante. 


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en ese mismo plazo máximo de 5 días hábiles, certifique ante este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno la realización del trámite señalado en el apartado 
precedente. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
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prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
  
En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 


EL PRESIDENTE DEL CTBG
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014)


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda
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PRESIDENCIA


reclamaciones@consejodetransparencia.es


  


RRESOLUCIÓN


S/REF: 001-023161 


N/REF:   R/0235/2018; 100-000715 


ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno.


En respuesta a la Reclamación presentada por , 
con entrada el 17 de abril de 2018, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno,
considerando los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a 
continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN:


I. ANTECEDENTES


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente,  
dirigió el 8 de abril de 2018, al MINISTERIO DE 


EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, al amparo de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno 
(en adelante LTAIBG) la siguiente solicitud de información:


  
Solicito al Ministerio de Educación copia íntegra en formato digitalizado de la tesis 
doctoral
INNOVACIONES DE LA DIPLOMACIA ECONÓMICA ESPAÑOLA: ANÁLISIS DEL 
SECTOR PÚBLICO (2000-2012) del  con DNI 


 cuyo fichero de la tesis ya ha sido incorporado al sistema según 
consta en la base de datos del Ministerio de Educación de las Tesis Doctorales 
realizadas en universidades españolas, TESEO.


2. Mediante resolución de 10 de abril de 2018, MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE, contestó al solicitante en los siguientes términos:


3°. El artículo 18.1.d) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, establece que si la 
solicitud se dirige a un órgano en cuyo poder no obra la información será 
inadmitida. Por su parte, el artículo 18.2 de la misma Ley establece que, en este 
supuesto, se deberá indicar en la resolución el órgano que es competente para 
conocer la solicitud, a juicio del órgano que acuerde la inadmisión.
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El archivo de las tesis doctorales corresponde a las Universidades, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.5 del Real Decreto 99/2011, de 28 
de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de doctorado
La Universidad Camilo José Cela es una Universidad con personalidad jurídica 
propia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.1 de la Ley Orgánica 
6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, por lo que será en su caso la 
Universidad Camilo José Cela la competente para conocer la solicitud.
En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno, se deniega el acceso a la información solicitada.


3. Con fecha 17 de abril de 2018 tuvo entrada en el Consejo de Transparencia 
escrito de Reclamación presentado por  al 
amparo de lo previsto en el art. 24 de la LTAIBG, en el que indicaba que 


Se solicitó copia íntegra de la tesis doctoral de  
cuyo fichero digital está incorporado en la base de datos del Ministerio de 
Educación de las tesis doctorales realizadas en universidades españolas (TESEO) 
tal y como acredita el documento adjunto extraído tras realizar la consulta en el 
portal web de TESEO, cumpliendo lo establecido en el artículo 14.5 del Real 
Decreto 99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales 
de doctorado (al que además hace referencia la Resolución que se reclama). 
Esta circunstancia, la existencia de dicho fichero digital con la tesis en TESEO, se 
hizo constar expresamente en la solicitud de acceso y pese a ello, el Secretario de 
Estado de Educación resuelve ERRÓNEAMENTE denegar el acceso a la 
información alegando el art. 18.1 d) de la Ley 19/2013, “Dirigidas a un órgano en 
cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente”, y 
señalando a la Universidad CJC como organismo “en su caso competente” para 
conocer la solicitud. 
Además, se adjuntaba a la solicitud, una resolución del Consejo de Transparencia 
en la Comunidad Valenciana por la que ya se obligó a la publicación de una tesis 
doctoral tras una reclamación en el año 2016. 
Así pues, ruego al CONSEJO DE TRANSPARENCIA que una vez sea estudiada 
la documentación que se adjunta, estime la presente reclamación y acuerde 
requerir al Ministerio de Educación a facilitar copia del fichero digital con la tesis 
del  que se custodia en la base de datos del Ministerio 
de Educación de las tesis doctorales realizadas en las universidades españolas 
(TESEO). 


4. El mismo día 17 de abril, toda la documentación obrante en el expediente fue 
remitida al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, a través de 
su Unidad de Información de Transparencia al objeto de recabar las alegaciones 
que se considerasen oportunas. El escrito de alegaciones tuvo entrada el 23 de 
abril y en el mismo se señalaba lo siguiente:
(…)
El interesado presenta resolución del Consejo de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno de Valencia, en la que se estima la 
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reclamación presentada y se reconoce el derecho de acceso a la tesis doctoral 
solicitada frente a la Resolución del Vicerrectorado de Investigación e Innovación 
de la Universidad Miguel Hernández. Pues bien, precisamente se trata de una 
resolución recaída frente a la negativa de información del organismo que custodia 
la información, que no es otro que la Universidad correspondiente, en la que se ha 
realizado la tesis doctoral solicitada.


En el caso de Valencia se considera que la Universidad Miguel Hernández debe 
facilitar la tesis solicitada, y ello en base a que es la Universidad la competente en 
esta materia, la que tiene en su poder la información solicitada, y la que custodia 
una información que se ha elaborado en el ejercicio de las funciones de la propia 
universidad:
“(…) En efecto, se considera como tal los documentos que se encuentren en 
poder, en este caso, de una Universidad pública como la Miguel Hernández, y que 
se hayan elaborado en el ejercicio de sus funciones (art. 4.1 LTBGPC), teniendo 
en cuenta que son funciones de la Universidad es la investigación y la expedición 
de títulos de doctor (…)”. “(…) Asimismo, las tesis una vez aprobadas se archivan 
para permitir su consulta, remitiéndose un ejemplar al Ministerio de Educación y 
Ciencia (art. 21.8). (…)”; es decir, que según el Consejo de la transparencia y 
buen gobierno de Valencia las tesis son archivadas por la Universidad 
correspondiente para permitir su consulta. El ejemplar que se remite al Ministerio 
de Educación se remite a efectos de información del propio Ministerio, que 
también tiene interés en conocer el contenido de las tesis al igual que lo pueden 
tener todos los ciudadanos.
El Consejo de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno de 
Valencia hace referencia en su resolución a preceptos del Real Decreto 
1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las 
enseñanzas universitarias oficiales, que han sido derogados por el Real Decreto 
99/2011, de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de 
doctorado. 
El artículo 21 del Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, decía que “8. Una 
vez aprobada la tesis doctoral, la Universidad se ocupará de su archivo y remitirá 
un ejemplar de la misma así como la información necesaria al Ministerio de 
Educación y Ciencia a los efectos oportunos”.
Por su parte, el artículo 14 del Real Decreto 99/2011, de 28 de enero, reitera con 
algunas variaciones que “5. Una vez aprobada la tesis doctoral, la universidad se 
ocupará de su archivo en formato electrónico abierto en un repositorio institucional 
y remitirá, en formato electrónico, un ejemplar de la misma así como toda la 
información complementaria que fuera necesaria al Ministerio de Educación a los 
efectos oportunos”. Pero además, en su apartado 6 condiciona la aplicabilidad de 
esta disposición: “6. En circunstancias excepcionales determinadas por la 
comisión académica del programa, como pueden ser, entre otras, la participación 
de empresas en el programa o Escuela, la existencia de convenios de 
confidencialidad con empresas o la posibilidad de generación de patentes que 
recaigan sobre el contenido de la tesis, las universidades habilitarán 
procedimientos para desarrollar los apartados 4 y 5 anteriores que aseguren la no 
publicidad de estos aspectos.”
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En cualquier caso, a efectos del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte la 
conclusión es la misma:
el Ministerio no es el órgano responsable de facilitar la información solicitada, 
puesto que en su caso, y de conformidad con el artículo 14 del Real Decreto 
99/2011, lo será la Universidad Camilo José Cela, que es la que custodia el 
documento original, en el seno de la que se ha producido, y en ejercicio de las 
funciones que le son propias.
Según el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, “se entiende por información 
pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación 
de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”. Como hemos visto, es la universidad la que custodia las tesis 
doctorales de sus estudiantes, y las tesis se elaboran en el seno de las 
universidades, en ejercicio de las funciones que son propias a las universidades, 
no al Ministerio de Educación, Cultura y Deporte:
Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades:
Artículo 1. Funciones de la Universidad.
1. La Universidad realiza el servicio público de la educación superior mediante la 
investigación, la docencia y el estudio.
2. Son funciones de la Universidad al servicio de la sociedad:
a) La creación, desarrollo, transmisión y crítica de la ciencia, de la técnica y de la 
cultura.
b) La preparación para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la 
aplicación de conocimientos y métodos científicos y para la creación artística.
c) La difusión, la valorización y la transferencia del conocimiento al servicio de la 
cultura, de la calidad de la vida, y del desarrollo económico.
d) La difusión del conocimiento y la cultura a través de la extensión universitaria y 
la formación a lo largo de toda la vida.
Artículo 2. Autonomía universitaria.
1. Las Universidades están dotadas de personalidad jurídica y desarrollan sus 
funciones en régimen de autonomía y de coordinación entre todas ellas.
Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación 
de las enseñanzas universitarias oficiales


Artículo 3. Enseñanzas universitarias y expedición de títulos.


1. Las universidades impartirán enseñanzas de Grado, Máster y Doctorado 
conducentes a la obtención de los correspondientes títulos oficiales.
2. Los títulos oficiales serán expedidos, en nombre del Rey, por el Rector de la 
Universidad en que se hubiesen concluido las enseñanzas que den derecho a su 
obtención, de acuerdo con los requisitos básicos que respecto a su formato, texto 
y procedimiento de expedición se establezcan por el Gobierno, previo informe del 
Consejo de Universidades.
Además, hay que tener en cuenta que la Universidad Camilo José Cela ni si 
quiera se encuentra en el ámbito competencial del Ministerio de Educación, 
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Cultura y Deporte, dado que las competencias en materia de Educación han sido 
transferidas a todas las Comunidades Autónomas.
De acuerdo con el artículo 149.1.30ª de la Constitución, el Estado tiene 
competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones de obtención, 
expedición y homologación de títulos académicos y profesionales, y normas 
básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia; el 
artículo 27 de la Constitución reconoce el derecho a la educación y establece 
mandatos a los poderes públicos para garantizar ese derecho.
Como consecuencia de lo establecido en el artículo 149.1.30ª de la Constitución, y 
también según las previsiones de la propia Constitución, a lo largo de los años 
transcurridos desde la promulgación de la misma se ha ido completando el 
desarrollo del Estado de las Autonomías mediante la transferencia de funciones y 
servicios a las Comunidades Autónomas que lo conforman. Las funciones y 
servicios en materia de enseñanza han sido transferidas a todas las Comunidades 
Autónomas.
Por ello todo, la Universidad Camilo José Cela se relaciona con la Comunidad de 
Madrid. Las únicas universidades que se relacionan con el Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte son las dos universidades no transferidas, que son 
la Universidad Internacional Menéndez Pelayo (que es además un organismo 
autónomo del Ministerio), y la Universidad Nacional de Educación a Distancia.
(…)se observa una contradicción en la redacción de la Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, que señala en su artículo 18.1.d) que se inadmitirán a trámite, 
mediante resolución motivada, las solicitudes “d) Dirigidas a un órgano en cuyo 
poder no obre la información cuando se desconozca el competente”, con lo cual 
parecería que no se pueden inadmitir las solicitudes si se conoce el órgano 
competente, pero en cambio señala en su artículo 18.2 que “2. En el caso en que 
se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado 
anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el 
órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud”, lo que no es 
posible si se desconoce el órgano competente, como indica el párrafo d).
La cuestión por tanto no es ya si este Ministerio debe o no facilitar la tesis doctoral 
solicitada (dado que es competencia de la Universidad Camilo José Cela), sino si 
el Ministerio debía inadmitir la solicitud, o trasladarla al ámbito de la Universidad 
Camilo José Cela a los efectos oportunos. A este respecto, y sobre cómo deba 
interpretarse la aparente incongruencia recogida en el artículo 18 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, quedamos a la espera de indicaciones por parte del 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
  
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 


artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que se presenten, con 
carácter previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, 
en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 
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2. La LTAIBG reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las personas a acceder 
a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 
“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que 
obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones”. 


  
Es decir, la LTAIBG reconoce y regula el derecho a acceder a información pública 
que esté en posesión del Organismo al que se dirige la solicitud bien porque él 
mismo la ha elaborado o porque la ha obtenido en el ejercicio de las funciones 
que tiene encomendadas.


 
3. Entrando en el fondo del asunto planteado, debe comenzarse analizando el marco 


legal que se aplica a la cuestión controvertida, esto es, el acceso a una tesis 
doctoral, en concreto, para determinar el organismo al que corresponde la 
competencia para resolver sobre el acceso a la información. 


A este respecto, y tal y como señala la Administración, el Real Decreto 99/2011, 
de 28 de enero, por el que se regulan las enseñanzas oficiales de doctorado prevé 
en el apartado 5 de su artículo 14- Evaluación y defensa de la tesis doctoral-lo 
siguiente:


5. Una vez aprobada la tesis doctoral, la universidad se ocupará de su archivo 
en formato electrónico abierto en un repositorio institucional y remitirá, en 
formato electrónico, un ejemplar de la misma así como toda la información 
complementaria que fuera necesaria al Ministerio de Educación a los efectos 
oportunos.


De este apartado pueden sacarse las siguientes conclusiones:


- La Universidad en la que el doctorando haya realizado sus estudios de
doctorado y presentado su tesis es la depositaria de la misma y, a tal fin, debe 
proceder a su archivo. 


- Este archivo debe realizarse en formato electrónico abierto en un repositorio 
institucional.


- El Ministerio de Educación dispone de una copia de la tesis previa remisión de 
la Universidad 


Debe resaltarse que, aunque dicho Real Decreto constituía la norma aplicable en 
la fecha en que fue leída la tesis objeto de solicitud (el 26 de noviembre de 2012, 
según figura en el expediente), la normativa anterior, el Real Decreto 1393/2007, 
de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas 
universitarias oficiales, se pronunciaba en su art. 21.8 en términos casi idénticos. 


4. Sentado lo anterior, debe analizarse el argumento de la Administración según el 
cual, no dispone de la información solicitada y, por tanto, procede a inadmitir la 
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solicitud en aplicación del art. 18.1 d) de la LTAIBG. Dicho precepto, en efecto, 
prevé que


1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:


d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se 
desconozca el competente.


En el apartado 2 del mismo artículo se dispone lo siguiente:


2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la 
letra d) del apartado anterior, el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar 
en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente para conocer de la 
solicitud.


En primer lugar, entiende este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que 
debe aclararse si, efectivamente, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y 
DEPORTE dispone de la información solicitada. 


A este respecto, debemos recordar que según lo dispuesto en el Real Decreto 
99/2011 antes señalado, es la Universidad en la que hubiera tenido lugar la 
lectura de la tesis la que debe remitir una copia de la misma al referido Ministerio. 


Dicho envío se trataría, por lo tanto, de la premisa necesaria para poder afirmar 
que se dispone de la información solicitada. 


Queda claro y no ha sido puesto en duda por el Ministerio, que a éste le 
corresponde la llevanza de la base de datos TESEO. A esta conclusión se llega 
también simplemente con el acceso a la mencionada base de datos. 


https://www.educacion.gob.es/teseo/irGestionarConsulta.do


No obstante lo anterior, también debe concluirse que la incorporación de los datos 
contenidos en la mencionada aplicación corresponde, por un lado a los propios 
doctorandos y, por otro, a las Universidades. 


Así, en los siguientes enlaces correspondientes a la Universidad Autónoma y a la 
Universidad Politécnica, ambas de la Comunidad de Madrid, se detalla a sus 
alumnos los procedimientos para incorporar datos al sistema. 


https://www.uam.es/ss/Satellite/es/1242648724049/contenidoFinal/Informacion so
bre la ficha TESEO.htm


http://www.upm.es/sfs/Rectorado/Vicerrectorado%20de%20Doctorado%20y%20P
ostgrado/Negociados%20de%20Doctorado%20y%20Postgrado/Impresos/Teseo%
20procedimiento%20de%20tramitacion.pdf


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 30/05/2018 18:57 | Sin acción específica







8


5. En lo que respecta a la Universidad Camilo José Cela, en la Normativa para los 
estudios de doctorado publicada por la propia Universidad se indica lo siguiente:


Artículo 26. Autorización del depósito de la tesis doctoral por la Comisión 
Académica del Programa de Doctorado y propuesta de Tribunal


(…)


4. Con el depósito final de la tesis doctoral, que se realizará en la Secretaría 
General de la UCJC, el doctorando abonará el precio establecido en concepto de 
derechos de examen. En el momento del depósito de la tesis doctoral, el 
doctorando debe presentar la siguiente documentación original y en su caso, 
firmada:


a) Un currículum vitae que no exceda de tres páginas.


b) Al menos, 12 ejemplares de la tesis (Tribunal, Director, Tutor, Secretaría 
General, Biblioteca y EID-UCJC). Tras reflejar el depósito en la primera página de 
cada ejemplar, mediante sello y firma, se procederá a su distribución a todos los 
agentes implicados, destinando tres de ellos a Secretaría, Biblioteca y EID-UCJC, 
respectivamente.


c) Dos copias del Documento de Actividades del Doctorando (Secretaría General 
y EID-UCJC) y copias de todos los documentos acreditativos reflejados en él 
(artículos, comunicaciones a Congresos, patentes, etc.). La justificación, 
documental, de haber realizado las publicaciones relacionadas con el tema de 
investigación de la tesis, o de contar con la aceptación de los editores para la
publicación, deberá aplicarse, y exigirse, a todos los doctorandos cuando 
presenten la tesis para su depósito.


d) Dos CDs con la tesis en formato electrónico, preferiblemente PDF no 
modificable (Secretaría y Biblioteca), con la carátula en color, a los efectos de su 
archivo, preservación y difusión en el repositorio institucional.


e) Licencia para el depósito digital de la tesis en archivo electrónico y físico. El 
depósito implicará la cesión de forma no exclusiva a la Universidad, de los 
derechos de explotación de la propiedad intelectual de la obra (copyright), 
necesarios para esta finalidad.


f) Ficha TESEO.


Artículo 31. Archivo de la tesis doctoral


1. Una vez evaluada favorablemente la tesis doctoral, la UCJC se ocupará de 
archivarla en los formatos que estime oportunos (formato físico y electrónico) en 
su repositorio institucional y remitirá, en formato electrónico, un ejemplar, así 
como toda la información complementaria que sea necesaria, al Ministerio de 
Educación a los efectos oportunos. Al menos un ejemplar deberá quedar en 
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posesión de la Secretaría General de la UCJC para su archivo y custodia, otro en 
Biblioteca y un tercero en las dependencias de la EID-UCJC.


Asimismo, la propia Universidad hace público un servicio de consulta de tesis 
doctorales, accesible a través del siguiente enlace:


https://www.ucjc.edu/alumnos/biblioteca/servicio-de-tesis-doctorales/


De todo lo anterior puede concluirse, a nuestro juicio, que la incorporación de 
información en las fichas TESEO corresponde en un primer momento al 
doctorando y, posteriormente a la Universidad. Por ello, y si bien figura en el 
expediente la ficha correspondiente a la tesis por la que se interesa el solicitante, 
en la que se indica expresamente que el fichero de la tesis ya ha sido incorporado 
al sistema, ello no permite concluir que el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE, contra el que se presenta la actual reclamación, 
disponga de un ejemplar de la misma. 


6. Sentado lo anterior, corresponde analizar si al caso presente le es de aplicación lo 
dispuesto en el art. 18.1 d) o, por el contrario, debe aplicarse lo indica en el art. 
19.1, ambos de la LTAIBG, en el que se indica lo siguiente:


1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se 
dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará de esta 
circunstancia al solicitante.


Este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno ya ha tenido ocasión de 
pronunciarse sobre esta cuestión en numerosas ocasiones 


Así, por ejemplo, en la R/0227/2017, se razonaba lo siguiente:


La previsión de esta causa de inadmisión obedece a la lógica de que difícilmente 
se puede dar acceso a información de la que no se dispone en el órgano al que se 
solicita. De igual forma a los efectos de orientar al interesado en su solicitud, la 
LTAIBG indica que la aplicación de dicha causa de inadmisión vaya acompañada 
de la indicación del organismo o entidad que podría disponer de la información. 


En este sentido, el Ministerio remite al Reclamante a la empresa contratista. Sin 
embargo, esta empresa no queda incluida en el ámbito de aplicación de la 
LTAIBG, ya que es enteramente privada. Asimismo, según sostiene la 
Administración, el contrato fue tramitado por la Dirección General de 
Racionalización y Centralización de la Contratación, del Ministerio de Hacienda y 
Función Pública, por lo que, no consta en este Departamento la información sobre 
el ahorro que dicho contrato ha supuesto para la Administración, al ser un contrato 
centralizado.


En este sentido, no resulta de aplicación lo dispuesto en el artículo 18.1 d), dado 
que el Ministerio requerido sí conoce quien puede tener la información en su 
poder. En casos como éste, resulta de aplicación el artículo 19.1 de la LTAIBG, 
que dispone que Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del 
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sujeto al que se dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, e informará 
de esta circunstancia al solicitante.


Por ello, el Ministerio debió remitir la solicitud de acceso recibida al Ministerio que 
puede tener la información, para que éste contestara al solicitante.


Dicho criterio ha sido mantenido en otros expedientes como el R/0363/2017, el 
R/0155/2017 o, más recientemente, en el R/0117/2018, en el que se indica lo 
siguiente:


Si bien es cierto que puede alegarse cierta contradicción entre la causa de 
inadmisión prevista en el art. 18.1 d) y el acto de trámite del art. 19.1, este 
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno es claro en su postura pro actione a 
favor del ciudadano y, por lo tanto, en considerar que la causa de inadmisión sólo 
debería aplicarse en supuestos de claro desconocimiento del organismo 
competente. Como decimos, en el caso que nos ocupa parecería difícil 
argumentar dicho desconocimiento debido tanto a la materia como a la 
Administración (en este caso autonómica) de la que partió la iniciativa. 


Así, a nuestro juicio, la causa de inadmisión del art. 18.1 d), por su condición de 
finalizadora del procedimiento, debe interpretarse con ese carácter restrictivo al 
que también hace referencia el Tribunal Supremo en su sentencia de 16 de 
octubre de 2017, dictada en el Recurso de Casación nº 75/2017, en el sentido de 
que "Cualquier pronunciamiento sobre las “causas de inadmisión” que se 
enumeran en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, (…) debe tomar 
como premisa la formulación amplia y expansiva con la que aparece configurado 
el derecho de acceso a la información en la Ley 19/2013." (...)


A este respecto, debe también recodarse que la causa de inadmisión referida 
hace mención a circunstancias en las que claramente se desconozca el 
competente, circunstancia que no se da en el caso que nos ocupa. Así, y a 
efectos meramente de orientar al ciudadano en una nueva solicitud, es que el 
apartado 2 del mencionado precepto dispone que se deberá indicar el órgano que 
se supone- sin certeza- competente. En este caso, como decimos, el órgano 
competente para conocer de la solicitud de información- la Universidad Camilo 
José Cela- está claramente identificado en función de las competencias atribuidas, 
por lo que a nuestro juicio, la correcta tramitación de la solicitud hubiera requerido 
de su reenvío a dicho Organismo. 


7. Finalmente, y respecto de la Resolución del Consejo de Transparencia, acceso a 
la Información Pública y Buen Gobierno de la Comunidad Valenciana, 
compartimos la valoración realizada por el MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE, en el sentido de que la misma se enmarca en una 
situación distinta a la planteada en la presente reclamación por cuanto en dicho 
asunto se analizaba la concesión de la información por la Universidad depositaria 
de la misma.


FIRMANTE(1) : FRANCISCO JAVIER AMOROS DORDA | FECHA : 30/05/2018 18:57 | Sin acción específica







11


8. Por lo anterior, la presente reclamación debe ser estimada por motivos formales,
por lo que se deberán retrotraer actuaciones al momento de la respuesta a la 
solicitud de información y remitir la misma a la Universidad Camilo José Cela, 
competente para conocer de la misma, de lo que se informará al solicitante. 


III. RESOLUCIÓN


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede:


PRIMERO: ESTIMAR por motivos formales la Reclamación presentada por  
, con entrada el 17 de abril de 2018, contra la resolución 


de 10 de abril de 2018 del MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE.


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en el plazo máximo de 5 días hábiles proceda a la remisión de la solicitud de
información a la Universidad Camilo José Cela, informando de ello al solicitante. 


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en ese mismo plazo máximo de 5 días hábiles, certifique ante este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno la realización del trámite señalado en el apartado 
precedente. 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
  
En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 


EL PRESIDENTE DEL CTBG
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014)


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE 
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda
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RESOLUCIÓN 


S/REF: 


N/REF: R/0059/20 18 ( 1 00-0036 1) 


ASUNTO: Resolución de Rec lamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/201 3, de 9 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 


En respuesta a la Reclamación presentada por 
de la Asociación para la Prevención y Estudio de Delitos, Abusos y 


Negligencias en Informática y Comunicaciones Avanzadas APEDANICA), con entrada 
el 6 de febrero de 2018, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, considerando 
los antecedentes y fundamentos jurídicos que se especifican a continuación, adopta la 
siguiente RESOLUCIÓN: 


11. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, 
de la Asociación para la prevención y 


estudio de delitos, abusos y negligencias en Informática y comunicaciones 
avanzadas (en adelante APEDANICA) solicitó al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, 
CULTURA Y DEPORTE (El CONSEJO GENERAL), el día 21 de diciembre de 
2017, lo siguiente: 


• Copia de los expedientes completos que consten en el Ministerio de Educación 
sobre la tesis doctoral del ciudadano peruano 


• Copia de los expedientes relacionados con el título de doctor de-­
considerando las irregularidades publicadas y /as razones por las que 


tiene limitada su validez en España, en la Unión Europea, o en el Perú. 
• Fecha de la publicación de la tesis doctoral de NÓTESE 


bien la trascendental diferencia entre estar legalmente publicada o más o 
menos disponible en la biblioteca de investigadores para poder precisar la 
fecha de publicación de la tesis doctoral de , si es que ¿se 
publicó alguna vez? Y si fuera así, ¿quién, cuándo y dónde la publicó? 


• Considerando los dictámenes periciales del plagio encargados por la UCM: 


reclamaciones@consejodetransparencia.es 
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o Copia íntegra de todos los dictámenes periciales sobre esa tesis 
doctoral 


o Resoluciones, condiciones y especificaciones del encargo pericial
o Nombre de responsable y criterio de selección de esos peritos y no 


otros
o Pagos realizados por cada encargo pericial relacionado con esa tesis


Nombres de los 5 doctores miembros del tribunal de la tesis que insistimos en 
que nunca han estado publicados en la Base de Datos oficial TESEO.
Considerando las relaciones entre el denunciado con sus universidades
privadas y los indicios de un convenio con la Universidad Complutense Todos 
los convenios, incluyendo sus memorias económicas con ingresos y gastos, 
entre la Universidad Complutense y las entidades privadas Señor de Sipán, 
Harvard College de Piura, Colegio-Academia Ingeniería de Trujillo, Universidad 
Autónoma del Perú y muy especialmente la “  (UCV).
Nombre de todos los empleados públicos de la Universidad Complutense que
han viajado a Perú para relacionarse con cualquiera de las anteriores entidades 
desde que puedan recuperarse registros universitarios de ello.


No consta respuesta de la Administración.
 


2. A la vista de la falta de contestación,  
 de APEDANICA, presentó Reclamación ante este Consejo de 


Transparencia, con entrada el 6 de febrero de 2018, al amparo de lo previsto en el 
artículo 24 de la LTAIBG, argumentando básicamente no haber recibido 
contestación del Ministerio.


3. Trasladada la documentación obrante en el expediente al MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE, a través de su Unidad de Información de 
Transparencia, para que presentase alegaciones, remitió información dirigida al 
interesado con fecha 15 de febrero en el siguiente sentido:


 


En cumplimiento de la Resolución a la reclamación 100-000361, presentada 
por usted ante del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, le informamos 
que el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte no tiene competencia en 
cuanto a plagios de Tesis, Trabajos Fin de Grado y Trabajos Fin de Máster, 
siendo competente en la materia la Inspección Universitaria de cada una de las 
Universidades, en este caso la Universidad Complutense de Madrid.
Al respecto le informamos que dicha Universidad cuenta con su propio Portal 
de Transparencia al que puede acceder a través del siguiente enlace. 
https://www.ucm.es/portaldetransparencia


4. En alegaciones complementarias de 27 de febrero de 2018, el MINISTERIO indicó 
lo siguiente:


(…) 


2. Análisis de la tramitación de la solicitud de información.
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Sobre el canal utilizado por el solicitante para remitir su solicitud


Lo primero que cabe señalar es que el canal utilizado por el solicitante (correo 
electrónico a la dirección “secretaria.ministro@mecd.es”) resulta inadecuado 
para la recepción de solicitudes de acceso a la información pública: en efecto, 
la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, establece en su artículo 17.2 que una solicitud de este 
tipo “podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de: a) 
La identidad del solicitante. b) La información que se solicita. c) Una dirección 
de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones. d) En 
su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.”. 
El correo electrónico no cumple con estas condiciones pues no permite tener 
constancia de la identidad del solicitante, ni tampoco asegura la integridad de la 
información contenida en la solicitud. Así, los únicos canales admitidos para la 
recepción de este tipo de solicitudes son el Portal de Transparencia o alguno 
de los contemplados en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.


Sobre la tramitación de la solicitud como una consulta de información general:


A la vista de lo anterior, se trató la solicitud de información como una consulta 
genérica de información administrativa, remitiéndose al reclamante el correo 
electrónico mencionado en el apartado 1 de las presentes alegaciones. Cabe 
señalar a este respecto que la respuesta proporcionada es análoga a la que 
habría procedido si se hubiera tramitado la consulta como una solicitud de 
acceso a información pública, toda vez que la competencia para resolver 
correspondería en ese caso a un organismo (Universidad Complutense de 
Madrid) distinto del MECD. La Ley de Transparencia prevé para estos 
supuestos, en sus artículos 19.1 y 19.4, que se remita la solicitud al órgano 
competente; no obstante, al no cumplirse los requisitos del artículo 17.2 arriba 
citado, no resulta posible encaminar la solicitud directamente siendo por tanto 
lo más adecuado remitir al solicitante a la Universidad Complutense de Madrid.


Cabe señalar finalmente que el MECD, a través de su Oficina de Atención al 
Ciudadano, ofrece una serie de canales de comunicación telefónica, telemática 
y presencial para atender las consultas de los ciudadanos, que están 
accesibles a través del enlace http://www.mecd.gob.es/servicios-al-ciudadano-
mecd/informacion-administrativa.html, y que  garantizan unos tiempos máximos 
de atención recogidos en la Carta de Servicios correspondiente, circunstancia 
esta que no se da para las consultas formuladas a través de otras direcciones 
de correo electrónico. 


CONCLUSIONES


El MECD actuó correctamente tratando la solicitud del reclamante como una 
consulta de información administrativa, al no cumplir aquella con los requisitos 
establecidos por la Ley de Transparencia para las solicitudes de acceso a 
información pública.
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
 


 


1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 
artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
potestativo y previo a un eventual Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 


2. La Ley 19/2013, de 19 de diciembre, de Transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las 
personas a acceder a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la 
misma norma, como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato 
o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio 
de sus funciones”. 


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas. 


3. Asimismo, la LTAIBG establece en su artículo 2 el denominado Ámbito subjetivo 
de aplicación de la norma, incluyendo, en su apartado 1. d) a las entidades de 
Derecho público con personalidad jurídica propia, vinculadas a cualquiera de las 
Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las Universidades 
públicas.  


En consecuencia, la Universidad Complutense de Madrid, como Universidad 
pública, debe considerarse incluida dentro del ámbito de aplicación de la LTAIBG
en sus actuaciones relativas a publicidad activa y derecho de acceso a la 
información.


4. Sentado lo anterior, se debe hacer una consideración de tipo formal que afecta al 
plazo que tiene la Administración para contestar a las solicitudes de acceso a la 
información que se le presenten.


Según dispone el artículo 17.1 de la LTAIBG El procedimiento para el ejercicio del 
derecho de acceso se iniciará con la presentación de la correspondiente solicitud, 
que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la 
información (…)


 


A este respecto, aunque la Administración dice que la solicitud presentada no 
cumple los requisitos establecidos en el mencionado precepto, se desprende de la 
información contenida en el expediente que en el escrito de solicitud estaba 
firmado digitalmente (lo que, por lo tanto, permitiría tener constancia de la 
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identidad del solicitante) y en el mismo se indicaba expresamente la Ley 19/2013 
como base jurídica para su solicitud de información. 


No obstante lo anterior, no es menos cierto que este Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno ha podido constatar, por numerosos expedientes de reclamación 
tramitados hasta al momento incoados a instancias del hoy reclamante, que, en 
no pocas ocasiones, tanto la petición de información como los argumentos en los 
que se basa la reclamación son ciertamente confusos y en ocasiones se aportan 
valoraciones personales o noticias diversas aparecidas en medios de 
comunicación. Todo ello, ciertamente, hace en ocasiones difícil determinar tanto la 
información concreta que se solicita como los fundamentos en base a los cuales 
se presenta una reclamación ex art. 24 de la LTAIBG. 


Por todo ello, y en base a la experiencia hasta ahora acumulada, sería deseable 
que las solicitudes de información se recondujeran a través del cauce 
procedimental más adecuado y directo, de tal manera que se les pueda dar la 
oportuna tramitación, todo ello en aras de la adecuada garantía del derecho del 
interesado a acceder a información pública. 


5. Por otro lado, el apartado 1, del art. 20 de la misma norma establece que La
resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al 
solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo 
máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente 
para resolver. Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el 
volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario 
y previa notificación al solicitante.


 


El apartado 4 del mismo precepto se pronuncia en los siguientes términos:
Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada.


En el presente caso, la Administración no ha contestado en plazo al solicitante en
base a cierta confusión ocasionada por el cauce utilizado para la presentación de 
la solicitud de información. En este sentido, debe recordarse a la Administración la 
necesidad de cumplir con los plazos legalmente establecidos a la hora de 
contestar a las solicitudes de acceso que se le presenten, para facilitar el ejercicio 
de un derecho de base constitucional como el que nos ocupa y no dilatar en el 
tiempo el mismo, lo que resulta contrario al espíritu de la LTAIBG, que ha previsto 
un procedimiento ágil, con un breve plazo de respuesta y dispone la creación de 
unidades de información en la Administración General del Estado, lo que facilita el 
conocimiento por parte del ciudadano del órgano ante el que deba presentarse la 
solicitud así como del competente para la tramitación.


6. En cuanto al fondo del asunto, lo que solicita el Reclamante son documentos 
relativos a una tesis doctoral de un ciudadano extranjero que, presuntamente y a 
su juicio, está llena de irregularidades y de la cual el MINISTERIO DE 
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EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE dice no ser competente. A este respecto, 
afirma expresamente que en la materia de la Inspección Universitaria, son 
competentes cada una de las Universidades, en este caso, la Universidad 
Complutense de Madrid.


Ciertamente, salvo las funciones de Alta Inspección del Estado en materia de 
enseñanza, la Inspección Universitaria es competencia de cada una de las 
Universidades y, en el caso de la Universidad Complutense de la Comunidad de 
Madrid, se rigen por el aún vigente Reglamento de Estructura y Funciones de la 
Inspección de Servicios de la UCM. 


Las funciones atribuidas a la Inspección de Servicios en este Reglamento, en la 
línea de los previsto en el artículo 16 del Real Decreto 898/1985, de 30 de abril, 
sobre régimen del profesorado universitario, se distribuyen en tres ámbitos de 
actuación fundamentales, que son, siguiendo un orden de prelación:


La instrucción de todos los expedientes disciplinarios, tanto de 
profesorado, como de personal administrativo y de alumnos;


El seguimiento y control de la disciplina académica; y


El asesoramiento a Centros y Departamentos, Unidades y Servicios de 
toda la UCM, a través de la petición de sus responsables, en materias de 
su competencia.


Tal y como establece el artículo 155 de los Estatutos de la UCM (2017), relativo a 
los Servicios de Inspección:


“En la UCM existirá un Servicio de Inspección, dependiente del Rector/a en el 
ejercicio de su potestad disciplinaria y de gobierno, que tendrá como finalidad 
inspeccionar el funcionamiento de los servicios y colaborar en las tareas de 
instrucción de todos los expedientes disciplinarios y el seguimiento y control 
general de la disciplina académica.


Los cargos académicos que dirijan el Servicio de Inspección de Inspección, serán 
nombrados por el Rector/a.


Las actuaciones de la inspección son reservadas, sin perjuicio del derecho de los 
interesados a acceder a la información que legalmente corresponda.


El Servicio de Inspección elaborará una memoria de sus actividades, de la que 
dará cuenta al Consejo de Gobierno.


La instrucción de los procedimientos disciplinarios se encomendará a personas 
que no formen parte del Servicio de Inspección, aunque se adscriban 
temporalmente al mismo, de acuerdo con lo establecido en el Reglamento de 
Disciplina Académica.”


Por ello, las actuaciones destinadas a investigar posibles irregularidades en la 
tesis doctoral mencionada en la solicitud de información no es a nuestro juicio
competencia del MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE.
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7. No obstante lo anterior, la LTAIBG, cuyo contenido vincula y obliga al Ministerio, 
señala en su artículo 19.1 que Si la solicitud se refiere a información que no obre 
en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá al competente, si lo conociera, 
e informará de esta circunstancia al solicitante.


Una correcta interpretación de este precepto exigiría que el Ministerio, además de 
responder en plazo al Reclamante, hubiera remitido su solicitud de acceso al 
competente para resolver, esto es, a la Universidad Complutense de Madrid, lo 
que no ha tenido lugar. 


8. Como conclusión, la presente Reclamación debe ser estimada por motivos 
formales y entender que, aunque la contestación se ha producido una vez 
transcurrido el plazo legal de un mes para contestar y como consecuencia de la 
presentación de la Reclamación ante este Consejo de Transparencia, la misma no 
es completamente correcta. Por ello, debe realizarse una retroacción de 
actuaciones de tal manera que el Ministerio remita la solicitud de acceso recibida 
a la Universidad Complutense de Madrid para que sea ésta quien conteste en 
plazo al Reclamante sobre el fondo de su pretensión.


 


III. RESOLUCIÓN


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede


PRIMERO: ESTIMAR por motivos formales la Reclamación presentada por 
 de la Asociación para la prevención 


y estudio de delitos, abusos y negligencias en Informática y comunicaciones 
avanzadas (APEDANICA), con entrada el 6 de febrero de 2018, contra el MINISTERIO 
DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE.


SEGUNDO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en el plazo máximo de 5 días hábiles, remita a la Universidad Complutense de 
Madrid la solicitud de acceso a la información presentada por  


 de la Asociación para la prevención y estudio de 
delitos, abusos y negligencias en Informática y comunicaciones avanzadas 
(APEDANICA), comunicando a éste el envío realizado.


TERCERO: INSTAR al MINISTERIO DE EDUCACIÓN, CULTURA Y DEPORTE a 
que, en el mismo plazo máximo de 5 días hábiles, remita a este Consejo de 
Transparencia copia de las actuaciones llevadas a cabo.
 


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
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Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
 


En consecuencia, contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, 
únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de Recurso 
Contencioso-Administrativo ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 9.1, c), de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 


EL PRESIDENTE DEL CTBG
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014)


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda
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ASUNTO: Resolución de reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 1912013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno 


En respuesta a la Reclamación presentada por 
con entrada el 15 de noviembre de 2017 , el sparenc1a y n 
Gobierno, considerando los antecedentes y fundamentos jurídicos que se especrfican 
a continuación, adopta la siguiente RESOLUCIÓN: 


11. ANTECEDENTES 


1. Según se desprende de la documentación obrante en el expediente, el 15 de 
noviembre de 2017 tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 
escrito de reclamación presentado por , 
aplicación de lo dispuesto en el art. 24 de la 
Transparencia, Acceso a la información pública y Buen Gobierno (en adelante 
L TAIBG) en el que se indicaba lo siguiente: 


EL MOTIVO DE LA RECLAMACIÓN SE DEBE A LA NO CONTESTACIÓN POR 
PARTE DE LA UNIVERSIDAD INTERNACIONAL MENÉNDEZ PELA YO UIMP 
ANTE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN RELATIVA A LOS CONVENIOS 
FIRMADOS CON ENTIDADES PRIVADAS Y PÚBLICAS, POR LOS CUALES 
LOS ESTUDIANTES UNIVERSITARIOS PUEDEN REALIZAR PRÁCTICAS 
CURRICULARES Y EXTRACURRICULARES EN ÉSTAS ENTIDADES. ESTA 
ACTIVIDAD FORMATIVA PARA LOS ALUMNOS UNIVERSITARIOS ESTÁ 
REGULADO POR REAL DECRETO 59212014, DE 11 DE JULIO. 
LA INFORMACIÓN SOLICITADA A TIENDE A LOS CONVENIOS REGISTRADOS 
DESDE 2014 HASTA LA ACTUALIDAD. 


POR ELLO, SOLICITO: 
QUE SE A TIENDA DEBIDAMENTE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN 
EFECTUADA A LA UNIVERSIDAD INTERNACIONAL MENÉNDEZ PELA YO 
UIMP EN FECHA NOVIEMBRE DE 2016, PROVEYENDO LA INFORMACIÓN 
RELATIVA A LOS CONVENIOS DE PRÁCTICAS EN LOS TÉRMINOS 
INDICADOS 


reclamaciones@consejodetransparencia.es 
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2. Mediante comunicación dirigida a la dirección señalada a estos efectos por el 
propio interesado, el Consejo de Transparencia, con fecha 16 de noviembre de 
2017, se dirigió al mismo en el siguiente sentido:


Estimado 


En relación a la reclamación presentada con fecha 15 de noviembre de 2017,  
contra la Universidad Internacional Menéndez Pelayo, se le requiere para que, en 
el plazo de DIEZ DÍAS hábiles (excluidos sábados), de acuerdo con lo establecido 
en el art. 30.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, remita a este Consejo de 
Transparencia, la siguiente documentación:


• Copia de su solicitud de acceso a la información  
• En caso de existir resolución expresa, una copia de la misma.


En este sentido, se le indica que, si así no lo hiciera en el plazo señalado, se le 
tendrá por desistido de su reclamación y se archivarán las actuaciones.


Atentamente


No se ha recibido respuesta.


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
  
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 


artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, el Presidente de este 
Organismo es competente para resolver las reclamaciones que, con carácter 
previo a un eventual y potestativo Recurso Contencioso-Administrativo, se 
presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la información. 


2. La LTAIBG, en su artículo 12, regula el derecho de todas las personas a acceder 
a la información pública, entendida, según el artículo 13 de la misma norma, como 
"los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que
obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de 
este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 
funciones". 


Por lo tanto, la Ley define el objeto de una solicitud de acceso a la información en 
relación a información que ya existe, por cuanto está en posesión del Organismo 
que recibe la solicitud, bien porque él mismo la ha elaborado o bien porque la ha 
obtenido en ejercicio de las funciones y competencias que tiene encomendadas.


3. En primer lugar, debe señalarse que la reclamación ante el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno tiene la condición de sustitutiva de los recursos 
administrativos en aplicación del art. 23 de la LTAIBG.
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Asimismo, el art. 24 de la misma norma dispone lo siguiente:


1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá 
interponerse una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-
administrativa.


2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día 
siguiente al de la notificación del acto impugnado o desde el día siguiente a aquel 
en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.


3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de 
recursos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


(…)


Por su parte, los recursos administrativos se encuentran regulados en la 
actualmente vigente Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, artículos 112 y siguientes


Concretamente, en el artículo 115, relativo a la interposición de recurso, se indica 
en su apartado 1 letra b) lo siguiente:


1. La interposición del recurso deberá expresar:


b) El acto que se recurre y la razón de su impugnación.


Por otro lado, el apartado 1 del art. 68 de la ya indicada Ley del Procedimiento 
Administrativo Común indica que:


1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, 
en su caso, los que señala el artículo 67 u otros exigidos por la legislación 
específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un plazo de diez 
días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación 
de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa 
resolución que deberá ser dictada en los términos previstos en el artículo 
21.(…)


Como ha quedado indicado en los antecedentes de hecho, desde el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno se ha intentado contactar con el interesado por 
los medios que el mismo había indicado en su escrito de reclamación sin que se 
haya obtenido una respuesta. Por lo tanto, en base a las disposiciones antes
indicadas, la presente reclamación debe ser archivada.
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III. RESOLUCIÓN
  
 
En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede
ARCHIVAR la Reclamación presentada por , con 
entrada el 15 de noviembre de 2017, contra la UNIVERSIDAD INTERNACIONAL 
MENÉNDEZ PELAYO.


De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
 
Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer Recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 9.1 c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


EL PRESIDENTE DEL CTBG
P.V. (Art. 10 del R.D. 919/2014)


EL SUBDIRECTOR GENERAL DE
TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO


Fdo: Francisco Javier Amorós Dorda
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ASUNTO: Resolución de Reclamación presentada al amparo del artículo 24 de la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno 


 
En respuesta a la Reclamación número RT/0006/2017 presentada por  


, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, considerando los 
Antecedentes y Fundamentos Jurídicos que se especifican a continuación, adopta la 
siguiente RESOLUCIÓN: 


 
 


I. ANTECEDENTES 
 


1. El 21 de noviembre de 2016, a través del registro de entrada de la Comunidad de 
Madrid, , remitió un escrito a la Consejería de Educación, 
Juventud y Deporte de la Comunidad de Madrid, en el que, al amparo de la Ley 
19/1013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno –desde ahora, LTAIBG-, solicita la siguiente información pública: 
 


Autorizaciones de compatibilidad para actividades de funcionarios de la 
Universidad Politécnica de Madrid concedidas durante los últimos cinco años 
haciendo constar las que están vigentes en la actualidad. 


 
Recibida dicha solicitud en la indicada Consejería, el 29 de noviembre se trasladó 
a la Universidad Politécnica de Madrid, habiendo sido notificada su recepción el 1 
de diciembre de 2016. Transcurrido el plazo previsto en el artículo 24.2 de la 
LTAIBG sin haber recibido contestación alguna,  entiende 
desestimada su solicitud por silencio administrativo y, en consecuencia, mediante 
escrito de 4 de enero de 2017, y fecha de registro de entrada el siguiente 9 de 
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enero de 2017 en esta Institución, interpone una reclamación al amparo del 
artículo 24 de la LATIBG ante este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.  
 


2. Mediante escrito del mismo 9 de enero de 2017, por la Oficina de Reclamaciones 
de las Administraciones Territoriales de este Consejo, se dio traslado del 
expediente a la Secretaría General de la Universidad Politécnica de Madrid  a fin 
de que, en el plazo de quince días hábiles, formulasen las alegaciones que 
estimasen por conveniente, aportando, asimismo, toda la documentación en la que 
fundamentar las alegaciones que pudieran realizar. 
 
Transcurrido dicho plazo sin haber recibido contestación alguna a la solicitud de 
alegaciones, por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se reitera el 
trámite, vía telefónica, los días 24 y 30 de marzo de 2017. Posteriormente, con 
fecha de registro de entrada de 31 de marzo, se recibe escrito de alegaciones del 
gerente de la indicada Universidad en el que, en síntesis, se manifiesta lo 
siguiente. 
 
- El solicitante fue profesor titular interino de la UPM, siendo sancionado en 2011 


por incompatibilidad y en 2014 por incumplimiento de sus  obligaciones  
docentes. En la  actualidad  no  forma parte  de la plantilla de la UPM, sin 
embargo tiene planteadas numerosas reclamaciones y denuncias en vía 
administrativa, así como cuatro demandas formuladas ante el orden 
jurisdiccional contencioso administrativo contra esta Universidad y 
trabajadores de la misma, por supuestas incompatibilidades y otras cuestiones 
de organización y procedimiento,   así   como   una  querella   penal   contra   
miembros   de anteriores equipos rectorales y directivos de la misma, por 
supuesta prevaricación administrativa y fraude de subvenciones. 


- Sin perjuicio del mandato del artículo 8.1.g) de la LTAIBG, aplicable a las 
Universidades Públicas según lo dispuesto en el artículo 2.1.d), el artículo 5.3 
de la LTAIBG prevé que la publicidad activa deberá tener en cuenta los     
límites establecidos en los artículos 14 y 15 de la Ley, referido este último al 
derecho a la protección de datos de carácter personal. En este sentido, y de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 15.3 de la LTAIBG, “en el supuesto que 
nos ocupa, la información sería muy posiblemente utilizada por el solicitante 
para afectar a derechos de los interesados, lo que hace que prevalezca la 
protección de los mismos, por lo que consideramos que no ha de 
proporcionarse la información solicitada”. 
 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 


1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con su 
artículo 38.2.c) y el artículo 8.2.d) del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, 
por el que se aprueba el Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, 
la Presidenta de este organismo es competente para resolver, con carácter 
potestativo y previo a un eventual recurso contencioso-administrativo, las 
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reclamaciones que se presenten en el marco de un procedimiento de acceso a la 
información.  
 


2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición prevé en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente:  


 
“1. La resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y 
por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al 
órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 
(…).  
 
2. Las Comunidades Autónomas podrán atribuir la competencia para la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 al Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno. A tal efecto, deberán celebrar el 
correspondiente convenio con la Administración General del Estado, en 
el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad sufragará los 
gastos derivados de esta asunción de competencias”. 


 
En desarrollo de las anteriores previsiones normativas el Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Comunidad de Madrid (Consejería de 
Presidencia, Justicia y Portavocía del Gobierno) suscribieron el pasado 2 de 
noviembre de 2016 un Convenio para el traslado  del ejercicio de la competencia 
para la resolución de las reclamaciones previstas en el citado artículo 24 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno  -BOE, n. 13, de 16 de enero de 2017- en los supuestos de 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y por las Entidades 
Locales incluidas en su ámbito territorial, así como por los entes, organismos y 
entidades integrados en el sector público autonómico o local. 
 


3. Precisadas las reglas sobre competencia orgánica para dictar esta Resolución, la 
primera cuestión en la que debemos centrar nuestra atención se refiere a la 
relación existente entre las obligaciones de publicidad activa y el ejercicio del 
derecho de acceso a la información contenida en la LTAIBG.  
 
La LTAIBG reconoce en su artículo 12 el derecho de todas las personas a 
“acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105.b) de 
la Constitución Española, desarrollados por esta Ley”, entendida dicha información 
en un sentido amplio, según el artículo 13 de la misma norma, como “los 
contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en 
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y 
que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  


FIRMANTE(1) : MARIA ESTHER ARIZMENDI GUTIERREZ | FECHA : 04/04/2017 12:36 | NOTAS : F







 
 
 
 


4 
 


 
Tomando en consideración esta definición amplia de “información pública” 
debemos recordar el contenido del CRITERIO INTERPRETATIVO CI/009/2015, de 
12 de noviembre, de este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con 
relación la Publicidad Activa y el Derecho de acceso a la información pública: 
 


I. De acuerdo con la LTAIBG, y teniendo especialmente en cuenta el artículo 1, 
el artículo 10.2 y la propia estructura sistemática de la norma, la publicidad 
activa y el derecho a la información son dos caras distintas de una misma 
realidad: la transparencia de la actividad pública. En un caso -publicidad activa, 
también llamada transparencia activa- se configura como una obligación de las 
instituciones y Administraciones públicas; en el otro -acceso a la información o 
transparencia pasiva- se configura como un derecho de las personas, basado 
en el artículo 105 b) de la Constitución. 
En ambos casos la finalidad de la Transparencia es garantizar que los 
ciudadanos conozcan la organización y el funcionamiento de sus instituciones 
públicas. En este sentido, la publicidad activa ha de entenderse como un 
elemento facilitador de este conocimiento. A través de ella, las organizaciones 
y Administraciones públicas sitúan de oficio en régimen de publicidad una serie 
de datos e informaciones que se entienden de interés general, de manera que 
puedan ser consultadas por aquellos que lo deseen sin necesidad de hacer una 
petición expresa. 
De este modo, parece claro que no debe limitarse o restringirse el ámbito del 
derecho de acceso de los ciudadanos exclusivamente a las informaciones o 
datos que no estén sometidos a publicidad activa. Las obligaciones en esta 
materia conciernen a la Administración y no delimitan ni prejuzgan en modo 
alguno el derecho de acceso a la información que asiste a los ciudadanos. 
Antes bien, se hallan al servicio de ese derecho precisamente, para facilitar su 
ejercicio, abreviando la vía de acceso de los interesados a los datos o 
informaciones que necesiten. 
II. A mayor abundamiento, hay que tener en cuenta que: 


a. La definición de información pública accesible a través del ejercicio 
del derecho de acceso, que contiene el artículo 12 de la LTAIBG, no 
restringe en modo alguno el contenido de esa información por estar o no 
sometida al régimen de publicidad activa. 
b. En la Ley, la publicidad activa no lleva en ningún caso aparejada una 
obligación de consulta por parte de los interesados. Se trata, como ya 
se ha adelantado, de un instrumento que obliga a las Administraciones 
Públicas. Los ciudadanos y personas interesadas en ejercitar su 
derecho a saber, pueden consultar, si lo desean, la publicidad activa. 
Tal consulta tiene carácter voluntario y la oportunidad, o no, de acceder 
a las páginas web o al Portal de Transparencia es una decisión que se 
ejercerá libremente. 
c. En la LTAIBG la publicidad activa se concreta en la publicación por 
los organismos o instituciones públicas de los datos e informaciones 
establecidos en las “correspondientes sedes electrónicas o páginas 
web”, o en el Portal de Transparencia de la Administración, bien que 
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con una serie de características tendentes a hacerla actual, accesible, 
comprensible y de acceso fácil. Desde este punto de vista, hay que 
tener en cuenta que la Ley no impone, en modo alguno, un deber 
genérico de uso de medios electrónicos por los ciudadanos, sino que lo 
declara vía de comunicación “preferentemente”. (…) 
d. Por su parte, el artículo 22.3 de la LTAIBG regula el supuesto 
genérico de que la información solicitada vía derecho de acceso haya 
sido objeto de publicación previa, supuesto que, indudablemente, 
incluye la publicación de esa información en cumplimiento de las 
obligaciones de transparencia activa. En este sentido, señala que la 
resolución podrá limitarse a indicar el lugar o medio en que ésta se ha 
publicado. Así, resulta evidente que los redactores de la LTAIBG están 
admitiendo implícitamente la tramitación de un procedimiento de acceso 
referido a una información sometida al régimen de publicidad activa, 
introduciendo para estos casos la posibilidad (no la obligación) de que la 
resolución del mismo se limite a indicar el lugar o medio de publicación 
que, en todo caso, deberá ser objeto de una referencia explícita y 
determinada, no de una simple indicación genérica. 


 
4. Por lo que respecta a la materia de “resoluciones de compatibilidad”, conviene 


recordar que, según se desprende del artículo 5.1 de la LTAIBG, desde el 10 de 
diciembre de 2015 las Universidades Públicas están obligadas a publicar “de forma 
periódica y actualizada la información cuyo conocimiento sea relevante para 
garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y 
control de la actuación pública”.  
 
De acuerdo con esta premisa, la letra g) del artículo 8.1 de la LTAIBG prevé que 
las Universidades Públicas, en cuanto sujetos obligados por el artículo 2.1.d),  
“deberán hacer pública, como mínimo”, a través de alguno de los medios previstos 
en el artículo 5.4 de la LTAIBG, “la información relativa a los actos de gestión 
administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a 
continuación”, especificándose en la materia que ahora interesa lo siguiente: 
 


“g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad 
que afecten a los empleados públicos  […]” 
 


De este modo, la información relativa a la materia de “resoluciones de 
compatibilidad” constituye una información de carácter económico o 
presupuestario de las previstas en el artículo 8.1.g) de la LTAIBG que debe ser 
publicada de oficio por las entidades enumeradas en el artículo 2.1.d) de la 
LTAIBG, entre las que se encuentran las Universidades Públicas, lo que no 
excluye, desde luego, que cualquier persona pueda solicitar el acceso a esa 
información, pudiendo la Universidad, en tal caso, remitir bien al solicitante a la 
dirección URL en la que se encuentra publicada la misma, bien copia de la 
información de que se trate.  
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Específicamente, por lo que respecta a la alegada concurrencia por la Universidad 
Politécnica del límite previsto en el artículo 15 de la LTAIBG sobre protección de 
datos de carácter personal y su eventual aplicación a la publicación y traslado de 
las resoluciones de compatibilidad al amparo de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 
diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, cabe recordar en estos 
momentos el criterio fijado en anteriores resoluciones por este Consejo sobre la 
materia que ahora nos ocupa. En este sentido, esta Institución ya ha tenido 
ocasión de señalar que “La LTAIBG habla expresamente de que lo que se debe 
publicar son las resoluciones de compatibilidad. Independientemente de que se 
pueda extraer y publicar información relevante contenida en la misma, de tal 
manera que sea más útil y favorable al objetivo de transparencia analizar un listado 
con información que documentos, lo que no puede es sustraerse de la información 
a publicar datos esenciales para cumplir con el objetivo de la Ley, que no es otro 
que el conocer la identidad de los funcionarios públicos que compatibilizan su 
actividad pública con otra privada. En efecto, la previsión que realiza la LTAIBG de 
que se publicarán las resoluciones de autorización o reconocimiento de 
compatibilidad implica que se conozca la identidad del beneficiario de dicha 
autorización y que estemos ante un supuesto amparado por la previsión del 
artículo 11 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos 
de carácter personal (LOPD), que prevé que el consentimiento del titular de los 
datos no será necesario para la cesión de los mismos cuando dicha cesión de 
datos esté prevista en una norma de rango legal” -Fundamento de Derecho 4 de la 
Reclamación número R/0075/2016, de 17 de mayo-. En función de ello, cabe 
concluir estimando la Reclamación planteada en tanto y cuanto su objeto versa 
sobre información pública en poder de un sujeto obligado por la LTAIBG. 
 
 


III. RESOLUCIÓN 
 


   
En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede  
 
PRIMERO: ESTIMAR la Reclamación presentada, por entender que la 
información solicitada se trata de información pública en poder de un sujeto 
obligado por la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno. 
 
SEGUNDO: INSTAR a la Universidad Politécnica de Madrid  a que en el plazo 
máximo de quince días proporcione a  la información 
solicitada y no satisfecha y a que, en igual plazo, remita a este Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno copia del cumplimiento de esta Reclamación. 


 
 
De acuerdo con el artículo 23, número 1, de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, la Reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
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recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 112.2 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. 
 
Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso Contencioso-Administrativo, en el plazo de dos meses, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo de Madrid, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 9.1 c) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora 
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. 
 
 


 
 


LA PRESIDENTA DEL  
CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 


 Esther Arizmendi Gutiérrez 


FIRMANTE(1) : MARIA ESTHER ARIZMENDI GUTIERREZ | FECHA : 04/04/2017 12:36 | NOTAS : F










Adobe Acrobat PDFXML Document






 


 


 


 


2 


 


- Información sobre las retribuciones percibidas por  
, preferentemente desglosadas por conceptos retributivos”. 


 
El siguiente 3 de junio, mediante escrito de la Secretaría General de la 
Universidad de Oviedo, se da contestación a la solicitud planteada por  


 en los siguientes términos: 
 


- “Los porcentajes de rendimiento, éxito, expectativas y eficacia de cada 
asignatura por grupos y cursos, se publican anualmente en los informes 
de rendimiento académico que elabora la Unidad Técnica de Calidad de 
la Universidad de Oviedo y son de libre acceso en la web de la Facultad 
de Derecho, adjuntándole el enlace de esta información 
http://calidad.uniovi.es 
 


- Respecto a la presentación  de quejas de profesores y alumnos a la 
profesora , según información aportada por la 
interesada, le comunico que no ha recibido ninguna reclamación según 
establece la normativa vigente. Y las encuestas de evaluación siempre 
han sido positivas. 


 
- En cuanto a las retribuciones percibidas por la interesada, le informo 


que el importe de los conceptos retributivos vienen recogidos en la Ley 
48/2015, de 29 de octubre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2016 (BOE 30-X-2015), no procediendo informar de las 
retribuciones concretas que percibe  puesto 
que dichos datos deben ser protegidos conforme se recoge en la 
normativa de protección e datos de carácter personal”. 


 
Mediante escrito de 5 de julio, con fecha de registro de entrada en este Consejo 
el siguiente 8 de julio,  presenta, al amparo del 
artículo 24 de la LTAIBG, reclamación ante este Consejo de Transparencia y 
Buen Gobierno al considerar que “el contenido de la respuesta no se ajusta en 
absoluto a lo solicitado”, especificando que en la contestación remitida “el enlace 
con la información solicitada es demasiado genérico, y en ningún modo, lleva de 
forma inequívoca, rápida y directa a la información solicitada”. 
 


2. El mismo 8 de julio, por la Oficina de Reclamaciones de Administraciones 
Territoriales de este Consejo se remitió el expediente, por una parte, a la 
Dirección General de Participación Ciudadana de la Consejería de Presidencia y 
Participación Ciudadana del Principado de Asturias para conocimiento, y, por 
otra parte, a la Universidad de Oviedo a fin de que, en el plazo de 15 días 
hábiles, formulasen las alegaciones que estimasen por conveniente, aportando, 
asimismo, toda la documentación en que fundamentar las posibles alegaciones 
que se hubiesen planteado.  
 


3. Mediante oficio de 22 de julio de 2016, y fecha de entrada en el registro de este 
Consejo el siguiente 26 de julio, el Vicesecretario General de la Universidad de 
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Oviedo remite a este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno escrito de  
alegaciones en el procedimiento de referencia, cuyo contenido puede 
sistematizarse como sigue. 


 
- Con relación a la información relativa al número de convocatoria y nota 


media con que han aprobado los alumnos, se indica que en el escrito de 
contestación remitido en su momento a la solicitud se puso de manifiesto que 
toda la información requerida se encuentra disponible en un enlace web de la 
Universidad de Oviedo -http//calidad.uniovi.es-. Sin perjuicio de ello, se 
añade ahora que “se trata de una información que no es posible obtener sin 
reelaboración pues el sistema informático de gestión académica con que 
cuenta la Universidad de Oviedo no permite su obtención automática, más 
allá del certificado académico individual de cada alumno. Una parte de esta 
información si aparece en los informes de rendimiento académico que en 
relación con la asignatura y Grado elabora la UTCa y publica en su Web: 
http://calidad.uniovi.es/garantiainterna/seguimientotitulos/derecho?p_p_id=C1
NNVisorBibliotecaDocumentos_WAR_C1NNVisorBibliotecaDocumentos_INS
TANCE_Osw7&p_p_lifecycle=1&p_p_state=normal&p_p_mode=view&p_p_c
ol_id=column-
2&p_p_col_count=1&_C1NNVisorBibliotecaDocumentos_WAR_C1NNVisorBi
bliotecaDocumentos_INSTANCE_Osw7_javax.portlet.action=cambiarCarpeta 
 


- Por lo que respeta a las quejas recibidas, en las alegaciones remitidas se 
pone de manifiesto que “se le contestó expresamente que no constaba la 
recepción de ninguna queja sobre dicha profesora, que tampoco se produjo 
ninguna reclamación, conforme a la normativa vigente, respecto de las 
calificaciones otorgadas y que los resultados de sus encuestas de evaluación 
han sido siempre positivos”. 


 
- En cuanto a las retribuciones percibidas por la profesora, en su momento se 


contestó que “las retribuciones del profesorado universitario están fijadas en 
los Presupuestos Generales del Estado, en todos sus conceptos y cuantías y 
que no procedía ofrecer información más concreta en salvaguarda de la 
protección de datos de carácter personal”. Asimismo, en el escrito de 
alegaciones remitido se alude al Informe conjunto del Consejo de 
Transparencia y Buen Gobierno y la Agencia Española de Protección de 
Datos de 23 de marzo de 2015, referente al acceso a las retribuciones de 
funcionarios, considerando que sería de aplicación lo previsto en el mismo 
con relación al “resto de empleados públicos” en el caso de la citada 
profesora de la Universidad de Oviedo. 


 
- Por lo que respecta a la información relativa a las solicitudes de cambio de 


grupo se indica que “no es posible ofrecer la información sin reelaboración 
(artículo 18.1.c) Ley de Transparencia), dado que el cambio de grupo no se 
solicita por asignatura, sino por franja horaria, de mañana a tarde o 
viceversa. De manera que no es posible individualizar el número de alumnos 
que han solicitado el cambio en relación con las asignaturas impartida por la 
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profesora, pues el cambio es global en relación con el grupo. Las causas y 
condiciones del cambio aparecen recogidas en la web de la facultad: 
https://derecho.uniovi.es/grados/distribuciongrados y se refieren 
fundamentalmente a la existencia de un contrato laboral, incompatibilidad 
horaria con transporte público desde otra localidad, o entre asignaturas de 
diferentes cursos (…). Por otra parte, a la vista del volumen de información 
solicitada, referido a los últimos seis años y a todos los profesores 
integrantes del Departamento, concurre también al [sic] causa de inadmisión 
del artículo 18.1e)”. 
 


Finalmente, se acompaña a dicho escrito de alegaciones sendos escritos 
elaborados en el trámite de audiencia por la profesora de referencia y por el 
Director del Departamento de Ciencias Jurídicas Básicas en el mes de mayo con 
ocasión de la tramitación del procedimiento administrativo instruido con ocasión 
de la presentación de la solicitud de acceso a la información por el ahora 
reclamante. 
 


II.  FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
 


1. De conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LTAIBG, en relación con el 
artículo 8 del Real Decreto 919/2014, de 31 de octubre, por el que se aprueba el 
Estatuto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, la Presidenta de este 
organismo es competente para resolver, con carácter potestativo y previo a un 
eventual recurso contencioso-administrativo, las reclamaciones que se presenten 
en el marco de un procedimiento de acceso a la información.  
 


2. A tenor del artículo 24.6 de la LTAIBG, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno tiene competencia para conocer de las reclamaciones que regula dicho 
precepto “salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas 
atribuyan dicha competencia a un órgano específico, de acuerdo con lo establecido 
en la disposición adicional cuarta de esta Ley”. Tal disposición establece en sus 
apartados 1 y 2 lo siguiente: “1. La resolución de la reclamación prevista en el 
artículo 24 corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las 
Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y por las 
Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente 
que determinen las Comunidades Autónomas. (…). 2. Las Comunidades 
Autónomas podrán atribuir la competencia para la resolución de la reclamación 
prevista en el artículo 24 al Consejo de Transparencia y Buen Gobierno. A tal 
efecto, deberán celebrar el correspondiente convenio con la Administración 
General del Estado, en el que se estipulen las condiciones en que la Comunidad 
sufragará los gastos derivados de esta asunción de competencias”. 
 
En desarrollo de lo previsto en el artículo 24.6 de la LTAIBG, en relación con el 
apartado 2 de su Disposición adicional cuarta, el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno y la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias (Consejería de 
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Presidencia y Participación Ciudadana) han suscrito un Convenio para el traslado 
a este Consejo del ejercicio de la competencia para la resolución de las 
reclamaciones previstas en el citado artículo 24 LTAIBG en los supuestos de 
resoluciones dictadas por aquella Administración Autonómica y por las Entidades 
Locales incluidas en su ámbito territorial, así como por los entes, organismos y 
entidades integrados en el sector público autonómico o local. 
 


3. La LTAIBG parte de la premisa, especificada en su Preámbulo, que “sólo cuando 
la acción de los responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los 
ciudadanos pueden conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo 
se manejan los fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones 
podremos hablar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos 
comienzan a responder a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda 
participación de los poderes públicos”. Queda reflejada en este párrafo, en 
consecuencia, que la noción de “control” se liga al escrutinio de la actividad 
administrativa y de los responsables públicos. 
 
Este premisa filosófica de la LTAIBG se concreta, según se desprende de su 
Preámbulo, al precisar que su objeto es el de “ampliar y reforzar la transparencia 
de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información 
relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que 
deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de 
su incumplimiento”.  
 
A estos efectos, su artículo 12 reconoce el derecho de todas las personas a 
acceder a la “información pública”, en los términos previstos en el artículo 105.b) 
de la Constitución y desarrollados por dicha norma legal. Por su parte, en el 
artículo 13 de la LTAIBG se define la “información pública” como  
 


“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 
aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 
ejercicio de sus funciones”. 


 
A tenor de los preceptos mencionados la LTAIBG reconoce y regula el derecho a 
acceder a información pública que esté en posesión del organismo al que se dirige 
bien porque él mismo la ha elaborado, bien porque la ha obtenido en el ejercicio de 
las funciones que tiene encomendadas con el requisito de que se trate de un 
sujeto incluido en el ámbito de aplicación de la propia Ley. 
 


4. Precisado lo anterior, para resolver la presente Reclamación cabe advertir que las 
pretensiones del reclamante pueden sistematizarse en tres ámbitos en función de 
la naturaleza de las alegaciones invocadas por la Universidad de Oviedo: el 
primero de ellos abarca la información sobre el número de convocatoria y nota 
media de aprobados de los alumnos de la profesora de referencia así como del 
resto de profesorado del Departamento de Historia del Derecho en los últimos seis 
años; el segundo ámbito se refiere a la información sobre las quejas y 
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reclamaciones relativas a la citada profesora; y, finalmente, el tercer ámbito alude 
a las retribuciones de la reiterada profesora. 
 


5. Comenzando por el primero de los ámbito señalados, en lo que respecta a la 
información relativa al número de convocatoria y nota media con que han 
aprobado los alumnos de la profesora de referencia y del resto de profesores del 
Departamento de Historia del Derecho en los últimos seis años, así como de los 
cambios de grupo, se ha alegado por la Universidad de Oviedo que, sin perjuicio 
de que una parte de la información aparece en los Informes de Rendimiento 
Académico, se trata de información que ha de ser reelaborada en los términos del 
artículo 18.1.c) de la LTAIBG. 


 
Con relación al alcance de esta causa de inadmisión de solicitudes de acceso a la 
información, este Consejo ha tenido ocasión de pronunciarse en diferentes 
Resoluciones, habiéndose elaborado el Criterio Interpretativo CI/007/2015, de 12 
de noviembre, en el que se ha fijado lo siguiente: 
 
• En primer lugar, es preciso señalar que el artículo 18 de la Ley 19/2013, 


establece una serie de causas que permiten declarar la inadmisión de una 
solicitud de información que, al tener como consecuencia inmediata la 
finalización del procedimiento, habrán de operar, en todo caso, mediante 
resolución motivada. 


Por tanto, será requisito que la resolución por la que se inadmita la solicitud 
especifique las causas que la motivan y la justificación, legal o material 
aplicables al caso concreto. 


 
• En cuanto al concepto de reelaboración, debe entenderse desde el punto de 


vista literal que reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: 
“volver a elaborar algo”. Es esta circunstancia la que es exigible para entender 
que estamos ante un supuesto de reelaboración. 
 


• Si por reelaboración se aceptara la mera agregación, o suma de datos, o el 
mínimo tratamiento de los mismos, el derecho de acceso a la información se 
convertirá en derecho al dato o a la documentación, que no es lo que sanciona 
el artículo 12 al definir el derecho como “derecho a la información”. 


 
Dicho lo anterior, el concepto de reelaboración como  causa de inadmisión ha sido 
interpretado por este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversas 
resoluciones de tal manera que puede entenderse aplicable cuando la información 
que se solicita, perteneciendo al ámbito funcional de actuación del organismo o 
entidad que recibe la solicitud, deba: a) Elaborarse expresamente para dar una 
respuesta, haciendo uso de diversas fuentes de información, o b) Cuando dicho 
organismo o entidad carezca de los medios técnicos que sean necesarios para 
extraer y explotar la información concreta que se solicita, resultando imposible 
proporcionar la información solicitada.  
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Una vez fijado el concepto de reelaboración, conviene diferenciarlo de otros 
supuestos regulados  Ley 19/2013, que no suponen causa de inadmisión. 


 
I. El primero sería la solicitud de “información voluminosa”, que aparece 


recogida en el artículo 20.1. En este caso, se trata de información cuyo 
“volumen o complejidad” hace necesario un proceso específico de trabajo 
o de manipulación para suministrarla al solicitante. En este caso no se 
estaría ante un supuesto de reelaboración, por lo que tampoco sería un 
caso de inadmisión de la solicitud sino de  ampliación del plazo para 
resolver. 
 
En este sentido se pronuncia el artículo 20.1, párrafo 2 que dice 
textualmente “Este plazo (1mes) podrá ampliarse por otro mes en el caso 
de que el volumen o la complejidad de la información que se solicita así lo 
hagan necesario y previa notificación al solicitante”. 
 
No obstante, sí puede tenerse en cuenta el elevado volumen de la 
información objeto de solicitud cuando ello suponga que, atendiendo 
también al alcance y objeto concreto de lo solicitado así como los medios 
disponibles, se incurra en algunas de las circunstancias o supuestos que, a 
juicio de este Consejo de Transparencia, impliquen que estemos ante un 
supuesto de reelaboración.  


 
II. El segundo supuesto sería el que se refiere a la información que, por 


contener datos de carácter personal, debe ser “anonimizada” o disociada 
antes de ser suministrada al interesado o bien que, por afectar a alguno de 
los límites previstos en la norma, el acceso sólo deba proporcionarse 
respecto de parte de la información solicitada. Son los supuestos 
contemplados en los artículos 15.4 -que prevé la anonimización de la 
información, de modo que se impida la identificación de las personas 
afectadas- y 16 de la Ley 19/2013, que prevé el suministro de la 
información con omisión de aquella que esté afectada por algunos de los 
límites del artículo 14. 


 
En estos casos, y pese a suponer, implícitamente, un proceso específico 
de trabajo para proporcionar la información, ninguno de estos dos 
supuestos puede entenderse como reelaboración.   


 
III. Puede ocurrir también que la información se encuentre en poder de varias 


unidades informantes que resultan responsables de su custodia pero su 
autor esté claramente definido. En este caso tampoco se trataría de un 
caso de reelaboración, operando el artículo 19.4 de la Ley 19/2013 que 
establece que: “Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando 
en poder del sujeto al que se dirige, haya sido elaborada o generada en su 
integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para 
que decida sobre el acceso”. 
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IV. En sentido contrario, sí sería aplicable el concepto de reelaboración en 
aquellos supuestos en los que la Administración, teniendo solamente la 
información en un determinado formato, ésta no sea reutilizable en los 
términos que señale la Ley, debiendo en este caso ofrecerse la 
información en los formatos existentes. 


 
En este sentido, la Ley 19/2013, establece en su artículo 5.4 que la 
Administración debe establecer “los mecanismos adecuados para facilitar 
la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la 
información publicada …”. 


 
Esta recomendación que supone una buena práctica y que opera desde la 
entrada en vigor de la Ley, puede relacionarse con la situación actual de 
los documentos e informaciones archivadas  que, en muchos casos fueron 
objeto de elaboración y archivo en formatos PDF y similares. 


 
En este caso, la petición de un formato concreto distinto al existente podría 
entenderse como reelaboración, cuando dicho formato no esté en poder de la 
Administración informante, en todo caso la extracción de la información en 
Excel o Word no entrarían en el supuesto de reelaboración. 


 
6. Aplicado este Criterio al presente caso, este Consejo de Transparencia y Buen 


Gobierno entiende que proporcionar información relativa al número de 
convocatoria y nota media con que han aprobado los alumnos en los últimos seis 
años en el caso de la profesora de referencia y de todos los profesores del 
Departamento de Historia del Derecho, así como la información relativa a las 
solicitudes de cambio de grupo individualizadas con relación a la misma profesora 
implica que ha de elaborarse expresamente una contestación haciendo uso de 
diversas fuentes de información, por lo que incurre en un supuesto de 
reelaboración regulado en el artículo 18.1.c) de la LTAIBG. Esto es, atender la 
solicitud, planteada en términos de proporcionar una información de la que se 
carece y cuya obtención, previo análisis de diversas fuentes, debe ser elaborado 
expresamente para proporcionar una respuesta, incurriría en el supuesto descrito 
en el citado artículo de la LTAIBG. 
 


7. Por lo que respecta al segundo de los ámbitos señalados, con relación a la 
información sobre las quejas y reclamaciones relativas a la profesora de 
referencia, la Universidad de Oviedo, tanto en su contestación a la solicitud de 
acceso a la información, como en las alegaciones remitidas en el procedimiento 
instruido al amparo del artículo 24 de la LTAIBG que resuelve la Reclamación 
planteada, ha manifestado que no consta “la recepción de ninguna queja sobre 
dicha profesora, que tampoco se produjo ninguna reclamación, conforme a la 
normativa vigente, respecto de las calificaciones otorgadas”.  


 
Tal y como se ha señalado con anterioridad, en función de lo establecido en los 
artículos 12 y 13 de la LTAIBG, se reconoce el derecho a acceder a información 
pública que esté en posesión del organismo al que se dirige bien porque él mismo 
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la ha elaborado, bien porque la ha obtenido en el ejercicio de las funciones que 
tiene encomendadas con el requisito de que se trate de un sujeto incluido en el 
ámbito de aplicación de la propia Ley. Como ha quedado acreditado en las 
alegaciones remitidas por la Universidad de Oviedo ésta no dispone de la 
información solicitada por que la misma no existe. De este modo, cabe concluir 
desestimando la reclamación planteada en este punto concreto dado que, en 
atención a lo dispuesto en los precitados artículos 12 y 13 de la LTAIBG, no existe 
el objeto sobre el que ejercer el derecho de acceso a la información. 
 


8. Finalmente, en cuanto al tercero de los ámbitos señalados, relativo al acceso a la 
información sobre las retribuciones de la profesora de referencia, cabe advertir que 
en esta materia de retribuciones de empelados públicos, según ha invocado la 
Universidad de Oviedo en sus alegaciones, existe un criterio conjunto, de 23 de 
marzo de 2015, elaborado por este Consejo y la Agencia Española de Protección 
de Datos que parte de lo previsto en el artículo 15.3 de la LTAIBG. 
 
A estos efectos, en dicho informe, a efectos de analizar los términos de la 
ponderación establecida en el apartado 3 del artículo 15 LTAIBG, se lleva a cabo 
una valoración del alcance del “interés público en la divulgación de la información” 
al que se refiere el precepto como favorecedor del acceso a la información pública 
en los siguiente términos: 


A estos efectos, el interés público aparece definido en la Exposición de Motivos 
de la LTAIBG que comienza recordando que “La transparencia, el acceso a la 
información pública y las normas de buen gobierno deben ser los ejes 
fundamentales de toda acción política. Sólo cuando la acción de los 
responsables públicos se somete a escrutinio, cuando los ciudadanos pueden 
conocer cómo se toman las decisiones que les afectan, cómo se manejan los 
fondos públicos o bajo qué criterios actúan nuestras instituciones podremos 
hablar del inicio de un proceso en el que los poderes públicos comienzan a 
responder a una sociedad que es crítica, exigente y que demanda participación 
de los poderes públicos”. 
 
De este modo, la finalidad de las normas de transparencia según se expresa en 
la LTAIBG –que, en todo caso, armonizarse con el respecto a los derechos 
establecidos en la LOPD- es la de permitir a las personas conocer los 
mecanismos que intervienen en los procesos de toma de decisión por parte de 
los poderes públicos, así como la utilización que aquéllos hacen de los fondos 
presupuestarios, garantizándose así la participación de los ciudadanos en los 
asuntos públicos mediante un mejor conocimiento de la acción del Estado. 
 
Esta finalidad coincide además con la puesta de manifiesto por el Tribunal 
Europeo de derechos Humanos recuerda en su sentencia de 2 noviembre 2010 
(Caso Gillberg contra Suecia) y el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
(sentencias de 20 de mayo de 2003 -Asunto C-465/00; Rechnungshof-, 9 de 
noviembre de 2010 -Asunto C-92/09; Volker und Markus Schecke GbR-, y 29 
de junio de 2010 –Asunto C-28/08; The Bavarian Lager Co. Ltd.-).   
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De  este modo, con carácter general, habrá que entender que, en cuanto el 
acceso a la información contribuya a un mejor conocimiento de los criterios de 
organización y funcionamiento de las instituciones o a la asignación de los 
recursos, cabrá considerar la existencia de un interés público prevalente sobre 
los derechos a la protección de datos y a la intimidad en los términos y con las 
excepciones establecidas por la LTAIBG. Por el contrario, cuando la 
información no contribuya a un mayor conocimiento de la organización y 
funcionamiento de las instituciones o de la asignación de los recursos públicos, 
prevalecerá el respeto a los derechos a la protección de datos o la intimidad.   
  
Aplicando este criterio a la cuestión planteada, se considera que en la 
información referente a los puestos de trabajo de mayor nivel de 
responsabilidad y mayor autonomía en la toma de decisiones o a aquellos cuya 
provisión se realice con un cierto grado de discrecionalidad o se justifique en la 
existencia de una especial relación de confianza prevalecerá, como regla 
general el interés público sobre la protección de datos y la intimidad. Y en la 
referente a los puestos de menor nivel de responsabilidad y autonomía o a los 
puestos cuya provisión se verifica por procedimientos reglados o no implican 
una relación de especial confianza, prevalecerá, también con carácter general, 
el respeto a la protección de datos y a la intimidad. 
 
Así, pueden establecerse distintas categorías de empleados públicos, respecto 
de las cuales la relevancia de la información relativa a las retribuciones 
obtenidas se encontrará, en orden decreciente, vinculada a la finalidad de 
transparencia establecida en la Ley.  
 


• Un primer grupo estaría configurado por los empleados públicos que 
fueran titulares de los órganos directivos de la Administración General 
del Estado -con exclusión, lógicamente de aquéllos cuyas retribuciones 
han de ser necesariamente objeto de publicidad activa conforme al 
artículo 8.1 f) de la Ley- o tuvieran el status de personal directivo por 
expresa atribución normativa. En este grupo se hallarían los titulares de 
las Subdirecciones Generales, de las Subdelegaciones del Gobierno en 
las provincias y los titulares de los órganos directivos de las Agencias 
Estatales, Entes y otros organismos públicos que tengan atribuida la 
condición de directivos en los Estatutos o normativa reguladora de 
éstos. 


 
El personal incluido en el párrafo anterior desarrolla una actividad de 
ejecución esencial en la estructura de la Administración General del 
Estado, por lo que el conocimiento de su identidad e incluso de su 
retribución, como gestores directos de la actividad pública, está 
amparado, en general, por el principio de transparencia con prevalencia 
sobre la injerencia que ello pudiera producir en su derecho a la 
protección de datos. 
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• Un segundo grupo estaría conformado por el personal eventual, 


teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 12 del EBEP. Así, este 
personal adquiere la condición de empleado público únicamente como 
consecuencia de su nombramiento, no teniendo carácter permanente y 
teniendo su actividad por objeto la realización de “funciones 
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento 
especial”. De este modo, la actuación del personal eventual aparece 
directamente relacionada con la del cargo público al que presta sus 
servicios, de forma que su nombramiento y cese son libres en atención 
a la relación de confianza que los vincula, si bien “el cese tendrá lugar, 
en todo caso, cuando se produzca el de la autoridad a la que se preste 
la función de confianza o asesoramiento”, no constituyendo el haber 
ostentado la condición de personal eventual mérito alguno para el 
acceso a la Función Pública o para la promoción interna. 


 
Por ello, el conocimiento de las circunstancias que rodean a los 
empleados eventuales, cuya designación se basa en criterios de 
confianza y discrecionalidad, puede considerarse coadyuvante a una 
mejor comprensión de la organización administrativa y del empleo de 
los fondos públicos, en cuanto de ellos procederá la retribución del 
empleado.  


 
En consecuencia, se entiende que, en este ámbito, el suministro de la 
información individualizada se hallaría dentro de los límites establecidos 
por el artículo 15.3 de la LTAIBG y por lo tanto podría facilitarse, con 
carácter general, a los solicitantes de acceso. 


 
• La tercera categoría, la configuraría el personal funcionario de libre 


designación. En este colectivo, a diferencia del supuesto del personal 
eventual, la discrecionalidad en el nombramiento aparece matizada en 
el artículo 80 del EBEP, dado que, si bien se trata de puestos de 
especial responsabilidad y confianza, su cobertura queda únicamente 
reservada a personal que ostente la condición de funcionario y será 
preciso para proceder a ese nombramiento la apreciación de la 
idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos exigidos para 
el desempeño de la función. Adicionalmente, la provisión de estos 
puestos se realiza por procedimientos basados en los principios de 
publicidad y concurrencia. 


 
Las características de la actividad de los funcionarios de libre 
designación variarán atendiendo a su nivel, de forma que aun siendo la 
responsabilidad y confianza fundamentos del nombramiento, la 
intervención del funcionario en la gestión del sector público variará en 
función del nivel del puesto de trabajo. De este modo, cabría apreciar 
en el caso de los funcionarios de libre designación, y siempre 
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atendiendo al nivel del puesto desempeñado, de forma descendente en 
la escala de la Administración, una mayor relevancia del interés general 
que justificaría el acceso a la información y que afectaría así a la 
ponderación impone el artículo 15.3 de la LTAIBG. Así, el peso del 
interés público en el conocimiento de la información sería mayor en el 
caso de un Vocal Asesor de nivel 30 que en el de un Consejero Técnico 
de nivel 28, y así sucesivamente, siendo así el nivel del puesto un 
criterio de gran relevancia para la ponderación. 


 
• La última categoría a tomar en consideración comprendería a los 


restantes empleados públicos, que han obtenido un determinado puesto 
de trabajo a través de los procedimientos establecidos en la legislación 
reguladora de la función pública, con independencia de quién ostente la 
titularidad del órgano superior o directivo del que dependan. 


 
La información referente a este personal resultará, con carácter general, de 
escasa relevancia para el logro de los objetivos que justifican el derecho de 
acceso a la información pública, de modo que debería considerarse que el 
objetivo de transparencia resulta insuficiente para limitar el derecho de 
estos empleados públicos a la protección de sus datos personales. De este 
modo, en relación con este colectivo, la ponderación establecida en el 
artículo 15.3 de la LTAIBG operaría, con carácter general, a favor de la 
denegación de la información 


 
9. Del extenso criterio conjunto del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno y la 


Agencia Española de Protección de Datos en cuanto al acceso a la información 
pública en materia de retribuciones de empleados públicos puede deducirse que, 
en el caso de la presente Reclamación, cabría incluir dentro de la cuarta categoría 
descrita a la profesora del Departamento de Historia del Derecho de referencia. En 
particular, se trata de una empleada pública que ha obtenido un puesto de trabajo 
a través de los procedimientos establecidos en la legislación reguladora de la 
función pública, que no es titular de un órgano directivo de la Administración 
Pública, no es personal eventual ni tampoco es una funcionaria de libre 
designación, siendo, en consecuencia, la información relativa a sus retribuciones 
“de escasa relevancia para el logro de los objetivos que justifican el derecho de 
acceso a la información pública” según se han descrito en el Fundamento Jurídico 
1 de esta Resolución. 
 


 


III. RESOLUCIÓN 
 
 


En atención a los Antecedentes y Fundamentos Jurídicos descritos, procede 
DESESTIMAR la reclamación presentada por  frente a 
la Resolución de 3 de junio de 2016 de la Secretaría General de la Universidad de 
Oviedo. 
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De acuerdo con el artículo 23.1 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, la reclamación 
prevista en el artículo 24 de la misma tiene la consideración de sustitutiva de los 
recursos administrativos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 


 
En consecuencia, contra la presente resolución, que pone fin a la vía 
administrativa, únicamente cabe, en caso de disconformidad, la interposición de 
recurso contencioso-administrativo ante los Juzgados Centrales de lo 
Contencioso-Administrativo de Madrid en plazo de dos meses a contar desde el 
día siguiente al de su notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 
9.1, c), de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa. 
. 
 


 
 


LA PRESIDENTA DEL  
CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y BUEN GOBIERNO 


Esther Arizmendi Gutiérrez 
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Comisionado de Transparencia de Castilla y León 


C/ Sierra Pambley, 4, León. 24003 (León). Tfno. 987276240. Fax: 987270143 


 


Resolución 81/2021, de 14 de mayo, de la Comisión de Transparencia 
de Castilla y León 


 
 
Asunto: expediente CT-351/2020/ reclamación frente a la Orden, de 4 de diciembre 
de 2020, de la Consejería de Educación, por la que inadmitió a trámite una 
solicitud de acceso a la información pública formulada por D.ª XXX sobre el acceso 
al “informe de situación” sobre la viabilidad de los estudios universitarios con 
menos demanda en Castilla y León 


 
I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 4 de noviembre, se recibió en la Consejería de 
Transparencia, Ordenación del Territorio y Acción Exterior una solicitud de acceso a la 
información pública presentada por D.ª XXX, con identificador asociado núm. 
517/2020. El objeto de la petición se formuló en los siguientes términos: 


“Acceder al 'informe de situación' elaborado por la Consejería de Educación 


sobre la viabilidad de los estudios universitarios con menos demanda en Castilla 


y León tras analizar los informes remitidos desde estas instituciones académicas 


para continuar impartiendo esos estudios infrasolicitados después de tres años 


en estudio. La Junta se comprometió a presentar en enero de 2020 ese informe 


incluyendo las medidas correspondientes”. 


Segundo.- Mediante Orden de 4 de diciembre de 2020, de la Consejera de 
Educación, se inadmitió a trámite la solicitud de información pública referida en el 
expositivo anterior. En el fundamento de derecho cuarto de esta Orden se señalaba lo 
siguiente: 


“La interesada presentó con fecha 22 de mayo de 2020 otra solicitud de acceso 


con n.° de identificador asociado 279/2020, en la cual formulaba idéntica 


pretensión en relación con el acceso al informe de situación elaborado por la 


Consejería de Educación sobre la viabilidad de los estudios universitarios con 


menos demanda en Castilla y León, que fue inadmitida mediante Orden de 26 de 


junio de 2020, de la Consejera de Educación, por concurrir la causa de 


inadmisión establecida en el artículo 18.1 a) de la Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, 


al referirse a una información que estaba en curso de elaboración o de 


publicación general, indicándole al respecto que la información solicitada 
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podría estar accesible previsiblemente a lo largo del primer trimestre del curso 


2020-21. 


No obstante ello, ante la situación generada por el COVID, las actuaciones 


llevadas a cabo con las universidades se han centrado, principalmente, en 


fomentar la coordinación con ellas para promover una adaptación rápida y 


eficaz de su modelo docente a las circunstancias originadas por la pandemia. En 


este contexto, se ha considerado secundario elevar el informe al que se alude en 


el denominado “mapa de titulaciones” en estos momentos. Por ello, y teniendo 


en cuenta que el informe ya ha sido redactado, se dará conocimiento de él a los 


miembros de la Comisión Académica del Consejo de Universidades de Castilla y 


León en el primer trimestre de 2021, de tal manera que cuando el proceso 


culmine se pondrá en conocimiento de la interesada”. 


Tercero.- Con fecha 22 de diciembre de 2020, tuvo entrada en la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D.ª XXX frente a la 
inadmisión a trámite de la solicitud de información pública indicada en el expositivo 
anterior. 


Cuarto.- Una vez recibida la citada reclamación, nos dirigimos a la Consejería 
de Educación poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase 
sobre la actuación impugnada. En esta petición se solicitó expresamente “una copia del 


informe cuya denegación se impugna, el cual «ya ha sido redactado» de acuerdo con lo 


señalado en el fundamento de derecho cuarto de la Orden que constituye el objeto de la 


presente reclamación”.  


Quinto.- Con fecha 24 de febrero de 2021, se recibió la respuesta a nuestra 
solicitud de informe, en la cual la Consejera de Fomento puso de manifiesto, entre otros 
extremos, lo siguiente: 


“Atendiendo a su petición, desde la Dirección General de Universidades e 


Investigación se informa que es un compromiso de la Consejería de Educación 


dar cumplimiento a lo que se indica en el tercer párrafo del fundamento de 


derecho cuarto de la Orden 4 de diciembre de 2020, de la Consejera de 


Educación, por la que se resuelve la solicitud de acceso a la información pública 


formulada por D.ª XXX, de que a lo largo de este primer trimestre del año 2021, 


la Comisión Académica del Consejo de Universidades de Castilla y León se 


reunirá para formular las aportaciones que consideren oportunas al borrador 


que les fue remitido a finales de diciembre del año 2020. Desde esta Dirección 


General se consideró conveniente trasladar el borrador de informe al Consejo 


de Universidades de Castilla y León como órgano colegiado de consulta y 


asesoramiento para la programación, ordenación y planificación universitaria 


de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 de la Ley de Universidades de 
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Castilla y León, para que pudieran realizar todas aquellas aportaciones, 


observaciones y sugerencias que consideraran convenientes con el objeto de 


mejorar su contenido. 


Por otra parte, al tratarse de un documento que no se considera finalizado, no 


es oportuno dar traslado del mismo hasta que no dispongamos de su redacción 


definitiva una vez que se hayan incorporado las aportaciones de las 


correspondientes universidades. Con posterioridad a ese momento, se facilitará 


el informe solicitado”. 


Sexto.- Con fecha 3 de mayo de 2021, se ha dado traslado a esta Comisión de 
una copia de la Orden de 22 de abril de 2021, en la cual se resolvió lo siguiente: 


“Primero.- Poner a disposición de D.ª XXX la información solicitada, 


considerándose estimadas las solicitudes de acceso a la información pública con 


n.° de identificación asociado 279/2020 y 517/2020, relativas al Informe sobre 


los planes de viabilidad de los estudios de grado presentados por las 


universidades públicas al amparo de lo establecido en el acuerdo entre las 


universidades públicas de la Comunidad de Castilla y León y la Consejería de 


Educación sobre la implantación de nuevas enseñanzas de grado y master en el 


periodo 2016-2019, que se acompaña a esta resolución”. 


En el antecedente de hecho cuarto de esta Orden se expone lo que a continuación 
se transcribe: 


“Con fecha 21 de abril de 2021, desde la Dirección General de Universidades e 


Investigación se da traslado del Informe sobre los planes de viabilidad de los 


estudios de grado presentados por las universidades públicas al amparo de lo 


establecido en el acuerdo entre las universidades públicas de la Comunidad de 


Castilla y León y la Consejería de Educación sobre la implantación de nuevas 


enseñanzas de grado y master en el periodo 2016-2019, una vez celebrado el 


Pleno del Consejo de Universidades de Castilla y León”. 


(el subrayado es nuestro) 


Esta Orden fue notificada electrónicamente con fecha 30 de abril de 2021. 
 
 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las 
personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 
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artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 
precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 
correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 
Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 
Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello, puesto que su autora es la misma persona que se dirigió, en su día, en solicitud 
de información a la Administración autonómica. 


Cuarto.- La reclamación fue interpuesta, dentro del plazo previsto para ello en el 
artículo 24.2 de la LTAIBG, frente a la Orden de 4 de diciembre de 2020, de la 
Consejera de Educación, por la que se inadmitió a trámite la solicitud de información 
pública presentada con fecha 4 de noviembre de 2020. Como se ha señalado en los 
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antecedentes, esta inadmisión se adoptó en aplicación de la causa recogida en el artículo 
18.1 a) de la LTAIBG (“información que esté en curso de elaboración o de publicación 
general”), al considerarse que el informe solicitado era, en aquella fecha, un documento 
no terminado. 


Con posterioridad, se ha adoptado la Orden de 22 de abril de 2021, a través de la 
cual, una vez finalizado el procedimiento de elaboración del informe en cuestión, se ha 
decidido poner este a disposición de la solicitante.  


Por tanto, se ha concedido la información pública solicitada, consistente en este 
caso en una copia del Informe de situación sobre los estudios de grado con una 
desproporcionada baja matrícula. 


Quinto.- Ahora bien, sin perjuicio de que haya tenido ya lugar el acceso al 
informe señalado por la reclamante, esta Comisión debe pronunciarse acerca de la 
regularidad de la Orden objeto de impugnación, o dicho en otros términos, sobre si en la 
fecha de la adopción de la citada Orden la inadmisión de la solicitud tenía amparo en lo 
dispuesto en la LTAIBG por concurrir la causa recogida en el artículo 18.1 a) de la 
LTAIBG. 


Al respecto, debemos indicar que esta Comisión de Transparencia ha señalado en 
varias de sus Resoluciones (entre otras, Resolución 40/2019, de 26 de febrero, expte. 
CT-0203/2018; Resolución 86/2020, de 3 de abril, expte. CT-24/2019; y Resolución 
202/2020, de 30 de octubre, expte. CT-0251/2018) que la aplicación de aquella causa de 
inadmisión exige que la información en cuestión se encuentre en trámite de elaborarse, 
con independencia de que el procedimiento del que forme parte haya finalizado o se 
encuentre en trámite. En un sentido análogo, el Consejo de Transparencia, Acceso a la 
Información Pública y Buen Gobierno de la Comunidad Valencia, en su Resolución de 
28 de octubre de 2016 (expte. núm. 18/2015) manifestó lo siguiente:  


“(…) esta causa debe entenderse aplicable a los supuestos en los que la 


información y especialmente el documento concretamente solicitado no exista 


como tal sino que deba elaborarse o esté en trámite de elaborarse. Es decir, la 


información o más bien documento solicitado no existe como tal por no contar 


con sus elementos o porque la información que debe integrar no se ha integrado 


definitivamente. Para aplicar esta causa de inadmisión el sujeto obligado tendrá 


que describir concretamente el estado de elaboración – o falta de elaboración – 


de la información solicitada. Además, tendrá que informar de cuánto tiempo 


puede restar para una elaboración completa que permitiera solicitar su acceso 


en el futuro sin que procediese la inadmisión. De igual modo, habrá que dar 


acceso a la información que sí que está ya elaborada bajo el régimen de acceso 


parcial”.  
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Poniendo en relación lo anterior con el supuesto planteado en la presente 
reclamación, cabe concluir que esta Comisión de Transparencia no puede considerar 
constatado que el informe solicitado se encontrase finalizado cuando se inadmitió a 
trámite su solicitud (si bien es cierto que la Consejería de Educación no nos proporcionó 
una copia de aquel documento en el momento en que no consideraba culminada su 
redacción). 


En este sentido, procede indicar que a la emisión del informe solicitado se refería 
el último inciso del punto 3 del Acuerdo, celebrado con fecha 27 de julio de 2016, entre 
las Universidades Públicas de la Comunidad de Castilla y León y la Consejería de 
Educación sobre la implantación de nuevas enseñanzas de grado y máster en el período 
2016-2019. Se señalaba en este inciso lo siguiente: 


“Antes del 31 de enero de 2020 la Consejería de Educación elaborará un 


Informe de situación sobre los estudios de grado con una desproporcionada baja 


matrícula y propondrá las medidas que corresponda”. 


Señala la Consejería de Educación en su informe que, en el momento en que fue 
inadmitida la solicitud de información presentada con fecha 4 de noviembre de 2020, 
aquel informe no se encontraba finalizado debido a que se estimaba oportuno trasladar 
un “borrador” para que el Consejo de Universidades de Castilla y León pudiera realizar 
“todas aquellas aportaciones, observaciones y sugerencias que consideraran 
convenientes con el objeto de mejorar su contenido”. Pues bien, a falta de una 
regulación específica del procedimiento de elaboración de este informe, nada cabe 
objetar a la participación ofrecida por la Consejería de Educación al Consejo de 
Universidades para contribuir a su redacción final y, por tanto, al hecho de que hasta 
que esta no tuviera lugar, no se considerara finalizada su elaboración. 


En consecuencia, concluimos que se encontraba amparada en la LTAIBG la 
inadmisión a trámite de la solicitud de una copia del citado informe impugnada ante esta 
Comisión de Transparencia, por no haber finalizado en aquel momento su elaboración. 


Sexto.- En definitiva, considerando que en la fecha en la que se adoptó la Orden 
impugnada ante esta Comisión de Transparencia no había finalizado aún la elaboración 
del Informe de situación sobre los estudios de grado con una desproporcionada baja 
matrícula, cuya emisión, antes del 31 de enero de 2020, había comprometido la 
Consejería de Educación en el Acuerdo celebrado con las Universidades Públicas de la 
Comunidad sobre la implantación de nuevas enseñanzas de grado y máster en el período 
2016-2019, se concluye que la inadmisión acordada en aquella Orden respondió a una 
correcta aplicación de la causa recogida en el artículo 18.1 a) de la LTAIBG. 


Por otra parte, una vez que finalizó la elaboración del citado informe, este ha 
sido puesto a disposición de la reclamante, desapareciendo, por tanto, el objeto de la 
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reclamación en el sentido de que aquella ha accedido a la información cuya denegación 
inicial motivó la impugnación.   


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 
de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la Orden de 4 de diciembre de 
2020, de la Consejera de Educación, por la que se inadmitió a trámite la solicitud de 
información pública presentada por D.ª XXX, por encontrarse en aquel momento en 
curso de elaboración el informe solicitado, y haber sido puesto a su disposición una vez 
finalizado este, desapareciendo el objeto de la reclamación inicial. 


Segundo.- Notificar esta Resolución a D.ª XXX, como autora de la reclamación, 
y a la Consejería de Educación de la Junta de Castilla y León. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


 
Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 


recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 
respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 251/2020, de 30 de diciembre, de la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León 


 
 


Asunto: expediente CT-303/2020 / reclamación frente a la Resolución de Acceso a 
la Información Pública adoptada por la Universidad de León con fecha 18 de mayo 
de 2020, en relación con los expedientes disciplinarios 14/2018-2019 y 15/2018-2019 


 
 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 23 de octubre de 2019, tuvo entrada en el Registro de la 
Universidad de León (en adelante, ULE) una solicitud de información pública dirigida 
por D. XXX a la citada Universidad. El objeto de esta petición se formuló en los 
siguientes términos:  


“Relación de pagos y costes de la tramitación completa de los expedientes 


disciplinarios 14/2018-2019 y 15/2018-2019”.  


Frente a la denegación presunta de esta solicitud se interpuso una reclamación en 
materia de derecho de acceso a la información pública ante esta Comisión de 
Transparencia (expediente CT-89/2020). 


Una vez iniciada la tramitación de esta reclamación, el Rector (e.f.) de la ULE 
adoptó, con fecha 18 de mayo de 2020, una Resolución en la que se estableció lo 
siguiente:  


“(…) conceder el acceso a la información solicitada en los términos recogidos 


en los anexos de la presente resolución, significando que no se incluyen los 


costes y pagos por abogados y procuradores en los juzgados derivados 


directamente de estos expedientes debido a que aún no han sido facturados por 


los profesionales intervinientes”.  


A dicha resolución se acompañaban los referidos anexos, donde se relacionaban 
32 pagos diferentes relacionados con cada uno de los expedientes disciplinarios 
señalados.  


A la vista de la concesión de la información señalada, esta Comisión de 
Transparencia adoptó la Resolución 139/2020, de 19 de junio, en la que se declaró la 
desaparición sobrevenida del objeto de reclamación al haber sido resuelta expresamente 
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la solicitud de información referida con anterioridad y concedida ésta a su autor. 


Segundo.- Con fecha 22 de mayo de 2020, el solicitante de la información  
dirigió un correo electrónico a la Secretaría General de la ULE en el cual se expresaba 
lo siguiente: 


“(…) no se ha recibido la información completa que se solicita y en concreto me 


falta al menos en el certificado la siguiente información solicitada y que la 


resolución reconoce como que tengo derecho a ella pero no viene, en realidad 


solo se ha contestado a uno de los puntos solicitados: 


Que los abogados y procuradores no hayan facturado los trabajos aún no quiere 


decir que la universidad no conozca sus costes, puesto que deberá haber 


acordado con ellos unas tarifas, además ya han pasado al menos dos abogados 


por este asunto, y se podrán facilitar los datos hasta la fecha y quedar 


pendientes de envío los datos pendientes de facturación. 


No se han certificado los gastos por el experto de la Universidad de Comillas. 


No se han certificado los costes de la preparación de los expedientes y de la 


información reservada, también solicitados.  


No se han incluido otros costes derivados y asociados a los expedientes. 


(...)”.  


Tercero.- Con fecha 11 de septiembre de 2020, tuvo entrada en esta Comisión de 
Transparencia una reclamación presentada por el antes identificado frente a la 
Resolución de la ULE de 18 de mayo de 2020, indicada en el expositivo primero.  


Los argumentos expuestos en el escrito de impugnación son reproducción de los 
enunciados en el correo electrónico enviado a la Secretaría General de la ULE con fecha 
22 de mayo de 2020. 
 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a 
todas las personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia 
Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de 
aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
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reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley establece que la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 
supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito 
territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En 
Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia, a quien corresponde la 
tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia 
de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.  


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En el artículo 2.1 e) de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, antes citada, se incluyen las 
universidades públicas dentro del sector público autonómico.  


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
planteada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello, puesto que su autor en quien se dirigió, en su día, en solicitud de información 
pública a la ULE. 


Cuarto.- El objeto de la reclamación que ahora se resuelve es la Resolución  
adoptada por el Rector (e.f.) de la ULE con fecha 18 de mayo de 2020. Es cierto que 
esta Resolución ya motivó el archivo del expediente de reclamación tramitado por esta 
Comisión con el número CT-89/2020, pero ahora procede pronunciarse acerca de los 
motivos de impugnación expuestos por el reclamante, primero en un correo electrónico 
dirigido a la Secretaría General de la ULE y después en un nuevo escrito de reclamación 
presentado ante Comisión en el mes de septiembre. 
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Estos motivos de impugnación son, fundamentalmente, dos: 


- no se ha incluido en la información proporcionada una estimación de los costes 
generados por la actuación de abogados y procuradores cuyo pago no ha tenido aún 
lugar. 


- no se incluyen otros posibles costes, como los derivados de los abonos 
económicos a un experto de la Universidad de Comillas o los correspondientes a la 
“preparación de los expedientes” y a “la información reservada”. 


En relación con el primero de los contenidos indicados, debemos poner de 
manifiesto que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la LTAIBG, por 
información pública se entiende “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su 


formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito 


de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de 


sus funciones”. 


En consecuencia, la información consistente en unos costes que aún no se han 
hecho efectivos debido a que no han sido abonados, no se ha generado todavía y no 
puede considerarse información pública en el sentido señalado en el precepto anterior. 
Por tanto, en el supuesto que aquí nos ocupa, los costes correspondientes a la 
intervención de abogados y procuradores constituyen una información pública que, en el 
momento en el que se adoptó la Resolución por la ULE, no se había generado, puesto 
que no habían tenido lugar los pagos a aquellos. En consecuencia, no es objetable lo 
decidido por la ULE en relación con este contenido concreto solicitado, lo cual debe 
entenderse sin perjuicio del derecho que asiste al reclamante a solicitar esta información 
cuando tales pagos se hayan hecho efectivos. 


Respecto al segundo de los contenidos antes expuestos (abonos económicos a un 
experto de la Universidad de Comillas o los correspondientes a la “preparación de los 
expedientes” y a “la información reservada”), la ULE al adoptar la Resolución que 
ahora se impugna relaciona de forma detallada toda una serie de costes (hasta 32 para 
cada uno de los expedientes disciplinarios), de diverso tipo, vinculados a los 
expedientes disciplinarios en cuestión.  


En consecuencia, a juicio de esta Comisión y salvo prueba en contrario, de lo 
resuelto por la ULE se debe presumir que en la citada relación se han incluido todos los 
costes económicos vinculados a los expedientes disciplinarios identificados por el 
solicitante, y que, en un sentido contrario, los no incluidos allí (como lo señalados por el 
reclamante en su escrito de impugnación) no han tenido lugar. 


En este sentido, como el solicitante pide expresamente información sobre tales 
costes, la ULE podría resolver su petición remitiéndose a la información ya 
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proporcionada, lo cual equivaldría a denegar por parte de la ULE, con todas sus 
consecuencias, que aquellos costes concretos hayan existido o se hayan producido. 


 
En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 


de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
 


RESUELVE 


Primero.- Inadmitir a trámite la reclamación frente a Resolución de la ULE de 
18 de mayo de 2020, presentada por D. XXX. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación. 


Tercera.- Una vez realizada la notificación señalada, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


 
Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 


recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 
respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 150/2020, de 29 de julio, de la Comisión de Transparencia 
de Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-151/2019 / reclamación frente a la denegación de una 
solicitud de información pública presentada por D. XXX ante la Universidad de 
León 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 25 de febrero de 2019, tuvo registro de entrada en la 
Universidad de León una solicitud de información pública dirigida por D. XXX a esta 
Universidad pública. El contenido de la solicitud era del siguiente tenor: 


“En concreto solicito que se me facilite el listado de cargos de libre designación 
existentes actualmente en la ULE, con indicación del nombre de la persona que 
ocupa el cargo y qué cargo desempeña. 


También que se indique el coste que tiene para la ULE dicho cargo incluyendo 
todos los costes”. 


La solicitud indicada fue respondida, aunque sin adaptarse a la fórmula de 
resolución, en virtud del escrito del Rector de la Universidad de León de fecha 4 de 
abril de 2019. Dicho escrito ponía de manifiesto lo siguiente: 


“En contestación a su solicitud de derecho de acceso a la información pública 
con fecha de registro de entrada 25 de febrero de 2019, en concreto «listado de 
cargos de libre designación existentes actualmente en la ULE, con indicación del 
nombre de la persona que ocupa el cargo», se adjunta anexo el listado, 
indicándole que todos los nombramientos de estos cargos están informados en 
los correspondientes Consejos de Gobierno, cuyas actas se encuentran 
disponibles, desde mayo de 2016 a la actualidad, 
(https://www.unileon.es/universidad/organos-colegiados/consejo-de-
gobierno/actas). 


Por otra parte, los costes que tienen para la ULE dichos cargos puede 
consultarlos en las tablas salariales disponibles en el siguiente enlace 
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https://www.unileon.es/personal/retribuciones-y-seguridad-
social/retribuciones/tablas-retributivas ". 


Junto con este escrito, efectivamente, se facilitó un Anexo con un listado de 
cargos que incluye 9 Vicerrectores, un/a Secretario/a y un/a Vicesecretario/a, un/a 
Director/a del Servicio de Inspección, un/a Director/a del Hospital Clínico Veterinario y 
19 Directores de Área, sin especificarse los nombres de las personas que ocupan dichos 
cargos. 


Segundo.- Con fecha 17 de mayo de 2019, tuvo entrada en la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D. XXX frente a la 
parcial denegación expresa de la solicitud de información pública indicada en el 
expositivo anterior. 


Tercero.- Una vez recibida esta reclamación, nos dirigimos a la Universidad de 
León poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre la 
actuación que había dado lugar a la citada impugnación.  


Consta la recepción de esta petición por la Universidad de León con fecha 21 de 
junio de 2019, a través de la firma del aviso de recibo certificado de la misma.  


Sin embargo, el informe solicitado no ha sido recibido en esta Comisión de 
Transparencia. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80.3 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, se prosiguen las actuaciones y se procede a adoptar la 
presente Resolución.  


Sin perjuicio de ello, lamentamos que nos veamos obligados a resolver esta 
reclamación sin conocer el criterio de la Universidad de León, quien, sin duda, podría 
aportar elementos de juicio relevantes para decidir acerca del supuesto aquí planteado. 
Esta falta de respuesta, además, supone un incumplimiento de la colaboración debida al 
Comisionado de Transparencia, en cuanto Presidente de esta Comisión, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y 
Participación Ciudadana de Castilla y León. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a 
todas las personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia 
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Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de 
aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (en adelante, CTBG), 
con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la LTAIBG establece que la 
resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 
supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito 
territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En 
Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 
tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia 
de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante, LPAC). 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por D. XXX, quien se encuentra 
legitimado para ello puesto que fue quien presentó la solicitud de información pública 
que dio lugar a la impugnación. 


Cuarto.- La reclamación frente a una resolución expresa en materia de acceso a 
la información pública debe presentarse ante esta Comisión de Transparencia antes del 
transcurso del plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la notificación del acto 
impugnado (artículo 24.2 de la LTAIBG). En este caso concreto, la reclamación tuvo 
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lugar el día 17 de mayo de 2019, y se formuló contra una denegación expresa de fecha 4 
de abril de 2019 (por tanto, fuera del plazo del mes indicado). 


Ahora bien, puesto que esta comunicación no reviste la forma de resolución ni 
contiene la expresión de los recursos que procedían frente a ella (inclusión hecha de la 
posibilidad de interponer la presente reclamación en materia de derecho de acceso a la 
información pública ante esta Comisión de Transparencia), resulta de aplicación lo 
dispuesto en el artículo 40.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, respecto a los efectos de las 
notificaciones defectuosas. 


Por tanto, debido a la notificación defectuosa de la respuesta expresa señalada, 
esta solo surtió efecto a partir de la presentación de la reclamación que ahora se 
resuelve. En consecuencia, no se puede considerar que esta reclamación haya sido 
presentada de forma intempestiva. 


Quinto.- Con relación al fondo de la actuación administrativa impugnada, 
debemos considerar que la información solicitada por D. XXX tiene el carácter de 
información pública conforme a lo previsto en el artículo 13 de la LTAIBG, según el 
cual: 


“Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera 
que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 
incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 
adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. 


Concretamente, respecto al dato relativo al “listado cargos de libre designación 
actualmente en la ULE, con indicación del nombre de la persona que ocupa el cargo y 
qué cargo desempeña”, el reclamante ha obtenido dicho listado a través de un Anexo 
adjunto al escrito que le fue remitido por el Rector de la Universidad de fecha 4 de abril 
de 2019. 


En cuanto a la identificación de las personas que ocupan cada cargo, el mismo 
escrito del Rector de la Universidad se remite a las actas del Consejo de Gobierno de la 
Universidad, a las que se podría acceder a través de un enlace de Internet proporcionado 
al efecto en dicho escrito. Sin embargo, comprobado el enlace facilitado, a través del 
mismo se exige autenticación de quien pretenda acceder a la información, por lo que 
esta únicamente es accesible para los usuarios que disponen de la oportuna contraseña. 


No obstante, a través de la página web de la Universidad de León se pueden 
identificar todos los cargos de libre designación listados. En efecto, siguiendo los 
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apartados “Inicio”- “Universidad” - “Equipo de Dirección”1, podemos conocer quienes 
están en posesión de los cargos de Rector, de Vicerrector/a de los distintos 
Vicerrectorados, de Secretaria General y de Vicesecretaria General de la Universidad. 


Por otro lado, en la misma página Web de la Universidad de León, siguiendo la 
pauta de “Inicio” - “Universidad” - “Consejo de Dirección” - “Vicerrectorados”2, 
también se accede a los nombres de las personas que ocupan los cargos de Director/a de 
las distintas Áreas, adscritos a los correspondientes Vicerrectorados. 


En cuanto al Director del Servicio de Inspección, el acceso se obtiene siguiendo 
los apartados de “Inicio” - “Universidad” - “Otros órganos universitarios”- “Servicio de 
Inspección”3. 


Únicamente en el caso del Director del Hospital Clínico Veterinario no existe, o 
no se ha podido constatar, un acceso similar a los ya indicados que permita conocer la 
persona que ostenta el cargo de manera análoga al resto de los cargos por los que se ha 
solicitado información, y cuyo tratamiento debería ser igual al de estos en cuanto al 
carácter público que ostentan todos ellos. 


Con todo, el artículo 22.3 de la LTAIBG establece que “Si la información ya ha 
sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo acceder a 
ella”. 


Por lo expuesto, la Universidad de León, con el fin de satisfacer la solicitud de 
información pública que nos ocupa, habría de indicar al solicitante las personas que 
ocupan los cargos públicos de la lista confeccionada, bien de forma directa, bien 
indicando al solicitante la forma de identificar a dichas personas a través de la página 
web de la Universidad de León. En este último sentido, se debe tener en cuenta lo 
señalado en el Criterio Interpretativo CI/009/2015, de 12 de noviembre, del CTBG, 
respecto a la forma de indicar al solicitante el lugar donde se encuentra publicada la 
información: 


“(…) En ningún caso será suficiente únicamente la remisión genérica al portal o 
a la sede o página web correspondiente. Es necesario que se concrete la 
respuesta. Ésta podrá redireccionarle a la información de publicidad activa 
siempre que, tal información satisfaga totalmente la información solicitada pero 
deberá señalar expresamente el link que accede a la información y, dentro de 
este, los epígrafes, capítulos, datos e informaciones exactas que se refieran a lo 
solicitado, siendo requisito, que la remisión sea precisa y concreta y lleve, de 


                                                      


1https://www.unileon.es/universidad/consejo-de-direccion   
2 https://www.unileon.es/universidad/consejo-de-direccion/vicerrectorados  


3 https://www.unileon.es/universidad/otros-organos-universitarios/servicio-de-inspeccion/personal  
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forma inequívoca, rápida y directa a la información sin necesidad de requisitos 
previos, ni de sucesivas búsquedas”. 


Por lo que respecta a las retribuciones de los cargos de libre designación de la 
Universidad de León, lo que habría que identificar con “el coste que tiene para la ULE 
dicho cargo”, se ha remitido al solicitante a las tablas salariales disponibles igualmente 
en la página web de la Universidad de León mediante la indicación del enlace 
correspondiente4. 


Y, en efecto, a través de dicho enlace, se puede acceder a las retribuciones 
íntegras actuales del Personal Docente Universitario del año 2020, por lo que en este 
punto debe entenderse que la solicitud de información pública ha sido satisfecha. 


Sexto.- En cuanto a la formalización del acceso a la información solicitada, el 
artículo 22.1 de la LTAIBG dispone lo siguiente: 


“El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, 
salvo cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro 
medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la 
resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez 
días”. 


A los efectos que aquí interesan, el solicitante ha ofrecido tanto una dirección de 
correo postal como otra de correo electrónico. Por tanto, estimamos que la dirección de 
correo electrónica es la forma en que debe hacerse llegar la información al solicitante. 


 
 En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 


de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
 
 
RESUELVE 


Primero.- Estimar parcialmente la reclamación frente a la denegación de una 
solicitud de información pública presentada por D. XXX ante la Universidad de León. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, procede facilitar al 
reclamante la siguiente información: 


La identificación de las personas que ocupan los cargos de libre designación 
existentes actualmente en la Universidad de León, bien directamente, bien indicando la 


                                                      


4https://www.unileon.es/personal/retribuciones-y-seguridad-social/retribuciones/tablas-retributivas  
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forma de llegar a dicha identificación a través de los correspondientes enlaces de la 
página web de la Universidad de León. 


Tercero.- Notificar esta Resolución a D. XXX, como autor de la reclamación, y 
a la Universidad de León frente a la que fue dirigida la reclamación. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. Frente a la misma, que pone fin a la vía 
administrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo de León que por turno corresponda en el plazo de dos 
meses a contar desde el día siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 8.3 y 46.1, respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 138/2020, de 19 de junio, de la Comisión de Transparencia 
de Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-321/2019 / reclamación frente a la denegación de una 
solicitud de información pública presentada por D. XXX, en representación de la 
mercantil XXX, ante el Instituto de Investigación de la Viña y el Vino de la 
Universidad de León  


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 26 de agosto de 2019, tuvo registro de entrada en la 
Universidad de León (en adelante, ULE) una solicitud de información pública dirigida 
por el Sr. XXX, en representación de la mercantil XXX, al Instituto de Investigación de 
la Viña y el Vino de la ULE. En el “solicito”de esta petición se exponía lo siguiente: 


“1.- Que se certifique por el Director del Instituto de la Viña y el Vino si la 


empresa XXX, tiene autorización por parte de ese Instituto para utilizar sus 


instalaciones, instrumental y equipos para las tareas de certificación del lúpulo, 


indicando en caso afirmativo, fecha de inicio de la autorización, qué equipos e 


instrumental puede utilizar con su identificación, horarios, a los que se puede 


acceder por la empresa XXX a las instalaciones del Instituto y si existe un 


contrato registrado regulando esa actividad. 


    2.- Que se certifique por el Director del Instituto de la Viña y el Vino si dicho 


Instituto ha cedido a la empresa XXX. personal investigador de la ULE 


perteneciente a dicho Instituto para la realización de ensayos y/o tareas de 


certificación indicando en tal caso la modalidad de contrato/acuerdo bajo la que 


se ha realizado la cesión de dicho personal junto con las personas que han 


participado en el proceso de certificación del lúpulo. 


   3.- En caso de desconocimiento de esta situación, se solicita al Director de 


dicho Instituto que emita un informe en el que certifique que XXX no tiene 


autorización por parte de ese Instituto de la Viña y el Vino para utilizar sus 


instalaciones, equipo instrumental y que de estar realizándose dicha actividad es 


ajena a la autorización por esa Dirección del Instituto de la Viña y el Vino”. 


Segundo.- Con fecha 29 de noviembre de 2019, tuvo entrada en la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D. XXX, en la 
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representación invocada, frente a la denegación presunta de la solicitud de información 
pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Una vez recibida esta reclamación, nos dirigimos a la ULE poniendo 
de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre la presunta ausencia 
de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una 
copia de la solicitud de información pública no contestada y de la reclamación 
presentada. 


Cuarto.- Con fecha 19 de mayo de 2020, se recibió la respuesta a nuestra 
solicitud de informe, en la cual se pone de manifiesto la Resolución de fecha 18 de 
mayo de 2020, por la que acordaba estimar la pretensión del solicitante en los términos 
recogidos en el Informe del Vicerrector de Investigación de la ULE.  


 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a 
todas las personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos 
previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia 
Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de 
aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 
Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 
Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
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administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello puesto que se trata del solicitante de acceso a la información.  


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación 
presunta de la solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su 
tramitación se ha producido la resolución expresa de aquella solicitud a través de la 
Resolución del Rector en funciones de fecha 18 de mayo de 2020, que contenía un 
informe del Vicerrector de Investigación de la Universidad de León, el cual, a su vez, 
recogía la información pública solicitada. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública 
solicitada. 


Quinto.- Es cierto que en este caso se ha superado el plazo establecido para la 
resolución expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del 
silencio administrativo es negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera 
producido el mismo no eximía del cumplimiento de la obligación de dictar resolución 
expresa. Así mismo, las reglas generales aplicables al procedimiento administrativo 
determinaban que la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptara 
por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas). En consecuencia, nada cabe objetar al contenido de la 
decisión adoptada de forma extemporánea, más allá de la crítica de la superación del 
plazo de un mes previsto en la normativa. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud 
de información pública presentada haciendo efectivo el derecho de la solicitante a 
acceder a la información pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la 
reclamación inicial y, por este motivo, procede desestimar la misma. 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 
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de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 
RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una 
solicitud de información pública presentada por D. XXX, en representación de la 
mercantil XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha proporcionado la 
información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al representante de la mercantil autora de la 
reclamación y a la Universidad de León. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 
recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 
respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 37/2020, de 7 de abril, de la Comisión de Transparencia de 
Castilla y León 


  


Asunto: expediente CT-279/2019/ reclamación frente a la denegación de una 
solicitud de información pública presentada por XXX ante la Universidad de León 
(Rectorado). 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 1 de julio de 2019, tuvo registro de entrada en  el Registro 
de la Universidad de León (Rectorado) una solicitud de información pública dirigida por 
XXX a la citada Universidad. En el "solicito" de esta petición  se exponía lo siguiente: 


"Se solicita relación de pagos a medios de comunicación de los últimos 4 años, 


desglosado por cada medio de comunicación, e incluyendo prensa escrita, televisión, 


internet, y otros, así como pagos a periodistas de existir. 


Se solicitan los datos de coste de los convenios de cualquier tipo que existan con 


medios de comunicación, datos de los 4 últimos años. 


Además se solicita el gasto total en publicidad en cada anualidad de las 4 


últimas (sic).". 


Hasta la fecha, la solicitud indicada no ha sido resuelta expresamente.  


Segundo.- Con fecha 22/10/2019, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia 
de Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la denegación 
presunta de la solicitud de información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de 
León   (Rectorado)  poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que 
nos informase sobre la  presunta ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada 
reclamación.  


Con fecha 7 de febrero de 2020, se recibió la contestación de la Universidad de 
León, firmada por su Secretaria General  a nuestra solicitud de informe donde se hacía 
constar expresamente: 


 “No existen pagos a periodistas, y respecto a la petición de información sobre 


pagos a medios de comunicación de los últimos 4 años, desglosada por cada medio de 


comunicación, no se admite ya que requiere de una acción previa de reelaboración, 
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conforme establece el artículo 18.1.c) de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


En cuanto al gasto de publicidad, se remite al solicitante al Portal de 


Transparencia de la Universidad de León, donde figura la información requerida por el 


Comisionado de Transparencia de Castilla y León (año 2018): 


http://transparencia.unileon.es/index.php/homepage/informacion-economica/estados-


financieros.” 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el 
derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. 
b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto 
que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la correspondiente 
normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 
Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 
Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
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constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello puesto que se trata del solicitante de acceso a la información pública. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo establecido para 
ello 24.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


Quinto.- Comenzando con el análisis materia de la actuación administrativa 
impugnada,   conviene recordar que la LTAIBG, conforme se desprende de su 
preámbulo, tiene por objeto “ampliar y reforzar la transparencia de la actividad 


pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la información relativa a aquella 


actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los 


responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento”.  
 En similares términos, la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y 
Participación Ciudadana de Castilla y León, recoge en su Exposición de Motivos el 
siguiente razonamiento: “La transparencia de la actuación de los poderes públicos al 


permitir el acceso de la ciudadanía a las fuentes de información administrativa, frente a 


la idea de secreto y reserva, refuerza el carácter democrático de las Administraciones 


Públicas, que quedan sujetas al control ciudadano. El conocimiento de la actuación de 


los poderes públicos, de sus objetivos, motivaciones, resultados y valoración permite a 


la ciudadanía formarse una opinión crítica y fundada sobre el estado de la sociedad y 


sobre las autoridades públicas, favorece su participación en los asuntos públicos y 


fomenta la responsabilidad de las autoridades públicas”.  


 Asimismo, como premisa básica, procede señalar que el art. 12 LTAIBG 
reconoce el derecho de todas las personas a acceder a la información pública de acuerdo 
con la definición de este concepto que se realiza en el artículo 13 de la misma Ley. Este 
precepto define la información pública como: “los contenidos o documentos, cualquiera 


que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en 


el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 


ejercicio de sus funciones”.  


 Sobre la cuestión de los pagos a las empresas del sector de la comunicación, 
hemos tenido ocasión de pronunciarnos en resoluciones anteriores. Así por ejemplo en 
la Resolución 164/2019, de 30 de octubre. En ella indicábamos que “a juicio de esta 


Comisión de Transparencia, la documentación solicitada puede ser calificada como 


“información pública” en los términos señalados en el citado artículo 13 de la LTAIBG 


en la medida en que la misma se circunscriba a contenidos o documentos, cualquiera 


que sea su formato o soporte, en los que se concreten estas cuestiones; sin perjuicio, en 


todo caso, de la necesaria ponderación que deba efectuar la empresa municipal en 


relación con la posible aplicación a alguno de estos contenidos de los límites al derecho 


de acceso que establecen los artículos 14 y 15 de la LTAIBG o, en su caso, de alguna de 


las causas de inadmisión dispuestas por su artículo 18.”  
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 Respecto del concepto de “reelaboración” nos pronunciaremos más adelante. 


 Sexto.- En cuanto al deber de resolver de la Universidad de León, nos vemos en 
la necesidad de indicar que no es a esta Comisión a quien debe remitirse la información, 
sino al solicitante de la misma que es quien ejercita su derecho de acceso. 


 En este sentido y si la información no existe, como parece que ocurre con los 
pagos a periodistas, así debe hacerse constar en una Resolución al efecto. Con carácter 
general, una resolución como la señalada, en la cual se comunique a un ciudadano que 
una determinada información solicitada por este no existe o no se encuentra localizable, 
responde expresamente a la petición realizada por aquel, lo cual no quiere decir que de 
la inexistencia o imposibilidad de localización de la información de que se trate no se 
puedan derivar otro tipo de acciones ajenas al derecho de acceso a la información 
pública. En todo caso, también la satisfacción de este derecho en estos casos puede 
constituir el presupuesto del ejercicio de otros derechos por parte del ciudadano.  


 A tal efecto esta Comisión ha expresado en varias de sus resoluciones (entre 
otras, Resolución 190/2018, de 16 de octubre, expediente CT-0167/2017; Resolución 
197/2018, de 22 de octubre, expediente CT-0191/2017; o, en fin, Resolución 1/2019, de 
11 de enero, expediente CT-0015/2018), que en el caso de que la información pública 
solicitada por un ciudadano no exista, la satisfacción del derecho de acceso a la 
información pública de éste exige que su petición sea resuelta expresamente 
manifestando de forma explícita tal circunstancia. 


 En segundo lugar y respecto de la inadmisión por concurrir la causa del 
artículo 18.1.c),  no basta con la mera referencia a la causa de inadmisión, sino que es 
necesario la emisión de una resolución expresa y motivada sobre tal cuestión.  


 Más en concreto, respecto a la posible aplicación a este caso de la causa de 
inadmisión de las solicitudes de información pública recogida en el artículo 18.1 c) de la 
LTAIBG, procede señalar que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Supremo, en su Sentencia núm. 1547/2017, de 16 de octubre de 2017, señaló lo 
siguiente en su fundamento jurídico cuarto:  


 “Cualquier pronunciamiento sobre las «causas de inadmisión» que se enumeran 


en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, y, en particular, sobre la prevista 


en el apartado 1.c/ de dicho artículo (que se refiere a solicitudes «relativas a 


información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración») 


debe tomar como premisa la formulación amplia y expansiva con la que aparece 


configurado el derecho de acceso a la información en la Ley 19/2013.  


 Resultan por ello enteramente acertadas las consideraciones que se exponen en 


el fundamento jurídico tercero de la sentencia del Juzgado Central no 6 cuando señala: 


que en la Ley 19/2013 queda reconocido el derecho de acceso a la información pública 


como un auténtico derecho público subjetivo, al establecer que «Todas las personas 


tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 


artículo 105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley» (artículo 12); 


que la Exposición de Motivos de la Ley configura de forma amplia ese derecho de 


acceso a la información pública, del que son titulares todas las personas, y que podrá 


ejercerse sin necesidad de motivar la solicitud; que este derecho solamente se verá 


limitado en aquellos casos en que así sea necesario por la propia naturaleza de la 
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información -derivado de lo dispuesto en la Constitución Española- o por su entrada en 


conflicto con otros intereses protegidos; y, en fin, que, en todo caso, los límites previstos 


se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se salvaguarda con el límite) 


y de interés público en la divulgación (que en el caso concreto no prevalezca el interés 


público en la divulgación de la información) y de forma proporcionada y limitada por 


su objeto y finalidad.  


 Esa formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del 


derecho de acceso a la información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no 


restrictiva, tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de 


la Ley 19/2013 como las causas de inadmisión de solicitudes de información que 


aparecen enumeradas en el artículo 18.1”.  


 En el mismo fundamento jurídico el Tribunal Supremo señala acerca de la causa 
de inadmisión relativa a la acción de reelaboración lo siguiente:  


 “(...) Pues bien, una vez más compartimos el parecer del Juzgado Central no 6 


cuando señala en su sentencia (F.J. 3º) que la Corporación RTVE «... no ha justificado 


que el suministro de la información solicitada exija una labor previa de reelaboración, 


pues aparte de sus alegaciones ninguna otra prueba se allega que soporte su posición». 


Y añade el Juzgado Central que «...La información que se solicita ha de encontrarse en 


los documentos contables y presupuestarios de la entidad, y no se aprecia que para su 


suministro exija de una labor previa de reelaboración específica o someter a un 


tratamiento previo de la información con que se cuenta para obtener algo diferente de 


lo que se tiene, más allá de constatar las distintas partidas en que se contengan los 


datos de los gastos efectuados para participar en el festival de Eurovisión 2015, y en su 


caso la mera adición de las mismas».  


 Dicho de otro modo; nada indica que el tipo de información que se solicitaba 


requiriese algún tipo reelaboración salvo, en su caso, la mera suma de las diversas 


partidas de gastos; y, en todo caso, la parte recurrente no ha aportado prueba o 


justificación alguna de que resultase necesario ese tratamiento previo o reelaboración 


de la información”.  


 En relación con esta causa de inadmisión, el CTBG en su Criterio Interpretativo 
CI/007/2015, de 12 de noviembre, emitido por la Presidencia del Consejo al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 38.2 a) de la LTAIBG, ha manifestado lo siguiente:  


 “En cuanto al concepto de reelaboración, debe entenderse desde el punto de 


vista literal que reelaborar es, según define la Real Academia de la Lengua: «volver a 


elaborar algo». Es esta circunstancia la que es exigible para entender que estamos ante 


un supuesto de reelaboración.  


 Si por reelaboración se aceptara la mera agregación o suma de datos, o el 


mínimo tratamiento de los mismos, el derecho de acceso a la información se convertirá 


en derecho al dato o a la documentación, que no es lo que sanciona el artículo 12 al 


definir el derecho como derecho a la información”.  


 Por tanto, de acuerdo con la interpretación señalada del concepto 
“reelaboración”, que viene manteniendo también esta Comisión de Transparencia de 
Castilla y León en numerosas Resoluciones (entre otras, Resolución 122/2017, de 3 de 
noviembre, expediente de reclamación CT-0089/2017; Resolución 225/2018, de 28 de 
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diciembre, expediente CT- 0158/2018; o, en fin, Resolución 112/2019, de 7 de junio, 
expediente CT-262/2018), no parece en puridad que la remisión de los pagos 
desglosados por medio de comunicación pueda entenderse que requiere reelaboración, 
pero si así fuera, esta circunstancia ha de ponerse de manifiesto de forma motivada en 
una resolución al efecto que debería notificarse al solicitante de acceso a la información. 


 Por último y respecto de la remisión a la web de la transparencia de la 
Universidad de León a fin de conocer el gasto de publicidad, hemos de reseñar que si 
bien respecto del fondo del asunto, es decir mediante la indicación al solicitante de la 
vía para acceder a la publicación de la información pedida, estimamos adecuadamente 
cumplida la obligación impuesta por la normativa de transparencia. Sin embargo, no es 
a esta Comisión a quien debe remitirse la información sino como venimos indicando 
reiteradamente en esta Resolución, al solicitante de acceso. 


 Séptimo.- La formalización del acceso a la información señalada debe llevarse a 
cabo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 de la LTAIBG. En el primer 
apartado de este precepto se señala lo siguiente: “El acceso a la información se 


realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el 


solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso 


en el momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, 


en un plazo no superior a diez días”.  


 En el escrito de solicitud, el interesado marcó las dos casillas (acceso por correo 
electrónico y por correo postal), así pues parece que no opta por ninguna de las 
modalidades. Por consiguiente estimamos que ha de darse preferencia a la vía 
electrónica en cumplimiento del trascrito artículo 22 de la LTAIBG.  


 En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 
de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de 
información pública presentada por XXX ante la Universidad de León (Rectorado). 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución ha de emitirse resolución 
expresa y motivada concediendo acceso a la información solicitada en caso de existir, y 
en caso de inexistencia de la misma (como el pago a periodistas) haciendo constar esta 
circunstancia. Asimismo y si efectivamente se considera por parte de ese Rectorado que 
concurre alguna causa de inadmisión (concretamente la necesidad de reelaboración), 
que se emita resolución motivada a tal efecto con indicación de esta circunstancia. 


Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad 
de León (Rectorado). 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
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carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. Frente a la misma, que pone fin a la vía 
administrativa, cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo de León que por turno corresponda en el plazo de dos 
meses a contar desde el día siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 8.3 y 46.1, respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 24/2020, de 12 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 
 
Asunto: expediente CT-0249/2018 / reclamación frente a la denegación de dos solicitudes 


de información pública presentadas por D. XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 27 de septiembre de 2017, tuvo entrada en el Registro de la 


Universidad de Burgos (en adelante, UBU) una solicitud de información pública dirigida por 


D. XXX al Gerente de la citada Universidad. En el “solicito” de esta petición se exponía lo 


siguiente: 


“(…) SOLICITO:  


Información bastante sobre los CONVENIOS y/o CONTRATOS, firmados entre la 


Universidad y D. XXX (…).  


Todos los informes con valor jurídico-administrativo o comunicaciones que 


conformaron e informaron el expediente de los CONVENIOS y/o CONTRATOS 


firmados entre la Universidad y D. XXX (…). 


Copia de las facturas emitidas por D. XXX (…) y pagadas por la Universidad de 


Burgos”. 


Con fecha 20 de agosto de 2018, tuvo entrada en el mismo Registro una segunda 


solicitud de información presentada por el antes identificado y con el mismo destinatario, 


cuyo objeto se exponía en los siguientes términos: 


“(…) SOLICITO:  


Copia de las facturas emitidas por la empresa XXX en relación a las obras y servicios 


realizados para la Universidad de Burgos, durante el año 2017”. 


Segundo.- Con fecha 13 de noviembre de 2018, tuvo entrada en la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D. XXX, frente a la 
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denegación presunta de las dos solicitudes de información pública indicadas en el expositivo 


anterior. 


Tercero.- Una vez recibida esta reclamación, nos dirigimos a la UBU poniendo de 


manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre la presunta ausencia de 


respuesta que había dado lugar a aquella.  


Con fecha 13 de diciembre de 2018, se recibió la contestación de la UBU a nuestra 


petición de informe, en la cual se señalaba que las solicitudes presentadas por D. XXX, con 


fechas de registro de entrada de 27 de septiembre de 2017 y 20 de agosto de 2018, habían sido 


contestadas por parte de la citada Universidad de Burgos mediante sendos escritos registrados 


de salida el día 4 de diciembre de 2018. Obra una copia de ambas contestaciones en esta 


Comisión. 


En la proporcionada a la petición de información presentada con fecha 27 de 


septiembre de 2017, relativa a las relaciones contractuales y económicas de la UBU con D. 


XXX, su Gerente resolvió lo siguiente: 


“Inadmitir su solicitud, en cuanto que, como se ha expuesto, las labores destinadas a 


la tramitación de la información solicitada generarían un uso desproporcionado de 


los recursos personales, pues exige a la Universidad un trabajo de reelaboración 


inasumible, que paralizaría su gestión.  


Por otra parte, esta Gerencia, entiende que la solicitud es abusiva y no justificada con 


la finalidad de la Ley de transparencia.  


Al respecto, se propone que utilice la información disponible en el Portal de 


transparencia de la Universidad de Burgos, que se encuentra accesible en la siguiente 


dirección: https://www.ubu.es/gerencia/informacion-economica/contratos-menores”. 


En la argumentación de esta decisión se expuso lo siguiente: 


“- La información que solicita supone un volumen elevado de trabajo para los 


servicios de gestión económica y contabilidad de la Universidad de Burgos pues 


obligaría a una carga de trabajo y un proceso de obtención de la información, 


ejecución de copias y despersonalización de las mismas que no resulta viable para la 


Universidad de Burgos, que afectaría notablemente a la actuación ordinaria de dichos 
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servicios paralizando su gestión.  


- Que la información que solicita se encuentra extractada en sus aspectos más 


relevantes en el Portal de Transparencia de la Universidad de Burgos, desde el 


ejercicio 2014. (apartado de contratos menores)”.  


Por su parte, la solicitud presentada con fecha 20 de agosto de 2018, relativa a unas 


facturas emitidas por la empresa XXX con motivo de obras y servicios realizados por la UBU 


en 2017, fue resuelta expresamente en los siguientes términos: 


“- Que la información que solicita en lo relativo a los contratos menores, se encuentra 


publicada, en sus aspectos más relevantes, en el Portal de Transparencia de la 


Universidad de Burgos.  


- Asimismo, por lo que se refiere al expediente XPS 0013/2017, se acompaña copia de 


las facturas emitidas por la empresa XXX durante el año 2017.  


Por lo expuesto, esta Gerencia, atendiendo a lo establecido en el artículo 23.3 de la 


Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 


buen gobierno, que indica que: «3. Si la información ya ha sido publicada, la 


resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede acceder a ella», expone 


que la información relativa a los contratos menores relativos a la empresa XXX. 


durante el año 2017 se encuentra publicada en el portal de transparencia de la 


Universidad de Burgos, en concreto en la siguiente dirección:  


https://www.ubu.es/gerencia/informacion-economica/contratos-menores”.  


Se ha proporcionado también a esta Comisión una copia de las dos facturas que se 


remitieron al solicitante de la información. 


En ambas resoluciones se indicaba al reclamante la posibilidad de interponer frente a 


las mismas, además del correspondiente recurso judicial, una reclamación ante esta Comisión 


de Transparencia. 


Cuarto.- Con posterioridad a la emisión por la Universidad de Burgos de las 


comunicaciones señaladas, el reclamante se dirigió de nuevo a esta Comisión presentando un 


escrito de reclamación en el que se refería a, entre otras solicitudes de información, las dos 


que se encuentran en el origen de la presente reclamación. 
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Así, respecto a la solicitud presentada con fecha 27 de septiembre de 2017 y a la 


resolución de esta obtenida con posterioridad a la formulación de la presente reclamación, el 


antes identificado manifestó su oposición a la argumentación utilizada por la Universidad para 


su denegación, señalando que la información ya se había pedido el 27 de septiembre de 2017, 


con lo cual, la UBU, según su criterio, había tenido tiempo suficiente para entregar la 


documentación pedida.  


Por su parte, respecto a su petición de fecha 4 de diciembre de 2018 y a su resolución 


expresa posterior, el reclamante expuso lo siguiente: 


“Consideramos que esta justificación se encuentra fuera de lugar ya que la UBU es 


consciente de que la información alojada en una página Web no se puede considerar 


información fidedigna, ya que esta información puede ser modificada por la UBU 


cuando lo estime necesario (…). 


Además, hemos revisado la información alojada en Internet y solo pedimos copia de 


las facturas que presentan alguna contradicción, a nuestra opinión, con la normativa 


legal vigente. Y la UBU solo entrega dos facturas que no se encuentran en el apartado 


de contratos menores, cuando sabemos que hay bastantes más facturas emitidas por la 


empresa. XXX., a la UBU”.  


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a todas las 


personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 


artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 


precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 


correspondiente normativa autonómica.  


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 


presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación 


ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (en adelante, CTBG), con carácter 


potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 
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Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 


corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 


Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en 


su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 


En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 


tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de 


recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 


4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la 


Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con 


carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten 


contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública 


dictadas por los organismos y entidades del sector público autonómico relacionadas en el 


artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 


Comunidad de Castilla y León (entre las que se incluyen en su letra e) a las Universidades 


públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 


exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las Entidades 


Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes 


identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para 


ello, puesto que su autor es la misma persona que se dirigió, en su día, en solicitud de 


información a la UBU. 


Cuarto.- La reclamación fue presentada inicialmente frente a la desestimación 


presunta de las dos solicitudes de información señaladas en el expositivo primero de los 


antecedentes. Sin embargo, con posterioridad a la intervención de esta Comisión, tuvo lugar la 


resolución expresa de ambas peticiones, presentándose frente a estas dos resoluciones una 


nueva reclamación dentro del plazo establecido para ello en el artículo 24.2 de la LTAIBG. 
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Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa 


impugnada, debemos señalar que el objeto de las dos solicitudes de información identificadas 


en los antecedentes puede ser calificado como “información pública” de acuerdo con la 


definición de este concepto que se realiza en el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto 


define la información pública como: “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su 


formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 


aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 


funciones”.  


Dentro de este concepto parece evidente que se incluyen documentos tales como 


contratos celebrados por una Universidad y facturas abonadas por esta, que constituyen, en 


esencia, el objeto de las dos solicitudes de información presentadas por el reclamante.  


Sexto.- Partiendo de la inclusión de los documentos solicitados dentro de la definición 


de “información pública” contenida en el citado artículo 13 de la LTAIBG, procede 


determinar si ha actuado correctamente, desde un punto de vista jurídico, la UBU al resolver 


expresamente las dos solicitudes de información presentadas por D. XXX con fechas 27 de 


septiembre de 2017 y 20 de agosto de 2018. 


En la primera de ellas, lo solicitado era una copia de los contratos y convenios 


celebrados entre la Universidad de Burgos y D. XXX, de los informes jurídicos emitidos en 


los expedientes correspondientes a tales contratos y convenios; y, en fin, de las facturas 


emitidas por este último y pagadas por la Universidad.  


Como hemos visto, la petición fue inadmitida por considerar que concurrían en la 


misma las causas de inadmisión recogidas en las letras c) y e) del artículo 18 de la LTAIBG 


(necesidad de llevar a cabo una acción previa de reelaboración para divulgar la información y 


carácter abusivo no justificado con la finalidad de transparencia de la Ley de la petición 


presentada), remitiéndose la UBU en su Resolución a lo publicado en su Portal de 


Transparencia en materia de contratos menores. 


Sobre esta cuestión, procede comenzar señalando que, en relación con la aplicación 


general de las causas de inadmisión que se enumeran en el artículo 18 de la LTAIBG, el 


Tribunal Supremo ha puesto de manifiesto, en su Sentencia núm. 1547/2017, de 16 de 


octubre, lo siguiente: 


“Cuarto.- Cualquier pronunciamiento sobre las causas de inadmisión que se 
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enumeran en el artículo 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, (…) debe tomar 


como premisa la formulación amplia y expansiva con la que aparece configurado el 


derecho de acceso a la información en la Ley 19/2013.  


Resultan por ello enteramente acertadas las consideraciones que se exponen en el 


fundamento jurídico tercero de la sentencia del Juzgado Central n.º 6 cuando señala 


que: en la Ley 19/2013 queda reconocido el derecho de acceso a la información 


pública como auténtico derecho público subjetivo, al establecer que «Todas las 


personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos 


en el artículo 105 b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley» 


(Artículo 12); que la Exposición de Motivos de la Ley configura de forma amplia este 


derecho de acceso a la información pública, del que son titulares todas las personas y 


que podrá ejercerse sin necesidad de motivar la solicitud; que este derecho solamente 


se verá limitado en aquellos casos en que así sea necesario por la propia naturaleza 


de la información -derivado de lo dispuesto en la Constitución Española- o por su 


entrada en conflicto con otros intereses protegidos; y, en fin, que en todo caso, los 


límites previstos se aplicarán atendiendo a un test de daño (del interés que se 


salvaguarda con el límite) y de interés público en la divulgación (que en el caso 


concreto no prevalezca el interés público en la divulgación de la información) y de 


forma proporcionada y limitada por su objeto y finalidad. 


Esta formulación amplia en el reconocimiento y en la regulación legal del derecho de 


acceso a la información obliga a interpretar de forma estricta, cuando no restrictiva, 


tanto las limitaciones a ese derecho que se contemplan en el artículo 14.1 de la Ley 


19/2013 como las causas de inadmisión de solicitudes de información que aparecen 


enumeradas en el artículo 18.1 (…)”. 


Respecto a la primera de las causas alegadas por la UBU para inadmitir esta primera 


petición de información (necesidad de reelaboración), en el mismo fundamento jurídico de la 


Sentencia citada el Tribunal Supremo señala lo siguiente:  


“(…) Pues bien, una vez más compartimos el parecer del Juzgado Central nº 6 cuando 


señala en su sentencia (F.J. 3º) que la Corporación RTVE «... no ha justificado que el 


suministro de la información solicitada exija una labor previa de reelaboración, pues 


aparte de sus alegaciones ninguna otra prueba se allega que soporte su posición». Y 


añade el Juzgado Central que «…La información que se solicita ha de encontrarse en 


los documentos contables y presupuestarios de la entidad, y no se aprecia que para su 
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suministro exija de una labor previa de reelaboración específica o someter a un 


tratamiento previo de la información con que se cuenta para obtener algo diferente de 


lo que se tiene, más allá de constatar las distintas partidas en que se contengan los 


datos de los gastos efectuados para participar en el festival de Eurovisión 2015, y en 


su caso la mera adición de las mismas». Dicho de otro modo; nada indica que el tipo 


de información que se solicitaba requiriese algún tipo reelaboración salvo, en su caso, 


la mera suma de las diversas partidas de gastos; y, en todo caso, la parte recurrente 


no ha aportado prueba o justificación alguna de que resultase necesario ese 


tratamiento previo o reelaboración de la información”.  


En relación con esta causa de inadmisión, el CTBG en su Criterio Interpretativo 


CI/007/2015, de 12 de noviembre, emitido por la Presidencia del Consejo al amparo de lo 


dispuesto en el artículo 38.2 a) de la LTAIBG, concluyó lo siguiente:  


“b) La reelaboración supone un nuevo tratamiento de la información y no debe 


confundirse con otros supuestos, tales como el volumen o la complejidad de la 


información solicitada, la inclusión de datos personales susceptibles de acceso parcial 


o de anonimización o el acceso parcial de la información (…)”.  


Por tanto, de acuerdo con la interpretación señalada del concepto “reelaboración”, que 


viene manteniendo también esta Comisión de Transparencia de Castilla y León en numerosas 


Resoluciones (entre otras, Resolución 122/2017, de 3 de noviembre, expediente de 


reclamación CT-0089/2017; Resolución 225/2018, de 28 de diciembre, expediente 


CT0158/2018; o, en fin, Resolución 112/2019, de 7 de junio, expediente CT-262/2018), no se 


puede entender que concurre esta causa cuando lo solicitado se concreta en documentos que 


ya existen previamente. Esta circunstancia es la que se da en el supuesto que aquí nos ocupa, 


puesto que a lo que pide acceder el reclamante es a contratos, informes (si existieran estos) y 


facturas preexistentes. 


En relación con la segunda de las causas de inadmisión alegada por la UBU para 


denegar la información (carácter abusivo de la solicitud no justificado con la finalidad de 


transparencia de la LTAIBG), debemos indicar que en el Criterio Interpretativo CI/003/2016, 


de 14 de julio, emitido por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), se señaló 


lo siguiente a los efectos que aquí nos interesan: 


“(…) hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de inadmisión: 
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A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido 


cuantitativo: el hecho de que una misma persona presente un número determinado de 


solicitudes no determina necesariamente un ejercicio abusivo del derecho y, 


B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no 


llegue a conjugarse con la finalidad de la Ley. 


1. Así, una solicitud puede entenderse abusiva cuando se encuentre en alguno de los 


supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a continuación: 


- Con carácter general, en aquellos casos en que pueda considerarse incluida en el 


concepto de abuso de derecho recogido en el artículo 7.2 del Código Civil y avalado 


por la jurisprudencia, estos es «Todo acto u omisión que por la intención de su autor, 


por su objeto o por las circunstancias en que se realice sobrepase manifiestamente los 


límites normales de ejercicio de un derecho».  


- Cuando, de ser atendida, requiera un tratamiento que obligara a paralizar el resto 


de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la 


atención justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, 


y así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores 


objetivos. 


- Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros. 


- Cuando sea contraria a las normas, las costumbre o la buena fe. 


2. Se considerará que la solicitud está justificada con la finalidad de la Ley cuando se 


fundamenta en el interés legítimo de: 


- Someter a escrutinio la acción de los responsables públicos. 


- Conocer cómo se toman las decisiones públicas 


- Conocer cómo se manejan los fondos públicos 


- Conocer bajo qué criterios actúan las instituciones públicas. 


Consecuentemente, no estará justificada con la finalidad de la Ley cuando:  


- No pueda ser reconducida a ninguna de las finalidades señaladas con anterioridad y 


así resulte de acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores 


objetivos. 


- Cuando tenga por finalidad patente y manifiesta obtener información que carezca de 
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la consideración de información pública de acuerdo con la definición del artículo 13 


de la LTAIBG. 


- Cuando tenga como objeto o posible consecuencia la comisión de un ilícito civil o 


penal o una falta administrativa”. 


En atención a lo expuesto, se enuncian en el citado Criterio Interpretativo las 


siguientes conclusiones: 


“a) La LTAIBG permite invocar los conceptos de solicitud repetitiva o abusiva para 


calificar una determinada solicitud de acceso a la información.  


b) Las Administraciones y Entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la Ley 


deben tener en cuenta que las causas de inadmisión deben aplicarse de manera 


restrictiva y, cuando sean aplicables, habrán de expresar los motivos que lo 


justifiquen. 


c) En todo caso, la concurrencia de las causas de inadmisión a que se refiere este 


criterio interpretativo requiere en ambos casos la concurrencia de dos requisitos (…). 


En el caso de la solicitud abusiva, ésta debe no solo ser cualitativamente abusiva sino 


además no estar justificada con la finalidad de la Ley. 


d) Las Administraciones y Entidades Públicas obligadas por la LTAIBG que apliquen 


las causas de inadmisión a que se refiere este criterio deben hacerlo de acuerdo con 


una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos, y así deben justificarlo 


convenientemente”. 


Como ya se ha indicado por esta Comisión de Transparencia en anteriores ocasiones 


(entre otras, Resolución 160/2018, de 30 de agosto, adoptada en el expediente CT-


0140/2018), el CTBG (resoluciones R/0279/2015, de 30 de octubre de 2015, y R/0431/2015, 


de 16 de febrero de 2016) ha interpretado esta causa concreta de inadmisión de las solicitudes 


de acceso a la información pública en el siguiente sentido: 


 “Este Consejo de Transparencia entiende que una solicitud podría entenderse como 


abusiva si el reclamante la repite en el tiempo sin verdaderas posibilidades de 


prosperar, debido a que conoce de antemano el sentido de la Resolución que la 


Administración va a tomar. También podría entenderse como abusiva aquella petición 


realizada de mala fe, cuya única intención es colapsar los servicios administrativos o 


dificultar su normal funcionamiento. Igualmente, podría ser abusiva una petición de 


información cuyo contenido ya se encuentre previamente en poder del reclamante. Se 
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entiende también que una solicitud es abusiva cuando, atendiendo al caso concreto, 


puede considerarse que supone un uso manifiestamente injustificado, inapropiado o 


incorrecto del derecho de acceso a la información pública. A tal efecto, se tomará en 


consideración la concurrencia de las siguientes circunstancias: 1.º La solicitud se 


puede calificar como manifiestamente repetitiva. 2.º La solicitud persigue claramente 


causar un perjuicio o alteración al órgano o entidad al que se dirige. 3.º Existe 


desproporción entre la relevancia de la información solicitada a los efectos de 


proporcionar transparencia a la actividad pública y el tiempo y los recursos 


necesarios para obtenerla”. 


Pues bien, considerando lo expuesto, en el caso de esta primera solicitud cabe 


preguntarse si, como afirma el Gerente de la UBU, proporcionar la información solicitada 


“afectaría notablemente a la actuación ordinaria de sus servicios paralizando su gestión”. En 


relación con esta cuestión, lo primero que se debe poner de manifiesto es que en la 


Resolución impugnada no se justifica adecuadamente el carácter abusivo de la petición a 


través de un parámetro objetivo como es el referido a la determinación del volumen 


cuantitativo de los documentos solicitados, aun cuando fuera de forma aproximada. 


Ante esta falta de justificación, se ha acudido a la información proporcionada al 


respecto en el Portal de Transparencia de la UBU (donde, como es obvio, no se encuentra 


publicada la información solicitada por el reclamante en el ejercicio de su derecho de acceso a 


la información pública), constatándose que allí se ofrece información relativa a 20 contratos 


menores que se habían celebrado en la fecha de presentación de la solicitud de información 


entre la UBU y D. XXX (12 celebrados en 2015 y 8 en 2016), a los cuales se añade uno más 


celebrado con posterioridad, concretamente en el cuarto trimestre de 2018.  


A juicio de esta Comisión, proporcionar una copia de 20 documentos, aun cuando 


deban disociarse los datos personales que se incluyan en ellos, no debiera afectar a la gestión 


ordinaria de los servicios de una Universidad y por tanto la petición de esta información no 


debe considerarse abusiva. Respecto al resto de documentos solicitados (informes jurídicos 


emitidos, en su caso, en los expedientes de contratación y facturas), únicamente si su volumen 


fuera muy superior, podría ser denegada su copia, si bien esta decisión debería justificarse 


adecuadamente a través de una cuantificación, al menos aproximada, de su volumen y de la 


forma en que facilitar el acceso a la información afectaría al normal desenvolvimiento de la 


gestión de los servicios universitarios. 
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En cualquier caso, puesto que esta información puede afectar a derechos o intereses de 


terceros (en concreto, de la otra parte contratante), con carácter previo a la concesión de esta 


información al solicitante se debe realizar el trámite de audiencia previsto en el artículo 19.3 


de la LTAIBG.  


Séptimo.- En cuanto a la segunda de las solicitudes de información presentadas, cuya 


desestimación presunta inicial se encuentra en el origen de la presente reclamación, su objeto 


concreto era una copia de las facturas emitidas por la empresa XXX por obras y servicios 


realizados para la UBU durante el año 2017. A la Resolución posterior de esta solicitud se 


adjuntó una copia de dos facturas emitidas en 2017 correspondientes a dos certificaciones 


referidas a la ejecución de una obra de urbanización en el vial norte de la Facultad de 


Ciencias. 


En consecuencia, se ha proporcionado la información solicitada en este caso, no 


correspondiendo a esta Comisión examinar si en las facturas cuya copia se ha proporcionado 


existen irregularidades. Igualmente, carece esta Comisión de facultades para investigar si 


existen otras facturas abonadas en 2017 por la UBU a la mercantil indicada; a este último 


respecto, únicamente podemos añadir que en la información proporcionada por el Portal de 


Transparencia, no aparece ninguna referencia a contratos menores celebrados por la UBU con 


la citada empresa en 2017. 


Octavo.- Finalmente, en cuanto a la formalización del acceso a la información 


solicitada por el reclamante con fecha 27 de septiembre de 2017, el artículo 22.1 de la 


LTAIBG dispone lo siguiente: 


“El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo 


cuando no sea posible o el solicitante haya señalado expresamente otro medio. 


Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la notificación de la resolución 


deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días”. 


A los efectos que aquí interesan, lo anterior debe complementarse con lo previsto en el 


apartado 4 del mismo precepto: 


“El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la 


trasposición de la información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la 


exigencia de exacciones en los términos previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 


Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa autonómica o local 


que resulte aplicable”. 
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En consecuencia, el precepto señalado establece como preferente el acceso a la 


información por vía electrónica, salvo que el solicitante señale expresamente otro medio, y 


prevé, de forma específica, la posibilidad de que tal acceso se produzca a través de la 


expedición de copias, sin perjuicio de que la misma pueda dar lugar a la exigencia de 


exacciones en los términos previstos en la normativa aplicable. 


En el supuesto planteado en la presente reclamación, puesto que en la solicitud de 


información se indicaba una dirección de correo postal, la remisión de la información puede 


tener lugar a través de esta vía.  


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


 


RESUELVE 


Primero.- Estimar parcialmente la reclamación frente a la denegación de una 


solicitud de información pública presentada por D. XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, previa realización del trámite de 


audiencia previsto en el artículo 19.3 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno, proporcionar una copia al solicitante de 


los contratos celebrados entre la Universidad de Burgos y D. XXX.  


Igualmente, proporcionar una copia al solicitante de las facturas y de los informes 


jurídicos (si existieran estos) relacionados con los citados contratos, salvo que el volumen 


de estos documentos motive que esta actuación pueda afectar a la gestión ordinaria de 


los servicios universitarios, en cuyo caso se deberá justificar adecuadamente esta 


circunstancia en los términos expuestos en el fundamento jurídico sexto de la presente 


Resolución. 


Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de 


Burgos. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 


Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter 


personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. Frente a la misma, que pone fin a la vía administrativa, 
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cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-


Administrativo de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el 


día siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 


respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-administrativa.  
 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 25/2020, de 12 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0252/2018 / reclamación frente a la denegación de una solicitud 


de información pública presentada por D. XXX ante la Universidad de Burgos 
 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 17 de agosto de 2018, tuvo entrada en el Registro General de la 


Universidad de Burgos (en adelante, UBU) una solicitud de información pública dirigida por 


D. XXX al Gerente de la citada Universidad. Esta solicitud se formuló en los siguientes 


términos: 


“UNO.- Que el día 30 de mayo de 2018 a las 13,44 horas, el compareciente 


SOLICITÓ al Gerente de la Universidad de Burgos (Secretario del órgano selectivo 


relativo a la convocatoria pública para la provisión del puesto de Gerente de la 


Fundación General de la Universidad de Burgos-año 2018) la devolución de toda la 


documentación que el compareciente entregó a dicho Órgano (documentación exigida 


por la misma: Curriculum Vitae y demás).  


DOS.- Que habiendo terminado el proceso de selección de la convocatoria pública 


para la provisión del puesto de Gerente de la Fundación General de la Universidad de 


Burgos-año 2018, a fecha de la entrega de este escrito el Gerente de la Universidad de 


Burgos no me ha hecho entrega de dicha documentación (…)”.  


Con fecha 3 de septiembre de 2018, tuvo registro de entrada en la UBU una segunda 


solicitud presentada por el mismo autor y referida al proceso selectivo indicado. En el 


“solicito” de esta petición se señalaba lo siguiente: 


“A través de este escrito, el compareciente SOLICITA:  


a) La documentación referida (la ya solicitada en la petición de 17 de agosto de 2018).  
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b) Acceso a todo el expediente del concurso de la «convocatoria pública para la 


provisión del puesto de Gerente de la Fundación General de la Universidad de 


Burgos-año 2018)», publicado en el Boletín de Castilla y León el día 19 de marzo de 


2018”. 


Segundo.- Con fecha 14 de noviembre de 2018, tuvo entrada en la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por D.XXX, frente a la 


denegación presunta de las dos solicitudes de información pública indicadas en el expositivo 


anterior. 


Tercero.- Una vez recibida esta reclamación, nos dirigimos a la UBU poniendo de 


manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre la presunta ausencia de 


respuesta que había dado lugar a aquella.  


Con fecha 19 de diciembre de 2018, se recibió la contestación de la UBU a nuestra 


petición de informe, en la cual se señalaba que las solicitudes presentadas por D. XXX, con 


fechas de registro de entrada de 17 de agosto y 3 de septiembre de 2018, habían sido 


contestadas por parte del Gerente de la citada Universidad mediante un escrito registrado de 


salida el día 14 de diciembre de 2018. Esta respuesta tuvo el siguiente tenor literal: 


“En contestación a sus escritos de 17 de agosto y de 3 de septiembre de 2018, en los 


que se solicita la devolución de toda la documentación que aportó en el procedimiento 


selectivo relativo a la convocatoria pública para la provisión del puesto de Gerente de 


la Fundación General de la Universidad de Burgos y a la petición recogida en el 


escrito de 3 de septiembre de acceso a todo el expediente del concurso de la 


convocatoria antedicha, publicado en el Boletín Oficial de Castilla y León el día 19 de 


marzo de 2018, le comunico lo siguiente:  


1. Que en el citado procedimiento este Gerente actuó como secretario del órgano de 


selección.  


2. Que una vez finalizada la actuación del órgano de selección y concluido el 


procedimiento selectivo la documentación generada fue remitida para su custodia 


y archivo a la Fundación General de la Universidad de Burgos.  


3. Que, por esta causa, no es posible atender sus peticiones pues el expediente del 


procedimiento selectivo del puesto de Gerente de la Fundación General de la 


Universidad de Burgos, ya no está en esta Gerencia.  
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Por lo expuesto, esta Gerencia, en base a las razones expuestas, resuelve no atender a 


sus peticiones al no obrar en su poder la documentación solicitada.  


No obstante, se procede a remitir sus peticiones a la Fundación General de la 


Universidad de Burgos, a efectos de que valore la procedencia de acceder a las 


mismas”. 


En esta Resolución del Gerente de la UBU se indicaba al reclamante la posibilidad de 


interponer frente a la misma, además del correspondiente recurso judicial, una reclamación 


ante esta Comisión de Transparencia. 


Cuarto.- Con posterioridad a la emisión de la comunicación señalada, el reclamante se 


dirigió de nuevo a esta Comisión presentando un escrito de reclamación en que se ponía de 


manifiesto lo siguiente: 


“a) La contestación de la UBU a mi solicitud se realiza una vez que he presentado la 


reclamación previa a la Comisión de Transparencia de Castilla y León.  


b) La devolución de la documentación que he solicitado al Secretario de la Comisión 


de Selección (Gerente de la UBU), de la CONVOCATORIA PÚBLICA PARA LA 


PROVISIÓN DE LA PLAZA DE GERENTE DE LA FUNDACIÓN GENERAL DE LA 


UBU, es una documentación personal que yo he entregado a este Secretario (Gerente 


de la UBU), para su custodia y para el desarrollo del proceso de selección.  


c) El acceso al expediente de la CONVOCATORIA PUBLICA PARA LA PROVISIÓN 


DE LA PLAZA DE GERENTE DE LA FUNDACIÓN GENERAL DE LA UBU, lo 


solicito en calidad de opositor admitido en el proceso de selección y, por lo tanto, 


parte del mismo.  


d) El Secretario de la Comisión de Selección elude su responsabilidad de entregarme 


la documentación y permitirme ver el expediente, al derivarme para la entrega de 


dicha documentación a otro órgano diferente al que la recogió para su custodia”. 


Con base en estos argumentos, el reclamante solicitó a esta Comisión que dictase “(…) 


Resolución por la que se declare la obligación del Secretario de la Comisión de Selección 


(Gerente de la UBU) a entregar al compareciente la información solicitada por él”. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno (en adelante, LTAIBG), reconoce a todas las 


personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 


artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 


precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 


correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 


presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación 


ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (en adelante, CTBG), con carácter 


potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 


corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 


Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en 


su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 


En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 


tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de 


recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 


4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la 


Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con 


carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten 


contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública 


dictadas por los organismos y entidades del sector público autonómico relacionadas en el 


artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 


Comunidad de Castilla y León (entre las que se incluyen en su letra e) a las Universidades 


públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 


exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las Entidades 


Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 
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En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes 


identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para 


ello, puesto que su autor es la misma persona que se dirigió, en su día, en solicitud de 


información a la UBU. 


Cuarto.- La reclamación fue presentada inicialmente frente a la desestimación 


presunta de las dos solicitudes de información señaladas en el expositivo primero de los 


antecedentes. Sin embargo, con posterioridad a la intervención de esta Comisión, tuvo lugar la 


resolución expresa de estas peticiones, presentándose frente a la Resolución adoptada una 


nueva reclamación dentro del plazo establecido para ello en el artículo 24.2 de la LTAIBG. 


Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa 


impugnada, debemos señalar que el objeto de las dos solicitudes de información identificadas 


en los antecedentes puede ser calificado como “información pública” de acuerdo con la 


definición de este concepto que se realiza en el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto 


define la información pública como: “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su 


formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de 


aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus 


funciones”.  


Dentro de este concepto parece evidente que se incluye la documentación de las 


actuaciones llevadas a cabo por una fundación pública, como parece ser la Fundación General 


de la Universidad Burgos, en el marco del proceso de provisión del puesto de Gerente de la 


misma, así como los documentos entregados por el propio reclamante con motivo de su 


participación en este proceso.  


Partiendo de la inclusión de los documentos solicitados dentro de la definición de 


“información pública” contenida en el citado artículo 13 de la LTAIBG, procede determinar si 


ha actuado correctamente, desde un punto de vista jurídico, la UBU al resolver expresamente 


las dos solicitudes de información presentadas por D. XXX con fechas 17 de agosto  y 3 de 


septiembre de 2018. En este sentido, lo que se plantea en la presente reclamación no es tanto 


si el antes identificado tiene derecho o no al acceso de la documentación pedida (cuestión esta 


que parece bastante evidente que debe tener una respuesta favorable a este acceso no solo ya 


en el marco del derecho de acceso a la información pública, sino también considerando la 


condición del reclamante de participante en el proceso sobre el que se pide información), 
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como si es el Gerente de la Universidad de Burgos quien se encontraba obligado a facilitar 


este acceso. 


Al respecto, debe recordarse que la información solicitada se refiere al proceso relativo 


a la “Convocatoria pública para la provisión del puesto de Gerente de la Fundación General 


de la Universidad de Burgos, mediante relación laboral de alta dirección”, realizada en 


virtud de un Acuerdo adoptado por el Consejo de Gobierno de la Fundación de fecha 14 de 


marzo de 2018. La Fundación General de la Universidad de Burgos es una fundación que, de 


conformidad con lo dispuesto en el artículo de sus Estatutos, tiene personalidad jurídica y 


patrimonio propios. 


De acuerdo con lo anterior, no corresponde a la Universidad de Burgos reconocer o 


denegar el acceso a una información pública que ha sido producida en el ejercicio de las 


funciones que corresponden a la citada Fundación y, por tanto, el contenido de la Resolución 


que ha sido impugnada responde a lo dispuesto en el artículo 19.1 de la LTAIBG, de 


conformidad con el cual en el caso de que se dirija una solicitud de información a un órgano 


en cuyo poder no se encuentra la información pedida, este procederá a remitir la solicitud al 


competente, si lo conociera, informando de esta circunstancia al solicitante. 


El hecho de que el Gerente de la UBU, a quien se dirigió la solicitud de información en 


este caso, fuera el secretario del órgano de selección del procedimiento sobre el que se pidió 


información, podría justificar que este debiera atender la petición formula en esta condición 


mientras se estaba desarrollando aquel, pero no así una vez que el procedimiento de provisión 


ha finalizado. 


Lo hasta aquí expuesto se debe entender sin perjuicio de la, en principio, obligación de 


la Fundación General de la Universidad de Burgos de proporcionar la información solicitada 


por el reclamante una vez que recibió la petición de este remitida desde la Gerencia de la 


UBU. En el caso de que este acceso no haya tenido lugar, el reclamante puede acudir de 


nuevo a esta Comisión de Transparencia a impugnar la resolución expresa o presunta 


denegatoria de la petición, en la medida en que la Fundación General de la Universidad se 


encuentre incluida dentro del ámbito subjetivo de este órgano de garantía del derecho de 


acceso a la información pública como fundación pública de la Comunidad. 
 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
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RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública relativa a una convocatoria pública realizada por la Fundación General 


del Universidad de Burgos, presentada por D. XXX ante la Universidad de Burgos.  


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de 


Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 


Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter 


personal que contuviera. 


 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso 


contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de León que 


por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a su 


notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, respectivamente, de 


la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 
 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 177/2019, de 5 de diciembre, de la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León 


 


Asunto: expediente 34/2019 / reclamación frente a la denegación presunta de una 
solicitud de información pública presentada por XXX 


 
I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 21 de diciembre de 2018, tuvo entrada en el Registro de la 
Universidad de Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX a esta 
Universidad pública. El objeto de esta petición se encontraba integrado por información 
relativa al número de títulos y al Suplemento Europeo al Título expedidos por la 
Universidad. 


Segundo.- Con fecha 1 de febrero de 2019, tuvo entrada en la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por el antes identificado 
frente a la denegación presunta de la solicitud de información pública indicada en el 
expositivo anterior. 


Tercero.- Una vez recibida esta reclamación, nos dirigimos a la Universidad de 
Burgos poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre la 
presunta ausencia de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición 
se adjuntó una copia de la solicitud de información pública no contestada entonces y de 
la reclamación presentada. 


Cuarto.- Con fecha 12 de marzo de 2019, se recibió la respuesta a nuestra 
solicitud de informe, en la cual se ponía de manifiesto por la Universidad de Burgos 
que, con fecha 28 de febrero de 2019, se había procedido a proporcionar al reclamante 
la información pública solicitada, adjuntando una copia de la contestación remitida a 
este. 


Con fecha 11 de octubre de 2019, el reclamante y solicitante de la información 
remitió un correo electrónico a esta Comisión manifestando que había comprobado la 
recepción de la información pública solicitada en este caso a la Universidad de Burgos.  


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las 
personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 
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artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 
precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 
correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 
Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 
Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello puesto que su autor es la misma persona que se dirigió, en su día, en solicitud 
de información a la Universidad de Burgos. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación 
presunta de la solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su 
tramitación se ha producido la resolución expresa de aquella solicitud, 
proporcionándose al solicitante la información pedida. 
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Es cierto que en este caso se superó el plazo establecido para la resolución 
expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del silencio 
administrativo es negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el 
mismo no eximía del cumplimiento de la obligación de dictar resolución expresa. Así 
mismo, las reglas generales aplicables al procedimiento administrativo determinaban 
que la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptara por la 
Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas). 


Quinto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la 
solicitud de información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante 
a acceder a la información pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la 
reclamación inicial y, por este motivo, procede desestimar la misma. 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 
de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una 
solicitud de información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su 
objeto puesto que se ha proporcionado la información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la 
Universidad de Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 
recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 
respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 
Tomás Quintana López 
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Resolución 178/2019, de 5 de diciembre, de la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente 68/2019 / reclamación frente a la denegación de una solicitud 
de información pública presentada por XXX 


 
 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 14 de enero de 2019, tuvo entrada en el Registro de la 
Universidad de Salamanca una solicitud de información pública dirigida por XXX a 
esta Universidad pública. El objeto de esta petición se encontraba integrado por la 
normativa reguladora de la solicitud y expedición de títulos universitarios oficiales y del 
Suplemento Europeo al Título en formato electrónico aplicada por aquella Universidad. 


Segundo.- Con fecha 25 de febrero de 2019, tuvo entrada en la Comisión de 
Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por el antes identificado 
frente a la denegación presunta de la solicitud de información pública indicada en el 
expositivo anterior. 


Previo requerimiento realizado por el Secretario de esta Comisión, el reclamante 
subsanó su escrito de reclamación inicial con fecha 11 de marzo de 2019, adjuntando en 
esta fecha una copia de una primera respuesta obtenida de la Universidad de Salamanca 
y de un nuevo escrito presentado por aquel donde manifestaba que no se había dado 
contestación a la petición planteada acerca de si aquella Universidad había procedido a 
aprobar normativa propia en materia de expedición de títulos universitarios y del 
Suplemento Europeo al Título en formato electrónico. 


Tercero.- Una vez que fue subsanada la reclamación presentada, nos dirigimos a 
la Universidad de Salamanca poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos 
informase sobre la cuestión que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se 
adjuntó una copia de la respuesta inicial que se había proporcionado al solicitante de la 
información y de la reclamación presentada ante esta Comisión. 


Cuarto.- Con fecha 16 de mayo de 2019, se recibió la contestación a nuestra 
solicitud de informe, en la cual se ponía de manifiesto por la Universidad de Salamanca 
su actuación a la vista de las solicitudes de información presentadas por el reclamante, 
adjuntando una copia de las respuestas proporcionadas a este. 
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En la primera de ellas, firmada por el Rector de la Universidad de Salamanca con 
fecha 28 de febrero de 2019, se le pusieron de manifiesto al reclamante las Leyes y 
Reales Decretos reguladores de las materia sobre las que había solicitado información. 


En la segunda, dirigida también por el Rector al mismo solicitante a la vista de 
un escrito presentado por este, se le puso de manifiesto expresamente lo siguiente: 


“En lo que se refiere a la normativa reguladora de la solicitud y expedición de 


títulos universitarios, la Universidad de Salamanca se rige por las normas 


mencionadas en nuestra respuesta anterior de fecha 28 de febrero de 2019. No 


existe ninguna normativa interna que modifique las leyes, reales decretos y 


resoluciones allí mencionados”.  


Quinto.- Con fecha 11 de octubre de 2019, el reclamante y solicitante de la 
información remitió un correo electrónico a esta Comisión manifestando que había 
comprobado la recepción de la información pública solicitada en este caso a la 
Universidad de Salamanca.  


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 
acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las 
personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 
artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 
precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 
correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 
presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 
potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 
diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 
corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 
comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 
Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 
Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 
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3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 
se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 
reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-
administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 
acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 
público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 
corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 
exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 
constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 
antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 
para ello puesto que su autor es la misma persona que se dirigió, en su día, en solicitud 
de información a la Universidad de Salamanca. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación 
presunta de la solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su 
tramitación se ha producido la resolución expresa de aquella solicitud, 
proporcionándose al solicitante la información pedida. En efecto, a través de las 
respuestas proporcionadas al reclamante con fechas 28 de febrero y 14 de mayo de 
2019, se ha concedido el acceso a la información solicitada por aquel, comprensiva 
también de la inexistencia de una normativa aprobada por la Universidad de Salamanca 
sobre la expedición de títulos universitarios oficiales y del Suplemento Europeo al 
Título en formato electrónico 


Es cierto que en este caso se superó el plazo establecido para la resolución 
expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del silencio 
administrativo es negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el 
mismo no eximía del cumplimiento de la obligación de dictar resolución expresa. Así 
mismo, las reglas generales aplicables al procedimiento administrativo determinaban 
que la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptara por la 
Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas). 


Quinto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la 
solicitud de información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante 
a acceder a la información pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la 
reclamación inicial y, por este motivo, procede desestimar la misma. 
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En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 


de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 
RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una 
solicitud de información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su 
objeto puesto que se ha proporcionado la información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la 
Universidad de Salamanca. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 
Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 
carácter personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 
recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 
siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 
respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 115/2019, de 17 de junio, de la Comisión de Transparencia de Castilla y 


León 


  


Asunto: expediente CT-117/2019, reclamación frente a la denegación de una 


solicitud de información pública presentada por XXX ante la Universidad de 


Burgos.  


  


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 31 de julio de 2018, tuvo registro de entrada en el Registro 


de la Universidad de Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX al 


citado centro universitario. En el "solicito" de esta petición  se exponía lo siguiente: 


" la pertinente copia de los documentos contenidos en el citado expediente de 


selección de plazas de profesor asociado, especialmente de aquellos en base a los 


cuales esa Comisión ha procedido a la baremación de los méritos profesionales y 


docente de los candidatos.". 


Esta solicitud fue reiterada en fecha 7 de marzo de 2019 en escrito registrado en 


la misma Universidad. 


Segundo.- Con fecha 12/04/2019, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta 


de la solicitud de información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de 


Burgos poniendo de manifiesto a la recepción de la misma y solicitando que nos 


informase sobre la presunta ausencia de respuesta que había dado lugar a esta 


impugnación. A esta petición se adjuntó una copia de la solicitud de información 


pública no contestada y de la reclamación presentada. 


Cuarto.- Con fecha 30 de mayo, se recibió la respuesta a nuestra solicitud de 


informe, en la cual se pone de manifiesto que tal solicitud “ha sido contestada por parte 


de la Universidad de Burgos, tras consulta a nuestro Delegado de Protección de Datos, 
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procediendo a facilitar al interesado acceso al expediente reclamado tras eliminar las 


referencias a datos personales de los candidatos”. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las 


personas el derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el 


artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este 


precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 


correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 


presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una 


reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter 


potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 


corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 


Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 


comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las 


Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 


Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 


del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 


3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 


se crea la Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las 


reclamaciones que, con carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-


administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de 


acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 


público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 
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la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las 


corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 


exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 


Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones 


constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación 


antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado 


para ello puesto que se trata del mismo solicitante de acceso a la información pública. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación 


presunta de la solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su 


tramitación se ha producido la resolución expresa de aquella solicitud a través del 


escrito de fecha 22 de mayo de 2019. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública 


solicitada. 


Quinto.- Es cierto que en este caso se ha superado el plazo establecido para la 


resolución expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del 


silencio administrativo es negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera 


producido el mismo no eximía del cumplimiento de la obligación de dictar resolución 


expresa. Así mismo, las reglas generales aplicables al procedimiento administrativo 


determinaban que la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptara 


por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de 


la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas). En consecuencia, nada cabe objetar al contenido de la 


decisión adoptada de forma extemporánea, más allá de la crítica de la superación del 


plazo de un mes previsto en la normativa. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud 


de información pública presentada haciendo efectivo el derecho de la solicitante a 


acceder a la información pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la 


reclamación inicial y, por este motivo, procede desestimar la misma. 
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En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión 


de Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


  


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una 


solicitud de información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su 


objeto puesto que se ha proporcionado la información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la 


Universidad de Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 


Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de 


carácter personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer 


recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 


de León que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día 


siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 


respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 95/2019, de 10 de mayo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0156/2018 / reclamación frente a la denegación de dos solicitudes 


de información pública presentadas por XXX ante la Universidad de Salamanca 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 28 de mayo de 2018, XXX dirigió dos correos electrónicos a la 


Universidad de Salamanca.  


En el primero de ellos se contenía la siguiente petición de información 


“(…) quisiera obtener información sobre los gastos asociados al proyecto ERASMUS-


POWERLAPS gestionado por la Cátedra Láser-Plasma del Centro de Láseres Pulsados en la 


Universidad de Salamanca. Concretamente, me gustaría conocer: 


1.- Profesores y/o colaboradores contratados a cargo de este proyecto y el concepto por el 


que se los contrata. 


2.- Relación de gastos de estas contrataciones/colaboraciones”. 


En el segundo de los correos electrónicos señalados, el objeto de la solicitud se 


describía en los siguientes términos: 


“Me gustaría obtener información sobre la Cátedra Láser-Plasma del Centro de Láseres 


Pulsados en la Universidad de Salamanca. Concretamente me gustaría saber: 


1.- El dinero actual asociado a dicha cátedra. 


2.- La relación de gastos de esta (dietas, viajes, inscripciones a congresos, pago por 


publicación de artículos,…)”. 


No constan que estas solicitudes hayan sido resueltas expresamente.  


Segundo.- Con fecha 23 de julio de 2018, tuvo entrada en la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la 
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denegación presunta de las solicitudes de información pública indicadas en el expositivo 


anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación nos dirigimos a la Universidad de Salamanca (en 


adelante, USAL) poniendo de manifiesto su recepción y solicitando que nos informase sobre 


la presunta ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada reclamación.  


En su respuesta a nuestra petición de informe, el Secretario General de la USAL nos 


puso de manifiesto expresamente lo siguiente: 


“Lamento informarle que debido a la baja médica de la persona encargada del portal de 


transparencia y a un fallo de nuestra organización interna, las peticiones realizadas el 28 de mayo 


por XXX no se redirigieron adecuadamente dentro de nuestra institución. Una vez alertados por su 


comunicación, procederemos a recabar los datos que se nos solicitan y a darle la respuesta requerida 


a XXX (…)”. 


Sin embargo, con posterioridad a la recepción de esta comunicación no hemos 


recibido ninguna otra acerca de la anunciada resolución de las solicitudes de información 


presentadas. 


Por el contrario, el reclamante se ha puesto en contacto con esta Comisión de 


Transparencia (verbalmente y por escrito) para manifestar que persiste el incumplimiento de 


la USAL de resolver expresamente sus solicitudes y para instar a este órgano colegiado la 


adopción de la resolución que corresponda de su reclamación. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el 


derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de 


la Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el 


ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la correspondiente normativa 


autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 


presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación 


ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), con carácter potestativo y previo 


a su impugnación en vía contencioso-administrativa. 
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Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 


corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 


Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en 


su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 


En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 


tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de 


recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, 


de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la 


Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con 


carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten 


contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública 


dictadas por los organismos y entidades del sector público autonómico relacionadas en el 


artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 


Comunidad de Castilla y León (entre las que se encuentran en su letra e) las universidades 


públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se circunscriba 


exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las Entidades 


Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes 


identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para 


ello, puesto que el reclamante es la misma persona que se ha dirigido en solicitud de 


información pública a la USAL. 


Cuarto.- El objeto de la reclamación es la desestimación presunta de las solicitudes de 


información pública identificadas en el antecedente primero, desestimación que ha tenido 


lugar al haber transcurrido, ahora, más de veintiún meses desde su presentación, sin que 


conste su resolución expresa. En este sentido, el artículo 20.1 de la LTAIBG dispone lo 


siguiente: 
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“La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a 


los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción 


de la solicitud por el órgano competente para resolver”.  


En cuanto al sentido del silencio, el apartado cuarto del mismo precepto establece lo 


que se indica a continuación: 


“Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución 


expresa se entenderá que la solicitud ha sido desestimada”. 


Respecto al plazo para la formulación de la presente reclamación, de acuerdo con lo 


dispuesto en el artículo 24.2 de la LTAIBG, era, en principio, de un mes a contar desde el día 


siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo (plazo que en el 


supuesto aquí planteado se ha observado por el reclamante).  


No obstante, respecto al plazo para reclamar frente a las desestimaciones presuntas de 


solicitudes de acceso a la información pública, compartimos el criterio manifestado por el 


CTBG en su Criterio Interpretativo CI/001/2016, de 17 de febrero de 2016, donde, partiendo 


de la jurisprudencia fijada por el Tribunal Constitucional acerca de los plazos para recurrir el 


silencio administrativo negativo y de las previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, relativas a la 


interposición de los recursos de alzada y de reposición, se concluye lo siguiente: 


“… la presentación de una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno 


frente a la desestimación de una solicitud de acceso a la información por silencio no estará sujeta a 


plazo”. 


 Por tanto, por los mismos motivos, consideramos que tampoco se encuentran sujetas a 


plazo las reclamaciones que se presenten ante esta Comisión de Transparencia frente a las 


desestimaciones presuntas de solicitudes de acceso a información pública. 


Quinto.- Nos encontramos aquí ante la impugnación de una denegación presunta de la 


información solicitada en su día. Esta reclamación, de acuerdo con lo dispuesto en los 


artículos 23.1 de la LTAIBG y 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, antes citada tiene la 


consideración de “sustitutiva de los recursos administrativos”. Las reglas generales de 


validez y eficacia de tal sustitución son, según el citado precepto de la legislación básica de 


procedimiento administrativo, las siguientes: su conocimiento se encomienda a órganos 


colegiados o comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas y han de 
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respetarse los principios, garantías y plazos que la Ley de Procedimiento Administrativo 


reconoce a los interesados y ciudadanos en todo procedimiento administrativo. De acuerdo 


con lo anterior, el artículo 24.3 de la LTAIBG prevé que la tramitación de la reclamación se 


ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la legislación de procedimiento 


administrativo.  


Como recuerda el CTBG en su Criterio Interpretativo CI/001/2016, de 17 de febrero, 


se deben aplicar a este procedimiento de reclamación “las reglas de interposición, la 


posibilidad de suspensión de la ejecución de la decisión impugnada, la audiencia a los 


interesados y la resolución”. 


A los efectos que aquí nos interesan, el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de 


octubre, señala que la resolución de un  recurso “estimará en todo o en parte o desestimará 


las pretensiones formuladas en el mismo o declarará su inadmisión”, así como que “el 


órgano que resuelva el recurso decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, 


plantee el procedimiento”.  


Lo anterior aplicado a la impugnación que aquí nos ocupa implica que en la resolución 


de la misma esta Comisión de Transparencia no debe limitarse únicamente a instar a la USAL 


a que resuelva expresamente las solicitudes presentadas, poniendo fin así al incumplimiento 


de la obligación de resolver estas últimas en el que ha incurrido, sino que debe pronunciarse 


también sobre si procede o no la estimación de las solicitudes y, en su caso, sobre cómo se 


debe proporcionar al solicitante la información pedida.   


Sexto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa 


impugnada, procede señalar que el objeto de las solicitudes presentadas en su día por XXX 


puede ser calificado como “información pública” de acuerdo con la definición de este 


concepto que se realiza en el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto define la información 


pública como: “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que 


obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y 


que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”. 


Debemos precisar aquí que la información solicitada en las dos peticiones indicadas se 


encuentra relacionada con la actividad del Centro de Láseres Pulsados (CLPU) y que esta 


entidad es un Consorcio del sector público institucional estatal en el que participan el 


Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, la Junta de Castilla y León y la 
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Universidad de Salamanca, que se encuentra adscrito, por tanto, a la Administración General 


del Estado.  


Ahora bien, las solicitudes de información dirigidas a la USAL tienen por objeto 


aspectos relativos al proyecto ERASMUS-POWERLAPS y a la Cátedra del CLPU de Láser- 


Plasma, en los que, en principio, interviene también aquella Universidad como tal. Por este 


motivo, en la medida en que las peticiones de información presentadas se refieren a la 


actividad de la USAL, se puede entender que su objeto se integra por contenidos o 


documentos que obran en poder de la Universidad, elaborados o adquiridos por esta en el 


ejercicio de sus funciones en los términos del precitado artículo 13 de la LTAIBG. En otro 


caso, lo que hubiera procedido por parte de la USAL, a la vista de las solicitudes recibidas, 


habría sido remitir las peticiones al CLPU para que este resolviera lo que estimara oportuno e 


informar de esta circunstancia al solicitante. No obstante, en el informe remitido a esta 


Comisión de Transparencia no se hace referencia alguna a esta posibilidad, motivo por el cual 


se considera que la propia USAL entiende que es a la misma a quien corresponde decidir lo 


procedente acerca de la concesión o denegación de la información solicitada. 


En todo caso, la presentación de las solicitudes referidas en el antecedente de hecho 


primero debió dar comienzo al procedimiento regulado en la sección 2.ª del capítulo III del 


título I de la LTAIBG, cuyo objeto es el ejercicio del derecho de acceso a la información 


pública. De conformidad con el procedimiento regulado en los artículos 17 a 20 de la 


LTAIBG, una vez presentada una solicitud de información, la misma podrá ser inadmitida por 


alguna de las causas previstas en el artículo 18; si no concurriera ninguna de estas causas, la 


tramitación de la citada solicitud debe realizarse de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19, 


en cuyo tercer apartado se prevé que, cuando la información solicitada pudiera afectar a 


derechos o intereses de un tercero, se le debe conceder a este un plazo para que pueda realizar 


las alegaciones que estime oportunas; finalmente, se debe adoptar una resolución recurrible 


directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa y potestativamente a través de la 


reclamación sustitutiva del recurso administrativo. La resolución que se adopte debe 


reconocer el derecho a acceder a la información solicitada, salvo que el mismo se encuentre 


afectado por los límites previstos en los artículos 14 y 15 de la LTAIBG, en cuyo caso debe 


denegarse, total o parcialmente, el acceso de forma motivada.  


Como se desprende los antecedentes expuestos, en el caso aquí planteado no se ha 


actuado de la forma indicada. 
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Séptimo.- En la primera de las solicitudes que no han sido resueltas por la USAL su 


autor pedía ser informado sobre dos aspectos relacionados con el proyecto ERASMUS-


POWERLAPS, gestionado por la Cátedra Láser-Plasma. 


El primero de ellos se refiere a la identificación de los profesores o colaboradores 


contratados a cargo de este proyecto. Es evidente que esta información contiene datos de 


carácter personal no especialmente protegidos (identificación de aquellos profesores o 


colaboradores), motivo por el cual resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 15.3 de la 


LTAIBG. Este precepto dispone lo siguiente:  


“Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano 


al que se dirija la solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del 


interés público en la divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos 


aparezcan en la información solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de 


datos de carácter personal. 


 Para la realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en 


consideración los siguientes criterios: 


a) El menor perjuicio de los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el 


artículo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. 


b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho 


de que tengan la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos científicos o 


estadísticos. 


c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos 


únicamente contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos. 


d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en 


el documento puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad”. 


A nuestro juicio se debe tener también en cuenta aquí lo dispuesto en el apartado 2 del 


mismo artículo 15 de la LTAIBG: 


“Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos 


personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación 


que lo impida, se concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos 


relacionados con la organización, funcionamiento o actividad pública del órgano”. 
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El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (CTBG) y la Agencia Española de 


Protección de Datos (AEPD), en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional quinta 


de la LTAIBG, adoptaron con fecha 24 de junio de 2015 un criterio interpretativo de 


aplicación de los límites previstos en los artículos 14 y 15 de esta Ley (CI/002/2015). A los 


efectos que aquí nos interesan, en este criterio interpretativo se afirma lo siguiente: 


"El proceso de aplicación de estas normas (artículos 14 y 15 de la LTAIBG) comprende las 


siguientes etapas o fases sucesivas: 


I. Valorar si la información solicitada o sometida a publicidad activa contiene o no datos de 


carácter personal, entendiéndose por estos los definidos en el artículo 3 de la Ley Orgánica 


15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante LOPD). 


II. En caso afirmativo, valorar si los datos son o no datos especialmente protegidos en los 


términos del artículo 7 de la LOPD, esto es: a) Datos reveladores de la ideología, afiliación sindical, 


religión y creencias; b) Datos de carácter personal que hagan referencia al origen racial, a la salud y 


a la vida sexual, y c) Datos de carácter personal relativos a la comisión de infracciones penales o 


administrativas. Si contuviera datos de carácter personal especialmente protegidos, la información 


solo se podrá publicar o facilitar: (...) 


IV. Si los datos de carácter personal no fueran meramente identificativos y relacionados con 


la organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o no lo fueran exclusivamente, 


efectuar la ponderación prevista en el artículo 15 número 3 de la LTAIBG. 


 (...)".  


En atención a los argumentos parcialmente transcritos, el CTBG y la AEPD 


concluyeron lo siguiente: 


"a) Los artículos 14 y 15 de la LTAIBG regulan los límites del derecho de acceso a la 


información que no operan de forma automática, sino que habrán de ser aplicados de acuerdo con 


las reglas de aplicación y los elementos de ponderación que establecen la citada Ley y la LOPD. 


b) El orden de ponderación opera desde el artículo 15 al 14 con los elementos que modulan la 


toma de decisiones. 


(...)". 


En consecuencia, en este caso puesto que el documento solicitado contiene datos de 


carácter personal que no se encuentran especialmente protegidos, para decidir si se debe 
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acceder o no a lo solicitado por el reclamante, se debe proceder a realizar la ponderación a la 


que se refiere el artículo 15.3 de la LTAIBG. Para ello, se debe conceder previamente a los 


afectados por la información (profesores o colaboradores cuya identificación se solicita) un 


plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones oportunas, poniendo de 


manifiesto al solicitante de la información esta circunstancia, así como de la suspensión del 


plazo para dictar resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el 


plazo para su presentación (artículo 19.3 de la LTAIBG). 


En cualquier caso, a juicio de esta Comisión de Transparencia y sin perjuicio de 


alguna circunstancia particular desconocida por este órgano que pueda conducir a la 


conclusión contraria y que, en su caso, pudiera surgir en el trámite de audiencia antes 


señalado, en el supuesto aquí planteado el tipo de datos de carácter personal solicitados (mera 


identificación de los profesores o colaboradores contratados en el marco del citado proyecto) 


y su conexión con el funcionamiento y actividad de la USAL, inclinan la balanza hacia el 


interés público en la divulgación de la información solicitada en perjuicio de un pretendido 


derecho de los afectados a que no se conozca su colaboración o contratación relacionada con 


aquel proyecto. 


En cuanto a la información acerca de los gastos económicos de tales contrataciones o 


colaboraciones, nada impide que esta información sea proporcionada al solicitante, cuyo 


derecho a conocer las cantidades presupuestadas por tales conceptos en términos globales no 


consideramos que se encuentre afectado por alguno de los límites previstos en los artículos 14 


y 15 de la LTAIBG, ni que concurra respecto a tal información alguna de las causas de 


inadmisión contempladas en el artículo 18 de la LTAIBG. 


En la segunda de las solicitudes que no han sido resueltas expresamente, la 


información pedida por el antes identificado se refiere al presupuesto desglosado de la 


Cátedra Láser-Plasma. Al igual que ocurría con el caso de las cantidades presupuestadas para 


la contratación de profesores o colaboradores del proyecto ERASMUS-POWERLAPS, 


tampoco se considera que proporcionar esta información vulnere los límites previstos en la 


LTAIBG ni que la solicitud incurra en alguna de las causas de inadmisión previstas en esta 


Ley. Puesto que no se especifica en la petición la anualidad a la que se refiere la misma, se 


debe entender que se trata de la correspondiente al año en la que se presentó esta (2018).  


Octavo.- En definitiva, la aplicación de la LTAIBG y de la normativa de protección de 


datos, exige que en relación con una parte de la información solicitada a la USAL por XXX, 
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se deba llevar a cabo la ponderación a la que se refiere el artículo 15.3 de la LTAIBG. Para 


ello, y aquí se encuentra la conexión entre la decisión material que deba adoptarse y el 


procedimiento a seguir a la vista de las solicitudes presentadas, se debe conceder a las 


personas afectadas por la información un plazo de quince días para que puedan realizar las 


alegaciones oportunas, informando al solicitante de esta circunstancia, así como de la 


suspensión del plazo para dictar resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya 


transcurrido el plazo para su presentación (artículo 19.3 de la LTAIBG). 


Una vez que sea realizado el citado trámite de audiencia y la ponderación señalada en 


el artículo 15 de la LTAIBG, procede, en principio, proporcionar la información solicitada. 


En cuanto a la formalización del acceso a la información, de conformidad con lo 


dispuesto en el artículo 22 de la LTAIBG, este puede tener lugar mediante la remisión al 


solicitante de la información a través del correo electrónico desde el que dirigió sus 


peticiones. 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros,  


RESUELVE 


Primero.- Estimar parcialmente la reclamación frente a la denegación presunta de 


dos solicitudes de información pública presentadas por XXX ante la Universidad de 


Salamanca. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución se deben resolver expresamente 


las solicitudes presentadas previa tramitación del procedimiento de ejercicio del derecho de 


acceso a la información pública, de acuerdo con las siguientes reglas: 


- Realización del trámite de audiencia previsto en el artículo 19.3 de la Ley 


19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 


pública y buen gobierno, a los efectos de poder realizar la ponderación 


entre el interés público en la divulgación de la información solicitada y la 


protección de los derechos de las persona afectadas por una parte de la 


información pedida. 


- Una vez realizado el citado trámite de audiencia, adoptar la resolución 


expresa de las dos solicitudes de información pública, debiendo, en 
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principio, ser concedida la información relativa a la identificación de 


profesores y colaboradores del proyecto ERASMUS-POWERLAPS, a las 


cantidades presupuestadas en este concepto y al presupuesto desglosado de 


la Cátedra Láser-Plasma. 


Tercero.-  Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de 


Salamanca. 


Cuarto.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 


Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter 


personal que contuviera. 


 


Esta Resolución es ejecutiva. Frente a la misma, que pone fin a la vía administrativa, 


cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-


Administrativo de Léon que por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el 


día siguiente a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, 


respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-administrativa.  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Tomás Quintana López 
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Resolución 48/2019, de 13 de marzo, de la Comisión de Transparencia de Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0005/2019 / reclamación frente a la denegación de una 


solicitud de información pública presentada por XXX ante la Universidad de 


Burgos 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 6 de noviembre de 2018, tuvo registro de entrada en el Registro 


General de la Universidad de Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX 


a la mencionada Universidad de Burgos. En el “solicito” de esta petición  se exponía lo 


siguiente: 


“Copia de las facturas emitidas por abogados particulares y despacho (sic) de 


abogados particulares contratados y pagados por la Universidad de Burgos durante el 


período comprendido entre los años 2008 a 2018”. 


La solicitud indicada fue inadmitida mediante Resolución del Gerente de la 


Universidad fechada el día 3 de diciembre de 2018. 


Segundo.- Con fecha 02/01/2019, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la inadmisión de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase acerca de lo 


que estimase oportuno sobre la actuación que había dado lugar a la citada reclamación.  


Con fecha 13/02/2019, se recibió la contestación de la Universidad de Burgos a 


nuestra solicitud de informe expresando las causas de la inadmisión. Se expresaba el carácter 


abusivo de la solicitud formulada así como se justificaba la necesidad de reelaboración en 


informe expedido por el Jefe del Servicio de Gestión Económica. En el mencionado informe 


se ponía de manifiesto que el número de documentos solicitados superaba los trescientos dado 


que abarcaban once ejercicios contables. Además se añadía que “la totalidad de la 
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documentación se encontraba en el Archivo, no existiendo un procedimiento adecuado para 


obtener el acceso a tal volumen de documentación”.  


Por otra parte indicaba que reunir la información y realizar las copias supondría la 


intervención de varios servicios y la dedicación exclusiva de un trabajador durante tres meses 


añadiendo la posible ralentización o incluso paralización de la actividad ordinaria 


complicando el desenvolvimiento de los servicios.  


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, 


acceso a la información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a 


acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la 


Constitución Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito 


de sus respectivas competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o 


presunta en materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación 


ante el Consejo de Transparencia y Bueno Gobierno, con carácter potestativo y previo a su 


impugnación en vía contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de 


diciembre, establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado 


corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las 


Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en 


su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades Autónomas. 


En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 


tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de 


recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, 


de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la 


Comisión de Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con 
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carácter potestativo y previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten 


contra las resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública 


dictadas por los organismos y entidades del sector público autonómico relacionadas en el 


artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la 


Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de 


actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad 


Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes 


identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para 


ello puesto que se trata de la misma persona que solicitó la información. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo establecido para ello 


24.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


Quinto.- Comenzando con el análisis materia de la actuación administrativa 


impugnada debemos indicar en primer lugar que hay dos datos en el presente expediente: En 


primer lugar y como premisa objetiva, que la Universidad de Burgos cuenta con la 


documentación requerida pero que se halla dispersa, asciende a más de trescientos 


documentos y que data de un largo lapso de tiempo, esto es once ejercicios contables; y en 


segundo lugar y como antecedente de carácter más subjetivo, que la localización y realización 


de copias daría lugar a la ralentización y posiblemente a la paralización de la actividad 


ordinaria de la Universidad requiriendo la dedicación exclusiva de un trabajador durante tres 


meses. 


A este segundo extremo se ha opuesto el interesado en la reclamación formulada ante 


esta Comisión de transparencia manifestando que “la UBU tiene personal suficiente y muy 


cualificado para realizar estas gestiones. Por otro lado, obligatorias para una 


administración pública.” 


Sexto.- Así las cosas y partiendo de la circunstancia de que nos encontramos ante una 


indudable solicitud de información pública, debemos valorar si como afirma la Universidad 
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de Burgos estamos ante un supuesto incardinable en las causas de inadmisión del artículo 18.1 


de la LTAIBG. Ahora bien, parece que en la resolución se citan dos conceptos de los 


previstos en el mencionado artículo: a saber, el carácter abusivo de la solicitud del inciso e) y 


por otro lado la necesidad de reelaboración de la información para ponerla a disposición del 


solicitante del inciso c).  


En primer lugar, y a la vista de la información remitida parece que la situación puede 


incardinarse en el supuesto de solicitud de carácter abusivo prevista en el artículo 18.1 e) de la 


LTAIBG. A tal efecto nos parece clarificador lo expuesto por el propio  CTBG en su Criterio 


Interpretativo CI/003/2016.  


“(…) hay dos elementos esenciales para la aplicación de esta causa de inadmisión: 


A) Que el ejercicio del derecho sea abusivo cualitativamente, no en sentido 


cuantitativo: el hecho de que una misma persona presente un número determinado de 


solicitudes no determina necesariamente un ejercicio abusivo del derecho y, 


B) Que el ejercicio del derecho pueda considerarse excesivo, es decir, cuando no 


llegue a conjugarse con la finalidad de la Ley. 


1. Así, una solicitud puede entenderse abusiva cuando se encuentre en alguno de los 


supuestos o se den alguno de los elementos que se mencionan a continuación: 


(…) 


- Cuando, de ser atendida, requiera un tratamiento que obligara a paralizar el resto 


de la gestión de los sujetos obligados a suministrar la información, impidiendo la atención 


justa y equitativa de su trabajo y el servicio público que tienen encomendado, y así resulte de 


acuerdo con una ponderación razonada y basada en indicadores objetivos. 


- Cuando suponga un riesgo para los derechos de terceros. 


- Cuando sea contraria a las normas, la costumbre o la buena fe. 


En atención a lo expuesto, se enuncian en el citado Criterio Interpretativo las 


siguientes conclusiones: 


“(…) b) Las Administraciones y Entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la 


Ley deben tener en cuenta que las causas de inadmisión deben aplicarse de manera 


restrictiva y, cuando sean aplicables, habrán de expresar los motivos que lo justifiquen. 
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c) En todo caso, la concurrencia de las causas de inadmisión a que se refiere este 


criterio interpretativo requiere en ambos casos la concurrencia de dos requisitos (…) En el 


caso de la solicitud abusiva, ésta debe no solo ser cualitativamente abusiva sino además no 


estar justificada con la finalidad de la Ley. 


d) Las Administraciones y Entidades Públicas obligadas por la LTAIBG que apliquen 


las causas de inadmisión a que se refiere este criterio deben hacerlo de acuerdo con una 


ponderación razonada y basada en indicadores objetivos, y así deben justificarlo 


convenientemente”. 


Pues bien, en este supuesto, siendo el objeto de la solicitud la documentación relativa a 


once años contables, a juicio de esta Comisión de Transparencia la solicitud sí podría 


calificarse como abusiva dado que se trata de un número considerable de documentos (más de 


trescientos) que se hallan dispersos en la documentación contable de un extenso lapso de 


tiempo.  


En todo caso el propio CTBG ha señalado en reiteradas ocasiones que el concepto de 


solicitud de información abusiva es un “concepto jurídico indeterminado que ha de ser 


resuelto atendiendo a criterios de sentido común en relación con el contexto en que se sitúa 


dicho concepto”1 siendo competencia de la entidad requerida la motivación de la resolución 


de inadmisión aportando razones que la justifiquen adecuadamente. Estimamos que esta 


previsión ha sido cumplimentada por parte de la Universidad de Burgos, al margen de que sea 


valorable si es necesaria “la dedicación exclusiva de un trabajador durante tres meses”  o un 


período de tiempo menor. 


Séptimo.- En otro orden de cosas habría de examinarse si concurre la necesidad de 


reelaboración del párrafo c) del artículo 18.1 en la forma expresada por  la Universidad de 


Burgos. Al respecto el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su Criterio 


Interpretativo CI/2007/2015, de 12 de noviembre, ha manifestado lo siguiente: 


“… el concepto de reelaboración como causa de inadmisión ha sido interpretado por 


este Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en diversas resoluciones de tal manera que 


puede entenderse aplicable cuando la información que se solicita, perteneciendo al ámbito 


funcional de actuación de organismo o entidad que recibe la solicitud, deba: (…), o b) 


Cuando dicho organismo o entidad carezca de los medios técnicos que sean necesarios para 


                                                 
1 Resolución 258/2015, de 6 de noviembre.  
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extraer y explotar la información concreta que se solicita, resultando imposible 


proporcionar la información solicitada”.   


Es decir que la carencia de medios técnicos que permitan extraer de una forma 


relativamente simple la información solicitada determina que proporcionar esta exija una 


acción previa de reelaboración en el sentido dispuesto en el citado artículo 18.1 c) de la 


LTAIBG. Por su parte la Comisión de Garantía del Derecho de acceso a la información 


pública de Cataluña  en su Resolución 35/2015 clarifica en qué casos nos encontramos ante 


supuestos de reelaboración proponiendo como indicios a tal efecto, entre otros, “que la 


información solicitada corresponda a un lapso temporal muy amplio, de modo que haya que 


buscarla entre varios expedientes cronológicamente alejados e incluso entre varios 


contenedores o ámbitos físicos de archivos de documentos” añade asimismo “que sea 


necesario obtener la información solicitada de un número muy elevado de documentos y de 


expedientes diferentes, especialmente si se encuentran dispersos, bien sea por razones 


cronológicas o de cualquier otra índole”. En consecuencia parece que acudiendo a esta 


interpretación también podría inadmitirse la solicitud en la forma que lo ha hecho la 


Universidad de Burgos partiendo también de la necesidad de reelaboración. Además, la propia 


Comisión de Garantía del Derecho de acceso a la información pública de Cataluña, aclara que 


basta con que concurra un solo indicador de complejidad recayendo la carga de la prueba 


sobre tal necesidad en la Administración requerida. Este requisito parece cumplirse con el 


informe del Jefe de Servicio de Gestión Económica de la Universidad.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de 


Burgos.  
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Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente 


Resolución en la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter 


personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso 


contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de León que 


por turno corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a su 


notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, respectivamente, de 


la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


Fdo.: Tomás Quintana López 
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Resolución 167/2018, de 28 de septiembre, de la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0081/2017 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Fundación General Universidad de 


León y Empresa (FGULEM) 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 22 de mayo de 2017 y número 12, tuvo registro de entrada en la 


Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa (FGULEM) una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a esta entidad. En el “solicito” de esta petición  se identificaba 


la información requerida en los siguientes términos: 


“Relación completa de pagos a Medios de Comunicación, profesionales de la comunicación o 


empresas relacionadas con el sector referentes a contratos, publicidad, convenios y suscripciones que se 


produjeran en los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016 con información de cada motivo, fecha del 


desembolso  y la cantidad abonada”. 


Segundo.- Con fecha de registro de salida 21 de junio de 2017 y número 14, la solicitud 


indicada fue resuelta expresamente a través de una comunicación de la Dirección General de la 


FGULEM, donde se manifestó lo que se transcribe a continuación: 


“1.- Conforme al artículo 2.1. de la Ley 19/2013 de 9 de diciembre de Transparencia, Acceso a la 


Información Pública y Buen Gobierno, las Fundaciones del Sector Público previstas en la legislación en 


materia de Fundaciones, se encuentran dentro del ámbito de aplicación de la mencionada Ley, en base a la letra 


h del precepto anteriormente indicado. La referencia expresa a la legislación en materia de Fundaciones, obliga 


a que se deba tener en cuenta lo que al respecto determina la legislación específica sobre la materia.  


2.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.3 de la Ley 13/2002 de 15 de Julio, de 


Fundaciones de Castilla y León, se consideran Fundaciones Públicas de la Comunidad a efectos de esta Ley, 


aquéllas en cuya dotación participen en más del 50% directa o indirectamente, la Administración General de la 


Comunidad o las demás entidades del sector público autonómico.  
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3.- De la misma forma, el artículo 37 de la Ley 13/2002, de 15 de Julio, de Fundaciones de Castilla y 


León, prevé la obligatoriedad de las inscripciones y anotaciones en el Registro de Fundaciones de Castilla y 


León, de aquellas actuaciones que se desarrollen por parte de las Fundaciones que actúen en el territorio de la 


Comunidad Autónoma de Castilla y León. Este es el caso de la presente Fundación, que actualmente se 


encuentra inscrita en el Registro de Fundaciones de Castilla y León, registro que es público y al que cualquier 


persona puede acceder.  


4.- Con fecha 11 de Octubre de 2016, se produjo la inscripción en el Registro de Fundaciones de 


Castilla y León, de la modificación de los Estatutos de la Fundación General de la Universidad de León y de la 


Empresa, donde por primera vez una Administración, en concreto la Universidad, disponía de una participación 


en más del 50% en la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa. De esta forma y a partir 


de esta fecha, se producía un cambio en la naturaleza jurídica de esta entidad, al tener la consideración de 


Fundación Pública de la Comunidad.  


5.- Desde la fecha indicada en el apartado anterior, nacen para esta Fundación, determinadas 


obligaciones que derivan de la nueva naturaleza de la misma, al considerarse Fundación Pública. Por 


consiguiente, y con el fin de dar cumplimiento a su solicitud de información sobre pagos a Medios y 


Profesionales de la Comunicación, se ponen en su conocimiento los gastos producidos, con la identificación 


correspondiente y que son los siguientes: 


FECHA DOCUMENTO MEDIO DE COMUNICACIÓN IMPORTE 


31/10/2016 F6-83-OCT COPE LEON RADIO POPULAR 423,50 € 


31/10/2016 F6-86-OCT RADIO LEON S.A. 694,54 € 


30/11/2016 F6-9D-NOV COPE LEON RADIO POPULAR 423,50 € 


31/12/2016 F6-62-DIC COPE LEON RADIO POPULAR 423,50 € 


 


6.- A efectos de la contratación del servicio de publicidad anteriormente indicado, se ha tenido en 


cuenta la legislación de Contratos del Sector Público, en su modalidad de contrato menor, en razón a la cuantía 


de la contratación.  


7.- Le comunicamos por tanto, que el gasto en publicidad en esta Fundación, no es significativo. No 


obstante y como no puede ser de otra forma, nos ajustamos a la legalidad vigente”. 


Tercero.- Con fecha 23 de junio de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la denegación parcial de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior, argumentando que, a diferencia de lo 


mantenido por la FGULEM en la Resolución impugnada, ésta ya se encontraba vinculada por la 


normativa reguladora del derecho de acceso a la información pública con anterioridad a la 


modificación de sus Estatutos que había tenido lugar en 2016. 
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Cuarto.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la FGULEM poniendo de 


manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase acerca de lo que estimase 


oportuno sobre la actuación que había dado lugar a la citada reclamación.  


Esta petición fue atendida por la Fundación señalada, a través de la remisión de un completo 


informe que tuvo entrada en el Registro del Comisionado con fecha 25 de julio de 2017. En este 


informe, entre otros extremos, se señalaba lo siguiente: 


“Primero.- Naturaleza Jurídica de la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa 


hasta octubre de 2016. 


1.- Nacimiento de la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa. En el año 2003 se 


produce la fusión por absorción entre la Fundación General de la Universidad de León (absorbente) y la 


Fundación Universidad-Empresa (absorbida), con cambio de denominación social que se conserva en la 


actualidad, y que es la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa. 


2.- Inscripción en el Registro de Fundaciones estatal. El 20 de mayo de 2003, la Fundación General de 


la Universidad de León y de la Empresa fue inscrita en el Registro de Fundaciones del Ministerio de Educación, 


Cultura y Deporte. Es destacable, por tanto, que esta Fundación, hasta el momento que luego se señalará, es 


una Fundación estatal sujeta a la legislación de fundaciones del Estado, normativa con la que expresamente 


debían cumplir los estatutos de la Fundación.  


3. Inscripción de los Estatutos de la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa en 


el año 2006 (en adelante FGULEM). En el registro de fundaciones del Ministerio de Educación y Ciencia, 


quedó inscrito, el 19 de enero de 2006, la adaptación de los estatutos de la FGULEM a la Ley 50/2002, de 26 de 


diciembre.  


Esos estatutos han estado vigentes hasta octubre de 2016, en el que la FGULEM se convierte en una 


Fundación con ámbito en la Comunidad Autónoma de Castilla y León, dejando de ser una Fundación de ámbito 


estatal y registro en el Estado, a una Fundación de ámbito de Comunidad Autónoma y registro de la Comunidad 


Autónoma de Castilla y León a través de la Consejería de Presidencia.  


4. Los Estatutos de la FGULEM del 2006 y su carácter docente privado. Es su título I, capítulo III, 


artículo 3 al 5 donde se contiene el carácter y regulación de esta Fundación, recogiendo con meridiana claridad 


que «...tiene el carácter de docente privada...» (art.3), que «...tiene personalidad jurídica, de acuerdo con lo 


dispuesto en el número 1 del artículo 35 del Código Civil y el artículo 4 de la Ley de Fundaciones» (artículo 4), 


y que «...se rige por los presentes Estatutos y por la Ley 50/2002, de 26 diciembre, de Fundaciones y las 


disposiciones de desarrollo de dicha Ley» (artículo 5). Esta carta de naturaleza de esta Fundación se completa 


con lo expresado en el artículo 10 de los Estatutos donde consta que «...desarrollará sus actividades 


principalmente en todo el territorio nacional, sin perjuicio de la realización en el extranjero de cuantas 


actividades de toda índole tiendan a la consecución y logro de los fines fundacionales». A efectos de valoración 
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jurídica, y como resumen de los hechos expuestos, se constata y queda probado que la FGULEM es una 


Fundación docente privada no integrada en el sector público, con personalidad jurídica, con ámbito de 


actuación nacional, que se rige por la Ley Estatal de Fundaciones y que está inscrita en el Registro de 


Fundaciones del Estado, con sujeción a ese Protectorado. Es un hecho irrefutable que se deduce de su propia 


norma institucional y de la práctica continua durante años, sujeta a la supervisión del Estado a través del 


Registro de Fundaciones del Ministerio de Educación, quien controla y vigila que su actuación se sujete a la 


normativa vigente. 


(…) 


6. Dotación fundacional de la FGULEM en este período. Este elemento fáctico es otro de los caracteres 


esenciales para calificar la naturaleza jurídica y del expediente se deduce que la dotación fundacional de la 


FGULEM era de 121.704,95 euros de los que correspondían a la Universidad de León la cantidad de 6.010,12 


euros, provenientes de la Fundación General de la Universidad, lo que suponía algo menos del 5% de 


participación en la dotación fundacional. Es evidente que la Universidad de León no disponía de mayoría de 


participación en la dotación, sino que esta correspondía al sector privado. 


(…) 


Segundo.- Naturaleza jurídica de la Fundación General de la Universidad de León y de la Empresa a 


partir de octubre de 2016. 


9. Baja en el Registro Estatal de Fundaciones y alta en el Registro de Fundaciones de Castilla y León. 


En septiembre de 2016, la FGULEM causó baja en el Registro de fundaciones del Estado, siendo inscrita en 


octubre de 2016 en el registro de fundaciones de la Consejería de Presidencia de la Junta de Castilla y León, 


produciéndose la inscripción de la modificación de los estatutos de la FGULEM que dieron lugar a cambios 


sustanciales en la naturaleza de esta Fundación. Desde ese momento, es una Fundación Registrada en la 


Comunidad autónoma de Castilla y León, con ámbito de actuación en esa Comunidad Autónoma, y de 


naturaleza pública, en el sentido de integrante del sector público autonómico, porque la Universidad de León 


pasó a disponer de una participación mayoritaria en la FGULEM, como consecuencia de su aportación a la 


dotación fundacional conforme al procedimiento legalmente establecido, por importe de 114.410,05 €. Esa es la 


fecha de arranque de una naturaleza diferente que comporta un cambio de marco normativo regulador de esta 


Fundación que hasta ese momento tenía carácter privado no integrada en el sector público.  


10. Fundación autonómica. La FGULEM quedó inscrita en el registro de fundaciones de Castilla y 


León, en la hoja n° CL-24-00440, con fecha 7 de octubre de 2016 siendo notificado a la FGULEM el 11 de 


octubre. A partir de ese momento, y dado el carácter constitutivo de la inscripción pasó a ser una fundación 


autonómica, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 70 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León y, 


en consecuencia, le es de aplicación lo dispuesto en la Ley 13/2002, de 15 de julio de Fundaciones de Castilla y 


León.  
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11. Entidad de derecho privado integrada a partir de octubre de 2016 en el sector público autonómico. 


Es esta una cuestión también importante, que pretende recoger la auténtica naturaleza de la FGULEM 


pues, aunque sea una fundación del sector público de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, desde 


octubre de 2016, es una entidad de Derecho privado sometida a las reglas de Derecho civil, no formando parte 


de las entidades institucionales de la Administración y, por supuesto, no es Administración Pública. Eso sí, sin 


perjuicio que para concretas normas administrativas debe ser considerada a todos los efectos, desde octubre de 


2016, una entidad del sector público autonómico de Castilla y León con las consecuencias inherentes 


(…)”. 


A este informe, transcrito parcialmente, se ha acompañado una copia de la siguiente 


documentación que obra en el expediente de reclamación: 


1. Escritura de Constitución 1987. 


2. Estatutos 2003. 


3. Estatutos 2005. 


4. Estatutos vigentes.  


5. Inscripción de la FGULEM como Fundación Estatal 


6. Baja de la FGULEM como Fundación estatal. 


7. Alta de la FGULEM como Fundación de la Comunidad autónoma. 


8. Dotación fundacional anterior. 


9. Dotación fundacional vigente. 


10. Composición del Patronato años 2010-2011-2012. 


11. Facturas de Publicidad desde octubre de 2016 hasta diciembre de 2016. 


 


 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 







 


 
6 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Bueno Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que su autor es la misma persona que, en su día, se dirigió en solicitud de información a la 


FGULEM. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo de un mes a contar desde el día 


siguiente a la notificación del acto impugnado, establecido en el 24.2 de la LTAIBG. 


Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación impugnada, procede comenzar 


delimitando el objeto de la misma: este no es otro que la denegación de la información solicitada por 


el reclamante relativa al período de tiempo comprendido entre el año 2011 y el mes de octubre de 


2016. Puesto que en ningún momento se ha puesto en duda la inclusión de la información solicitada, 


por su contenido, dentro del concepto de información pública contemplado en el artículo 13 de la 
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LTAIBG (de hecho, como hemos señalado, la información correspondiente al período comprendido 


entre los meses de octubre y diciembre de 2016 ha sido concedida al solicitante), la determinación de 


la regularidad de la decisión adoptada exige analizar la inclusión de la FGULEM dentro del ámbito 


subjetivo de aplicación de la LTAIBG, y en concreto del capítulo III de su título I, regulador del 


derecho de acceso a la información pública. 


De conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.1 h) de la LTAIBG, las fundaciones estarán 


obligadas a proporcionar la información que les soliciten los ciudadanos en los términos previstos en 


el citado capítulo (artículos 12 a 24 de la LTAIBG) cuando sean “fundaciones del sector público 


previstas en la legislación en materia de fundaciones”. 


Una primera definición de lo que debe entenderse por fundación del sector público, a los 


efectos que aquí nos interesan, la encontramos en el artículo 44 de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, 


de Fundaciones, precepto que disponía lo siguiente: 


“A los efectos de esta Ley, se consideran fundaciones del sector público estatal aquellas fundaciones en 


las que concurra alguna de las siguientes circunstancias: 


a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de la Administración 


General del Estado, sus organismos públicos o demás entidades del sector público estatal. 


b) Que su patrimonio fundacional, con carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100 


por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades”.    


En consecuencia, este precepto utiliza como únicos criterios para determinar la naturaleza 


pública de una fundación, el del origen de la aportación inicial para su constitución y el de su 


patrimonio. 


Solo a partir del 2 de octubre de 2016 (fecha de entrada en vigor de la Ley 40/2015, de 1 de 


octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público), a los criterios señalados se ha añadido un tercero 


relativo a los derechos de voto en el patronato de la fundación de que se trate de los representantes del 


sector público estatal (artículo 128.1 de aquella Ley, aplicable exclusivamente a la Administración 


General del Estado y al sector público estatal, de conformidad con lo previsto en su disposición 


adicional decimocuarta). 


En el ámbito de Castilla y León, el artículo 6.3 de la Ley 13/2002, de 15 de julio, de 


Fundaciones, introducido por la disposición final segunda de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, establece lo siguiente: 
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“Se consideran fundaciones públicas de la Comunidad a efectos de esta Ley aquellas en cuya dotación 


participen en más del cincuenta por ciento, directa o indirectamente, la Administración General de la 


Comunidad o las demás entidades del sector público autonómico”.  


Poniendo en relación lo hasta aquí expuesto con el caso de la FGULEM, a la vista de la 


documentación remitida a esta Comisión queda acreditado que hasta el mes de octubre de 2016 


aquella no podía ser considerada una fundación pública, puesto que ni en el momento de su 


constitución ni posteriormente (hasta el citado mes de octubre de 2016), la participación de la 


Universidad de León ni de otros organismos públicos era mayoritaria. En efecto, tal y como consta en 


la Escritura Pública de Fusión por Absorción de la Fundación General de la Universidad de León y de 


la Fundación Universidad-Empresa de León y de Modificación de sus Estatutos, otorgada con fecha 


25 de febrero de 2003, como consecuencia de esta fusión la dotación fundacional fue de 121.694,83 


céntimos, de los cuales únicamente 6.000 correspondían a la Fundación General de la Universidad. 


Es en 2016, cuando tiene lugar un cambio en la naturaleza jurídica de la FGULEM al 


proceder, en primer lugar y como consta en escritura pública otorgada con fecha 12 de enero de ese 


año, la Universidad de León a realizar una aportación a la dotación fundacional de 114.410,05 euros. 


Se señala expresamente en aquel documento, cuya copia obra en esta Comisión, lo siguiente: 


“I.- El Consejo de Gobierno de la Universidad de León, en sesión celebrada el 14 de diciembre de 


2015 acordó aprobar la propuesta de modificación de la naturaleza jurídica de la Fundación General de la 


Universidad de León y de la Empresa, pasando su naturaleza jurídico-privada a jurídico-pública, con un 


incremento de partición de la UNIVERSIDAD DE LEÓN de CIENTO CATORCE MIL CUATROCIENTOS 


DIEZ EUROS CON CINCO CÉNTIMOS (114.410,05 €) en la dotación fundacional de la Fundación con el fin 


de superar el 50 %, alcanzando el 51 %, condicionada a la realización de los trámites que procedan, en especial 


la modificación de los Estatutos de la Fundación General de la Universidad de León y de la Empres, al objeto 


de que haga mención expresamente a que la misma es medio propio de la Universidad”.  


El Patronato de la FGULEM, con fecha 30 de junio de 2106, acordó modificar sus Estatutos, 


estableciéndose que la Fundación desarrollará principalmente sus actividades en la Comunidad de 


Castilla y León, lo que implicaba el cambio de competencia a cuanto a las funciones de Protectorado y 


Registro, que pasaron a corresponder a los órganos que tienen conferidas estas competencias en la 


Administración autonómica. 


Finalmente, mediante Resolución del Jefe del Servicio de Fundaciones de la Consejería de la 


Presidencia, de 7 de octubre de 2016, se acordó la inscripción de la FGULEM en el Registro de 


Fundaciones de Castilla y León. 
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En consecuencia, solo a partir de ese momento la FGULEM pasó a integrar el ámbito 


subjetivo de aplicación del capítulo III del título I de la LTAIBG, dedicado al derecho de acceso a la 


información pública. Por este motivo, es conforme a derecho la decisión adoptada por la FGULEM 


que es objeto de la presente impugnación de únicamente conceder al solicitante la información pública 


pedida a partir de la fecha donde tuvo lugar el cambio en la naturaleza jurídica de la Fundación a la 


que se ha hecho referencia.   


Sexto.- En el mismo sentido señalado en el expositivo anterior, debemos determinar la 


inclusión de la FGULEM dentro del ámbito subjetivo previsto en el artículo 8 de la Ley 3/2015, de 4 


de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, antes citado, precepto que 


dispone que se podrá interponer una reclamación ante la Comisión de Transparencia frente a las 


resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas, a los efectos 


que aquí nos interesan, por los organismos y entidades del sector público autonómico relacionados en 


el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad 


de Castilla y León, entre las que se encuentran las fundaciones públicas.  


Ya hemos señalado también que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6.3 de la Ley 


13/2002, de 15 de julio, de Fundaciones, son fundaciones públicas de la Comunidad aquellas en cuya 


dotación participen en más del cincuenta por ciento, directa o indirectamente, la Administración 


General de la Comunidad o las demás entidades del sector público autonómico (dentro de estas 


últimas se encuentran las universidades públicas).  


Por tanto, en atención a los argumentos ya expuestos, desde el mismo momento señalado en el 


fundamento anterior (octubre de 2016), la FGULEM se encontraba obligada a conceder o denegar la 


información pública que le solicitaran los ciudadanos en los términos previstos en la LTAIBG, a través 


de una Resolución impugnable ante esta Comisión de Transparencia. 


Séptimo.- En la reclamación presentada, se hace referencia a dos informes del Consejo de 


Cuentas de Castilla y León, correspondientes a los años 2010 y 2012, relacionados con la inclusión de 


la FGULEM dentro del ámbito de fiscalización de la citada Institución propia de esta Comunidad en 


función del control mayoritario de su patronato. En el informe remitido a esta Comisión por la 


Fundación se contiene una amplia argumentación acerca de esta cuestión, a través de la cual se 


mantiene que el “Patronato no ha tenido una dependencia mayoritaria de la Universidad de León”. 


Ahora bien, puesto que, como se ha expuesto, hasta el 2 de octubre de 2016 y para las 


fundaciones del sector público estatal, la cuestión relativa al origen de los miembros del patronato no 
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era un criterio legal determinante del carácter público de las fundaciones, no consideramos necesario 


analizar esta cuestión para adoptar la presente resolución. 


En cualquier caso, lo anterior no implica pronunciarnos en sentido alguno acerca de las 


posturas mantenidas al respecto, de un lado, por el Consejo de Cuentas de Castilla y León a los efectos 


del desarrollo de su función, y, de otro, por la FGULEM. 


Octavo.- En definitiva, la concesión de la información solicitada a la FGULEM solo desde el 


mes de octubre de 2016 es conforme a derecho, puesto que solo la transformación en la naturaleza 


jurídica de la Fundación que tuvo lugar en ese momento determinó su inclusión dentro del ámbito 


subjetivo del derecho de acceso a la información pública regulado en el capítulo III del título I de la 


LTAIBG. Con anterioridad, únicamente se encontraba obligada al cumplimiento de las obligaciones 


de publicidad activa, reguladas en el capítulo II del mismo título, si concurría alguna de las 


circunstancias recogidas en la letra b) del artículo 3 de la LTAIBG. 


Ahora bien, una vez que la FGULEM se ha convertido en una fundación pública integrante del 


sector público de la Comunidad, está obligada a suministrar la información pública solicitada por los 


ciudadanos en los términos dispuestos en el citado capítulo III del título I de la LTAIBG, y las 


decisiones que adopte a la vista de estas peticiones son susceptibles de ser impugnadas ante esta 


Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo. 


Del mismo modo, se encuentra obligada a cumplir las obligaciones de publicidad activa 


previstas en el capítulo II del título I de la LTAIBG, y las adicionales a las anteriores previstas en el 


artículo 3 de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y 


León.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación parcial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Fundación General de la Universidad de León y de la 


Empresa. 
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Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Fundación General de la 


Universidad de León y de la Empresa. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Contra esta resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso 


contencioso-administrativo ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de León que por turno 


corresponda en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a su notificación, de conformidad 


con lo dispuesto en los artículos 8.3 y 46.1, respectivamente, de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 


reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. 


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 155/2018, de 17 de agosto, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0067/2017 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 20 de abril de 2017, tuvo registro de entrada en la Universidad de 


Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX a la citada Universidad Pública. En el 


“solicito” de esta petición  se enunciaba el objeto de la misma en los siguientes términos: 


“- Colectivo de Personal de Administración y Servicios - Laboral (PAS-L):  


o N° de empleados públicos por cada organización sindical que disponen de un crédito de horas 


mensuales retribuidas para el ejercicio de funciones de representación. 


o N° de horas de crédito mensual de la que dispone cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° de horas de crédito mensual utilizadas por cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados totalmente.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados parcialmente, y % de liberación.  


- Colectivo de Personal de Administración y Servicios - Funcionario (PAS-F):  


o N° de empleados públicos por cada organización sindical que disponen de un crédito de horas 


mensuales retribuidas para el ejercicio de funciones de representación.  


o N° de horas de crédito mensual de la que dispone cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° de horas de crédito mensual utilizadas por cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados totalmente.  


o Nº empleados públicos, por cada organización sindical, liberados parcialmente, y % de liberación.  


 


- Colectivo de Personal Docente e Investigador - Laboral (PDI-L):  
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o N° de empleados públicos por cada organización sindical que disponen de un crédito de horas 


mensuales retribuidas para el ejercicio de funciones de representación.  


o N° de horas de crédito mensual de la que dispone cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° de horas de crédito mensual utilizadas por cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados totalmente.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados parcialmente, y % de liberación.  


- Colectivo de Personal Docente e Investigador - Funcionario (PDI-F):  


o N° de empleados públicos por cada organización sindical que disponen de un crédito de horas 


mensuales retribuidas para el ejercicio de funciones de representación.  


o N° de horas de crédito mensual de la que dispone cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° de horas de crédito mensual utilizadas por cada organización sindical, en el año 2016.  


o N° empleados públicos, por cada organización sindical, liberados totalmente o empleados 


públicos, por cada organización sindical, liberados parcialmente, y % de liberación”. 


Segundo.- Con fecha 2 de junio de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior, al haber transcurrido un mes sin que se hubiera 


obtenido una respuesta a la misma. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada reclamación.  


Con fecha 5 de julio de 2017, se recibió la contestación de la Universidad, quien puso de 


manifiesto que la solicitud indicada en el expositivo primero había sido respondida a través de un 


escrito del Gerente de la Universidad de Burgos, de fecha 28 de junio de 2017, en el que se contestaba 


a la petición de información realizada en los siguientes términos: 


“1°.- N° de empleados de la Universidad que disponen de crédito sindical. Se detalla en la tabla 


adjunta.  


SINDICATO 
COMITÉ EMPRESA 


PAS 


JUNTA 


PERSONAL PAS 


COMITÉ 


EMPRESA PDI 


JUNTA 


PERSONAL PDI 


DELEGADOS 


SINDICALES 


CCOO 3 6 5 3 2 


CSIF 3 2 4 4 1 


UGT 2 1 0 2 2 


STECYL 1 0 3 4 1 


TOTAL 9 9 12 13 6 
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Conforme la normativa que se detalla a continuación, los miembros del Comité de Empresa del PAS y 


de la Junta de Personal de PAS, tendrían un crédito mensual de 20 horas. Los miembros del Comité de Empresa 


del PDI y de la Junta de Personal de PDI, tendrían un crédito mensual de 30 horas. Por último, los Delegados 


Sindicales, tendrían un crédito mensual de 20 horas. 


(…) 


2º.- Nº de horas de crédito mensual que dispone (sic) cada organización. 


Las organizaciones sindicales no disponen de crédito sindical. 


3°.- N° de horas de crédito mensual utilizadas por cada organización. 


Se detallan a continuación el resumen de los registros de horas utilizadas por los empleados públicos, 


miembros de Comités de Empresa, Juntas de Personal y Delegados sindicales, agrupados por sindicato y 


colectivo en el ejercicio 2016:  


SINDICATO PAS LABORAL PAS FUNCIONARIO 


CCOO 7,00 42,75 


CSIF 80,33 12,97 


UGT 26,10 4,58 


STECYL 0,00 0,00 


TOTAL 113,43 60,30 


 


A los miembros del Comité de Empresa y Junta de Personal del PDI, en aplicación de lo previsto en la 


Normativa Reguladora de la Dedicación Académica del Profesorado de la Universidad de Burgos, aprobada 


por el Consejo de Gobierno en fecha 5 de junio de 2014, se les aplica la reducción de dedicación docente 


correspondiente.  


4°.- N° de empleados públicos liberados por cada organización sindical.  


En el cuadro adjunto se detalla, en la actualidad, el número de liberados sindicales con el tipo de 


liberación (total o media jornada) relativo al PAS Funcionario y Laboral. El colectivo de PDI Funcionario y 


Laboral no cuenta con liberados sindicales:  


 
 LIBERADOS 100% LIBERADOS 50% 


SINDICATO PAS FUNCIONARIO PAS LABORAL 
PAS 


FUNCIONARIO 
PAS LABORAL 


CCOO 1 1 0 0 


CSIF 0 0 0 1 


UGT 0 0 0 1 


STECYL 0 0 0 0 


TOTAL 1 1 0 2 


 


(el subrayado es nuestro) 


El “recibí” de esta repuesta fue firmado por el solicitante con fecha 30 de junio de 2017, si 


bien en el mismo este había hecho constar la expresión “No conforme con la documentación”. 
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Cuarto.- Una vez conocido que había sido resuelta expresamente la solicitud cuya denegación 


presunta inicial constituía el objeto de esta reclamación, se procedió a la apertura de un plazo de 


alegaciones de 15 días para que el reclamante pusiera de manifiesto lo que estimase oportuno ante esta 


Comisión. 


En el trámite señalado, el antes identificado procedió a ampliar su reclamación, 


circunscribiendo ahora la misma a una parte concreta de la información solicitada que, a su juicio, no 


se había proporcionado por la Universidad de Burgos. En concreto, señalaba en su escrito de 


ampliación de la reclamación inicial lo siguiente: 


“Con fecha 30/06/2017 la Universidad de Burgos me entrega parte de la información solicitada, 


firmando un «no conforme» a dicho documento.  


La información que NO se me ha entregado es la relativa a nº de horas de crédito mensual utilizadas 


por cada organización, en los colectivos de PDI-laboral (Comité de Empresa) y PDI-funcionario (Junta de 


Personal). La universidad ha señalado a esta cuestión: «a los miembros del Comité de Empresa y Junta de 


Personal del PDI, en aplicación de lo previsto en la Normativa Reguladora de la Dedicación Académica del 


Profesorado de la Universidad de Burgos, aprobada por el Consejo de Gobierno de fecha 5 de junio de 2014, se 


les aplica la reducción de dedicación docente correspondiente».  


Tal y como se observa de la respuesta facilitada, NO se indica nº de horas de crédito mensual 


utilizadas en los colectivos de PDI-laboral y PDI-funcionario (tal y como sí se ha realizado en el colectivo de 


PAS-laboral y PAS-funcionario). Como resulta evidente tanto PDI-laboral como PDI-funcionario han podido 


hacer uso de su crédito legalmente reconocido y eso se traduce en una serie de horas mensuales, cuestión de la 


que se solicita la información. Esto es independiente de cómo se haya articulado este derecho en la universidad 


y sí dichas horas se reducen en el ámbito docente o no, cuestión que no ha sido planteada en la petición de 


información”. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 







 


 
5 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León (entre las que se encuentran en si 


letra e) las universidades públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de 


actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por 


las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por 


las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello, 


puesto que el reclamante es la misma persona que se ha dirigido en solicitud de información pública a 


la Universidad de Burgos. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue presentada frente a la desestimación presunta de la 


solicitud de información referida en el expositivo primero de los antecedentes. Sin embargo, en el 


curso de la tramitación de la presente reclamación esa solicitud fue resuelta expresamente a través de 


la comunicación del Gerente de la Universidad citada, transcrita parcialmente en el expositivo tercero 


de los antecedentes. En este sentido, aunque esta comunicación no guarda la forma de Resolución 


propiamente dicha ni expresa los recursos que procedían frente a la misma, sí incorpora una decisión 
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de proporcionar determinada información al solicitante, omitiendo una parte de la pedida, a juicio de 


este. 


A la vista de la respuesta señalada, el reclamante presentó ante esta Comisión un escrito de 


ampliación de la reclamación inicial. En consecuencia, lo que inicialmente fue una reclamación frente 


a una denegación presunta de la solicitud de información pública presentada se ha convertido en una 


reclamación frente a la denegación expresa de una parte concreta de la información pedida, que ha 


tenido lugar mediante la adopción de la comunicación señalada, la cual ha sido impugnada ante esta 


Comisión de Transparencia. 


En cuanto al plazo del que disponía el ciudadano para presentar esta nueva reclamación, se 


debe tener en cuenta la omisión en aquella comunicación, ya señalada, de la expresión de los recursos 


que procedían frente a la misma, en vía administrativa y judicial, el órgano ante el que hubieran de 


presentarse y el plazo para interponerlos. Esta omisión motiva la aplicación a aquel plazo de lo 


dispuesto en el artículo 40.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo 


común de las administraciones públicas y que, de acuerdo con este precepto, la notificación de la 


decisión adoptada surta efecto desde que el interesado realice actuaciones que supongan el 


conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto objeto de la notificación, o interponga 


cualquier recurso que proceda.  


En este caso, la reclamación frente a la decisión expresa se registró con posterioridad al plazo 


de un mes previsto en el artículo 24.2 de la LTAIBG; sin embargo, por el motivo antes señalado, no 


procede su inadmisión por extemporánea. 


Quinto.- Por tanto, considerando lo hasta aquí expuesto el objeto de la presente reclamación 


es la omisión por parte de la Universidad de Burgos en la respuesta proporcionada al solicitante de la 


información concreta relativa al número de horas de crédito mensual utilizadas por los miembros de la 


Junta de Personal, del Comité de Empresa y de los Delegados de Personal del personal docente e 


investigador en el ejercicio 2016.  


Como se ha señalado, al respecto y a diferencia de la información proporcionada 


respecto al personal de administración y servicios, en relación con el personal docente e 


investigador la respuesta dada por el Gerente de la Universidad de Burgos se ha limitado a 


señalar que “a los miembros del Comité de Empresa y Junta de Personal del PDI, en aplicación de lo 


previsto en la Normativa Reguladora de la Dedicación Académica del Profesorado de la Universidad 


de Burgos, aprobada por el Consejo de Gobierno en fecha 5 de junio de 2014, se les aplica la 


reducción de dedicación docente correspondiente”. 
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En este sentido, el artículo 31 de la Normativa Reguladora de la Dedicación Académica del 


Profesorado de la Universidad de Burgos, aprobada por el Consejo de Gobierno de la Universidad de 


Burgos en su sesión celebrada el día 5 de junio de 2014, dispone lo siguiente: 


“Artículo 31. Crédito horario de los miembros de la Junta de Personal, del Comité de Empresa y de los 


Delegados de Personal. 


Los miembros de la Junta de Personal y del Comité de Empresa y los Delegados de Personal, en su 


caso, como representantes legales de los funcionarios y trabajadores públicos dispondrán, en el ejercicio de su 


función representativa, del crédito de horas mensuales que establezca el ordenamiento jurídico y los pactos de 


derechos sindicales a los que se adhiera la Universidad de Burgos o que formalice con las Organizaciones 


Sindicales, en su caso”.  


Es cierto, por tanto, que, a diferencia de lo ocurrido en relación con el personal de 


administración y servicios, no se ha proporcionado la información correspondiente al número de horas 


de crédito mensual utilizadas por los miembros de la Junta de Personal, del Comité de Empresa y de 


los Delegados de Personal del personal docente e investigador en el ejercicio 2016, ni se han 


explicitado, en su caso, los motivos por los cuales tal información no puede ser conocida por el 


solicitante. 


 Esta concreta información tiene pleno encaje legal en la definición legal del concepto de 


información pública que se realiza en el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto define la 


información pública como “los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, 


que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que 


hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  


Como hemos expuesto con anterioridad, el artículo 12 de la LTAIBG  reconoce el derecho a 


acceder a información pública a “todas las personas”, no concurriendo aquí, en principio, ninguna de 


las causas de inadmisión de las solicitudes de acceso a la información pública previstas en el artículo 


18 de la LTAIBG, ni tampoco una posible vulneración de los límites al derecho de acceso 


contemplados en los artículos 14 y 15.  


Sexto.- En cuanto a la forma en la cual se debe llevar a cabo en este caso el acceso a la 


información que se debe proporcionar, el artículo 22.1 de la LTAIBG establece como preferente el 


acceso por vía electrónica, salvo que el solicitante haya señalado expresamente otro medio. En el 


supuesto aquí planteado y puesto que el solicitante de la información proporciona a efectos de 


notificaciones una dirección postal, procede que la remisión de la información tenga lugar a través del 
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envío de la misma a esta dirección, tal y como se hizo en relación con el resto de la información 


pública que fue solicitada por aquel. 


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación de una parte de la solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, se debe remitir al solicitante la 


información correspondiente al número de horas de crédito mensual utilizadas por los miembros 


de la Junta de Personal, del Comité de Empresa y de los Delegados de Personal del personal 


docente e investigador de la Universidad de Burgos en el ejercicio 2016. 


Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de Burgos. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 


página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 


124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 152/2018, de 10 de agosto, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0162/2018 / reclamación frente a la denegación de una solicitud presentada 


por XXX ante diversos órganos de la Universidad de Salamanca 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 13 de junio de 2017, XXX dirigió una solicitud al Ilmo. Sr. Decano de la 


Facultad de Filosofía de la Universidad de Salamanca. En el “solicito” de esta petición se indicaba lo 


siguiente: 


“Solicito que me haga llegar información escrita sobre las conclusiones a las cuales llegue a este respecto 


en la próxima sesión la Comisión de Docencia de la Facultad o, en su caso, el Informe que realice dicha Comisión 


sobre la evidente diferencia entre los criterios seguidos para aprobar los tribunales extraordinarios, que me han 


afectado desde el año 2010, y los criterios que se recuerdan en la Ejecución de acuerdos de la Comisión de 


Docencia, de 14 de noviembre de 2016”. 


Esta petición ha sido reiterada en diversas ocasiones desde la fecha señalada. 


Aunque se han obtenido dos respuestas del Decano de la Facultad de Filosofía (de fechas 8 de 


noviembre de 2017 y 9 de mayo de 2018), la solicitante considera que no se ha atendido a través de las 


mismas la petición realizada 


Segundo.- Con fecha 26 de julio de 2018, tuvo entrada en esta Comisión de Transparencia una 


reclamación frente a lo que la solicitante considera denegación de las peticiones presentadas. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la información 


pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, desarrollados por la 


propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas competencias, será de aplicación la 


correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-


administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley establece que la resolución de la 


reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los supuestos de resoluciones dictadas por 


las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y por las Entidades Locales 


comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que determinen las Comunidades 


Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de Transparencia a quien corresponde la 


tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la 


Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 


Públicas.  


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del sector 


público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del 


Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito 


de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por 


las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 
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Tercero.- El artículo 13 de la LTAIBG define la información pública como: "los contenidos o 


documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 


incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 


ejercicio de sus funciones". 


Pues bien, de la lectura de los escritos dirigidos por la antes identificada a diversos órganos de la 


Universidad de Salamanca (en especial, al Decano de su Facultad de Filosofía), se desprende que aquellos 


no constituyen solicitudes de información pública cuya tramitación y resolución se regule en la LTAIBG, 


sino escritos mediante los cuales se realiza la petición de la adopción de una postura en relación con los 


tribunales extraordinarios de evaluación, con un trasfondo de disconformidad con aquellos que han 


afectado a la aquí reclamante. 


No se trata, por tanto, de solicitudes de ningún documento o contenido que pueda ser calificado 


como información pública en el sentido previsto en el citado artículo 13 de la LTAIBG. No nos 


encontramos en presencia del ejercicio de derecho de acceso a información pública, sino ante la petición 


de la adopción de una postura acerca de la contradicción, a juicio de la reclamante, entre los criterios 


generales adoptados por la Comisión de Docencia para el funcionamiento de los tribunales extraordinarios 


de evaluación y el de que aquellos que han afectado a aquella como docente.  


Cuarto.- En definitiva, la presente reclamación no se encuentra comprendida dentro del ámbito 


objetivo de competencias de la Comisión de Transparencia de Castilla y León al no referirse a una 


solicitud de información pública. 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Inadmitir a trámite la reclamación frente a la denegación de una solicitud presentada 


por XXX ante diversos órganos de la Universidad de Salamanca. 


Segundo.- Notificar esta Resolución a la autora de la reclamación. 
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Tercera.- Una vez realizada la notificación señalada, publicar la presente Resolución en la página 


web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 


de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), contra esta Resolución cabe 


la interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1 m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 


 


 






image34.emf
Res_63_2018.pdf


Res_63_2018.pdf


 


 
1 


Resolución 63/2018, de 28 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0045/2017 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Consejería de la Presidencia 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 24 de febrero de 2017 y número 20171610002990, tuvo registro de 


entrada en la Consejería de la Presidencia una solicitud de información pública dirigida por XXX al 


citado centro directivo. En el “solicito” de esta petición  se exponía lo siguiente: 


“La Junta de Personal de Servicios Centrales mediante acuerdo en la sesión plenaria de 8 de 


septiembre de 2016 (…), adoptó el acuerdo de realizar y presentar el siguiente escrito, 


SOLICITANDO EL ACCESO A LA INFORMACIÓN DE 


• La relación de puestos de trabajo de los distintos órganos administrativos de esta Administración así 


como la identidad de la persona que desempeña dichos puestos de trabajo y su forma de provisión.  


• La información relativa a los empleados públicos contratados bajo cualquier modalidad de contrato 


temporal, y los contratados con cargo a subvenciones.  


• Los distintos trabajadores que utilizan dependencias cuya titularidad corresponde a la Junta de 


Castilla y León y son empleados de otras entidades (empresas públicas de cualquier Administración o privadas) 


que prestan encargos y encomiendas de gestión o como consecuencia de contratos de prestación de servicios”. 


Hasta la fecha, esta solicitud no ha sido resuelta expresamente.  


Segundo.- Con fecha 5 de abril de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Consejería de la Presidencia, 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada reclamación. 


Con fecha 5 de junio de 2017, se recibió la contestación de la Consejería de la Presidencia a 


nuestra solicitud de informe (contestación remitida conjuntamente para este procedimiento de 
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reclamación y para el registrado con el número CT-0031/2017). Respecto a la presente reclamación se 


señala lo siguiente en la respuesta de la Consejería citada: 


“La primera reclamación, que corresponde al expediente CT-0045/2017/ trae causa de la solicitud 


formulada por XXX con fecha de entrada en esta Consejería de 24 de febrero de 2017, por medio de la cual 


solicitaba el acceso a la información de: 


 (transcripción de la petición que ya consta en el antecedente primero) 


El interesado basa esta petición en el legítimo ejercicio de las funciones de control que se atribuyen a 


los órganos de representación colectiva por los artículos 40 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de 


octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público y 101 de la 


Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, además de en su compromiso con el 


fomento de la transparencia en el acceso a la información pública y las normas de buen gobierno.  


Esta solicitud es idéntica a la presentada con fecha 6 de octubre de 2016, y que fue contestada con 


fecha 17 de octubre siguiente, informando que las relaciones de puestos de trabajo se encuentran publicadas en 


el Portal del Empleado Público y en la sede electrónica, y que no es posible facilitar a los datos personales de 


los empleados públicos, atendiendo a los dictámenes de la Agencia Española de Protección de Datos. Respecto 


de las otras dos peticiones se indica que exceden el ámbito de representatividad que corresponde a la Junta de 


Personal de Servicios Centrales de Valladolid.  


Sin embargo el 24 de febrero de 2017 se reitera la misma petición, sin que se haya producido ninguna 


modificación ni en el sujeto, ni en el objeto, ni en el fundamento.  


No obstante, desde esta Viceconsejería, en cumplimiento de lo dispuesto en el Estatuto Básico del 


Empleado Público y en la Ley de Función Pública de Castilla y León, y con la finalidad de facilitar el 


cumplimiento de las funciones de las Juntas de Personal, desde esta Consejería se remitió, con fecha 7 de abril 


de 2017, la información en materia de personal correspondiente al año 2016 y al primer trimestre del presente 


año 2017 a que se refieren los apartados primero y tercero del citado artículo 101 de la Ley 7/2005, así como el 


artículo 40 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la 


Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.  


Con la remisión de esta información se considera tanto cumplido el mandato de los artículos 40 del 


Estatuto Básico del Empleado Público y 101 de la Ley 7/2005, como atendidas las peticiones formuladas por 


XXX, habida cuenta de que la legitimación de ambas solicitudes se fundamentaba en el legítimo ejercicio de las 


funciones de control como órgano de representación, y fueron presentadas en nombre de XXX. 


(…) 


Teniendo en cuenta todo lo expuesto, se entienden atendidas las peticiones formuladas por XXX, sin 


que se haya producido, como esa Comisión indica en sus oficios, la desestimación presunta de las mismas.  
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En todo caso desde esta Viceconsejería dichas solicitudes han sido atendidas como solicitudes en 


ejercicio de las facultades que a los órganos de representación les atribuyen tanto el Estatuto Básico del 


Empleado Público como la Ley de Función Pública, ya que el propio interesado fundamentaba su legitimación 


en las funciones de control y en las facultades que les atribuyen dichas normas, y no como una solicitud de 


acceso a la información.  


En este sentido se ha tenido en cuenta lo previsto en la Disposición adicional primera de la Ley 


19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno sobre 


Regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública, cuando establece lo siguiente:  


«2. Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, aquellas materias 


que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información». 


Respecto de esta disposición el criterio interpretativo Cl/008/2015 del Consejo de la Transparencia y 


Buen Gobierno reconoce expresamente que «en el caso de que una norma concreta establezca un régimen 


específico de acceso a la información pública en una determinada materia o área de actuación administrativa, 


puede entenderse que las normas de la LTAIBG no son de aplicación directa y operan como normas supletorias. 


», y fundamenta este criterio en que «aquellos sectores u órganos que cuenten con una normativa que prevea un 


régimen específico de acceso a la información que los redactores de la LTAIBG han entendido necesario 


preservar, aplicarán directamente dicho régimen y siempre con esta última como norma supletoria».  


Por ello desde esta Viceconsejería se atendió a las peticiones de XXX en su condición de XXX, y en el 


ejercicio, por lo tanto, de sus funciones como órgano de representación del personal al servicio de la 


Administración de la Comunidad de Castilla y León, tal y como el propio interesado había fundamentado sus 


solicitudes.  


Y ello es así porque el ejercicio del derecho de acceso a la información pública está sujeto al 


procedimiento regulado en el Decreto 7/2016, de 17 de marzo, por el que se regula el procedimiento para el 


ejercicio del derecho de acceso a la información pública en la Comunidad de Castilla y León, y la solicitud ha 


de ajustarse a lo exigido en su artículo 2, así como en el artículo 17 de la Ley 19/2013, todo ello en 


cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 66 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”. 


A esta respuesta se adjunta una copia de la comunicación dirigida por la Directora General de 


la Función Pública a la Junta de Personal de Servicios Centrales con fecha 17 de octubre de 2016, en 


la cual, a los efectos que aquí interesan, se señaló lo siguiente: 


“Las relaciones de puestos de trabajo de personal funcionario de la Administración General de la 


Comunidad de Castilla y León y sus Organismos Autónomos están publicadas tanto en el Portal de Empleado 


Público de la página oficial de la Junta de Castilla y León como en la Sede Electrónica.  
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Sin embargo por parte de esta Dirección General de la Función Pública, no es posible facilitar datos 


personales de nuestros empleados públicos. Son varios los dictámenes de la Agencia Española de Protección de 


Datos en este sentido: 


«Consideramos, así, en primer lugar, que lo listados a que se refiere la consulta incluyen 


indudablemente datos de carácter personal, por cuanto se refieren al nombre y apellidos, pudiera ser que el 


DNI o el número de registro de personal...» 


Por otra parte, le comunico que el ámbito personal respecto del que solicita información relativa a los 


empleados públicos contratados bajo cualquier modalidad de contrato temporal, y los contratados con cargos a 


subvenciones, excede del ámbito de representatividad de la Junta de Personal de Servicios Centrales de 


Valladolid.  


Finalmente, respecto de «los distintos trabajadores que utilizan dependencias cuya titularidad 


corresponde a la Junta de Castilla y León y son empleados de otras entidades», advertirle de que, dado que no 


son empleados públicos, esta Dirección General no posee información al respecto, sin perjuicio, nuevamente, de 


que su petición, de nuevo, excede los límites del ámbito de representatividad que le corresponde”. 


Así mismo, también se ha adjuntado una copia de la comunicación dirigida, con fecha 4 de 


abril de 2017, a la Junta de Personal de Servicios Centrales, a través de la cual, con la finalidad de 


facilitar el cumplimiento de las funciones de la Junta de Personal, se proporcionó la información en 


materia de personal correspondiente al año 2016 y al primer trimestre de 2017, a la que se refieren los 


artículos 101 (puntos 1 y 3), de la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y 


León, y 40 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 


refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP). En el documento que se 


adjuntó a esta comunicación se proporcionó información sobre las políticas de personal (“retirada de 


las medidas derivadas de las restricciones presupuestarias”, “mejora y modernización de la función 


pública de Castilla y León” y “otras medidas de modernización y mejora”) y sobre sanciones 


impuestas por faltas graves y muy graves. En este documento no se incluyen referencias a la 


información solicitada sobre las Relaciones de Puestos de Trabajo pedida con fecha 5 de diciembre de 


2016.  


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- Debemos comenzar poniendo de manifiesto que la reclamación que aquí se procede 


a resolver guarda bastantes similitudes con la que dio lugar al expediente CT-0031/2017, en el marco 


del cual se adoptó por esta Comisión de Transparencia la Resolución 127/2017, de 17 de noviembre. 


En efecto, el autor de la solicitud de información y reclamante es la misma persona; el órgano 


administrativo al que se dirige la petición de información es en ambos casos la Consejería de la 
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Presidencia de la Junta de Castilla y León; e, incluso, el objeto de la solicitud coincide parcialmente, 


puesto que si en la primera se pedía “la Relación de Puestos de Trabajo de la Administración de 


Castilla y León, vigentes y actualizadas al día de la fecha, con especificación de la situación de cada 


puesto en cuanto a titularidad y ocupación y, en su caso, descripción de las plazas que están 


ocupadas en comisión de servicio y fecha de inicio en esta situación, en adscripción provisional y 


cualquier otra situación que no se pueda deducir directamente del listado de las RPTs”, aquí se añade 


en la petición relativa a las Relaciones de Puestos de Trabajo “la identidad de la persona que 


desempeña dichos puestos de trabajo”. 


  En consecuencia, muchos de los argumentos jurídicos que aquí se utilizarán serán reiteración 


de los expuestos en la citada Resolución 127/2017, de 17 de noviembre, a la que nos volveremos a 


referir con posterioridad.   


Segundo.- Como aspecto previo al análisis de la actuación administrativa impugnada y a la 


vista de la cuestión planteada por la Consejería de la Presidencia en el informe remitido a esta 


Comisión (conjunto para este expediente de reclamación y para el CT-0031/2017), debemos 


determinar la aplicación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG) y, por tanto, de este mecanismo de reclamación, a 


una solicitud de información presentada por un representante de los empleados públicos.  


En este sentido, debemos partir de lo dispuesto en el punto 2 de la disposición adicional 


primera de la LTAIBG, de conformidad con el cual: 


“Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, aquellas materias que 


tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información”. 


Pues bien, como se indicaba en nuestra Resolución 91/2017, de 25 de agosto (expte. de 


reclamación CT-0070/2017), al respecto procede señalar que el Consejo de Transparencia y Buen 


Gobierno (CTBG) en su Criterio Interpretativo CI/008/2015, de 12 de noviembre, ya expresaba lo 


siguiente: 


“(…) IV. La disposición adicional primera de la LTAIBG vincula la aplicación supletoria de la Ley a la 


existencia de una norma específica que prevea y regule un régimen de acceso a la información, también 


específico. 


En consecuencia, sólo en el caso de que una norma concreta establezca un régimen específico de 


acceso a la información pública en una determinada materia o área de actuación administrativa, puede 


entenderse que las normas de la LTAIBG no son de aplicación directa y operan como normas supletorias. En 


opinión del Consejo, la mencionada disposición adicional tiene como objetivo la preservación de otros 
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regímenes de acceso a la información que hayan sido o puedan ser aprobados y que tengan en cuenta las 


características de la información que se solicita, delimite los legitimados a acceder a la misma, prevea 


condiciones de acceso etc. Por ello, sólo cuando la norma en cuestión contenga una regulación específica del 


acceso a la información, por más que regule exhaustivamente otros trámites o aspectos del procedimiento, 


podrá considerarse a la LTAIBG como supletoria en todo lo relacionado con dicho acceso. 


La interpretación contraria conduciría, adicionalmente, al absurdo de que sectores enteros de la 


actividad pública o determinados órganos territoriales quedaran exceptuados de la aplicación del régimen de 


acceso previsto en la LTAIBG, siendo ésta, como es, una ley básica y de general aplicación. En definitiva, 


solamente aquellos sectores u órganos que cuenten con una normativa que prevea un régimen específico de 


acceso a la información que los redactores de la LTAIBG han entendido necesario preservar, aplicarán 


directamente dicho régimen y siempre con ésta última como norma supletoria. 


V. Hay que tener en cuenta, finalmente, que la excepción prevista en la LTAIBG no realiza una 


enumeración taxativa de los procedimientos o áreas de actuación que cuentan con regímenes específicos, para 


no provocar, por ello, lagunas o introducir rigideces indebidas en el ordenamiento jurídico. Los regímenes 


mencionados en el apartado tres de su disposición adicional primera -el régimen específico de acceso a la 


legislación medioambiental,  contenido en la Ley 27/2006, de 18 de julio, y el previsto en la Ley 37/2007, de 16 


de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público- lo son a título de ejemplo y admiten la 


consideración de otros sectores, entre ellos estaría el contenido en los artículos 23 a 32 del Real Decreto 


1708/2011, de 18 de noviembre, que establece el sistema de Archivos de la Administración General del Estado o 


las disposiciones que, en concreta normativa específica, prevean la reserva en el acceso cuando se den 


determinados condicionantes (secretos oficiales, secreto estadístico) y algunos otros”. 


Esta interpretación ha sido acogida para un supuesto como el que aquí nos ocupa donde el 


solicitante de la información era un representante de los empleados públicos, por el Juzgado Central de 


lo Contencioso-Administrativo n.º 4 en su Sentencia núm. 93/2017, de 17 de julio, donde se señaló 


respecto a la aplicación de la disposición adicional segunda de la LTAIBG en este ámbito lo siguiente: 


“(….) Así, para poder aplicar esta Disposición, el objeto de petición de información debe contar con un 


régimen específico de acceso a la información que, atendiendo a la naturaleza de la misma, regule el alcance, 


procedimiento y garantías del mismo. En ningún caso el EBEP puede entenderse como una normativa 


específica a estos efectos, por mucho que regule detalladamente determinados aspectos procedimentales 


respecto de la representación sindical y la negociación colectiva en el ámbito de la función pública y 


vinculado más concretamente al deber de la Administración de proporcionar determinada información a estos 


efectos (…).  


13. En todo caso, toda posible duda sobre el alcance de este precepto habría de ser solventada 


mediante la aplicación del principio «pro actione»”. 
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Los fundamentos de derecho de esta Sentencia han sido declarados válidos por la Sentencia en 


apelación, de 5 de febrero de 2018, de la Sección Séptima de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 


de la Audiencia Nacional.  


En consecuencia, el acceso a la información para los representantes de los empleados públicos 


regulado en el EBEP y en la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, no 


constituye un régimen de acceso específico a la información, puesto que en ambas normas lo que se 


recoge con carácter general es la función de los representantes de los trabajadores de recibir 


información sobre la política de personal, y no una regulación especial del derecho de acceso a la 


información pública en el sentido previsto en el punto 2 de la disposición adicional primera de la 


LTAIBG. 


Tercero.- Una vez que hemos concluido la aplicación de la LTAIBG al supuesto que aquí nos 


ocupa, procede señalar que su artículo 12 reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, establece que la 


resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los supuestos de 


resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su sector público, y 


por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano independiente que 


determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta Comisión de 


Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, ajustándose a 


lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de 


las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 
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sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que el reclamante es la misma persona que se dirigió en solicitud de información a la 


Consejería de la Presidencia, y su  formulación ante esta Comisión se realizó en la misma condición 


con la que se pidió la citada información (como Presidente de la Junta de Personal de Servicios 


Centrales de la Junta de Castilla y León). 


Quinto.- El objeto de la reclamación es la desestimación presunta de la solicitud de 


información pública de fecha 24 de febrero de 2017, desestimación que ha tenido lugar al haber 


transcurrido, ahora, más de once meses desde su presentación, sin que conste su resolución expresa. 


En este sentido, no se puede considerar que la citada solicitud se encontraba ya resuelta a través de la 


comunicación de fecha 17 de octubre de 2016 de la Directora General de la Función Pública, puesto 


que, a pesar de que con la misma se dio respuesta a una petición anterior cuyo objeto era análogo, 


aquella comunicación no reúne los requisitos previstos para las resoluciones expresas de las 


solicitudes de acceso a la información pública en los artículos 88 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 


del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, 20 de la LTAIBG, y 8 y 9 


del Decreto 7/2016, de 17 de marzo, por el que se regula el procedimiento para el ejercicio del derecho 


de acceso a la información pública en la Comunidad de Castilla y León.  


Por otra parte, la autora de la citada comunicación resulta incompetente para resolver las 


solicitudes de acceso a la información pública, ya que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 


7.1 a) la resolución de estas peticiones corresponde, dentro de la Administración General de la 


Comunidad de Castilla y León, al titular de la Consejería de que se trate (en este caso, la Consejería de 


la Presidencia).  


Del mismo modo, tampoco se puede entender que esta solicitud se resolviera expresamente a 


través de la comunicación de fecha 4 de abril de 2017, señalada en el antecedente tercero, debido a que 


en la misma no se contiene ninguna referencia a la concreta información solicitada con fecha 24 de 


febrero de 2017. 
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Respecto al plazo para la formulación de esta reclamación, de acuerdo con lo dispuesto en el 


artículo 24.2 de la LTAIBG, es, en principio, de un mes a contar desde el día siguiente a aquel en que 


se produzcan lo efectos del silencio administrativo. No obstante, con carácter general, respecto al 


plazo para reclamar frente a las desestimaciones presuntas de solicitudes de acceso a la información 


pública, compartimos el criterio manifestado por el CTBG en su Criterio Interpretativo CI/001/2016, 


de 17 de febrero de 2016, donde, partiendo de la jurisprudencia fijada por el Tribunal Constitucional 


acerca de los plazos para recurrir el silencio administrativo negativo y teniendo en cuenta las 


previsiones de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, relativas a la interposición de los recursos de alzada y de reposición se 


concluye lo siguiente: 


“… la presentación de una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno frente a la 


desestimación de una solicitud de acceso a la información por silencio no estará sujeta a plazo”. 


  Por tanto, por los mismos motivos, consideramos que tampoco se encuentran sujetas a plazo 


las reclamaciones que se presenten ante esta Comisión de Transparencia frente a las desestimaciones 


presuntas de solicitudes de acceso a información pública. 


Sexto.- De acuerdo con lo expuesto, nos encontramos aquí ante la impugnación de una 


denegación presunta de la información solicitada con fecha 24 de febrero de 2017. Esta reclamación, 


de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 23.1 de la LTAIBG y 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de 


octubre, antes citada, tiene la consideración de “sustitutiva de los recursos administrativos”. Las reglas 


generales de validez y eficacia de tal sustitución son, según el citado precepto de la legislación básica 


de procedimiento administrativo, las siguientes: su conocimiento se encomienda a órganos colegiados 


o comisiones específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas y han de respetarse los principios, 


garantías y plazos que la Ley de Procedimiento Administrativo reconoce a los interesados y 


ciudadanos en todo procedimiento administrativo. De acuerdo con lo anterior, el artículo 24.3 de la 


LTAIBG prevé que la tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos 


en la legislación de procedimiento administrativo. Como recuerda el CTBG en su Criterio 


Interpretativo CI/001/2016, de 17 de febrero, se deben aplicar a este procedimiento de reclamación 


“las reglas de interposición, la posibilidad de suspensión de la ejecución de la decisión impugnada, la 


audiencia a los interesados y la resolución”. 


A los efectos que aquí nos interesan, el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, señala 


que la resolución de un  recurso “estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones 


formuladas en el mismo o declarará su inadmisión”, así como que “el órgano que resuelva el recurso 


decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento”.  
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Lo anterior aplicado a la impugnación que aquí nos ocupa implica que en la resolución de la 


misma esta Comisión de Transparencia no debe limitarse únicamente a instar a la Administración 


autonómica la resolución expresa de la solicitud presentada, poniendo fin así al incumplimiento de la 


obligación de resolver esta última en el que se ha incurrido, sino que, en este caso, debe pronunciarse 


también sobre si debe concederse la información solicitada y en qué términos. 


Séptimo.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 


conviene delimitar para ello el objeto de la solicitud de información pública denegada, que no es otro 


que las relaciones de puestos de trabajo de la Administración de Castilla y León, inclusión hecha de la 


identidad de las personas que desempeñan estos puestos de trabajo, así como la identidad de los 


“empleados públicos contratados bajo cualquier modalidad de contrato temporal, y los contratados 


con cargo a subvenciones” y la de otros “trabajadores que utilizan dependencias cuya titularidad 


corresponde a la Junta de Castilla y León”. 


 En la precitada Resolución 127/2017, de 17 de noviembre, ya hemos puesto de manifiesto el 


derecho del solicitante a acceder al contenido de las relaciones de puestos de trabajo, motivo por el 


cual procede ocuparnos aquí de determinar si este derecho se extiende también a conocer la identidad 


de quienes ocupan estos puestos, así como la de las otras personas referidas en la solicitud de 


información.  


Al respecto, debemos traer aquí a colación lo dispuesto en el artículo 15 de la LTAIBG, 


precepto dedicado a la protección de datos personales en el ámbito del derecho de acceso a la 


información pública. Interesa especialmente destacar aquí lo recogido en su apartado 2, de 


conformidad con el cual: 


“Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u 


otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se 


concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la 


organización, funcionamiento o actividad pública del órgano”.    


En el Criterio Interpretativo CI/001/2015, de 24 de junio, emitido conjuntamente por el CTBG 


y por la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD) al amparo de lo dispuesto en la disposición 


adicional quinta de la LTAIBG, cuyo objeto es el “alcance de las obligaciones de los órganos, 


organismos y entidades del sector público estatal en materia de acceso a la información pública sobre 


sus Relaciones de Puestos de Trabajo (RPT), catálogos, plantillas orgánicas, etc., y las retribuciones 


de sus empleados o funcionarios”, se pone en relación lo previsto en el artículo 15.2 de la LTAIBG 


con el acceso a los datos relativos a la identidad de los empleados o funcionarios públicos ocupantes 
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de los puestos previstos en las Relaciones de Puestos de Trabajo. En concreto, en su punto II. 1, se 


señala lo siguiente: 


“A) En principio y con carácter general, la información referida a la RPT, catálogo o plantilla 


orgánica, con o sin identificación de los empleados o funcionarios públicos ocupantes de los puestos, se 


consideran datos meramente identificativos relacionados con la organización, funcionamiento o actividad 


pública del órgano de modo que, conforme al artículo 15, número 2, de la LTAIBG, y salvo que en el caso 


concreto prevalezca la protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre 


el interés público en la divulgación, se concederá el acceso a la información. 


B) Ello no obstante y en todo caso: 


a) La información –siempre en el supuesto de que resulte obligado facilitarla conforme a las reglas del 


anterior apartado A- no se facilitará cuando el acceso suponga un perjuicio para  uno o varios de los bienes 


enumerados en el artículo 14.1 de la LTAIBG y la limitación sea justificada, proporcionada a su objeto y 


finalidad de protección y haya tenido en cuenta las circunstancias del caso concreto, especialmente la 


concurrencia en el mismo de un interés superior que justifique el acceso. 


b) Tampoco se facilitará cuando el acceso afecte a uno o varios empleados o funcionarios públicos que 


se encuentren en una situación de protección especial-p. ej. La de víctima de violencia de género o la de sujeto a 


una amenaza terrorista-, que pueda resultar agravada por la divulgación de la información relativa al puesto de 


trabajo que ocupan. 


En este último caso, si el órgano, organismo o entidad responsable de la información tuviera 


conocimiento o pudiera deducir razonablemente de la información de que dispusiese que alguno o algunos de 


los empleados concernidos por una solicitud de información pudiese hallarse en una situación de protección 


especial, deberá recabar del o de los afectados la información necesaria para dilucidar si efectivamente se da el 


supuesto y proceder en consecuencia con la respuesta”. 


En este Criterio Interpretativo se concluye lo siguiente acerca de su alcance: 


“… los criterios interpretativos fijados se refieren exclusivamente al acceso a la información pública 


referida a las cuestiones señaladas expresamente. En ningún caso estos criterios son de aplicación a la 


publicación de dicha información en el régimen de publicidad activa previsto en los artículos 5 y siguientes de 


la LTAIBG. 


En todo caso, a la hora de conceder el acceso habrá de informarse expresamente al interesado de lo 


dispuesto en el art. 15, núm. 5, de la LTAIBG, esto es, de que la normativa de protección de datos personales 


será en todo caso de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de 


acceso”.  
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El propio CTBG, con base en lo dispuesto en el Criterio Interpretativo señalado, reconoció en 


su Resolución R/0246/2017, de 22 de agosto, el derecho del solicitante, que actuaba en nombre y 


representación de la Junta de Personal de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en Valencia, 


su derecho a conocer, entre otros extremos, la identidad de los ocupantes de los puestos de trabajo del 


Catálogo actualizado de puestos de trabajo de la citada Delegación Provincial de la AEAT. Resulta 


relevante, a nuestro juicio, indicar aquí que en el fundamento jurídico núm. 8 de esta Resolución se 


expresó lo siguiente: 


“(…) De igual manera, si es obligación de la Administración facilitar las relaciones o catálogos de 


puestos de trabajo con motivo de la obligación legal impuesta por la normativa específica en materia de 


relaciones Administración-Sindicatos, con más motivo es tenerlas a disposición de los representantes 


sindicales cuando lo soliciten bajo el amparo de la normativa de Transparencia y acceso a la información 


pública, sin que sea admisible invocar una ausencia de información que hay que elaborar por imperativo 


legal”. 


Por tanto, el derecho a conocer la identidad de quienes se encuentren ocupando los puestos 


incluidos en las Relaciones de Puestos de Trabajo de la Administración General de la Comunidad  se 


encuentra amparado por lo dispuesto en el artículo 15.2 de la LTAIBG, sin que este derecho rebase el 


límite de la protección de datos personales. Se exceptúan de lo anterior aquellos supuestos concretos 


en los que divulgar la identidad del empleado público pueda perjudicar la situación de protección 


especial en la que se encuentre o cuando el acceso a esta información suponga un perjuicio para 


alguno de los bienes previstos en el artículo 14.1 de la LTAIBG. En estos supuestos la denegación de 


la información concreta correspondiente a la identidad del empleado o empleados públicos de que se 


trate debe justificarse adecuadamente. 


Este derecho genérico a conocer la identidad de quienes ocupen puestos incluidos dentro de 


las Relaciones de Puestos de Trabajo no se extiende a la identificación de otros empleados públicos o 


personas que realizan sus funciones en edificios de titularidad administrativa. En estos supuestos, el 


reconocimiento de aquel derecho exigiría llevar a cabo la ponderación a la que se refiere el artículo 


15.3 de la LTAIBG y, tras la misma, alcanzar la conclusión de que el interés público de la divulgación 


de esta información prevalece sobre el derecho fundamental de los afectados a la protección de sus 


datos de carácter personal. 


Octavo.- En definitiva, en atención a los argumentos jurídicos que se han expuesto, se 


considera que no se ha resuelto expresamente la solicitud de información pública presentada con fecha 


24 de febrero de 2017 por XXX, así como que la decisión expresa que se adopte ahora debe reconocer 
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el derecho de aquel a conocer la identidad de quienes ocupan los puestos incluidos en las Relaciones 


de Puestos de Trabajo de la Administración General de la Comunidad, salvo en aquellos supuestos en 


los que divulgar la identidad del empleado público pueda perjudicar la situación de protección especial 


en la que se encuentre o cuando el acceso a esta información suponga un perjuicio para alguno de los 


bienes previstos en el artículo 14.1 de la LTAIBG.  


En cuanto a la forma en la cual se debe llevar a cabo en este caso el acceso a la información, el 


artículo 22.1 de la LTAIBG establece como preferente el acceso por vía electrónica, salvo que el 


solicitante haya señalado expresamente otro medio. En el caso aquí planteado y puesto que el 


solicitante de la información proporciona una dirección de correo electrónico (incluso pide en su 


escrito que la información se remita en un archivo con formato Excel), procede que la remisión de la 


información tenga lugar a través de la vía solicitada. Si no fuera posible proceder de esta forma, se 


puede remitir también la información al Apartado de Correos que se indica en el mismo escrito. 


En todo caso, con la finalidad de dar cumplimiento a esta Resolución proporcionando la 


información indicada, se puede considerar que continúa pendiente de cumplimiento en todos sus 


términos la Resolución 127/2017, de 17 de noviembre (expediente de reclamación CT-0031/2017), tal 


y como se puso de manifiesto en el Acuerdo de la Comisión de Transparencia, de 2 de marzo de 2018, 


en el que se declaró cumplida solo parcialmente aquella y donde se señalaba como actuación para 


cumplir aquella Resolución en su totalidad la remisión por correo electrónico de la información 


pública correspondiente a las Relaciones de Puestos de Trabajo de la Administración autonómica de 


Castilla y León que no había sido suministrada todavía.  


Si a esta información, en el caso de que continúe pendiente su concesión, se añade ahora la 


correspondiente a la identidad de quienes ocupan los puestos en todos los casos en los que proceda 


divulgar este dato de acuerdo con lo expuesto en esta Resolución, se podría dar cumplimiento a ambas 


resoluciones a través de una única actuación.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


 


RESUELVE 


Primero.- Estimar parcialmente la reclamación frente a la desestimación presunta de la 


solicitud presentada con fecha 24 de febrero de 2017 por XXX ante la Consejería de la Presidencia.  
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Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, se debe reconocer el derecho del 


reclamante a acceder a la información pública correspondiente a la identidad de quienes ocupan 


los puestos incluidos en las Relaciones de Puestos de Trabajo de la Administración General de la 


Comunidad, salvo en aquellos supuestos en los que divulgar la identidad del empleado público pueda 


perjudicar la situación de protección especial en la que se encuentre o cuando el acceso a esta 


información suponga un perjuicio para alguno de los bienes previstos en el artículo 14.1 de la 


LTAIBG, y remitir la misma a la dirección de correo electrónico indicada en aquella solicitud. 


Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Consejería de la 


Presidencia. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 


página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 


124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 57/2018, de 28 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0198/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de León 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 31 de octubre de 2017 tuvo registro de entrada una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a la Universidad de León.  


En el “solicito” de esta petición, relativa a las cuentas 620-629, se exponía lo siguiente: 


“Copia digital de los Libros Mayores de Cuentas de la Universidad de León citados en el Plan General 


de Contabilidad (contenido en el Real Decreto 1514/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el Plan 


General de Contabilidad) expuestos a continuación que se correspondan con los años 2015, 2016 y 2017 hasta 


la fecha de hoy”. 


La solicitud indicada fue objeto de respuesta mediante una comunicación de fecha 16 de 


noviembre de 2017, de la Secretaria General de la Universidad de León, con la cual se adjuntaba un 


anexo que especificaba los importes de las cuentas correspondientes al ejercicio 2015. En dicha 


comunicación se ponía de manifiesto que “respecto a la cuenta del ejercicio 2016, en estos momentos 


se encuentra pendiente de aprobación y el ejercicio 2017 pendiente de cierre”. 


Segundo.- Con fecha 22 de diciembre de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la comunicación indicada en el 


expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación, nos dirigimos a la Universidad de León poniendo de 


manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la actuación que había dado 


lugar a la citada reclamación.  


Con fecha 25 de enero de 2018, se recibió la contestación de la Universidad de León a nuestra 


solicitud de informe, en la cual se señalaba que, una vez que ya se disponía de la información 


solicitada en formato digital, se había procedido al envío de la misma a la dirección de correo 


electrónico indicada por el interesado en su solicitud. 
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Cuarto.- En atención a lo informado por la Universidad de León, estimamos oportuno abrir un 


plazo de alegaciones de 15 días para que el reclamante formulase ante esta Comisión de Transparencia 


las alegaciones que estimase oportunas. 


 Con fecha 13 de febrero de 2018 tiene entrada un escrito del reclamante, en el cual manifiesta 


que la entrega de información solicitada ha sido incompleta, ya que la misma se limita a aportar tres 


hojas de cálculo en las cuales no se identifica ni un solo gasto, ni aparece la más mínima descripción 


de cada apunte.  


El reclamante, junto con su escrito, aporta copia de la respuesta del Ayuntamiento de León 


emitida sobre una solicitud completamente igual a la que ha dado lugar a la presente reclamación, en 


la cual se hace expresa mención del concepto al cual obedece cada uno de los gastos. 


 


 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 
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Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello, 


puesto que se trata de la misma persona que presentó la solicitud de información. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo establecido para ello en el art. 


24.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


Quinto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 


conviene recordar que la LTAIBG, conforme se desprende de su preámbulo, tiene por objeto “ampliar 


y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el derecho de acceso a la 


información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben 


cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento”. 


En similares términos, la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de Transparencia y Participación 


Ciudadana de Castilla y León, recoge en su Exposición de Motivos el siguiente razonamiento: 


“La transparencia de la actuación de los poderes públicos al permitir el acceso de la 


ciudadanía a las fuentes de información administrativa, frente a la idea de secreto y reserva, refuerza 


el carácter democrático de las Administraciones Públicas, que quedan sujetas al control ciudadano. 


El conocimiento de la actuación de los poderes públicos, de sus objetivos, motivaciones, resultados y 


valoración permite a la ciudadanía formarse una opinión crítica y fundada sobre el estado de la 


sociedad y sobre las autoridades públicas, favorece su participación en los asuntos públicos y 


fomenta la responsabilidad de las autoridades públicas”. 


Asimismo, como premisa básica, procede señalar que el art. 12 LTAIBG reconoce el derecho 


de todas las personas a acceder a la información pública de acuerdo con la definición de este concepto 


que se realiza en el artículo 13 de la misma Ley. Este precepto define la información pública como: 


“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno 







 


 
4 


de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 


adquiridos en el ejercicio de sus funciones”.  


Sexto.- Determinada la aplicación de la LTAIBG a la solicitud de información pública 


presentada por XXX a la Universidad de León, debe recordarse que aquella Ley establece un 


procedimiento que da comienzo con la presentación de la correspondiente solicitud, la cual podrá ser 


inadmitida por alguna de las causas previstas en el artículo 18; continúa con la tramitación de la citada 


solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 y finaliza con una resolución recurrible 


directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa y potestativamente a través de la 


reclamación sustitutiva del recurso administrativo ante la Comisión de Transparencia de Castilla y 


León.  


Pues bien, en principio, no se observa que concurra aquí ninguna de las causas de inadmisión 


de las solicitudes de acceso a la información pública previstas en el artículo 18 de la LTAIBG, ni 


tampoco que proporcionar tal acceso suponga una vulneración de los límites contemplados en los 


artículos 14 y 15 de la LTAIBG, por lo cual la solicitud de acceso a la información presentada por el 


reclamante ante la Universidad de León de acceso a la información completa contenida en los Libros 


Mayores de Cuentas sobre las cuentas 620 a 629 debe ser estimada, y ello, por cuanto es indudable que 


los datos solicitados vienen referidos a una información obrante en un sujeto incluido en el ámbito de 


aplicación de la legislación de transparencia y que guarda directa relación con el ejercicio de las 


funciones que tiene encomendadas. 


En efecto, el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (Resolución RT/0179/2016, de 14 de 


diciembre de 2016) ha estimado la reclamación presentada en la que se solicitaba el acceso al Libro 


Mayor de Cuentas del Ayuntamiento de Castañeda (Cantabria), por entender que constituye 


información pública en posesión de la entidad local, según se desprende de los art. 116 de la Ley 


7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local y 200 del Real Decreto Legislativo 


2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 


Locales. 


Igualmente, la Resolución de 13 de octubre de 2016 de la Comisión de Garantía del Derecho 


de Acceso a la Información Pública (GAIP) de Cataluña ha estimado la reclamación relativa a una 


solicitud de acceso a la información contable de un Ayuntamiento y de una empresa municipal. 


La citada Comisión estima que no concurren límites legales al acceso que pudieran justificar la 


denegación del acceso al Libro Mayor con los justificantes correspondientes, ya que se trata de 
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documentación contable de un ente público, cuya divulgación es pertinente, necesaria e idónea a los 


efectos del control del gasto público.  


En dicha Resolución (fundamento jurídico 4) se precisa que los datos relativos a la identidad y 


los datos de naturaleza económica no son datos especialmente protegidos, por lo cual constituyen 


datos que podrían ser divulgados en aplicación del régimen de previa ponderación razonada del interés 


público del art. 24.2 LTAIBG y se concluye que en estos casos ha de prevalecer el interés público en 


la divulgación en la medida que ésta tiene la finalidad de servir al control de la gestión de los recursos  


públicos. 


Así pues, siendo claro que la transparencia efectiva en materia de gasto público requiere que la 


información a facilitar comprenda no solo la identificación del gasto, sino sobre todo la descripción 


del asiento correspondiente (así lo lleva a cabo el Ayuntamiento de León vinculando cada gasto a un 


concepto), la información facilitada por la Universidad de León al reclamante (hojas de cálculo con el 


título “Mayor de Cuentas”) únicamente hace referencia a datos numéricos (código cuenta, nº asiento, 


fecha de asiento e importe en € de gastos en “debe” y “haber”), sin mención alguna al concepto al que 


se refiere tal gasto, y, por lo tanto, es materialmente imposible determinar con qué actuación concreta 


se vinculan los gastos enumerados en los cuadros remitidos al reclamante. 


En definitiva, vista la información facilitada por la Universidad de León al reclamante, copia 


de la cual nos ha sido facilitada por éste, cabe concluir que en la misma, en tanto solo se contienen 


datos numéricos, no se da satisfacción a los principios que se desprenden de la normativa de 


transparencia, y ello, en tanto que al no constar el asunto o concepto generador del gasto, no se 


satisface el interés publico superior de los ciudadanos en el control de las cuentas públicas. 


Séptimo.- Por último, procede referirse a la forma en la cual se debe llevar a cabo en este caso 


el acceso a la información pública solicitada.  


Al respecto, debemos tener en cuenta que el artículo 22.1 de la LTAIBG establece como 


preferente el acceso por vía electrónica, salvo que el solicitante haya señalado expresamente otro 


medio. En el caso aquí planteado y puesto que el solicitante de la información proporciona un correo 


electrónico, se puede enviar la información por esta vía. 


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 
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RESUELVE 


Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de información 


pública presentada por XXX ante la Universidad de León. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, la Universidad de León ha de facilitar al 


reclamante información completa acerca de los gastos realizados en los años 2015, 2016 y 2017 


(cuentas 620 a 629 del Plan General Contable), vinculando en cada caso el gasto de que se trate con 


una breve descripción del asiento correspondiente. 


 Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de León. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 


página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 


124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 50/2018, de 23 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0013/2018 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 31 de octubre de 2017, tuvo registro de entrada en la Universidad de 


Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX a esta Universidad. En el “solicito” de 


este escrito se pedía lo siguiente en relación con un proceso selectivo de promoción interna convocado 


por Resolución Rectoral de 30 de noviembre de 2016: 


“-    Coste económico de la promoción: incremento de las retribuciones del total de los 19 funcionarios, 


en cómputo anual. 


- Coste económico de la promoción: incremento del importe de cuotas de seguridad social 


empresarial, de todos los funcionarios que anteriormente ya pertenecían al Régimen General de la 


Seguridad Social, en cómputo anual. 


- Coste económico de la promoción: importe total de las cuotas de seguridad social empresarial de 


aquellos funcionarios que anteriormente pertenecían a MUFACE, en cómputo anual.”. 


Segundo.- Con fecha 25 de enero de 2018, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una copia 


de la solicitud de información pública no contestada y de la reclamación presentada. 


 


Cuarto.- Con fecha 19 de febrero, se ha recibido la respuesta a nuestra solicitud de informe, 


en la cual se pone de manifiesto que el pasado 5 de febrero de 2018 se ha procedido a conceder la 
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información solicitada por el reclamante a través de una comunicación del Gerente de la Universidad 


de Burgos, cuya copia obra en esta Comisión. Consta también, mediante la firma del correspondiente 


“recibí”, que esta comunicación fue recibida por el solicitante de la información con fecha 9 de febrero 


de 2018. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León (entre las que se encuentran las 


universidades públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se 


circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 
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Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello, 


puesto que su autor es la misma persona que se dirigió en solicitud de información, en su día, a la 


Universidad de Burgos. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación presunta de la 


solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su tramitación se ha producido la 


resolución expresa de aquella solicitud a través de la comunicación de la Gerencia de la Universidad 


de Burgos de fecha 5 de febrero de 2018, mediante la cual se proporciona la información pedida en los 


tres puntos de aquella solicitud transcritos en el antecedente primero. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública solicitada. 


Quinto.- Es cierto que en este caso se ha superado el plazo establecido para la resolución 


expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del silencio administrativo es 


negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el mismo no eximía del 


cumplimiento de la obligación de dictar resolución expresa. Así mismo, las reglas generales aplicables 


al procedimiento administrativo determinaban que la resolución expresa posterior al vencimiento del 


plazo se adoptara por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) 


de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 


Públicas). En consecuencia, nada cabe objetar al contenido de la decisión adoptada de forma 


extemporánea, más allá de la crítica de la superación del plazo de un mes previsto en la normativa. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud de 


información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante a acceder a la información 


pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la reclamación inicial y, por este motivo, 


procede desestimar la misma.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 
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RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha 


proporcionado la información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 


13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 12/2018, de 19 de enero, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0177/2017 / reclamación frente a la denegación presunta de una solicitud 


de información pública presentada por XXX ante la Universidad de León 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 17 de abril de 2017, se remitió por correo electrónico una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a la Universidad de León. Damos por reproducido aquí el 


“solicito” de esta petición  que constaba de catorce puntos todos ellos relacionados con la regulación y 


aplicación del régimen disciplinario en la citada Universidad. 


Segundo.- Con fecha 9 de noviembre de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud 


de información pública indicada en el expositivo primero. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior, nos dirigimos a la Universidad de León poniendo 


de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta ausencia de 


respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una copia de la solicitud 


de información pública no contestada y de la reclamación presentada. 


Cuarto.- Con fecha 5 de diciembre de 2017, se recibió la respuesta a nuestra solicitud de 


informe, a través de una comunicación firmada por la Secretaria General de la Universidad de León en 


la cual se señala expresamente lo siguiente: 


“1.- El reclamante efectuó su solicitud a través del correo electrónico del portal de transparencia de la 


Universidad de León. Debido a problemas técnicos no se ha tenido conocimiento de la solicitud hasta el 


momento de recibir la comunicación de la reclamación efectuada ante el Comisionado de Transparencia. 


2.- Aunque esta Universidad considera que la mayoría de la información solicitada por el reclamante 


requiere de una acción previa de reelaboración, con esta misma fecha se procede a remitir al reclamante la 


información solicitada, salvo aquellos aspectos que requieren de un juicio de valor que no constituyen 


«información pública» en los términos contemplados en el artículo 13 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 


transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno”. 
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A esta respuesta se adjunta una copia de la información remitida al solicitante, a través de la 


cual se ha dado respuesta a las cuestiones planteadas en cada uno de los catorce puntos de los que 


constaba su petición.  


Con posterioridad a la recepción de esta contestación de la Universidad de León, no se ha 


recibido en esta Comisión de Transparencia ninguna reclamación o comunicación del solicitante de la 


información en la cual este haya manifestado su disconformidad con la información proporcionada por 


aquella Universidad. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública (LTAIBG), en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución 


Española, desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 
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Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que la persona solicitante de la información es quien ha procedido a impugnar la ausencia de 


respuesta inicial a aquella. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación presunta de la 


solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su tramitación se ha producido la 


resolución expresa de aquella solicitud a través de la remisión de una respuesta a través de la cual se 


ha dado contestación a los catorce puntos de los que constaba la petición de información del 


reclamante. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública solicitada. 


Quinto.- Es cierto que en este caso se ha superado el plazo establecido para la resolución 


expresa de la solicitud presentada, al parecer debido a un problema técnico relacionado con la 


recepción del correo electrónico a través del cual se realizó la petición. Sin embargo, aunque el sentido 


del silencio administrativo es negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el 


mismo no eximía del cumplimiento de la obligación de dictar resolución expresa. Así mismo, las 


reglas generales aplicables al procedimiento administrativo determinaban que la resolución expresa 


posterior al vencimiento del plazo se adoptara sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 


24.3 b) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas). En consecuencia, nada cabe objetar al contenido de la decisión adoptada 


de forma extemporánea, frente a la cual, por otra parte, no consta en esta Comisión que se haya 


interpuesto reclamación o recurso judicial alguno hasta la fecha. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud de 


información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante a acceder a la información 


pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la reclamación inicial y, por este motivo, 


procede desestimar la misma.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 
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RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha 


proporcionado la información solicitada. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de León.  


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 


13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 135/2017, de 27 de noviembre, de la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0118/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de León 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 22 de mayo de 2017, tuvo registro de entrada una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a la Universidad de León.  


En el “solicito” de esta petición  se exponía lo siguiente: 


“Relación completa de pagos a Medios de Comunicación, profesionales de la comunicación o 


empresas relacionadas con el sector referentes a contratos, publicidad, convenios y suscripciones que 


se produjeran en los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016, con información de cada motivo, 


fecha de desembolso y la cantidad abonada”. 


Segundo.- Con fecha 8 de agosto de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la denegación presunta de la solicitud 


de información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación, nos dirigimos a la Universidad de León poniendo de 


manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta ausencia de 


respuesta que había dado lugar a la citada reclamación.  


Con fecha 7 de septiembre de 2017, se recibió la contestación de la Universidad de León a 


nuestra solicitud de informe, en la que se indicaba que el Rector había mantenido conversaciones con 


el solicitante sobre el asunto, quedando pendientes de mantener una reunión en el mes de septiembre. 


Ello, unido a que el mes de agosto es prácticamente inhábil para la Universidad por las vacaciones del 


personal y lo costoso de la recopilación de los datos solicitados, impidió facilitar en esa fecha la 


información requerida por el reclamante. 


Cuarto.- En fecha 9 de octubre de 2017 tiene entrada un nuevo escrito de la Secretaría 


General de la Universidad de León, mediante la que se pone de manifiesto que el día 2 de octubre de 


2017 se ha remitido al reclamante la respuesta a su solicitud de información pública. 
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Dicha respuesta consiste en un informe denominado “Gastos de publicidad en medios de la 


Universidad de León 2011-2016”, en el cual se detalla la distribución de gastos de publicidad en los 


años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016, precisando en importes totales y porcentuales los 


conceptos de inserciones en medios de prensa escrita, inserciones en medios de prensa digital y las 


inserciones en otro tipo de medios y soportes de comunicación. 


En dicho informe se manifiesta que el Área de Comunicación e Imagen de la Universidad de 


León no dispone actualmente de información sobre la estrategia de comunicación desarrollada en el 


periodo comprendido entre enero de 2011 y mayo de 2016, no pudiendo aportar datos precisos sobre 


los criterios utilizados en la selección de medios y soportes de comunicación para la implementación 


de las correspondientes campañas publicitarias. 


Finalmente, se citan los criterios que rigen desde 2017 la selección de medios y soportes para 


la implementación de las campañas publicitarias de la Universidad de León. 


Quinto.- El día 10 de octubre de 2017, el reclamante presentó un escrito de alegaciones ante 


esta Comisión de Transparencia manifestando su disconformidad con la contestación remitida por la 


Universidad de León por motivos tanto formales (la emisión de la respuesta fuera del plazo de un mes 


legalmente establecido y la remisión de la respuesta por correo ordinario y no por vía electrónica), 


como de fondo (la contestación es incompleta, en tanto que la información facilitada se refiere a datos 


globales y no incluye los pagos concretos, las empresas beneficiarias y las campañas realizadas).  


Por lo expuesto, el reclamante reitera su solicitud de acceso, en documento digital, a la 


identificación de los medios y profesionales de la comunicación (gastos en publicidad institucional y 


propaganda) desde el 1 de enero de 2011 a 31 de diciembre de 2016 o, en su caso, a los contratos u 


órdenes de pago que contengan la identificación de los beneficiarios de los pagos. 


 


 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 
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Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello, 


puesto que se trata de la misma persona que presentó la solicitud de información. Dicha reclamación 


fue inicialmente presentada frente a la denegación presunta de la solicitud de información y, con 


posterioridad, se ha convertido en una reclamación frente a la denegación expresa de la misma 


solicitud, que ha tenido lugar mediante la comunicación de fecha 2 de octubre de 2017 de la Secretaria 


General de la Universidad de León, la cual ha sido impugnada ante esta Comisión de Transparencia. 


Cuarto.- La reclamación ha sido presentada dentro del plazo establecido para ello en el art. 


24.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. 


Quinto.- Como premisa básica, procede señalar que el art. 12 LTAIBG reconoce el derecho 


de todas las personas a acceder a la información pública de acuerdo con la definición de este concepto 


que se realiza en el artículo 13 de la misma Ley. Este precepto define la información pública como 
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“los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno 


de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o 


adquiridos en el ejercicio de sus funciones”, y, en este sentido, la información requerida sobre las 


actuaciones llevadas a cabo por la Universidad de León en materia de publicidad institucional tiene 


pleno encaje en la definición legal. 


Sexto.- Por lo que se refiere a las cuestiones formales, en primer lugar, ha de indicarse que la 


Universidad de León ha incumplido el plazo establecido de un mes (art. 20.1 LTAIBG) para notificar 


al solicitante la resolución en la que se conceda o deniegue el acceso, desde la recepción de la solicitud 


por el órgano competente para resolver y que hubiera debido ponerse en conocimiento del reclamante 


la ampliación del plazo de resolución, dadas las dificultades que ha tenido la Universidad en recopilar 


los datos solicitados. 


En este orden de cosas, teniendo en cuenta, como se indica en el informe de fecha 5 de 


septiembre de 2017 de la Secretaria General de la Universidad de León, que el Excmo. y Mgfco. Sr. 


Rector mantuvo conversaciones con el solicitante sobre el asunto, quedando pendientes de mantener 


una reunión en el mes de septiembre, cabe pensar que el solicitante era conocedor de la dilación que se 


iba a producir en la resolución del asunto y de los motivos que generaban esa dilación. Por lo 


expuesto, a juicio de esta Comisión de Transparencia, el incumplimiento del plazo de resolución por 


parte de la Universidad de León constituye una mera actuación administrativa irregular que no ha 


vulnerado los derechos del reclamante. 


En efecto, en este caso se ha superado el plazo establecido para la resolución expresa de la 


solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del silencio administrativo es negativo (artículo 


20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el mismo no eximía del cumplimiento de la obligación 


de dictar resolución expresa. Igualmente, las reglas generales aplicables al procedimiento 


administrativo determinan que la resolución expresa posterior al vencimiento del plazo puede ser 


adoptada por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de la 


Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 


Públicas). Por todo ello, nada cabe objetar al contenido de la decisión adoptada de forma 


extemporánea, más allá de la crítica de la superación del plazo de un mes previsto en la normativa. 


Por otra parte, en cuanto a la forma de la resolución empleada por la Universidad de León para 


dar respuesta a la solicitud de información pública presentada por XXX, admitiendo que la 


comunicación de la Secretaria General de la Universidad de León de 2 de octubre de 2017 podría ser 


considerada como resolución formal a efectos de una eventual reclamación, consideramos que la 
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forma más correcta hubiera sido la adopción de una Resolución por el Sr. Rector en interpretación de 


lo establecido en el art. 7.1 de la Ley de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, 


respecto a los órganos competentes para resolver las solicitudes de acceso a la información. 


Asimismo, conviene recordar que el art. 22.1 LTAIBG establece que el acceso a la 


información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el 


solicitante haya solicitado expresamente otro medio. Puesto que en el caso concreto de la presente 


reclamación la información ha sido solicitada por vía electrónica, su suministro debió haberse llevarse 


a cabo conforme a esta vía. 


Séptimo.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 


conviene delimitar el objeto de la solicitud de información pública que no es otro que la obtención de 


información en materia de publicidad institucional, la cual, sin perjuicio de la legislación del Estado 


(Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación Institucional), constituye 


competencia exclusiva de la Comunidad de Castilla y León de conformidad con lo establecido en el 


art. 70.1.30ª del Estatuto de Autonomía. 


En efecto, la Ley 4/2009, de 28 de mayo, de publicidad institucional de Castilla y León, como 


se indica en su Exposición de Motivos, “parte de la necesidad de la publicidad institucional y pretende 


que ésta se desarrolle con plena eficacia y transparencia, y al servicio de los intereses generales. Para 


ello, la ley delimita su ámbito de aplicación obligando a todos los sujetos integrantes del sector 


público autonómico y a las entidades locales de la Comunidad de Castilla y León, al considerar que el 


interés público que debe perseguir la publicidad institucional aconseja que su régimen jurídico se 


aplique a todas las administraciones e instituciones públicas”. 


También con vinculación al principio de transparencia citado en el art. 3.2 a) de la Ley, ha de 


destacarse que uno de los sujetos incluidos en el ámbito de la regulación de la publicidad institucional 


son las universidades públicas. 


La definición de publicidad institucional viene establecida en el art. 2 de la Ley 4/2009, de 28 


de mayo, en los siguientes términos: “Se considera publicidad institucional, a los efectos de lo 


previsto en esta ley, aquella forma de comunicación pública realizada por uno o varios de los sujetos 


previstos en el artículo anterior a través de cualquier medio y utilizando soportes pagados o cedidos, 


con la finalidad de transmitir a los ciudadanos mensajes de interés público relacionados con sus 


objetivos y actividades”. 


A tenor de lo expuesto, cabe concluir que la información requerida por XXX se refiere a 


publicidad institucional y está vinculada a datos concretos (importes abonados, medios de 
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comunicación beneficiarios de los pagos y características básicas de la contratación) que deben obrar 


en poder de la Universidad de León. 


Según se deduce de la respuesta remitida al reclamante, la información transmitida al 


reclamante (datos globales en el periodo 2011-2016, por años naturales, de inversión total en 


publicidad, desglosada en inserciones en medios de prensa escrita, en inserciones en medios de prensa 


digital y en el desarrollo de acciones publicitarias) no se corresponde con la concreta información 


pedida. Pues bien, presumiendo que la Universidad de León ha elaborado los datos globales de 


inversión total en publicidad de los años 2011 a 2016 facilitados al reclamante conforme a los datos y 


documentos obrantes en su poder, no se aprecia motivo o circunstancia alguna en virtud de la cual 


proceda la desestimación de la solicitud de acceso a la información presentada por XXX y, por 


consiguiente, le debe ser proporcionada la información requerida. 


Octavo.- Sentada la regla general de transparencia en la actuación administrativa, lo cierto es 


que en el ámbito de la publicidad institucional y, sobre todo en los últimos tiempos, el acceso a la 


información pública ha sido muy reforzado. 


Las Leyes de Transparencia, y, particularmente, la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 


Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, siguen esta misma línea. Así, su art. 3.1 


f), cuando regula la información que ha de ser objeto de publicidad activa, menciona “el gasto público 


realizado en campañas de publicidad institucional”, como uno de los contenidos que han de publicar 


obligatoriamente los organismos y entidades que conforman el sector público autonómico (entre ellos, 


las Universidades de acuerdo con lo establecido en el art. 3.1 de la citada Ley 3/2015 en relación con 


el art. 2.1 e) de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de 


Castilla y León). 


En el portal de transparencia de la Universidad de León no hemos podido constatar, entre sus 


contenidos, la información relativa al gasto público realizado en campañas de publicidad institucional.  


Como hemos indicado en nuestra reciente Resolución 122/2017, de 3 de noviembre, esta 


omisión no podría considerarse subsanada por una remisión a la posibilidad de consultar la 


contratación de la publicidad institucional en el Portal de Transparencia de la Universidad de León, 


puesto que la publicación de la información correspondiente a los contratos ya se exige en el artículo 


8.1 a) de la LTAIBG, y la relativa al gasto público realizado en campañas de publicidad institucional 


supone una ampliación de las materias cuya publicación ya se encontraba exigida en la Ley estatal. 


No obstante lo anterior, habiendo realizado una consulta en el enlace “contratos y convenios”, 


“perfil del contratante”, se constata una diferenciación entre los procedimientos convocados hasta el 1 
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de enero de 2015 y los procedimientos convocados desde el 1 de enero de 2015, sin que haya resultado 


posible, en ninguno de los dos casos, el acceso a la información concerniente a los contratos realizados 


en materia de publicidad institucional. 


Es importante señalar que la información publicada en los portales de transparencia de 


Comunidades Autónomas cuyas leyes propias de transparencia incorporan la obligación de publicar 


información en materia de publicidad institucional en los mismos términos empleados por el precitado 


artículo 3.1 f) de la Ley 3/2015, de 4 de marzo (“gasto público realizado en campañas de publicidad 


institucional”), a diferencia de lo que ocurre en el Portal de Gobierno Abierto de Castilla y León, 


responde efectivamente a lo exigido e incorporan datos sobre el gasto realizado en diversas formas y 


no se limitan únicamente a publicar la planificación del citado gasto. 


Así ocurre en Andalucía (artículo 16.1 e/ de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia 


Pública en Andalucía), Murcia (artículo 14.4 c/ de la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 


Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia), y 


Navarra (artículo 13 w/ de la Ley Foral 11/2012, de 21 de junio, de Transparencia y del Gobierno 


Abierto), como se puede observar en los siguientes enlaces: 


- http://www.juntadeandalucia.es/organismos/sobre-junta/funcionamiento/gasto-


publicidad.html 


- http://transparencia.carm.es/campanas-de-publicidad-institucional?inheritRedirect=true 


- https://gobiernoabierto.navarra.es/es/open-data/datos/publicidad-institucional-2016 


En definitiva, la información solicitada por el ciudadano en este caso se refiere a una materia 


(gasto público realizado en campañas de publicidad institucional) que debe ser objeto de publicación 


en el Portal de Transparencia, que es a lo que se refiere la Ley 3/2015, de 4 de marzo, al ampliar las 


exigencias de publicidad activa ya previstas en la LTAIBG. 


Noveno.- Puesto que, como se ha señalado en el fundamento anterior, al menos una parte de la 


información solicitada por el reclamante (la correspondiente a las fechas posteriores a la entrada en 


vigor de la Ley de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León) debe ser, a juicio de 


esta Comisión, objeto de publicación en el Portal de Transparencia, por exigirlo así el artículo 3.1 f) de 


la Ley 3/2015, de 4 de marzo, procede referirse al régimen aplicable a las peticiones de información 


que ya sean objeto de publicidad activa. A estas se ha referido el CTBG en el Criterio Interpretativo 


CI/009/2015, de 12 de noviembre, en el cual se concluye lo siguiente: 



http://www.juntadeandalucia.es/organismos/sobre-junta/funcionamiento/gasto-publicidad.html

http://www.juntadeandalucia.es/organismos/sobre-junta/funcionamiento/gasto-publicidad.html

http://transparencia.carm.es/campanas-de-publicidad-institucional?inheritRedirect=true

https://gobiernoabierto.navarra.es/es/open-data/datos/publicidad-institucional-2016
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“(...) II. El hecho de que una información solicitada por cualquier persona se encuentre en publicidad 


activa, no exime de la obligación de dar una respuesta concreta en los plazos y condiciones que señale la ley. 


III. En caso de que el sujeto que realiza la solicitud haya manifestado expresamente su voluntad de 


relacionarse de forma no electrónica con la Administración, la información se habrá de servir íntegramente por 


el medio escogido en la solicitud de información, sin remisión a ninguna plataforma o dirección genérica ni 


previa colgada en la red. 


IV. Si no ha optado por ningún sistema específico de relación con la Administración o ha optado por 


relacionarse por medios electrónicos, sería de aplicación el artículo 22.3 y se procedería a la indicación del 


lugar web donde la información se encuentra en publicidad activa. 


En ningún caso será suficiente únicamente la remisión genérica al portal o a la sede o página web 


correspondiente. Es necesario que se concrete la respuesta. Ésta podrá redireccionarle a la información de 


publicidad activa siempre que, tal información satisfaga totalmente la información solicitada pero deberá 


señalar expresamente el link que accede a la información y, dentro de este, los epígrafes, capítulos, datos e 


informaciones exactas que se refieran a lo solicitado, siendo requisito, que la remisión sea precisa y concreta y 


lleve, de forma inequívoca, rápida y directa a la información sin necesidad de requisitos previos, ni de sucesivas 


búsquedas. 


V. Si por sus características –especialmente de complejidad o volumen-, la información fuera 


difícilmente suministrable en un soporte no electrónico, la Administración contactará con el solicitante para, 


bien mediante concreción de los datos, bien mediante comparecencia, bien por su aceptación de un sistema o 


soporte electrónico (CD, remisión a un correo, etc.) pudiera ver satisfecho su derecho”. 


Por tanto, aun cuando la información solicitada por el ciudadano se encontrase publicada en la 


Portal de Transparencia de la Universidad de León, esta circunstancia no exime de la obligación de 


resolver la petición correspondiente, presentada en el ejercicio del derecho de acceso a la información 


pública, en la forma que corresponda de acuerdo con lo señalado por el CTBG. En consecuencia, la 


forma más fácil de garantizar el derecho de acceso a la información pública del reclamante, sería, 


previo cumplimiento completo de las obligaciones de publicidad activa previstas en la Ley de 


Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, indicar al solicitante cómo puede acceder 


a la información (artículo 22.3 de la LTAIBG y 11.4 del Decreto 7/2016, de 17 de marzo), teniendo en 


cuenta el Criterio Interpretativo CI/009/2015, de 12 de noviembre del CTBG antes citado, acerca de la 


forma en la cual debe ser redireccionado el ciudadano hacia el sitio concreto donde se encuentra la 


publicación de la información.  


En todo caso, la competencia de esta Comisión se circunscribe a resolver la reclamación 


presentada en materia de acceso a la información pública, no llegando a poder exigir a la Universidad 


de León el cumplimiento de sus obligaciones de publicidad activa. Por tanto, si bien no nos 
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encontramos facultados para imponer de forma ejecutiva la obligación de publicar la información 


prevista en el artículo 3.1 f) de la Ley autonómica, sí lo estamos para exigir que se proporcione al 


ciudadano la información solicitada.  


Décimo.- En definitiva, debe ser proporcionada la información solicitada por el ciudadano en 


materia de publicidad institucional, reiterando que puesto que dicha información debe ser publicada en 


el Portal de Transparencia, una de las formas de proporcionar la misma sería procediendo primero a la 


citada publicación e indicando después al solicitante la forma de acceder a su contenido. 


En cualquier caso, si no se procediera a la publicación señalada, debemos tener en cuenta que 


el artículo 22.1 de la LTAIBG establece como preferente el acceso por vía electrónica, motivo por el 


cual se puede remitir la información en formato accesible o, en su caso, indicar la forma mediante la 


cual se puede acceder a la misma a través de la dirección de correo electrónico indicada en la solicitud 


presentada por XXX.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de información 


pública presentada por XXX ante la Universidad de León. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, debe facilitarse al reclamante a la 


dirección de correo electrónico indicada en su solicitud y en formato accesible la información relativa 


a los pagos realizados a medios de comunicación, profesionales de la comunicación o empresas 


relacionadas con el sector referentes a contratos, publicidad, convenios y suscripciones que se 


produjeran en los años 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016, con información de la fecha de 


desembolso, de la cantidad abonada y de las características básicas de la contratación. 


Tercero.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de León. 


Cuarto.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 


página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 


124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 
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Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 96/2017, de 8 de septiembre, de la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0085/2017 / reclamación frente a la denegación presunta de una solicitud 


de información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 8 de mayo de 2017, tuvo registro de entrada en la Consejería de 


Agricultura, Pesca y Desarrollo Rural de la Junta de Andalucía, una solicitud de información pública 


dirigida por XXX a la Universidad de Burgos. Damos por reproducido aquí el “solicito” de esta 


petición  que constaba de catorce puntos todos ellos relacionados con la regulación y aplicación del 


régimen disciplinario en la citada Universidad. 


Segundo.- Con fecha 3 de julio de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior, nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una copia 


de la solicitud de información pública no contestada. 


Cuarto.- Con fecha 27 de julio de 2017, se recibió la respuesta a nuestra solicitud de informe, 


a través de una comunicación firmada por el Secretario General de la Universidad de Burgos en la cual 


se señala expresamente que la solicitud antes referida “… ha sido contestada por parte de la 


Universidad de Burgos de fecha 20 de julio de 2017 (remitida a XXX tanto por correo electrónico, 


como por correo postal certificado) (…), dando acceso a la información requerida”. 


Con posterioridad a la recepción de este informe de la Universidad de Burgos, no se ha 


recibido en esta Comisión de Transparencia ninguna reclamación o comunicación del solicitante de la 


información en la cual este haya manifestado su disconformidad con la información proporcionada por 


aquella Universidad. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 
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Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que la persona solicitante de la información es quien ha procedido a impugnar la ausencia de 


respuesta inicial a aquella. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación presunta de la 


solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su tramitación se ha producido la 


resolución expresa de aquella solicitud a través de una Resolución de 20 de julio de 2017, a través de 


la cual el Secretario General de la Universidad de Burgos señala que se ha dado acceso a la 


información requerida. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública solicitada. 


Quinto.- Es cierto que en este caso se ha superado el plazo establecido para la resolución 


expresa de la solicitud presentada. Sin embargo, aunque el sentido del silencio administrativo es 


negativo (artículo 20.4 de la LTAIBG), que se hubiera producido el mismo no eximía del 


cumplimiento de la obligación de dictar resolución expresa. Así mismo, las reglas generales aplicables 


al procedimiento administrativo determinaban que la resolución expresa posterior al vencimiento del 


plazo se adoptara sin vinculación alguna al sentido del silencio (artículo 24.3 b) de la Ley 39/2015, de 


1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas). En 


consecuencia, nada cabe objetar al contenido de la decisión adoptada de forma extemporánea, frente a 


la cual, por otra parte, no consta en esta Comisión que se haya interpuesto reclamación o recurso 


judicial alguno hasta la fecha. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud de 


información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante a acceder a la información 


pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la reclamación inicial y, por este motivo, 


procede desestimar la misma.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha 


proporcionado la información solicitada. 
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Segundo.- Notificar esta Resolución al de la reclamación al autor de la reclamación y a la 


Universidad de Burgos.  


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 


13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 66/2017, de 22 de junio, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


Asunto: expediente CT-0042/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 27 de marzo de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación frente a la denegación de una solicitud de información pública 


presentada por XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Con fecha 31 de marzo de 2017, se dirigió al reclamante, al amparo de lo dispuesto 


en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, un requerimiento para que nos remitiera su reclamación debidamente 


firmada así como una copia de su solicitud de información en la que constase su presentación en el 


registro de la Universidad de Burgos o en otro registro administrativo (u otro documento acreditativo 


de esta circunstancia). 


Este requerimiento fue recibido por el interesado el pasado día 6 de abril de 2017. 


Hasta la fecha, no se ha recibido contestación alguna a nuestra petición. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 24.3 de la Ley 19/2913, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, dispone que las reclamaciones frente a las resoluciones expresas 


o presuntas en materia de acceso a la información pública se ajustarán en cuanto a su tramitación a lo 


dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre. Esta remisión implica, a los 


efectos que aquí nos interesan, la aplicación a este tipo de reclamaciones de las normas pertinentes del 


procedimiento administrativo. 
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Segundo.- Entre las normas del procedimiento administrativo común aquí aplicables se 


encuentra la contemplada en el artículo 68.1 de la citada Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 


conformidad con la cual cuando la solicitud inicial de un procedimiento no reúna los requisitos 


exigidos en la normativa aplicable, se debe requerir al interesado para que, en un plazo de diez días, 


subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se 


le tendrá por desistido en su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos 


previstos en el artículo 21 de la misma Ley. 


Tercero.- En el caso de la presente reclamación, requerido el interesado para que subsanara su 


petición, no se ha atendido a este requerimiento en el plazo indicado, motivo por el cual procede 


resolver el archivo de aquella. 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Archivar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de información 


pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación. 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 


Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y 


25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 


(LJCA), contra esta Resolución solo cabe la interposición de un recurso contencioso-administrativo en 


el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-


Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1 m 


LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 59/2017, de 8 de junio, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0040/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 16 de febrero de 2017, tuvo registro de entrada una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a la Universidad de Burgos.  


En el “solicito” de esta petición  se exponía lo siguiente: 


“La Relación de Puestos de Trabajo del Personal de Administración y Servicios Funcionario y Laboral 


de la UBU, recogidos en la RPT por la Resolución de 21 de enero de 2016, del Rectorado de la Universidad de 


Burgos por la que se ordena la publicación de la modificación de la Relación de Puestos de Trabajo del 


Personal de Administración y Servicios de la misma, publicada en el BOCyL de 29 de enero de 2016, que se 


encuentran sin ocupar por personal fijo de la UBU entre los días 31 de enero de 2016 y 2 de mayo de 2016 


(ambos inclusive), Bien sea por excedencia concedida a su trabajador titular; bien sea por ocupación 


provisional, bien sea por ocupación de trabajador con carácter indefinido o por cualquier otra circunstancia 


diferente a la ocupación por trabajador fijo de la UBU.” 


Segundo.- Con fecha 21 de marzo de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una copia 


de la solicitud de información pública no contestada. 


Cuarto.- Con fecha 12 de mayo de 2017, se recibió la respuesta a nuestra solicitud de 


informe, en la cual se pone de manifiesto que “tal información ya obraba en poder del Delegado 


Sindical, puesto que los órganos de representación del Personal de Administración y Servicios de esta 


Universidad, al igual que los Delegados Sindicales, reciben información relativa a la totalidad de altas 
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y bajas producidas en la plantilla del Personal de Administración y Servicios de la Universidad de 


Burgos”. 


Con independencia de lo expuesto, la Gerencia de la Universidad de Burgos ha dado respuesta 


expresa a la solicitud de información presentada por XXX, constando la recepción de la misma por el 


reclamante en fecha 10 de mayo de 2017. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 
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público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido interpuesta por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que es la misma persona que presentó la solicitud de información. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación presunta de la 


solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su tramitación se ha producido la 


resolución expresa de aquella solicitud a través de la comunicación de la Gerencia de la Universidad 


de Burgos recibida por el reclamante el día 10 de mayo de 2017. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido al reclamante la información pública 


solicitada, no correspondiendo valorar en este procedimiento de reclamación la supuesta falta de 


entrega de la información requerida al Comité de Empresa o a los delegados sindicales de UGT 


aludida por el reclamante en su comunicación de fecha 5 de junio de 2017. 


Quinto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud de 


información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante a acceder a la información 


pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la reclamación inicial y, por este motivo, 


procede desestimar la misma.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha 


proporcionado la información solicitada. 







 


 
4 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de 


Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 


13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 22/2017, de 15 de marzo, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


 


 


Asunto: expediente CT-0015/2017 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 11 de noviembre de 2016, tuvo registro de entrada en la Universidad de 


Burgos una solicitud de información pública dirigida por XXX al Gerente de la misma. En el 


“solicito” de esta petición se exponía lo siguiente: 


“SOLICITA la siguiente información 


- Número de trabajadores pertenecientes al colectivo del PAS-Laboral a los que la Universidad de 


Burgos ha reconocido la condición de indefinido no fijo, sin que exista sentencia judicial que reconozca dicha 


situación. 


- Número de docentes pertenecientes al colectivo del PAS-Laboral a los que la Universidad de Burgos 


ha reconocido la condición de indefinido no fijo, sin que exista sentencia judicial que reconozca dicha situación 


(…)”. 


Segundo.- Con fecha 19 de enero de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX frente a la denegación presunta de la solicitud de 


información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase sobre la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a esta impugnación. A esta petición se adjuntó una copia 


de la solicitud de información pública no contestada. 


Cuarto.- Con fecha 20 de febrero de 2017, se recibió la respuesta a nuestra solicitud de 


informe, en la cual se pone de manifiesto, en primer lugar, que la información pedida ha sido 
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concedida mediante una comunicación del Gerente de la Universidad de Burgos que fue recibida por 


el solicitante con fecha 13 de febrero de 2017 (se ha remitido a esta Comisión una copia de la misma). 


A lo anterior se añade en la respuesta de la Universidad una amplia fundamentación jurídica 


de una pretendida incompetencia de esta Comisión para resolver la reclamación presentada al tratarse 


de una materia (aquella sobre la que se pide información) que cuenta con una normativa específica y 


que, por lo tanto, se encuentra afectada por lo dispuesto en la disposición adicional primera, punto 2, 


de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 


gobierno (LTAIBG).  


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la LTAIBG, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 
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Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León (entre las que se encuentran las 


universidades públicas); por las corporaciones de derecho público cuyo ámbito de actuación se 


circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la Comunidad Autónoma; por las 


Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las asociaciones constituidas por las 


referidas entidades y organismos. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello 


puesto que su autor es la misma persona que solicitó la información. 


Cuarto.- La reclamación inicialmente fue interpuesta frente a la denegación presunta de la 


solicitud de información presentada. Sin embargo, en el curso de su tramitación se ha producido la 


resolución expresa de aquella solicitud a través de una comunicación del Gerente de la Universidad de 


Burgos de fecha 10 de febrero de 2017, recibida por el solicitante con fecha 13 de febrero. 


Se puede concluir, por tanto, que se ha concedido la información pública solicitada. 


Puesto que la información pedida ha sido concedida y, por tanto, no es necesario que esta 


Comisión adopte una decisión que deba ser ejecutada por la Universidad de Burgos, consideramos 


innecesario analizar ahora los motivos de incompetencia para tramitar la presente reclamación 


alegados por aquella en su respuesta a nuestra petición de informe. 


Sexto.- En definitiva, considerando que se ha resuelto expresamente la solicitud de 


información pública presentada haciendo efectivo el derecho del solicitante a acceder a la información 


pedida, se puede concluir que ha desaparecido el objeto de la reclamación inicial y, por este motivo, 


procede desestimar la misma.  


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros 


 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación inicial de una solicitud de 


información pública presentada por XXX, al haber desaparecido su objeto puesto que se ha 


proporcionado la información solicitada. 
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Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 


13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 


siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 37/2017, de 6 de abril, de la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0020/2017/ reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos 


 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 14 de julio de 2016, tuvo registro de entrada una solicitud de 


información pública dirigida por XXX a la Universidad de Burgos.  


En el “solicito” de esta petición  se exponía lo siguiente: 


“Copia o referencia de todos los contratos que la Universidad de Burgos ha establecido, durante los 


años 2012 y 2013, con la Fundación de la Universidad de Burgos y con empresas o sociedades que han 


contratado con la propia Universidad la ejecución de obras, la gestión de servicios públicos, la realización de 


suministros o trabajos de consultoría y asistencia o de servicios, así como la participación en el capital social 


de las mismas, que tengan vinculación con los siguientes miembros del Consejo Social de la Universidad de 


Burgos, y durante los años 2012 y 2013: 


/.../”. 


Segundo.- Con fecha 31 de enero de 2017, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la denegación presunta de la solicitud 


de información pública indicada en el expositivo anterior. 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior, nos dirigimos a la Universidad de Burgos 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase acerca de lo que 


estimase oportuno sobre la presunta ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada 


reclamación.  


Con fecha 27 de febrero de 2017, se recibió la contestación de la Universidad de Burgos a 


nuestra solicitud de informe, junto a la cual se aportaba la Resolución de fecha 15 de febrero de 2017, 


del Gerente de la Universidad de Burgos, desestimatoria de la solicitud de información y 


fundamentada en la circunstancia de que la condición de Secretario General del Sindicato de 


Universidad de UGT y de Secretario General de la Sección Sindical de la UBU del sindicato UGT 


impide el derecho de acceso a la información de conformidad con lo establecido en el art. 10.3 de la 
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Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical y en el art. 64 del Real Decreto 


Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido del Estatuto de los 


Trabajadores. 


A mayor abundamiento, la petición de información es denegada por estimar que concurre el 


límite del art. 14, letra f), de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), ya que la información solicitada supone un perjuicio 


para la igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva. Esta apreciación se 


basa en el hecho de que la información solicitada guarda estrecha relación con el recurso contencioso 


administrativo interpuesto por la Federación de Trabajadores de Enseñanza del Sindicato UGT-CYL 


contra la Universidad de Burgos, que actualmente se encuentra tramitándose como Procedimiento 


Ordinario nº 101/2016, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 2 de Burgos. 


Cuarto.- Con fecha 15 de marzo de 2017 tiene entrada en el Comisionado de Transparencia 


de Castilla y León un escrito del reclamante, mediante el que manifiesta su disconformidad contra la 


resolución del Gerente de la Universidad de Burgos desestimatoria de su solicitud, apelando a su 


condición de Delegado Sindical ratificada por la Inspección Provincial de Trabajo el día 23 de julio de 


2010 y alegando que la información solicitada nada tiene que ver con el proceso judicial citado en la 


resolución, ya que en este proceso se ha solicitado la información de los años 2014 y 2015 y la 


solicitud viene referida a los años 2012 y 2013. 


 


 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 
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supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimado para ello, 


puesto que su autor es la misma persona física que se dirigió a la Universidad de Burgos en solicitud 


de información pública a través de la petición referida en el antecedente primero.  


Cuarto.- La reclamación, inicialmente interpuesta contra la desestimación presunta, ha sido 


presentada dentro del plazo establecido, puesto que, en ese momento, habían transcurrido más de seis 


meses desde la presentación, sin que constase su resolución expresa.  


En este sentido, el artículo 20.1 de la LTAIBG dispone lo siguiente: 


“La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los 


terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud 


por el órgano competente para resolver”.  


En cuanto al sentido del silencio, el apartado cuarto del mismo precepto establece lo que se 


indica a continuación: 


“Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa 


se entenderá que la solicitud ha sido desestimada”. 
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Respecto al plazo para la formulación de la presente reclamación, de acuerdo con lo dispuesto 


en el artículo 24.2 de la LTAIBG, era, en principio, de un mes a contar desde el día siguiente a aquel 


en que se produzcan los efectos del silencio administrativo. No obstante, con carácter general, respecto 


al plazo para reclamar frente a las desestimaciones presuntas de solicitudes de acceso a la información 


pública, compartimos el criterio manifestado por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su 


Criterio Interpretativo CI/0012016, de 17 de febrero de 2016, donde, partiendo de la jurisprudencia 


fijada por el Tribunal Constitucional acerca de los plazos para recurrir el silencio administrativo 


negativo y de las previsiones de la nueva Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas, relativas a la interposición de los recursos de 


alzada y de reposición (que han entrado en vigor el pasado 3 de octubre), se concluye lo siguiente: 


“… la presentación de una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno frente a la 


desestimación de una solicitud de acceso a la información por silencio no estará sujeta a plazo”. 


 Por tanto, por los mismos motivos, consideramos que tampoco se encuentran sujetas a plazo 


las reclamaciones que se presenten ante esta Comisión de Transparencia frente a las desestimaciones 


presuntas de solicitudes de acceso a información pública, como la que ha dado lugar a la presente 


reclamación.   


Como antes se indicó, con posterioridad a la presentación de la reclamación ante la Comisión 


de Transparencia se formuló resolución expresa por la Universidad de Burgos, denegando el acceso a 


la información solicitada por XXX. Dado que el reclamante ha remitido, en fecha 15 de marzo de 


2017, un escrito ante esta Comisión, que puede ser calificado como reclamación contra la resolución 


expresa, tendremos en consideración tanto los argumentos desarrollados en la Resolución 


desestimatoria del Gerente de la Universidad de Burgos de fecha 15 de febrero de 2017, como los 


expuestos en el último escrito aportado por el reclamante. 


Quinto.- A tenor de lo expuesto, nos encontramos ante la impugnación de una denegación 


expresa de la información solicitada en su día. Esta reclamación, de acuerdo con lo dispuesto en los 


artículos 23.1 de la LTAIBG y 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, antes citada tiene la 


consideración de “sustitutiva de los recursos administrativos”. Las reglas generales de validez y 


eficacia de tal sustitución son, según el citado precepto de la legislación básica de procedimiento 


administrativo, las siguientes: su conocimiento se encomienda a órganos colegiados o comisiones 


específicas no sometidas a instrucciones jerárquicas y han de respetarse los principios, garantías y 


plazos que la Ley de Procedimiento Administrativo reconoce a los interesados y ciudadanos en todo 


procedimiento administrativo. De acuerdo con lo anterior, el artículo 24.3 de la LTAIBG prevé que la 


tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la legislación de 
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procedimiento administrativo. Como recuerda el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su 


Criterio Interpretativo CI/0012016, de 17 de febrero, se deben aplicar a este procedimiento de 


reclamación “las reglas de interposición, la posibilidad de suspensión de la ejecución de la decisión 


impugnada, la audiencia a los interesados y la resolución”. 


Sexto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, las 


valoraciones acerca de la procedencia del acceso a la información solicitada por XXX pasa, 


fundamentalmente, por el análisis de dos cuestiones. 


En primer lugar, ha de determinarse si el acceso a la información pública de los delegados 


sindicales constituye, tal y como se indica en el informe remitido por la Universidad de Burgos, una de 


las regulaciones especiales del derecho de acceso a la información pública de la Disposición adicional 


primera.2 de la LTAIBG: 


“Se regirán por su normativa específica, y por esta Ley con carácter supletorio, aquellas 


materias que tengan previsto un régimen jurídico específico de acceso a la información”. 


En segundo lugar, debemos considerar si resulta de aplicación al caso el límite del derecho de 


acceso del art. 14 f) LTAIBG, en cuanto el acceso a la información solicitada por parte de XXX 


pudiera suponer un perjuicio para “la igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela 


judicial efectiva”. 


Pues bien, respecto a la primera cuestión, resulta sumamente clara la fundamentación jurídica 


empleada por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno en su Resolución 0114/2016, de 23 de 


junio (punto 6), que estima la reclamación presentada por la Junta de Personal de la Agencia Española 


de Administración Tributaria (Valencia) contra la desestimación presunta de una solicitud de 


información dirigida al Delegado Especial de la AEAT en Valencia. 


La conclusión adoptada se llevó a cabo teniendo en cuenta el Criterio Interpretativo 


CI/008/2015, de 12 de noviembre, que establece lo siguiente: 


I. “De acuerdo con el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 


Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC), y, a partir de su entrada en 


vigor, la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 


Públicas (LPCAP),  el derecho de los ciudadanos a acceder a la información pública, previsto en el artículo 


105, letra c), de la Constitución, se rige, primeramente por ésta y, en segundo lugar, por “la Ley de 


transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y demás leyes que resulten de aplicación”. 


 


De este modo la LTAIBG se configura en nuestro sistema jurídico como la norma básica en materia de 


acceso a la información pública, teniendo por su vinculación directa con la LRJPAC el mismo carácter 


básico de ésta y siendo, por tanto, aplicable a todas las Administraciones Públicas en los términos del 


artículo 149.1.18º de la Constitución (artículo 1 de la LRJPAC). 
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II. El carácter de ley general y básica de la LTAIBG en esta materia tiene como consecuencia principal que las 


excepciones a su aplicación en materia de acceso a la información pública deben venir expresamente 


previstas y autorizadas por ella. 


 


III. Los apartados 2 y 3 de la disposición adicional primera de la LTAIBG contienen la única excepción prevista 


en la Ley para la aplicación de sus normas sobre ejercicio del derecho a la información.  


 
Esto es, además, especialmente evidente si se tiene en cuenta que, según la Directriz 39, letra b) de las 


Directrices de Técnica Normativa aprobadas por Acuerdo del Consejo de Ministros, de 22 de julio de 


2005 y publicadas por Resolución de 28 de julio de 2005, de la Subsecretaría de Presidencia, las 


disposiciones adicionales de las normas deberán regular entre otras cuestiones “las excepciones, 


dispensas y reservas a la aplicación de la norma o de alguno de sus preceptos, cuando no sea posible o 


adecuado regular estos aspectos en el articulado”. De este modo, dado que las disposiciones 


adicionales en los textos normativos suponen una excepción respecto a lo previsto en la parte 


dispositiva que está formada por los artículos del cuerpo de la norma, parece claro que las únicas 


excepciones a la aplicación directa de las normas de la LTAIBG sobre acceso a la información son las 


previstas en su disposición adicional primera. 


 


IV. La disposición adicional primera de la LTAIBG vincula la aplicación supletoria de la Ley a la existencia de 


una norma específica que prevea y regule un régimen de acceso a la información, también específico. 


 
En consecuencia, sólo en el caso de que una norma concreta establezca un régimen específico de 


acceso a la información pública en una determinada materia o área de actuación administrativa, puede 


entenderse que las normas de la LTAIBG no son de aplicación directa y operan como normas 


supletorias. En opinión del Consejo, la mencionada disposición adicional tiene como objetivo la 


preservación de otros regímenes de acceso a la información que hayan sido o puedan ser aprobados y 


que tengan en cuenta las características de la información que se solicita, delimite los legitimados a 


acceder a la misma, prevea condiciones de acceso etc. Por ello, sólo cuando la norma en cuestión 


contenga una regulación específica del acceso a la información, por más que regule exhaustivamente 


otros trámites o aspectos del procedimiento, podrá considerarse a la LTAIBG como supletoria en todo lo 


relacionado con dicho acceso. 


 


La interpretación contraria conduciría, adicionalmente, al absurdo de que sectores enteros de la 


actividad pública o determinados órganos territoriales quedaran exceptuados de la aplicación del 


régimen de acceso previsto en la LTAIBG, siendo ésta, como es, una ley básica y de general aplicación. 


En definitiva, solamente aquellos sectores u órganos que cuenten con una normativa que prevea un 


régimen específico de acceso a la información que los redactores de la LTAIBG han entendido 


necesario preservar, aplicarán directamente dicho régimen y siempre con ésta última como norma 


supletoria. 


 
V. Hay que tener en cuenta, finalmente, que la excepción prevista en la LTAIBG no realiza una enumeración 


taxativa de los procedimientos o áreas de actuación que cuentan con regímenes específicos, para no 


provocar, por ello, lagunas o introducir rigideces indebidas en el ordenamiento jurídico. Los regímenes 


mencionados en el apartado tres de su disposición adicional primera -el régimen específico de acceso a la 


legislación medioambiental,  contenido en la Ley 27/2006, de 18 de julio, y el previsto en la Ley 37/2007, de 


16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público- lo son a título de ejemplo y admiten 


la consideración de otros sectores, entre ellos estaría el contenido en los artículos 23 a 32 del Real Decreto 


1708/2011, de 18 de noviembre, que establece el sistema de Archivos de la Administración General del 


Estado o las disposiciones que, en concreta normativa específica, prevean la reserva en el acceso cuando 


se den determinados condicionantes (secretos oficiales, secreto estadístico) y algunos otros”. 
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En el caso concreto de la Resolución 0114/2016, el Consejo de Transparencia, aplicando dicho 


criterio, expone que ha venido entendiendo reiteradamente que el acceso a la información para los 


Delegados de Personal y Juntas de Personal que se encuentra regulado en el Estatuto Básico del 


Empleado Público (supuesto que reviste paralelismo con el acceso a la información por los 


representantes del personal laboral de la Administración, esto es, Delegados de Personal, Comité de 


Empresa y, también, Delegados Sindicales) no constituye un régimen de acceso específico a la 


información. Ello es así, porque el EBEP sólo señala con carácter general la función de los 


representantes de los trabajadores de recibir información sobre la política de personal. 


Por lo tanto, considerando que el acceso a la información por los representantes sindicales y de 


los trabajadores constituye una circunstancia plenamente equiparable con el acceso a la información 


por parte de los representantes de los funcionarios públicos, y atendiendo a los razonamientos 


expuestos por el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, puesto que ni la Ley Orgánica de 


Libertad Sindical, ni el Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores contienen una regulación 


específica del acceso a la información, por más que puedan regular exhaustivamente otros trámites o 


aspectos del procedimiento (art. 10 LOLS y art. 64 y 65 TRET), habrá que considerar a la LTAIBG de 


aplicación directa en todo lo relacionado con el acceso. 


Séptimo.-Por otra parte, debemos considerar si concurre en el supuesto objeto de la 


reclamación el límite del derecho de acceso del art. 14.1 f) LTAIBG, en cuanto el acceso a la 


información solicitada puede suponer un perjuicio para la igualdad de las partes en los procesos 


judiciales y la tutela judicial efectiva. 


En lo concerniente a esta problemática, debemos partir del criterio interpretativo CI/002/2015, 


de 24 de junio, respecto a la aplicación de los límites de la LTAIBG, el cual viene a concluir que los 


límites no operan ni automáticamente a favor de la denegación ni absolutamente en relación a los 


contenidos, por lo cual habrá de realizarse una ponderación, analizando si la estimación de la petición 


de información supone un perjuicio concreto, definido y evaluable y realizando una aplicación 


justificada y proporcional atendiendo a las circunstancias del caso concreto. 


En el supuesto de la información solicitada por XXX, examinado el recurso contencioso 


administrativo (Procedimiento Ordinario 101/2016) interpuesto por la organización sindical UGT 


(Federación de Trabajadores de Enseñanza) contra el Acuerdo de 22 de diciembre de 2015, del 


Consejo Social de la Universidad de Burgos, por el que se aprueba la modificación de la Relación de 


Puestos de Trabajo del Personal de Administración y Servicios, si bien es cierto que la solicitud del 


reclamante se refiere a otros ejercicios (2012 y 2013), se constata que la información guarda directa e 
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inmediata relación con el apartado segundo del recurso (“El Acuerdo del Consejo Social no se 


aprueba por una mayoría suficiente de miembros idóneos del órgano, al incurrir varios de ellos en 


causa de incompatibilidad”). 


Así pues, sería de aplicación el fundamento jurídico 3 de la Resolución 0395/2016, de 25 de 


noviembre, del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, en la que se concluye que, existiendo 


varios procedimientos abiertos en los tribunales de justicia entre el interesado y la Administración por 


causas que guardan estrecha relación con el objeto de la solicitud de acceso a la información y la 


posterior reclamación, es aplicable el límite invocado del art. 14.1 f) LTAIBG, puesto que se puede 


ocasionar un perjuicio para una de las partes participantes en los procedimientos judiciales. 


Por lo tanto, en la medida en que hay un procedimiento judicial pendiente de decisión, 


iniciado a instancias de la organización sindical en la que ostenta un cargo representativo el 


reclamante, y sobre el cual va a revestir suma relevancia la valoración del órgano jurisdiccional acerca 


del ajuste a la legalidad de la formación de voluntad del Consejo Social -lo cual se corresponde 


precisamente con el objeto de la información solicitada por el reclamante y es la primera cuestión 


expuesta en el fondo del asunto del recurso contencioso administrativo-, a nuestro juicio, el límite 


alegado en la Resolución del Gerente de la Universidad de Burgos de fecha 15 de febrero de 2017 está 


correctamente aplicado, al no resultar acreditado un interés superior del reclamante en el acceso a la 


información requerida. 


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Desestimar la reclamación frente a la denegación de una solicitud de información 


pública presentada por XXX ante la Universidad de Burgos. 


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación y a la Universidad de Burgos. 


Tercero.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en 


la página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 124.3 de la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 


Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), contra esta Resolución cabe la 


interposición de un recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día 
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siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal 


Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.m LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 46/2016, de 11 de noviembre, de la Comisión de Transparencia 


de Castilla y León 


 


Asunto: expediente CT-0042/2016 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Salamanca 


 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 3 de junio de 2016, tuvieron registro de entrada en la Universidad de 


Salamanca dos solicitudes de información pública dirigidas por XXX, al Presidente y al Secretario, 


respectivamente, de la Comisión de Docencia de la Facultad de Filosofía de aquella Universidad. En el 


“solicito” de la primera de las peticiones indicadas se exponía lo siguiente: 


“Reitero mi solicitud para que me sean trasladados directamente todos aquellos acuerdos, informes, 


solicitudes y escritos de la Comisión de Docencia de la Facultad así como las solicitudes y escritos admitidos a 


trámite por la Comisión de Docencia de la Facultad que puedan afectarme o se refieran a mi actividad docente 


en la Facultad, de acuerdo con lo establecido en la legislación vigente. De acuerdo con la Ley 3/2015, así como 


el Decreto 7/2016, de Castilla y León, sobre derecho de acceso a la información, ruego asimismo contestación 


por escrito a la presente solicitud, que dirijo a V.I. con todo respeto”. 


En la petición dirigida al Secretario de la Comisión de Docencia se reproduce, en esencia, la 


misma solicitud, indicando en ambas peticiones que las mismas eran reproducción de otras anteriores 


formuladas con fecha 15 de noviembre de 2015 que no habían sido contestadas. 


De la lectura completa de las solicitudes presentadas con fecha 3 de junio de 2016, se 


desprende que, a pesar de la generalidad con la que se enunció el objeto de las mismas, lo cierto es que 


la información solicitada parece ser, en realidad, la relacionada con la petición de un Tribunal 


Extraordinario realizada por una alumna identificada con su nombre y primer apellido por la 


solicitante de la información.   


No consta que las solicitudes de información pública señaladas, cuyo objeto único motiva que 


sean tratadas en la presente Resolución de forma conjunta, hayan sido resueltas expresamente por el 


órgano competente de la Universidad de Salamanca.  


Segundo.- Con fecha 29 de julio de 2016, tuvo entrada en la Comisión de Transparencia de 


Castilla y León una reclamación presentada por XXX, frente a la denegación presunta de las 


solicitudes de información pública indicadas en el expositivo anterior. 







 


 
2 


Tercero.- Recibida la reclamación anterior nos dirigimos a la Universidad de Salamanca 


poniendo de manifiesto la recepción de la misma y solicitando que nos informase acerca de la presunta 


ausencia de respuesta que había dado lugar a la citada reclamación.  


Con fecha 15 de septiembre, se recibió la contestación de la Universidad de Salamanca a 


nuestra solicitud a través de la remisión por el Vicerrectorado de Docencia de un informe emitido por 


el Área Jurídica de la Universidad de Salamanca. En este informe se señala lo siguiente: 


“Se formula por la Profesora XXX la reivindicación de que el profesor de la asignatura en la que el 


alumno utilice el instrumento estatutario del Tribunal Extraordinario deberá ser oído, invocando, esta 


profesora, que la decisión que adopte el Consejo de Departamento podría afectar a sus obligaciones docentes. 


No se advierte en la utilización por parte de los alumnos que la facultad de solicitar el Tribunal 


Extraordinario afecte a la docencia que tenga asignada la profesora; es evidente que existe el Derecho 


Fundamental a la actividad académica, pero este Derecho no comprende la materialización de pruebas que 


alcancen la calificación que merece la respuesta del discente. 


A la vista de las normas estatutarias la Profesora XXX es miembro nato del Consejo de Departamento y 


está obligada a asistir a las reuniones del órgano colegiado. Es este órgano el competente para decidir sobre la 


solicitud del estudiante; la profesora tiene conocimiento de todo el asunto de manera material, puede participar 


en la reunión del Consejo de Departamento y puede impugnar los acuerdos que tomen; sin embargo no podrá 


adquirir la condición de persona interesada en el procedimiento puesto que sólo el alumno es el que recibe el 


bien o el perjuicio de la decisión de la Universidad. 


Otra cuestión, es que la Profesora impugne el acuerdo del Consejo de Departamento por entender que 


le afecta a su docencia, extremo para el que no se advierte ningún fundamento concreto, por lo que se informa 


desde esta área que debe desestimarse la solicitud”. 


 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno (LTAIBG), reconoce a todas las personas el derecho a acceder a 


la información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 
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Transparencia y Buen Gobierno (CTBG), con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 


ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 39/2015, del Procedimiento 


Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 


En efecto, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos.  


Entre las entidades que forman parte del sector público autonómico relacionadas en el citado 


artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, se encuentran las universidades públicas (letra e).  


En consecuencia, esta Comisión es competente para resolver la reclamación antes identificada. 


Tercero.- La reclamación ha sido presentada por quien se encuentra legitimada para ello 


puesto que su autora es la misma persona física que se dirigió a la Universidad de Salamanca en 


solicitud de información pública a través de las peticiones referidas en el antecedente primero. 


Cuarto.- El objeto de la reclamación es la desestimación presunta de las solicitudes de 


información pública señaladas, desestimación que ha tenido lugar al haber transcurrido, ahora, más de 


cinco meses desde la presentación de aquellas, sin que nos conste su resolución expresa. En este 


sentido, el artículo 20.1 de la LTAIBG dispone lo siguiente: 


“La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los 


terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud 


por el órgano competente para resolver”.  
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En cuanto al sentido del silencio, el apartado cuarto del mismo precepto establece lo que se 


indica a continuación: 


“Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa 


se entenderá que la solicitud ha sido desestimada”. 


Respecto al plazo para la formulación de la presente reclamación, de acuerdo con lo dispuesto 


en el artículo 24.2 de la LTAIBG, era, en principio, de un mes a contar desde el día siguiente a aquel 


en que se produzcan lo efectos del silencio administrativo. En el presente supuesto, no podemos 


determinar con exactitud el día en el que se han producido los efectos del silencio administrativo 


puesto que el plazo máximo para adoptar la resolución expresa de las solicitudes de acceso a la 


información pública, cuya superación determina la desestimación presunta de las mismas, se fija a 


partir de la fecha de recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver (artículo 20.1 de 


la LTAIBG). No obstante, con carácter general, respecto al plazo para reclamar frente a las 


desestimaciones presuntas de solicitudes de acceso a la información pública, compartimos el criterio 


manifestado por el CTBG en su Criterio Interpretativo CI/0012016, de 17 de febrero de 2016, donde, 


partiendo de la jurisprudencia fijada por el Tribunal Constitucional acerca de los plazos para recurrir el 


silencio administrativo negativo y de las previsiones de la nueva Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 


Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, relativas a la interposición de 


los recursos de alzada y de reposición (que han entrado en vigor el pasado 3 de octubre ), se concluye 


lo siguiente: 


“… la presentación de una reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno frente a la 


desestimación de una solicitud de acceso a la información por silencio no estará sujeta a plazo”. 


  Por tanto, por los mismos motivos, consideramos que tampoco se encuentran sujetas a plazo 


las reclamaciones que se presenten ante esta Comisión de Transparencia frente a las desestimaciones 


presuntas de solicitudes de acceso a información pública, como la que ha dado lugar a la presente 


reclamación.   


Quinto.- Nos encontramos aquí, por tanto, ante la impugnación de una denegación presunta de 


la información solicitada en su día. Esta reclamación, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 23.1 


de la LTAIBG y 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, antes citada, tiene la consideración de 


“sustitutiva de los recursos administrativos”. Las reglas generales de validez y eficacia de tal 


sustitución son, según el citado precepto de la legislación básica de procedimiento administrativo, las 


siguientes: su conocimiento se encomienda a órganos colegiados o comisiones específicas no 


sometidas a instrucciones jerárquicas y han de respetarse los principios, garantías y plazos que la Ley 


de Procedimiento Administrativo reconoce a los interesados y ciudadanos en todo procedimiento 


administrativo. De acuerdo con lo anterior, el artículo 24.3 de la LTAIBG prevé que la tramitación de 
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la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la legislación de procedimiento 


administrativo. Como recuerda el CTBG en su Criterio Interpretativo CI/0012016, de 17 de febrero, se 


deben aplicar a este procedimiento de reclamación “las reglas de interposición, la posibilidad de 


suspensión de la ejecución de la decisión impugnada, la audiencia a los interesados y la resolución”. 


A los efectos que aquí nos interesan, el artículo 119 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, señala 


que la resolución de un  recurso “estimará en todo o en parte o desestimará las pretensiones 


formuladas en el mismo o declarará su inadmisión”, así como que “el órgano que resuelva el recurso 


decidirá cuantas cuestiones, tanto de forma como de fondo, plantee el procedimiento”.  


Lo anterior aplicado a la impugnación que aquí nos ocupa implica que en la resolución de la 


misma esta Comisión de Transparencia no debe limitarse únicamente a instar a la Universidad de 


Salamanca a que, a través del órgano competente, resuelva expresamente las solicitudes presentadas si 


no lo ha hecho aún, poniendo fin así al incumplimiento de la obligación de resolver estas últimas en el 


que ha incurrido, sino que debe pronunciarse también sobre si procede o no la estimación de las 


solicitudes presentadas y, en su caso, sobre cómo se debe proporcionar a la solicitante la información 


pedida.   


Sexto.- Comenzando con el análisis material de la actuación administrativa impugnada, 


procede señalar que el objeto de la solicitud presentada en su día por la antes identificada puede ser 


calificado como "información pública" de acuerdo con la definición de este concepto que se realiza en 


el artículo 13 de la LTAIBG. Este precepto define la información pública como: "los contenidos o 


documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos 


incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan sido elaborados o adquiridos en el 


ejercicio de sus funciones". Las universidades públicas se incluyen expresamente dentro del ámbito 


subjetivo de esta Ley en su artículo 2.1. d), último inciso. 


En este sentido, ya hemos señalado en los antecedentes de hecho formulados que, a pesar de 


que el objeto de la solicitud se define de forma muy amplia (“todos aquellos acuerdos, informes, 


solicitudes y escritos de la Comisión de Docencia de la Facultad así como las solicitudes y escritos 


admitidos a trámite por la Comisión de Docencia de la Facultad que puedan afectarme o se refieran a 


mi actividad docente en la Facultad”) y sin limitación temporal alguna, interpretado el objeto de la 


petición en el contexto general de los escritos presentados, se puede concluir que la documentación 


solicitada es la relacionada con la petición de un Tribunal Extraordinario realizada por la alumna 


identificada por la docente, incluyendo dentro de esta documentación la propia petición realizada por 


la alumna y, en su caso, los acuerdos a los que haya dado lugar la misma.  


En todo caso, estos documentos se incluyen a nuestro juicio dentro del concepto de 


información pública recogido en el citado artículo 13 de la LTAIBG.  







 


 
6 


Séptimo.- Partiendo, por tanto, de la aplicación de la LTAIBG a la solicitud presentada por 


XXX, lo primero que debemos poner de manifiesto es que aquella Ley regula en la sección 2.ª del 


capítulo III de su título I un procedimiento que da comienzo con la presentación de la correspondiente 


solicitud, la cual podrá ser inadmitida por alguna de las causas previstas en el artículo 18; continúa con 


la tramitación de la citada solicitud de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19, en cuyo tercer 


apartado se prevé que, cuando la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de un 


tercero, se le debe conceder a este un plazo para que pueda realizar las alegaciones que estime 


oportunas; y finaliza con una resolución recurrible directamente ante la Jurisdicción Contencioso-


administrativa y potestativamente a través de la reclamación sustitutiva del recurso administrativo.  


En el caso aquí planteado, sin embargo, no consta que se hayan resuelto expresamente las 


solicitudes de información pública presentadas.  


En cuanto al contenido que debe tener la resolución omitida, en esta se ha de reconocer el 


derecho a acceder a la información solicitada, salvo que el mismo se encuentre afectado por alguno de 


los límites previstos en los artículos 14 y 15 de la LTAIBG, en cuyo caso debe denegarse, total o 


parcialmente, el acceso de forma motivada. Sin embargo, de la documentación obrante en este 


expediente no se desprende que concurra en el caso aquí planteado alguno de los límites legales 


previstos que podrían afectar al derecho de la ciudadana a acceder a la información pública solicitada. 


El CTBG y la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD), en aplicación de lo 


dispuesto en la disposición adicional quinta de la LTAIBG, adoptaron con fecha 24 de junio de 2015 


un criterio interpretativo de aplicación de los citados límites (CI/002/2015). A los efectos que aquí nos 


interesan, en este criterio interpretativo se afirma lo siguiente: 


"El proceso de aplicación de estas normas (artículos 14 y 15 de la LTAIBG) comprende las siguientes 


etapas o fases sucesivas: 


I.- Valorar si la información solicitada o sometida a publicidad activa contiene o no datos de carácter 


personal, entendiéndose por estos los definidos en el artículo 3 de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, 


de Protección de Datos de Carácter Personal (en adelante LOPD). 


II.- (…) 


III.- Si los datos de carácter personal contenidos en la información no fueran datos especialmente 


protegidos, valorar si son o no exclusivamente datos meramente identificativos relacionados con la 


organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o entidad correspondiente (…).  


IV.- Si los datos de carácter personal no fueran meramente identificativos y relacionados con la 


organización, el funcionamiento o la actividad pública del órgano o no lo fueran exclusivamente, efectuar la 


ponderación prevista en el artículo 15 número 3 de la LTAIBG. 
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V.- Finalmente, una vez realizados los pasos anteriores, valorar si resultan de aplicación los límites 


previstos en el artículo 14. 


Los límites a que se refiere el artículo 14 de la LTAIBG, a diferencia de los relativos a la protección 


de los datos de carácter personal, no se aplican directamente, sino que de acuerdo con la literalidad del texto 


del número 1 del mismo, «podrán» ser aplicados. 


De esta manera, los límites no operan ni automáticamente a favor de la denegación ni absolutamente 


en relación a los contenidos. 


La invocación de motivos de interés público para limitar el acceso a la información deberá estar ligada 


con la protección concreta de un interés racional y legítimo. 


En este sentido su aplicación no será en ningún caso automática: antes al contrario deberá analizarse 


si la estimación de la petición de información supone un perjuicio (test del daño) concreto, definido y evaluable. 


Este, además no podrá afectar o ser relevante para un determinado ámbito material, porque de lo contrario se 


estaría excluyendo un bloque completo de información. 


Del mismo modo, es necesaria una aplicación justificada y proporcional atendiendo a la circunstancia 


del caso concreto y siempre que no exista un interés que justifique la publicidad o el acceso (test de interés 


público)".  


En atención a los argumentos parcialmente transcritos, el CTBG y la AEPD concluyeron lo 


siguiente: 


"a) Los artículos 14 y 15 de la LTAIBG regulan los límites del derecho de acceso a la información 


que no operan de forma automática, sino que habrán de ser aplicados de acuerdo con las reglas de aplicación 


y los elementos de ponderación que establecen la citada Ley y la LOPD. 


b) El orden de ponderación opera desde el artículo 15 al 14 con los elementos que modulan la toma de 


decisiones. 


c) El artículo 14 no supondrá, en ningún caso una exclusión automática del derecho a la información, 


antes al contrario deberá justificar el test del daño y el del interés público para ser aplicado. 


d) Del mismo modo, su aplicación deberá justificar y motivar la denegación. 


e) (…) 


f) Todas las resoluciones denegatorias, total o parcialmente, del acceso en aplicación de los límites 


previstos en el artículo 14 de la LTAIBG serán objeto de publicidad en los términos establecidos en el art. 14.3 


de la misma”. 
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 A pesar de que no conocemos el contenido detallado de la documentación solicitada, no 


parece que proporcionar acceso al mismo a la solicitante vulnere alguno de los límites señalados, 


atendiendo al criterio expuesto. En concreto y en cuanto al límite relativo a la protección de datos 


personales, no consta la existencia de tales datos en los documentos pedidos, más allá de la 


identificación de la alumna que ha realizado la petición de Tribunal Extraordinario antes indicada, 


identificación que ya realiza la propia solicitante de la información. En todo caso, otros datos 


personales de la alumna (por ejemplo, domicilio, D.N.I., etc.) o de terceras personas que consten en 


aquellos documentos pueden ser ocultados.  


Octavo.- A la vista de lo expuesto en el informe jurídico remitido a esta Comisión por la 


Universidad de Salamanca, procede señalar que la decisión que se contiene en la presente Resolución 


se refiere a las peticiones de información pública realizadas por la docente indicada. En consecuencia, 


nada afecta a esta decisión el procedimiento a que haya dado lugar la petición realizada por la alumna 


de esa Universidad identificada por aquella, ni los derechos que se reconozcan a la solicitante de la 


información en el marco de aquel procedimiento impiden que esta ejerza los que le corresponden al 


amparo de la LTAIBG. En efecto, aun cuando esta última sea interesada en el procedimiento indicado 


(circunstancia que además se niega en el informe jurídico remitido), esta cualidad no puede mermar 


sus derechos de acceso a la información pública a pesar de lo dispuesto en el punto 1 de la disposición 


adicional primera de aquella Ley, puesto que carece de lógica jurídica que un interesado en un 


procedimiento tenga menos derechos en cuanto al acceso a la información pública relacionada con el 


mismo que cualquier otro ciudadano. 


En todo caso, insistimos en que la Resolución que ahora se adopta por esta Comisión de 


Transparencia debe entenderse desvinculada, al menos desde un punto de vista jurídico-formal, del 


procedimiento al que haya dado lugar la petición realizada por la alumna antes señalada.   


Noveno.- Para finalizar, procede referirse a la forma en la cual se debe llevar a cabo en este 


caso el acceso a la información pública solicitada. Al respecto, debemos tener en cuenta que el artículo 


22.1 de la LTAIBG establece como preferente el acceso por vía electrónica, motivo por el cual se 


puede remitir la copia del documento o documentos solicitados a la dirección de correo electrónico 


que figura en la petición de información; si no fuera posible, también se puede remitir la 


documentación indicada a través del correo postal o citar a la solicitante para que examine 


personalmente la misma. En todo caso, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuarto del 


mismo precepto y sin prejuicio del principio general de gratuidad del acceso a la información, la 


expedición de copias puede dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos previstos en la 


normativa que resulte aplicable. 
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En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Estimar la reclamación frente a la denegación presunta de una solicitud de 


información pública presentada por XXX ante la Universidad de Salamanca. 


Segundo.- Para dar cumplimiento a esta Resolución, el órgano competente de la 


Universidad de Salamanca debe remitir por correo electrónico una copia de la petición de 


Tribunal Extraordinario realizada en su día por la alumna XXX y, en su caso, de los Acuerdos a 


los que haya dado lugar aquella; en el caso de que esta remisión electrónica no sea posible, enviar la 


información por vía postal o permitir el examen personal de la misma.  


Al proporcionar esta información, ocultar otros datos personales que puedan aparecer en 


aquellos documentos relativos a la alumna indicada o a terceras personas.  


Tercero.- Notificar esta Resolución a la autora de la reclamación y a la Universidad de 


Salamanca. 


Cuarta.- Una vez realizadas las notificaciones señaladas, publicar la presente Resolución en la 


página web de esta Comisión, previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera. 


Esta Resolución es ejecutiva. No obstante, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 


124.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 


Administraciones Públicas, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción 


Contencioso-Administrativa, contra esta Resolución cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1 k LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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Resolución 1/2016, de 8 de enero, de la Comisión de Transparencia 


 


 


 


Asunto: expediente CT-0001/2015 / reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX  ante la Universidad de León 


 
 


I. ANTECEDENTES 


Primero.- Con fecha 22 de diciembre de 2015, tuvo registro de entrada en la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León una reclamación frente a la denegación de una solicitud de 


información pública presentada por XXX  ante la Universidad de León. 


Segundo.- La información solicitada por el antes identificado fue denegada mediante 


Resolución de la Secretaria General de la Universidad de León, adoptada con fecha 1 de diciembre de 


2015. No consta la fecha en la que fue notificada al interesado esta Resolución. 


II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 


Primero.- El artículo 12 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 


información pública y buen gobierno, reconoce a todas las personas el derecho a acceder a la 


información pública, en los términos previstos en el artículo 105. b) de la Constitución Española, 


desarrollados por la propia Ley. Añade este precepto que, en el ámbito de sus respectivas 


competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica. 


El artículo 24 de la misma norma dispone que frente a toda resolución expresa o presunta en 


materia de acceso a la información pública podrá interponerse una reclamación ante el Consejo de 


Transparencia y Bueno Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía 


contencioso-administrativa. 


Segundo.- La disposición adicional cuarta de la misma Ley 19/2013, de 9 de diciembre, 


establece que la resolución de la reclamación prevista en el artículo 24 citado corresponderá, en los 


supuestos de resoluciones dictadas por las Administraciones de las Comunidades Autónomas y su 


sector público, y por las Entidades Locales comprendidas en su ámbito territorial, al órgano 


independiente que determinen las Comunidades Autónomas. En Castilla y León ese órgano es esta 


Comisión de Transparencia a quien corresponde la tramitación y resolución de aquella reclamación, 
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ajustándose a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 


Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.  


En efecto, de conformidad  con lo dispuesto en los artículos 8 y 12 de la Ley 3/2015, de 4 de 


marzo, de Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, se crea la Comisión de 


Transparencia para el conocimiento y resolución de las reclamaciones que, con carácter potestativo y 


previo a su impugnación contencioso-administrativa, se presenten contra las resoluciones expresas o 


presuntas en materia de acceso a la información pública dictadas por los organismos y entidades del 


sector público autonómico relacionadas en el artículo 2.1 de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, de la 


Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León; por las corporaciones de derecho 


público cuyo ámbito de actuación se circunscriba exclusivamente a todo o parte del territorio de la 


Comunidad Autónoma; por las Entidades Locales de Castilla y León y su sector público; y por las 


asociaciones constituidas por las referidas entidades y organismos. 


Tercero.- De acuerdo con la disposición final cuarta de la Ley 3/2015, de 4 de marzo, de 


Transparencia y Participación Ciudadana de Castilla y León, las previsiones de esta norma reguladoras 


de la Comisión de Transparencia no entraron en vigor hasta el pasado 10 de diciembre de 2015. Esta 


misma fecha marcaba también el final del plazo del que disponían las Comunidades Autónomas y 


Entidades Locales para adaptarse a las obligaciones contenidas en la Ley estatal 19/2013, de 9 de 


diciembre, de acuerdo con lo previsto en su disposición final novena. 


Cuarto.- Considerando lo hasta aquí expuesto, resulta evidente que en la fecha en la que la 


Universidad de León adoptó la Resolución frente a la que se formula la presente reclamación (1 de 


diciembre de 2015) no habían entrado aún en vigor las disposiciones reguladoras del concreto sistema 


de impugnación de resoluciones en materia de acceso a la información pública ante la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León que se ha utilizado por el interesado.  


Tampoco se había agotado en aquella fecha el plazo previsto en la Ley estatal para que las 


Comunidades Autónomas se adaptaran a las obligaciones contenidas en la misma, en este caso a través 


de la atribución en Castilla y León de las competencias de tramitación y resolución de las 


reclamaciones frente a resoluciones expresas o presuntas en materia de acceso a la información 


pública de la Administración autonómica y su sector público y de las Entidades Locales comprendidas 


en su ámbito territorial, a un órgano independiente o, en su defecto, al Consejo de Transparencia y 


Bueno Gobierno del Estado, previa celebración de un convenio a tal efecto. 
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Quinto.- Por tanto, aun cuando la presente reclamación se encuentra comprendida dentro del 


ámbito objetivo de competencias de la Comisión de Transparencia de Castilla y León al ser la 


Universidad de León una universidad pública integrante del sector público autonómico (artículo 2.1 e) 


de la Ley 2/2006, de 3 de mayo, el hecho de que la Resolución en materia de acceso a la información 


pública frente a la que se ha presentado esta reclamación se haya adoptado en una fecha anterior a la 


de la entrada en vigor de las disposiciones reguladoras de la Comisión Transparencia impide su 


admisión a trámite. 


Lo anterior no implica una indefensión del interesado, puesto que este dispone de los 


mecanismos de impugnación de la Resolución denegatoria de la información solicitada vigentes en la 


fecha en la que tuvo lugar esta, entre los que se encuentra el recurso administrativo correspondiente 


ante la propia Universidad de León.     


 


En atención a los antecedentes y fundamentos jurídicos expuestos, la Comisión de 


Transparencia de Castilla y León, por unanimidad de sus miembros, 


RESUELVE 


Primero.- Inadmitir a trámite la reclamación frente a la Resolución, de 1 de diciembre de 


2015, de la Secretaria General de la Universidad de León, por la que se denegó la solicitud de 


información pública presentada por XXX.  


Segundo.- Notificar esta Resolución al autor de la reclamación. 


 


De conformidad con lo dispuesto en los artículos 117.3 de la Ley 30/1992, de 26 de 


noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 


Común, y 25.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-


Administrativa (LJCA), contra esta Resolución solo cabe la interposición de un recurso contencioso-


administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala 


de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León 


(artículo 10.1 k LJCA).  


EL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN 


Fdo.: Javier Amoedo Conde 
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